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Prologo 


Jean Piel y Arturo Taracena Arriola 


Este prólogo estaba convenido que fuese más largo, que tratase en profundidad la problemática 
nacional e hiciese un análisis de las ponencias presentadas en el Seminario "Balance histórico del 
Estado Nación en Centroamérica”, celebrado en San Salvador del 22 al 24 de noviembre de 1993 por 
iniciativa del Centro de Estudios Mexicanos y Centroamericanos y el Proyecto El Salvador de la 
Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales, con el apoyo de la Delegación Regional de 
Cooperación Científica y Técnica del gobierno de Francia. Sin embargo, el volumen y la riqueza de 
las diecisiete ponencias que a continuación presentamos nos obligan a ser breves. Creemos que el 
objetivo principal de estimular el interés por la historia política centroamericana se cumple con 
nuestra iniciativa, máxime cuando nos hemos propuesto darle continuidad a nuestro intercambio 
académico. 


Somos conscientes en estas páginas de que la historiografía centroamericana todavía tiene 
problemas con la historia política. No hablemos el que representan los mitos. Esa historia política 
edificante, que ha supeditado la verdad a la ejemplaridad, con el objeto de imponer un tipo de 
conducta social. Pero, el estudio de la historia centroamericana tiene, además, grandes lagunas. 


Hasta ahora en la región ha prevalecido una interpretación que se centra en un criterio de 
continuum político: independencia -república - reforma liberal - democracia, y que tiene 
como particularidad sostener que el resultado presente viene a demostrar la predestinación de ese 
gran producto de la historia decimonónica: el Estado-nación. Esta visión telológica, por ende 
moral, es en gran parte la responsable de las lagunas, pues para ella basta con estudiar ciertas 
coyunturas políticas o socio-económicas y redondear una historia total. 

Se ha mitificado sobre todo el aspecto político, porque se ha buscado convencer a los miembros de 
los Estados que desde el principio son parte de un todo (aunque la experiencia histórica nos muestre 
lo contrario como en el caso de los desposeídos, las regiones periféricas, las mujeres, los indígenas y 
los negros). Y en ese razonamiento, la interpretación del siglo x1x es clave, porque ella ha permitido 
afirmar que la particularidad nacional estaba predestinada desde el mismo momento en que nos 
separamos de España, si no es que antes. 

Ahora bien, los historiadores estamos interesados en estudiar lo que se construye en la larga 
duración: las estructuras. Sean estas materiales, jurídico-ideológicas o mentales. El Estado-nación 
es una de ellas en nuestra realidad histórica, el cual ha venido construyéndose a lo largo de los 


siglos XIX y Xx, este último ya por acabar. Empero, como el lector verá, no hay unanimidad 
conceptual entre los autores del presente volumen en torno a la construcción nacional, lo que hace 
aún más rica la discusión que pretendemos volver a lanzar como homenaje al esfuerzo del Dr. 
Edelberto Torres Rivas, quien hace dos décadas inició en la región el interés y la preocupación por 
el estudio del tema. 


Para el caso de Centroamérica, la práxis del sistema republicano implicó fundamentalmente la 
adopción de un orden ideológico nuevo, con instituciones y entes jurídicos ausentes del aparato 
estatal colonial: la Asamblea, el Senado, las municipalidades, etc. Este ideal republicano habría de 
remodelar brutalmente el sentimiento de pertenencia de los habitantes, obligados a verse como 
ciudadanos, como electores, etc. Sin embargo, el acceso a la ciudadanía no conllevó la concesión 
de la igualdad política y social. Seguidamente, en medio de la confusión ideológica, la diversidad 
institucional, la incoherencia administrativa y la desorganización social, los políticos 
centroamericanos se lanzaron a la construcción del Estado moderno y, luego, a la búsqueda de las 
identidades nacionales. 


En el mundo moderno, el poder está consagrado ante todo a la tarea de controlar el Estado, nos dice 
John Breuilly. Y, a partir de esa reflexión, nos sugiere que no se puede dejar de relacionarlo 
nacional—y particularmente, el nacionalismo— con el objetivo de obtener y utilizar el poder.* 
Ahora empezamos a ver con claridad cómo a partir de los ochentas del siglo pasado, con el auge del 
capitalismo agroexportador y la estructuración de ese Estado moderno, esa identidad nacional se 
intentó consolidarla desde arriba, oficialmente, por medio de la historiografía, los periódicos, los 
textos escolares, las hojas volantes producidos fundamentalmente por los políticos en la búsqueda 
de la construcción de una hegemonía. Dicha actividad colectiva se daba sobre la base de elementos 
protonacionales que se iniciaron a partir de una realidad social, económica y política anterior, pero 
parece haber estado dirigida más a lograr la imaginación de los países, que a la comprensión de los 
mismos. 

Ahora bien, para no estudiar la retórica de los grupos dominantes con una camisa de fuerza, 
primero debemos de entender que hubo actuaciones políticas con retórica nacionalista o sin ella. 
Segundo, debemos hacer posible el análisis de cómo las masas y los sectores medios actuaron para 
hacer frente a ese discurso. Por ello, consideramos pertinente hacer una salvedad: la lucha política 
no se circunscribe a la construcción del Estado-nación ni finaliza con ella. Implica la lucha por el 
poder en todas las esferas. 

Más allá de los problemas de la construcción del Estado-nación, pensamos que los historiadores nos 
debemos de preguntar cómo se hacía política en el siglo xIx y cómo se hace en el siglo xx. ¿ Cuáles 
eran y son las verdaderas dimensiones sociales y geográficas de los actores y de las instituciones 
que la implementan ? ¿ Cómo se dio la transición de la práctica republicana al Estado liberal? Esta 
pregunta nos ayudaría a responder por qué el proyecto liberal dio paso a gobiernos centralizadores 
y excluyentes, cuando no autoritarios. 

Es decir, ¿ cómo abordar la política cuando el ejercicio del poder implicó distinciones iniciales y 
perdurables entre ciudadano y habitante, entre ciudadano y elector, entre ciudadano y 
funcionario. Grandes mayorías sin capacidad de elegir y ser elegidas, sin tener acceso a cargos 
públicos. 

¿Sonel Estado, el liberalismo, el conservadurismo, la democracia conceptos absolutos o existen 
diferentes tipos ? 

¿Podemos reducir el Estado a los tres elementos metahistóricos tradicionales: soberanía, pueblo y 
territorio ? 


¿Cómo se explica el tipo de comportamiento de la política municipal? ¿Y la legislativa? 
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Estudiar las polémicas en las asambleas y en la prensa es indudablemente una forma de aportar a 
la historia política. Pero, si hablamos de política y del poder, lo primero que tenemos que hacer es 
saber de quiénes estamos hablando. Por ejemplo, ¿quiénes son los miembros de lasjuntas 
electorales? ¿Cuál es el proceso para nombrar los diputados? Esa lógica del "paracaidismo" que 
subsiste hasta nuestros días. ¿ Cuáles son las mecánicas de negociación y cómo se modificaron éstas 
a partir del momento en que el Ejecutivo fue más importante que la Asamblea en el funcionamiento 
y la continuidad del sistema republicano ? ¿ Cómo abordar a los partidos en Centroamérica ? ¿ 
Cuáles eran y son sus programas ?¿Los gobernantes los seguían ? ¿ Cómo estudiar el proceso de 
separación entre el Estado y la clase poseedora? Etcétera. 


En pocas palabras, nuestro reto futuro es el de sistematizar lo desconocido a escalas local, regional 
y nacional y para ello debemos de implementar nuevos análisis teórico-metodológicos y abrir entre 
nosotros la discusión y la colaboración académica. Que sea este volumen un testimonio colectivo e 
internacional de ello. Por la misma razón agradecemos el apyo brindado por el Dr. Thomas Calvo, 
director del CEMCA, del Dr. Guy Christoph, director de la DRCST y del Dr. Héctor Dada, director de 
FLACSO, El Salvador para que esta obra sea realidad. 


En las transcripciones textuales se ha respetado la ortografía de la época. 
Jean Piel 


Arturo Taracena Arriola 


NOTAS 


1. Breuilly, John. Nacionalismo y Estado. Barcelona: Ediciones Pomares-Corredor, 1990. p. 11 y ss. 


1. Reflexiones sobre la región 





Los territorios del Estado-Nacion en 
America Central 


Una problemática regional 


Noelle Demyk 


PRESENTACION 


La problemática del Estado-Nación implica un tercer elemento consubstancial: el 
territorio. Este es base concreta de la identidad nacional y de la sobrevivencia del Estado. 
Para un balance del Estado-Nación centroamericano en los siglos XIX y xXx, este ensayo 
intenta analizar ciertos procesos determinantes en la formación de los territorios 
nacionales y las estructuras espaciales que les corresponden a escala regional, es decir 
infranacional, En otros términos, el territorio nacional nos interesa aquí por su contenido 
y su grado de coherencia interna. No se trata en detalle el tema geopolítico de las 
fronteras o de la soberanía. 


A partir de una lectura geográfica del espacio ístmico, no solamente desde la 
Independencia sino desde el punto de vista del tiempo largo, se plantea la cuestión de las 
interrelaciones entre la construcción territorial de los Estados, las sociedades y el espacio 
geográfico, destacando los rasgos comunes entre los países centroamericanos. ¿Cómo las 
sociedades indoamericanas, coloniales y, luego, los estados independientes han plasmado 
sus territorios? ¿En qué forma la configuración geográfica del istmo imprime su marca 
singular y duradera a esta obra multisecular? ¿Cuál fue el impacto de las rupturas 
políticas, económicas o sociales sobre las estructuras espaciales? 


Antes de contestar esas preguntas es necesario aclarar el contexto general de la reflexión 
sobre el tema. Al contrario de la etnia o de los pueblos sin estado, reconocido el Estado- 
Nación se define —entre otros varios criterios— por un territorio delimitado 
jurídicamente, controlado por medio de una administración y también de un ejército, que 
garantiza su integridad. El Estado debe ejercer su autoridad sobre un espacio reconocido 
en el exterior por los otros Estados y en el interior por toda la población. Sin embargo, la 


cuestión de la soberanía es distinta del problema de la cohesión interna y del control de la 
población. 


Esos dos últimos puntos se refieren tanto al control estatal como a la existencia de una 
nación. Teóricamente patrimonio común de la nación, el territorio nacional forma parte 
del imaginario individual y colectivo como un espacio de referencia ¡dentitaria, lo cual 
permite rebasar los provincialismos y otros localismos. No obstante, sí puede alimentar el 
patriotismo y el nacionalismo para lo mejor y lo peor. 


También, el territorio es un espacio apropiado por un grupo humano, en el cual 
numerosos actores tienen un poder de intervención muy diversificado sobre el espacio. El 
control y la gestión estatal del espacio nacional, la organización de los sistemas de 
producción, las características socio-culturales de la población y sus diferentes formas de 
“territorialidad”(es decir, la relación individual o colectiva con un territorio percibido 
como suyo) producen espacios estructurados por varios sistemas de interacciones socio- 
político-económicas. Uno de esos sistemas lo conforma la economía nacional dentro de 
fronteras más o menos permeables. Pero, el territorio es también un mosaico de espacios 
regionales diferenciados, regidos por subsistemas económicos y socio-culturales, los 
cuales poseen cierta autonomía y estabilidad, pues son capaces de autorregulación y de 
duplicación! Esas estructuras regionales, cuando existen, son distintas de la 
cuadriculación administrativa e institucional. El análisis de la articulación entre el 
conjunto espacial nacional y las estructuras regionales que lo conforman está en el centro 
de este estudio. 


Se anudan en esos territorios nacionales o regionales estrechas relaciones entre el grupo 
humano y el medio ambiente, las cuales deben ser consideradas fuera de cualquier 
determinismo natural. Los componentes del entorno natural son utilizados, integrados y 
transformados por las sociedades en relación con sus modos de producción y de gestión, 
así como su cultura. Esta última vista en su relación filosófica o religiosa con la 
naturaleza. Con el fraccionamiento de las oligarquías, de los grupos étnicos y, de una 
manera general, de las clases sociales, le corresponden lógicas territoriales específicas e 
identificables. Se toma aquí el espacio como un producto social, por lo tanto, histórico. 


Por su dimensión histórica, el territorio es un lugar de memoria, un palimpsesto que 
despliega las huellas de un sinnúmero de fenómenos interactivos con temporalidades 
desiguales. En América Central, la creación de los Estados y la delimitación de sus 
territorios no es muy antigua todavía, pero estos procesos se arraigan en el tiempo largo, 
inmenso, de las eras geológicas, tal como en la historia multisecular de la sociedades 
humanas. Pues, la disposición zonal tripartita de los medios ecológicos y de los centros de 
poblamiento conforman la trama fundamental, a partir de la cual se organiza y se 
diferencia el espacio centroamericano. 


Por eso, el estudio de la formación de los territorios actuales necesita un rodeo geográfico 
e histórico bastante largo, con el fin de establecer ciertas permanencias y recurrencias en 
el ordenamiento territorial de los Estados modernos. Exige también varios niveles de 
análisis. El del Estado; encima de él, el de las estructuras englobantes y, por abajo, el de 
las estructuras regionales o locales internas. Esto vale particularmente para los Estados 
centroamericanos, nacidos de la desmembración de estructuras políticas y étnicas más 
grandes y, actualmente, aún marcadas por el carácter incompleto, lleno de vacíos, del 
control estatal y de la integración territorial. 


La Independencia no introduce inmediatamente una ruptura significativa en la 
organización espacial de las provincias coloniales convertidas en Estados soberanos. Pero, 
aparecen de pronto transformaciones espaciales intensas, que conllevan procesos 
estructurales tales como el desarrollo de una economía capitalista dependiente del 
mercado mundial, la intervención imperialista y la explosión demográfica del siglo xx. 
Mientras que la apropiación y el control del territorio se intensifican, la integración 
espacial sigue conformando con los severos límites de la integración social y política, vale 
decir con desigualdades amplias y con la permanencia de mecanismos de exclusión y de 
marginalización en la mayoría de los países. 


DEL ESPACIO ISTMICO A LOS TERRITORIOS 
NACIONALES: PERMANENCIAS Y RECURRENCIAS 


La trama territorial centroamericana 


La organización espacial actual de los países centroamericanos presenta, de una manera 
clara, una trama común, conformada, al igual que los países andinos, por una división 
tripartita de los territorios nacionales. Basada esta en oposiciones morfológicas y 
ecológicas mayores: entre tierras altas y bajas, entre tierras templadas y calientes, entre 
regiones con alternación de estación húmeda y seca y regiones callentes muy húmedas.? 


Las fronteras entre los países son perpendiculares con los ejes estructurales, orientados 
globalmente del noroeste al sureste, a la escala del istmo. Esos ejes delimitan tres tipos de 
medios: 
1. las tierras altas centrales montañosas, subrayadas al sur por la cordillera volcánica, aún 
activa, 
2. la planicie litoral estrecha del Pacífico, 


3. las vastas áreas bajas al norte, calientes y húmedas, a la orilla del océano Atlántico, que 
incluyen la meseta del Petén y las planicies caribeñas. 


Esas tres zonas, aproximadamente paralelas, se extienden sobre 2000 kilómetros de 
longitud, pero se suceden transversalmente sobre distancias reducidas: 260 km en la 
parte mas estrecha de Guatemala, 475 km en la parte más ancha de Honduras y, solo, 70 
km en el istmo de Panamá.? 


LAS TIERRAS ALTAS CENTRALES Y EL VERTIENTE DEL PACIFICO 


Mientras las tierras bajas y calientes del Petén, de Yucatán y del Golfo de México han sido 
la sede de los estados mayas del periodo Clásico, el poblamiento de la época precolombina 
postclásica y luego de la colonización española se halla más bien en las tierras altas 
centrales y en la vertiente pacífica del istmo centroamericano. El corredor litoral pacífico 
constituye una vía muy antigua de circulación, atestada por la progresión de las olas de la 
colonización precolombina desde el norte del istmo hacia el sur y viceversa, y por la 
intensidad de los flujos comerciales. Los españoles lo utilizaron también en las primeras 
décadas de la Conquista, dejando de lado temporalmente las poblaciones montañesas del 
sur del istmo, menos peligrosas por la debilidad relativa de sus estructuras políticas. Más 
tarde, a lo largo de la estrecha llanura litoral, el Camino Real —pésimo camino de muías— 
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es la única ruta longitudinal en la Audiencia de Guatemala, desde Chiapas hasta Costa Rica 
y, más allá, a Panamá. 


Donde el poblamiento amerindiano es poderoso y bien estructurado, se nota lapresencia 
temprana de los españoles. Se trata particularmente de las regiones mayas del oeste 
montañoso del istmo (Chiapas, Guatemala), así como de ciertos núcleos poblados, 
llamados de la “periferia mesoamericana”. Por ejemplo, los pipiles de El Salvador y los 
nicaraos, igualmente de lengua nahua, establecidos a la orilla de los lagos nicaragiienses.* 
El encerramiento caracteriza las tierras altas, donde las pequeñas cuencas 
intramontañosas forman otros tantos enclaves humanos, separados por los obstáculos 
naturales de un relieve muy fragmentado. Las montañas tropicales son, no obstante, 
atractivas por el abanico muy amplio de producciones agrícolas, el que permite el 
escalona-miento de las condiciones climáticas. Por encima de los 1,000 metros, las tierras 
templadas de altitud mediana les convienen particularmente a los recién venidos, nacidos 
en las mesetas ibéricas. 


Durante la colonia, los establecimientos españoles y criollos se reducen a pequeños 
núcleos urbanos de unos centenares o millares de habitantes en la vecindad de los 
“pueblos de indios”, proveedores de mano de obra y de artículos de consumo. A menudo 
ubicados en esas zonas de contacto entre las tierras templadas y calientes, es decir, entre 
las tierras para el trigo y aquellas para la caña de azúcar o el añil. Esas islas de población 
—centros administrativos, religiosos y militares del “Reyno de Guatemala”—, son el 
origen de las regiones centrales actuales de cada país. A lo largo de tres siglos de gobierno 
colonial, su expansión débil no genera una estructura regional compleja, con la excepción 
quizá de las zonas de producción del añil en el actual El Salvador. La articulación espacial 
entre los establecimientos hispánicos y los asentamientos indígenas se vuelve muy 
diferente dentro de cada provincia, lo cual matiza —pero no invalida— un modelo de 
organización regional para América Central. 


Sin embargo, este esquema espacial ya tiene sus rasgos bien claros. En cada país, las 
regiones “útiles”, vale decir las regiones progresivamente ocupadas y puestas en valor, 
corresponden al transecto tierras altas/vertiente volcánico o montañoso/planicie litoral 
pacífica, Esto no es cierto para Honduras, que solo dispone de una pequeña apertura 
territorial hacia el Pacífico y cuyo centro de gravedad queda en las montañas quebradas 
del interior. 


LOS ESPACIOS SIN CONTROL DEL VERTIENTE ATLANTICA 


Al norte y al este de esas tierras se extienden los espacios jamás conquistados e 
incontrolados del vertiente atlántica del istmo. En esas tierras bajas, donde el clima 
tropical caliente y húmedo favorece el bosque pluvial, la autoridad colonial nunca ha 
llegó. Al norte de Guatemala, en el Petén, vivían las tribus insumisas y hostiles de los 
lacandones y de los manche-chol. A pesar de la conquista tardía, en 1690, de la isla de 
Petén Itza, esa situación perdura incluso después de la colonia. 


Al contrario del Petén, las planicies del litoral caribeño de la Mosquitia nunca fueron 
incorporadas durante la época prehispánica en una estructura política de tipo estatal o 
cacical. En el momento de la conquista, tribus con población poco numerosa y muy 
dispersa vivían en aquellos parajes, muy aisladas tanto del área cultural mesoamericano 
como de los cacicazgos del sur del istmo. Mestizados, en parte, con elementos de 
población africana, los garifunas, sumus y miskitos vivieron al margen del Imperio 
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hispánico en esa Costa de la Mosquitia, la cual tiene 80 a 100 km de anchura hacia el 
interior y 1000 km de longitud entre el Río Tinto en Honduras y el río San Juan, que marca 
la frontera actual entre Nicaragua y Costa Rica. 


Es allí, en esas márgenes del Imperio, que se manifiesta la competencia de la Gran Bretaña 
a partir de sus bases en el Caribe, más que todo de la isla de Jamaica, conquistada en 1655. 
Con la participación de sus “aliados”: los miskitos. La piratería, contrabando, tala de 
árboles de Campeche, comercio de esclavos, amenazan todo el litoral atlántico desde 
Yucatán hasta Panamá. El dominio británico se fija duraderamente en Honduras 
Británica, hoy Belice. Sus huellas aún existen en la Mosquitia con la persistencia del habla 
inglesa y la difusión de cultos protestantes. 


Después de la Independencia, esas márgenes atlánticas forman un casi “no man's land” 
jurídico, donde ningún trazo fronterizo se impone. Las soberanías nacionales son 
socavadas por otras lógicas territoriales, las del imperialismo británico y luego 
norteamericano, y las más discretas pero más efectivas de las poblaciones autóctonas, 
para quienes esas regiones alejadas y poco accesibles sirven de zonas de refugio. 


LAS FRACTURAS DEL ISTMO 


A partir del siglo xvI, este patrón zonal de la trama espacial del istmo se enriquece con 
una dimensión meridiana o transversal, No hay evidencia que en la época precolombina 
los intercambios entre las dos costas oceánicas hayan tenido un papel particular, con la 
excepción, quizá, durante el período Olmeca. Los flujos de intercambio parecen más bien 
longitudinales, ya sea marítimos —como por ejemplo la ruta del cacao—,ya sea terrestres. 
Laperspectiva cambia radicalmente cuando se instauran relaciones necesarias y regulares 
entre la colonia y la metrópoli y, luego, entre las repúblicas independientes y los nuevos 
imperios. Embrionarios en la época Colonial —con excepción de la vía panameña— Jos ejes 
transoceánicos se convierten en el siglo xix en apuestas estratégicas nacionales e 
imperiales.* 

Se trata de que los Estados establezcan vías de comunicación durables y seguras entre los 
centros de poblamiento y de producción de la vertiente pacífica y los puertos de 
exportación de la costa atlántica. En lo que respecta a los Estados Unidos, de acuerdo con 
la letra de la doctrina de Monroe, quieren apoderarse del control exclusivo de cualquier 
potencial vía transístmica. Por eso proceden a la exclusión de Gran Bretaña de ese 
proyecto geopolítico y multiplican la injerencia directa en las políticas internas de los 
países centroamericanos. En teoría, los Estados Unidos pueden escoger uno u otro de los 
ejes transoceánicos, desde el istmo de Tehuantepec hasta el del Atrato, en Colombia. Sin 
embargo, dos trazos son más atractivos y la búsqueda de su control domina la historia de 
los países involucrados: el de Panamá, por su angostura, y el de Nicaragua (istmo de 
Rivas), por ser parcialmente practicable para la navegación a través del río San Juan y del 
Lago de Nicaragua. 


Al final del siglo xx, la competencia internacional para el dominio de las vías 
transístmicas sigue vigente, subrayando el carácter estratégico específico del istmo a 
escala mundial. Los proyectos de un nuevo canal interoceánico, así como los programas 
previstos a corto plazo de “canales secos” en varios países (Panamá, Costa Rica, México), 
involucran tanto a las potencias mundiales (Estados Unidos, Japón), como a los Estados 
ístmicos que rivalizan entre ellos mismos. 
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Fuerzas centrífugas y fragmentación del istmo 


En ese espacio angosto, montañoso y quebrado, a lo largo de 2 000 km y entre dos masas 
continentales, se observa cómo en ninguna época se ha creado un territorio unificado 
políticay económicamente. Al contrario, predominan las tendencias hacia la dispersión y 
la fragmentación. 


Ya se trate de las características de la fauna y de la flora o de la historia del poblamiento y 
de las construcciones políticas, el istmo puede ser considerado como un espacio de 
transición, un espacio intermedio: lugar de transición y de mezcla entre las especies 
vegetales y animales del norte y del sur del continente americano. Espacio intermedio 
entre las grandes civilizaciones precolombinas. Territorio de los “Confines” entre los 
vicerreinos hispánicos de la Nueva España y del Perú. Este se vuelve un espacio dominado 
por estar en la periferia de los centros de poder que son sucesivamente los imperios 
azteca, español, inglés y norteamericano. 


No es necesario atreverse a indagar las raíces originales de esta situación de hecho. Es 
más interesante y más factible comprender porqué y cómo ella perduradesde la 
Antigúiedad precolombina hasta nuestros días, y en qué forma la fragmentación y la 
dispersión territoriales se vuelven factores activos de la historia de América Central. 


La debilidad o la ausencia de fuerzas estructurantes e integradoras a nivel del istmo, 
combinada con la existencia de polos vecinos poderosos, explica la recurrencia de las 
fuerzas centrífugas hasta en el siglo xx. Se observan tendencias a la partición del istmo en 
dos bloques, con peso y límites variables, uno de los cuales es atraído por la potencia 
septentrional y el otro por la del sur, conforme a las leyes de la proximidad geográfica. 
Además, esos dos bloques son disimétricos: por ser más fuerte, el bloque septentrional es 
potencialmente expansionista, a costa del bloque meridional. 


La geografía cultural y política de la Centroamérica aborigen, en el momento de la 
conquista, dibuja tres áreas mayores: una zona norte, constituida por los estados mayas; 
una zona central, que pertenece a la periferia mesoamericana y una zona sur, conjunto 
menos integrado de cacicazgos y señoríos.* Se señala por memoria las tribus 
marginalizadas de las llanuras atlánticas de la Mosquitia. La zona norte incluye la actual 
Guatemala y Belice, mientras que la periferia mesoamericana resulta de una colonización 
más reciente por parte de poblaciones aztecas en el oeste de Honduras, en El Salvador y 
en la costa pacífica de Nicaragua. Ese conjunto está atado cultural y económicamente a 
Mesoamérica, cuyo centro es el Imperio Azteca. Por medio de los intercambios 
comerciales y de las migraciones de población, esta parte ístmica del conjunto meso- 
americano, más poblada y políticamente mejor estructurada, extiende su influencia hacia 
la zona sur del istmo, es decir, Costa Rica y Panamá actuales, enlazada culturalmente con 
el área Chibcha del noroeste de América del Sur. 


En la época colonial, la Audiencia de los Confines, luego la Capitanía General de 
Guatemala, no es más que una pieza menor en el Imperio hispánico. Por su papel 
estratégico para la expedición del oro y de la plata del Perú, a partir de 1567, la Audiencia 
de Panamá depende del Vice-rreinato del Perú, luego de la Nueva Granada. En el istmo, la 
ausencia de una riqueza mineral considerable no suscita una implantación española 
fuerte y un desarrollo mercantil capaz de integrar la región. Dos elementos solamente 
favorecen un dominio colonial más potente: la presencia de una población indígena 
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numerosa y bien organizada en el oeste del istmo y la vía transístmica panameña. Ambos 
excéntricos en relación con el espacio centroamericano. 


La dispersión de los núcleos poblados hispánicos, las tendencias hacia la economía de 
subsistencia, al margen de algunos ciclos de exportación efímeros y de poca extensión 
espacial, así como la mediocridad de las comunicaciones terrestres longitudinales, 
refuerzan las tendencias centrífugas bajo la Colonia, a pesar de un sistema administrativo 
y comercial centralizado, normativo y homogeneizador. Las rutas comerciales y las 
aspiraciones separatistas de ciertas provincias revelan esas dificultades de integración. 
Las provincias del oeste de la Capitanía (Chiapas, Guatemala, El Salvador) comercian con 
los centros de la Nueva-España. 


Por ejemplo, el añil se exporta durante ciertos periodos por el puerto de Veracruz a pesar 
de las largas distancias, debido al mal estado de los caminos hacia el Golfo de Honduras y 
a la inseguridad de las costas caribes. Volviendo a encontrar un tropismo antiguo, las 
provincias de Nicaragua y Costa Rica tienen lazos comerciales con el Perú y Panamá por 
vía marítima y terrestre. Poco antes de la Independencia, la provincia de Costa Rica pide 
su anexión a la Audiencia de Panamá, mientras que la de Nicaragua aspira a la creación de 
una audiencia autónoma con Costa Rica.” Más concretamente, esas dos provincias, así 
como las de Honduras y Panamá, están muy involucradas en el negocio del contrabando, 
manejado por Inglaterra desde sus bases en el Caribe y Belice. 


Las especificidades nacionales resultan de la diversidad de las formas de poblamiento, de 
las diferentes modalidades de apropiación de la tierra y de la organización socio- 
territorial de la reproducción de la fuerza de trabajo, en relación con las especializaciones 
productivas desarrolladas en la colonia. Esto más que todo en los siglos xIx y XX. Las 
divisiones norte-sur permanecen hasta estos tiempos, por ejemplo en la historia de las 
tentativas de creación de una Federación centroamericana después de la Independencia o 
más recientemente en el momento del proceso de construcción del Mercado Común 
Centroamericano. A fines de los años 1950 como a principios de los años 1990, un bloque 
conformado por los países del norte (Guatemala, El Salvador y Honduras) promueve una 
integración económica a la cual se adhieren difícilmente los países del sur del istmo. 


Este rasgo recurrente de la dinámica político-económica del istmo no se puede explicar 
sino por el refuerzo acumulativo de la diferenciación regional en el transcurso —sin 
solución de continuidad— del proceso de individualización primero de las regiones 
aborígenes antes del contacto, luego de las provincias coloniales y, finalmente, de los 
Estados independientes. Al respecto, el doble legado indígena e hispánico es fundamental. 
La ventaja inicial de la que dispone el norte del istmo tiene su fuente en la existencia de 
los estados mayas del Altiplano Occidental (Altos guatemaltecos, oeste de Honduras) y de 
los asentamientos pipiles (El Salvador). En él se encontraban las poblaciones más 
numerosas, las estructuras políticas más fuertes, las redes de extracción y circulación de 
las riquezas más eficientes del istmo. Esa región va a constituir el corazón del Reino de 
Guatemala. 


Sede de la administración colonial y por consecuencia beneficiadora del monopolio 
comercial atado a esa función, la provincia de Guatemala se vuelve la más poblada y la 
más rica del istmo. Con la recuperación demográfica, la superioridad aumenta a lo largo 
de los siglos (Cuadro Ne1). El legado político de la potencia colonial explica, por su parte, el 
deseo de las elites criollas guatemaltecas de tomar el control de una futura Federación 
centroamericana. En el siglo xx Guatemala posee el aparato productivo más potente de la 
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región. Pero, ciertas ventajas iniciales se vuelven fuente de debilidad en la medida en que 
la sociedad colonial aún no ha desaparecido completamente en ese país. El control 
coercitivo de la fuerza de trabajo se mantiene hasta la mitad del siglo xx, como 
consecuencia de la negativa de integrar a la población indígena —pero también a la 
población ladina pobre— en las relaciones de trabajo asalariado. Vale decir, en relaciones 
contractuales, que implican ciertas formas de negociación. La cultura política imperante 
del racismo y de la exclusión rezaga la emergencia de una nación así que la 
democratización del Estado. 


Al contrarío, se observa en la historia de Costa Rica una larga experiencia de aislamiento 
geográfico y de debilidad económica y, por tanto, de una autonomía relativa en relación 
con los centros de poder prehispánicos y coloniales. Entre los siglos XVI y XIX esta 
situación conlleva un grado más bajo de desarrollo y de riqueza en el marco de una 
sociedad blanca, mulata y mestiza poco numerosa. La marginalidad no impide que se 
aproveche la oportunidad de crear en un momento favorable —el auge del café—, las 
bases de un desarrollo económico y social, con la ventaja que no existen las inercias de 
una “edad de oro” anterior. Por lo tanto, las provincias de Honduras y de Nicaragua, que 
comparten con Costa Rica una cierta mediocridad de la economía colonial y un mestizaje 
precoz de la población, no han seguido la misma trayectoria nacional. No es aquí el lugar 
para explicar esa discrepancia, cuya existencia muestra el interés y los límites de un 
enfoque espacial de las formaciones económicas y sociales. Las recurrencias en la 
organización del espacio centroamericano nos recuerdan la importancia de los factores 
de inercia, de continuidad y de acumulación de los mecanismos con los cuales el tiempo 
se inscribe en el espacio. 


Mientras que los grupos humanos nómadas y seminómadas dejan una huella débil en el 
suelo y los paisajes, las sociedades sedentarias se matienen en lugares estables, 
reinterpretados y re-ordenados continuamente. Cada sociedad dispone de recursos más o 
menos eficaces para plasmar el medio natural, lo cual puede introducir diferencias en 
cuanto a la valorización de tal o cual ecosistema. Pero, globalmente, las mismas áreas son 
el objeto de un ordenamiento seguido, multiforme y poligénico, cuando no hay solución 
de continuidad en la ocupación humana, como fue el caso al final del período clásico 
maya. Por eso, sin caer en un determinismo simplista, es necesario identificar esas señales 
de referencia espacial fundamentales, que siguen operando desde épocas remotas.* 
Después de analizar esa trama territorial es posible evaluar la libertad irreductible de 
cada sociedad en un momento dado en relación con un territorio dado. 


La Independencia: territorios por construir 


La balcanización del istmo centroamericano con la Independencia ratifica políticamente 
las fracturas ya existentes en la época precolombina, y fijadas a lo largo de tres siglos de 
régimen colonial. La reforma administrativa de los Borbones, al crear las Intendencias al 
final del siglo xvi, anuncia el recorte ulterior de la región. Esto necesita de varias 
explicaciones complementarias.” 


La dispersión del poblamiento español, el aislamiento y la ausencia de mecanismos 
económicos integradores han propiciado las condiciones materiales y sociales del 
fraccionamiento del “Reyno de Guatemala” en pequeñas unidades funcionales. En gran 
parte autosuficientes y muy alejadas entre sí. Por otro lado, el triunfo del localismo 
resulta de la debilidad de las fuerzas políticas susceptibles de asegurar la cohesión del 
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conjunto regional. Entre los grupos criollos, los únicos interesados por un proyecto 
político unitario, ninguno es capaz de dominar militar y políticamente los otros. Ni 
siquiera el de Guatemala, cuya tutela administrativa y comercial es rechazada, en forma 
unánime, por los demás grupos provinciales. 


La incertidumbre territorial, en cuanto a los límites definitivos de los Estados 
independientes, tarda dos décadas entre la promulgación oficial de la Independencia (el 
15 de septiembre de 1821) y el fracaso de la Federación Centroamericana. Chiapas en 1823 
y Soconusco en 1842 —dos provincias de la Capitanía General de Guatemala— terminan 
anexadas a México. Hasta la provincia de Guatemala es amenazada por la secesión de sus 
departamentos occidentales, agrupados en el Estado de los Altos (1838-1840). En el sur del 
istmo, el antiguo corregimiento de Nicoya escoge su conexión política con Costa Rica a 
pesar de una fuerte presencia nicaragiiense. Por último, los ingleses se instalan 
definitivamente en Belice. 

Vale decir que, fuera de los cabildos criollos y de sus pequeñas zonas de influencia 
inmediata, no existen territorios definidos a príori, sino más bien tendencias antagonistas 
hacia la expansión territorial, las cuales volverán a surgir durante el siglo xIx hasta 
generar conflictos armados. 


Como las naciones, los territorios de los nuevos Estados independientes quedan por 
construirse. Los factores de dispersión y de fragmentación ya señalados en el ámbito del 
istmo subsisten en cada uno de esos países parcialmente apropiados y puestos en valor, 
controlados en forma muy incompleta y cuya soberanía se ejerce dentro de fronteras 
borrosas. Además, no existe integración socio-cultural. Se yuxtaponen y se afrontan las 
territorialidades distintas y excluyentes de los mundos criollo, ladino e indígena, según 
modalidades propias a cada país, pero siempre presentes en el origen de las tensiones. 


LOS TERRITORIOS DEL ESTADO-NACION Y LOS 
LIMITES DE LA INTEGRACION ESPACIAL 


La agricultura de exportación y la producción de nuevos espacios 
regionales 


A una escala desconocida durante el período colonial, el cultivo de nuevos productos de 
exportación, tales como el café (a partir de la segunda mitad del siglo x1x), el banano 
(después de 1880) o el algodón (después de 1950), así como la paralela extensión de 
antiguos cultivos especializados, como la caña de azúcar y la ganadería, han desarrollado 
un vasto movimiento de colonización de tierras nuevas, el cual es sostenido por un 
crecimiento demográfico fuerte (2,700,000 personas en América Central en 1870, 6,019,000 
en 1930 y casi 30,000,000 en 1993) y amplios flujos migratorios. 


Esas mutaciones se ordenan según dos periodos mayores. A partir de 1840 —más bien de 
1870—, el orden económico colonial da paso a las nuevas estructuras de las Repúblicas 
agroex-portadoras, fortalecidas por los gobiernos liberales. El cultivo del café forma la 
base de las economías y de las sociedades centroamericanas, con la excepción parcial de 
Honduras. Una segunda fase de crecimiento capitalista y de diversificación económica 
empieza en 1945. Esta se acompaña de la ampliación de los aparatos estatales y de una 
mayor estratificación social. Desde el punto de vista espacial, la polarización intensa de 
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los flujos migratorios y del aparato productivo industrial y terciario favorece el 
crecimiento de las regiones metropolitanas en detrimento del interior rural. 


Sin entrar en los detalles de esas transformaciones, en el caso de la caficultura y del 
cultivo del banano, solo destacaré aquí algunos aspectos sobresalientes de las formas de 
reestructuración regional como resultado de las nuevas fuentes de acumulación del 
capital, de las modalidades de apropiación de la tierra y de la movilización de la fuerza de 
trabajo, de la diferencia interna de las oligarquías, de la irrupción de los inversionistas 
extranjeros.' 


LOS TERRITORIOS DEL CAFE 


En cada país, las regiones cafetaleras contribuyen decisivamente a la expansión funcional 
y espacial de la región central o “core área”, incluyendo la capital y su antigua zona de 
influencia. Se asegura así el predominio de las fachadas pacíficas, acentuándose las 
disparidades entre los espacios regionales. Aparecen también las rutas transístmicas en 
Guatemala, Costa Rica y Nicaragua, con una fuerte participación (o injerencia directa) 
británica y norteamericana. 


De un país a otro, las estructuras sociales y las interrelaciones espaciales se combinan 
para formar sistemas regionales bastante distintos, que mantienen al mismo tiempo que 
los renuevan los rasgos específicos de las provincias en las épocas colonial y 
precolombina. Cuando se comparan, por ejemplo, los casos del oeste de Guatemala, del 
Salvador y del Valle Central de Costa Rica, se puede entender mejor la singularidad de 
cada sociedad inclusive, sus patrones propios de ordenamiento territorial. 


En el Occidente guatemalteco se nota una dinámica muy particular, reactivada en la época 
liberal, cuyos elementos son los siguientes: el bloque indígena de los Altos, preservado 
bajo la colonia; la complementariedad de las actividades productivas entre las tierras 
altas y bajas del mismo sector occidental; el papel de la elite criolla regional de 
Quetzaltenango. 


La combinación de los factores étnicos y espaciales determina la individualización de un 
sistema territorial-regional complejo, identif ¡cable hasta los años 1960.' Se comprueba 
aquí, la existencia durable de un sistema regional distinto del de la capital, con cierta 
autonomía en el marco general del fortalecimiento del poder capitalino. 


La situación es muy diferente en El Salvador, donde una mayor homogeneización étnica y 
espacial, ya perceptible al final del periodo colonial, da lugar a una integración territorial 
mucho más adelantada en todo el país. Lo demuestra la repartición más igualitaria de las 
ciudades medianas y pequeñas, así como la extensión precoz de la red de carreteras. Al 
contrario, en Costa Rica, el desarrollo cafetalero fortalece la concentración de la 
población en el Valle Central, rodeado de periferias rurales poco pobladas. 


Sin embargo, la organización interna de las regiones cafetaleras revela rasgos similares. 
Progresivamente, con la incorporación de tierras nuevas a la producción y el poblamiento 
colonizador, aparece una red de pequeños centros urbanos que sirven de relevos 
administrativos y comerciales, y que compiten hasta cierto punto con la ciudad capital. 
En los años 1920, no existe todavía el esquema actual de primacía metropolitana.*? (Cuadro 
Ne 2) 
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LAS REGIONES BANANERAS 


El caso de los enclaves bananeros introduce una problemática territorial distinta de lo 
anterior. Por primera vez, algunos sectores caribes conocen una valorización capitalista y 
un poblamiento más denso estructurado por infraestructuras modernas. La colonización 
de aquellos espacios fronterizos por compañías fruteras rivales desencadena varios 
conflictos armados —entre Honduras y Guatemala; entre Costa Rica y Panamá—, los cuales 
derivan de la manipulación de la cuestión de la soberanía nacional por parte de intereses 
privados, sean norteamericanos o del sector “nacional” de cada país.'? 


A pesar de la historia caótica de las plantaciones de banano o, tal vez, precisamente por 
esta, el enclave de monocultivo se vuelve una región más diversificada, todavía alejada de 
los centros activos de los países, pero cada vez más integrada en las dinámicas 
socioeconómicas nacionales. El Estado central no puede ignorar las crisis que resultan de 
los desplazamientos y de las contracciones cíclicas de la actividad bananera desde 1930, y 
afectan la capacidad de sobrevivencia de las poblaciones locales aún caracterizadas por 
una fuerte movilidad. Finalmente, cabe insistir en el caso excepcional de Honduras en 
cuanto a la filiación temporal y territorial entre el enclave bananero y la región más 
dinámica del país hoy día. 

Queda por indagar la articulación entre el desarrollo capitalista tardío de Honduras, 
centrado en San Pedro Sula, y el despliegue agroindustrial de las compañías bananeras y 
de los productores nacionales. 


El mosaico de los territorios regionales después de 1950 


A lo largo de 170 años de existencia de los Estados independientes, cabe preguntarse 
cómo se articulan hoy día las nuevas estructuras espaciales de la agricultura de 
exportación y los territorios menos dinámicos, como los asentamientos campesinos, las 
zonas de refugio indígenas o las zonas aún casi vacías. 


La creación de nuevos espacios productivos de la agricultura de exportación implicó a actores 
poderosos: los Estados, las oligarquías terratenientes y los inversionistas extranjeros. 
Como durante la colonia e incluso hoy en día, todos han considerado los territorios 
nacionales como reservas de espacio y de fuerza de trabajo movilizables, a merced de las 
fluctuaciones coyunturales, y no como espacios para desarrollar y preservar (por lo 
demás, una idea bastante nueva en el mundo). Las regiones de la agricultura de 
exportación tienen ahora cierto grado de integración por medio de la red urbana y de las 
vías de comunicación. 


Pero, aún existe una brecha entre esas formas de modernidad capitalista a escala regional 
y la persistencia del encerramiento a escala local. El enclave físico, espacial, es también 
social, político y cultural. La plantación o la hacienda ganadera mantienen al trabajador 
agrícola en un mundo cerrado y coercitivo, donde prevalece la ley privada del finquero, 
del hacendado o del Papa Verde, lo cual excluye el ejercicio de la ciudadanía así como el 
derecho de control por parte del Estado. Esos territorios integrados y vigilados de la 
agricultura de exportación conforman un “oekumene” restringido, pero cuya expansión 
constante es una amenaza para la sobrevivencia de las sociedades campesinas vecinas. 


En el mundo campesino se observan dos lógicas espaciales: por un lado, las explotaciones 
pequeñas y medianas insertadas en las regiones de agricultura comercial y, por el otro, 
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las áreas ocupadas —en mayoría, si no exclusivamente— por el campesinado. Esos 
territorios campesinos están ubicados en las tierras altas y montañosas, poco propicias para 
el desarrollo de la explotación grande por ser demasiado altas, quebradas o aisladas. Así 
son los Altos guatemaltecos, las regiones septentrionales de El Salvador, las tierras 
montañosas del oeste hondureno y las del centro-norte de Nicaragua. El caso 
costarricense del Valle Central queda aparte, por estar completamente integrado al 
segmento moderno de la economía de exportación, lo cual no es cierto para el caso de los 
campesinos cafetaleros de Honduras y del centro-norte de Nicaragua. 


Frente a la carencia de tierras, las sociedades campesinas despliegan una gran movilidad 
laboral y espacial, asociando la agriculturade subsistencia y el trabajo asalariado 
estacional, nutriendo los frentes de colonización que avanzan en todas partes, hacia las 
periferias del espacio de las plantaciones como de las tierras altas campesinas, hacia las 
tierras desamparadas de la frontera agrícola caribe. 


Pero los espacios nacionales son espacios limitados. Se agotan progresivamente las fronteras 
agrícolas internas. A partir de 1950, el desequilibrio dinámico, instaurado desde la 
conquista, entre la propiedad grande y la explotación campesina, se modifica otra vez. 
Durante esa nueva fase del desarrollo capitalista de América Central, los productos 
agrícolas de exportación se benefician de un mercado mundial más bien favorable, 
aunque inestable, hasta los años 1975-78. Con este nuevo auge, las planicies litorales del 
Pacífico se integran por completo a los territorios de plantaciones, ya extendidos a las 
vertientes montañosas durante el período cafetalero. La hacienda ganadera se vuelve 
“ubiquista” e incorpora grandes superficies de tierras desmontadas, en detrimento del 
bosque primario y, a menudo, sustraídas para usos más intensivos. 


Mientras continúa el proceso de concentración de la tierra, la explosión demográfica del 
siglo xx trastorna las bases de las relaciones de producción. Las explotaciones campesinas 
siguen reduciéndose y los terratenientes disponen aún más de una mano de obra 
abundante. Ya no es necesario atar la fuerza de trabajo con sistemas coercitivos o por el 
colonato. 


Por otro lado, los finqueros disminuyen el número de trabajadores permanentes, 
prefiriendo contratar a jornaleros reclutados entre los campesinos minifundistas y los 
campesinos sin tierras. 


Debido a estas condiciones, los frentes de colonización campesina espontánea llegan a 
chocar con los de la gran explotación, particularmente la hacienda ganadera extensiva. El 
agotamiento de la frontera agrícola se produce ya a principios de este siglo en El Salvador, 
cuyos campesinos van a desmontar las tierras boscosas del sur de Honduras, se emplean 
en las plantaciones bananeras del Atlántico hondureno o emigran hacia las ciudades 
salvadoreñas y extranjeras. Este sucede entre los años 1960 y 1970 en Honduras y Costa 
Rica, un poco más tarde en Guatemala. 


En estos países, como en Nicaragua, existen todavía tierras por apropiarse en las llanuras 
caribes. Pero, ese último frente pionero del istmo, es el lugarde un enfrentamiento entre 
usos del suelo mutualmente excluyentes, entre la agricultura campesina, la ganadería y 
las plantaciones, entre el llamado ecoturismo y la preservación del medio ambiente.'* Este 
enfrentamiento desencadena fuertes tensiones sociales y hechos de violencia física en 
lugares donde la ley pública no está vigente. Según los contextos nacionales y los modos 
de regulación social imperantes, los conflictos de tierras quedan localizados y reciben 
soluciones por lo menos parciales y contemporizadas, tales como reformas agrarias. En 
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los casos extremos, refuerzan una crisis sociopolítica generalizada, que desemboca en 
guerras civiles. 


El crecimiento demográfico y el éxodo rural están también en el origen de un fuerte 
crecimiento urbano muy desigual. Después de los años 1950, un nuevo sistema territorial 
se va desarrollando. El de las áreas metropolitanas, que aglutina a las capitales históricas 
—ahora saturadas— y los municipios de los alrededores, sumergidos por la ola migratoria. 
La polarización de la red urbana en una sola ciudad (con la excepción de Honduras), la 
primacía urbana, tiene varias explicaciones. 


Aparte del desmoronamiento del mundo rural campesino, queda por comprender por qué 
las ciudades provinciales no atraen más a los migrantes. Al respecto, solamente existen 
algunas repuestas sobre el caso de Quetzaltenango, la segunda ciudad de Guatemala.” 


Uno de los elementos claves está en el papel de las elites locales en relación con su 
ambiente regional, pero también en su confrontación con las eites capitalinas. Las 
ciudades capitales gozan hoy día de ventajas considerables, entre las cuales se pueden 
enfatizar la concentración del poder y de la administración estatal (fortalecida en todos 
los países desde 1950), la concentración casi exclusiva de las inversiones extranjeras en 
los servicios, los negocios, las industrias de substitución de importaciones y las 
maquiladoras. Las desigualdades no han tenido ningún tipo de corrección. Incipiente y 
puramente intencional es la planificación territorial en Centroamérica. El caso de 
Honduras, con su estructura urbana bicéfala, no contradice lo dicho anteriormente. Más 
bien, confirma el papel de lo externo en la competencia desigual entre Tegucigalpa y San 
Pedro Sula. 


En Costa Rica y Panamá, las áreas metropolitanas se extienden hasta conformar —si se 
toma en cuenta la dimensión de esos países— extensas regiones metropolitanas, nacidas 
de la coexistencia e interpenetración de los espacios más dinámicos urbanos y rurales. En 
Costa Rica, engloban el área urbana y las regiones cafetaleras y en Panamá, la región 
urbana y el enclave comercial ligado al canal. 


Los niveles de primacía urbana son suficientemente heterogéneos en Centroamérica para 
que este fenómeno no sea percibido como una consecuencia ineluctable de la difusión del 
sistema capitalista y de la dependencia a escala mundial. Como lo demuestran varios 
casos en el mundo (Francia, Alemania, etc.) y también el de Honduras, esto depende 
también de la historia específica de la formación de los Estados y de la construcción 
territorial, 


Al respecto, puede ser iluminador considerar este fenómeno a otra escala espacial. Si se 
considera la red urbana en Centroamérica, se observa que existen en el nivel superior 
siete u ocho ciudades de tamaño comparable, regularmente repartidas en el istmo por 
una población que se acerca a los treinta millones de habitantes. En la coyuntura 
moderna de la conformación de bloques económicos regionales, ahí está, quizá, una 
aproximación diferente de los efectos negativos de la primacía a escala nacional y del 
futuro ordenamiento territorial, que deberían de ser concebidos en su dimensión ístmica. 


El encuadramiento y el control territorial estatales 


Esas categorías generales incluyen varios elementos como la red administrativa, la 
intervención del Estado en materia de infraestructuras, de bienes raíces y de producción 
de servicios para la población, el encuadramiento estatal de la economía nacional en 
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asuntos financieros, fiscales, aduaneros, etc. Tomando en cuenta ciertos aspectos de una 
materia tan heterogénea, en este apartado solo se trata de esbozar algunas de las 
tendencias contradictorias del control territorial estatal. 


La integración está en camino, pero de una manera muy selectiva. Una verdadera red vial 
comienza ya a estructurar las regiones del Pacífico, como es el caso de las 
telecomunicaciones, las infraestructuras energéticas y portuarias. Los límites espaciales 
de la integración mantienen y refuerzan la polarización por medio del aprovechamiento 
de la vertiente pacífica y de los ejes transístmicos, cuando éstos existen. En las otras 
regiones, y particularmente en las zonas de agricultura campesina, los progresos son 
insuficientes, a excepción probablemente de El Salvador, donde la red vial es mucho más 
densa. Así pues, el enclave favorece las posiciones de monopolio comercial y los abusos de 
toda clase de intermediarios. 


A los problemas de acceso se añaden las carencias de los servicios de base, educación, 
salud y vivienda. Siempre la actividad estatal ha estado orientada más hacia el control de 
los hombres que hacia la satisfacción de sus necesidades básicas. Y, para el control de los 
hombres, a menudo basta el ejército y sus diferentes dependencias. Es decir, que la 
presencia del Estado puede ser muy reducida en una mayoría de lugares poblados. 
Además, la dispersión del habitat rural hace más dudosa la presencia de la administración 
y de los servicios fuera de las cabeceras municipales. 


Sin embargo, en su conjunto, la red administrativa se ha desarrollado para englobar el 
crecimiento de la población y su dispersión espacial a lo largo de los procesos de 
colonización de los territorios nacionales. Pero sus objetivos no han dejado de ser 
puramente fiscales y no sobrepasan las necesidades de la burocracia rutinaria. Por falta 
de una visión global de los territorios, de sus características, no solo demográficas sino 
económicas o ecológicas, las actuales redes administrativas de los departamentos (o 
provincias) son inadaptadas a la estructuración real delespació.'* Por eso se vuelven aún 
más difíciles los esfuerzos de planificación regional o metropolitana, conociendo los 
obstáculos políticos sobre toda modificación de los límites de las circunscripciones 
electorales. 


La cuestión del control administrativo asocia estrechamente los aspectos territoriales y 
las apuestas de poder. Los regímenes republicanos han instituido tres niveles 
institucionales: el gobierno central, los departamentos o provincias y los municipios. En el 
nivel intermedio del departamento se ejercen, sobre todo, funciones políticas 
(electorales) y de seguridad. Los gobernadores nombrados por el jefe del Estado ejecutan 
las directivas centrales sin ninguna autonomía. No existe, en este nivel, un aparato estatal 
desconcentrado para la intermediación entre el gobierno central y la población, menos 
aún una representación de la población civil. El funcionamiento del aparato estatal sigue 
estando muy centralizado, en el sentido estricto del término. Se gobierna desde el centro 
y para el centro, y esto no es contradictorio con la ausencia del Estado en muchas partes 
del territorio. Cabe señalar que los organismos llamados “autónomos” o 
“descentralizados” participan plenamente de esa concentración del poder. 


Entonces, ¿cómo se articulan las relaciones entre el Estado central y los municipios? Por 
un lado, se puede decir que cualquier poder local tiene estrechos vínculos con las 
instancias centrales del Estado, ya sea por medio de ramificaciones políticas o por lazos 
familiares y clientelistas. Por otro lado, la mayoría de la población no goza sino de una 
“ciudadanía local”, restringida y subordinada, a menudo manipulada, alejada de los 
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derechos y deberes de una ciudadanía nacional y universal. Cuando existe, la autonomía 
municipal no constituye una garantía real contra la exclusión y la marginalización de las 
mayorías de la población centroamericana, sea esta rural o urbana. Las formas de 
exclusión resultan tanto de un control estatal demasiado coercitivo como de la ausencia 
del Estado, la cual deja lugar a otras formas de dominación y de explotación. 


Estos fenómenos, permanentes desde la época colonial, tienen una dimensión regional 
reforzada por la cuestión étnica. Por ejemplo, en el Occidente indígena de Guatemala la 
conservación de las tierras comunitarias —a pesar de todas las expoliaciones— ha 
permitido la transmisión de los rasgos identitarios mayas, lo cual ha significado también 
una segregación espacial y étnica, mantenida por las elites criollas y ladinas del país. 
Queda claro, que la permanencia de este bloque indígena y de su base territorial favorece 
ciertas expresiones separatistas del movimiento reivindicativo indígena. 


La cuestión indígena en Guatemala puede volverse una cuestión regional. Es decir, una 
amenaza potencial de fractura del territorio nacional, la cual pone en tela de juicio la 
existencia o construcción de una nación guatemalteca. 


En otras partes, se plantea la problemática de las zonas de refugio de pequeñas minorías 
indígenas amenazadas en su identidad por la irrupción de intereses económicos varios 
(compañías bananeras, explotación forestal o mineral por parte de empresas privadas o 
estatales), que destruyen simultáneamente su integridad territorial y su modo de 
subsistencia. Se puede citar como ejemplos los casos de los Bribris y Cabécares de la 
cordillera Talamanca en Costa Rica”, o de los Guaymíes, en el centro-oeste de Panamá. 


En Nicaragua, la población miskita fue puesta, durante la década de 1980, en el centro de 
un conflicto complejo entre el Estado sandinista, los opositores de la Contra, el gobierno 
de los Estados Unidos y la opinión internacional. Esta es la cara moderna de la falta de 
integración de esa parte caribe de Nicaragua, que no ha sido superada desde la época 
prehispánica y que ya había dado lugar a manipulaciones externas de esa población por 
parte de los ingleses. ¿Qué podría significar la integración en este caso? El estatuto de 
autonomía otorgado por el Estado nicaragiense quizás abre la puerta a un nuevo modo de 
coexistencia entre los mundos mestizo e indígena, sabiendo que para el mundo indígena 
rural el reconocimiento de su especificidad cultural pasa por la preservación de sus 
tierras. Es decir, de su autonomía económica. 


Por último, los territorios nacionales no se pueden considerar como entidades cerradas. 
Tanto desde el punto de vista de los movimientos de población como del económico, la 
transgresión de las fronteras así como la transgresión de la legalidad son hechos 
cotidianos, actualmente con una amplitud considerable. Lo cual no tiene nada de nuevo, 
pero nos interpela sobre la realidad y la magnitud del encuadramiento estatal, hoy en día, 
y sobre el contenido efectivo de la soberanía nacional.!* 


En lo que concierne a los flujos de población, siempre ha existido una fuerte turbulencia. 
Ya el régimen colonial, normativo y clasificador, no logró ordenar y controlar la 
ubicación de la población mestiza o ladina. En ciento cincuenta años que siguieron a la 
Independencia política se multiplicaron las franjas pioneras, las migraciones 
transfronterizas (los salvadoreños hacia Honduras y Guatemala, los guatemaltecos hacia 
Belice, los nicaragiienses hacia Honduras o Costa Rica, etc.) y, durante las recientes 
guerras civiles en Nicaragua, El Salvador y Guatemala, lo fueron los movimientos de 
personas desplazadas y refugiadas. Las migraciones hacia América del Norte han sido 
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masivas en estas últimas décadas por parte de los salvadoreños (una quinta parte de la 
población del país) y de los guatemaltecos (9 ó 10% de esta). 


En lo económico, la extraterritorialidad de las empresas transnacionales ha sido 
ampliamente estigmatizada. Y están, más aún, fueradel control del Estado y de la 
contabilidad nacional, el contrabando, la fuga de capitales al extranjero, la producción y 
la circulación de la droga y el lavado de los narco-dólares, que debilitan la credibilidad en 
la aptitud del Estado para asumir tareas de desarrollo. Así se crean nuevos enclaves, 
nuevos vacíos de soberanía, en territorios incluidos siempre en el interior de esferas 
económicas y geopolíticas mayores. 


CONCLUSION 


En el proceso de larga duración se enriquece el modelo espacial del Estado 
centroamericano, basado sobre lógicas históricas comunes de construcción territorial, en 
el marco del medio físico singular del istmo. No solamente existe una trayectoria 
geopolítica global, sino también un encaje de estructuras espaciales de tipo y de tamaño 
similares. Los modos de articulación entre los espacios regionales no han variado mucho 
desde hace cinco siglos y el dominio territorial sigue siendo incompleto. Sin embargo, los 
últimos conflictos internos y sus repercusiones en el ámbito de todo Centroamérica, así 
como el resurgimiento de la cooperación regional, hacen resaltar la necesidad de políticas 
territoriales coordinadas, que consideren el espacio como un patrimonio social común y 
no como un botín. 
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CUADRO N” 1. Población de los Estados de Centroamérica 








Estados Población 
1820 1990 (millones) 

Costa Rica 63 000 3,2 
El Salvador 248 000 5,4 
Guatemala 595 000 9,7 
Honduras 135 000 39 
Nicaragua 186 000 4 

Panamá 87 000 2,5 
Belice - 0,2 
Centroamérica 1314 000 30,5 





FUENTE: Historia General de Centroamérica, tomo !!l, Ed. Siruela, Madrid, 1993 L'état du monde, La 
Découverte, Paris, 1994. 


CUADRO N” 2. Población de las ciudades centroamericanas (1920) 








Estados Costa Rica El Salvador Guatemala Honduras Nicaragua 

Capital San José San Salvador Guatemala Cd Tegucigalpa Managua 
54 000 80 900 91 300 35 000 60 342 

% población 12,90% 6,90% 7,20% 4,90% 9,40% 

2da. ciudad Cartago Santa Ana Quetzaltenango Choluteca León 
19000 59815 35 000 18 000 47 243 

3era. ciudad Heredia San Miguel Totonicapán Juticalpa Matagalpa 
13000 30 406 30 000 17800 32 271 

4ta. ciudad Alajuela San Vicente Cobán Comayagua Granada 
13000 30 080 27 000 10000 21925 





FUENTE: Bulmer-Thomas, V., La economía política de Centroamérica desde 1920, BCIE-Educa, San José 
1989. 


NOTAS 


1. El recorte regional mencionado aquí no utiliza los criterios de clasificación fundados en la 
homogeneidad, sino los criterios estructurales de acoplamiento, complementariedad e 
interacciones. Véase BRUNET, Roger. Géographie Universelle, Tome 1. Paris: Nouveaux mondes, 
Hachette-Reclus, 1990; CORRAGIO, José Luis. “Sobre la espacialidad social y el concepto de 
región” en CO-RRAIGO, José Luis; SABATE, Federico; COLMAN, Oscar. La cuestión regional en 
América Latina. Quito: Ciudad, 1989. 

2. Para un análisis más detallado de América Central vista como un conjunto geográfico, véase: 
DEMYK, Noélle. “L'isthme américain”(chapitre 13). Géographie Universelle, Tome 3, Amérique 
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Latine, (dir. BATAILLON, Claude; DELER, Jean-Paul;THERY, Hervé), Paris: Hachette-Reclus, 1991 ; 
GRANADOS CHAVERRI, Carlos. “Hacia una definición de Centroamérica: el peso de los factores 
geopolíticos”en Anuario de Estudios Centroamericanos, 11/1. Universidad de Costa Rica, 1985; HALL, 
Carolyn. “América Central como región geográfica”en Anuario de Estudios Centroamericanos, 11/2. 
Universidad de Costa Rica, 1985. 

3. Si bien se adopta en este trabajo, generalmente, el marco definido por los historiadores de los 
cinco Estados oriundos de la Audiencia de Guatemala, la referencia a Panamá es indispensable 
para una visión geográfica del istmo. 

4. CARMACK, Robert, ed. “Historia antigua”, Tomo 1, Historia General de Centroamérica. Madrid: Ed. 
Siruela, Madrid, 1993. 

5. DEMYK, Noélle, op. cit.; GRANADOS CHAVERRI, Carlos, op. cit., págs. 67-76. 

6. CARMACK, Robert, op. cit., págs. 288 sq. 

7. PINTO SORIA, Julio César. Centroamérica, de la Colonia al Estado Nacional (1800-1840). Guatemala: 
Ed. Universal, 1986. 

8. Robert CAMARCK menciona el papel de los factores ecológicos, “que ayudaron a generar 
importantes relaciones económicas y políticas en los tiempos prehispánicos (y) continuaron 
operando en la Centroamérica de los períodos posteriores a la Conquista”, en CARMACK, Robert, 
Op. cit., pág. 311. 

9. PINTO SORIA, Julio César, loc. cit, 

10. Para una síntesis de esos aspectos véase ACUÑA ORTEGA, Víctor Hugo, ed. “Las Repúblicas 
agroexportadoras”, Tomo 4, Historia General de Centroamérica, Madrid: Ed. Siruela, 1993. 

11. Es lo que resalta en varios estudios de Carol SMITH, particularmente “Beyod dependency 
theory: national and regional patterns of underdevelopment in Guatemala” in American Etnologist, 
vol 5/3, august 1978; “El desarrollo de la primacía urbana, la dependencia en la exportación y la 
formación de clases en Guatemala” in Mesoamérica, 8, 1984. 

12. Véase, SMITH, Carol. “El patrón de urbanización de Centroamérica en el siglo diecinueve” en 
Anurariode Estudios Centroamericanos, 16/2. Universidad de Costa Rica, 1990. 

13. Véase, DEMYK, Michel et Noélle. “Conflicts frontaliers en Amérique Centrale” in Les 
phénomenes de “frontiére” dans les pays tropicaux, Travaux et Mémoires de l'Institut des Hautes 
Etudes de l'Amérique Latine, Paris, 1981. 

14. Sobre la contradicción entre desarrollo y conservación, véase, GIROT, Pascal. “Parcs 
nationaux et développement rural au Costa-Rica: mythes et réalités” in Revue Tiers Monde, XXXIV, 
134, avril-juin, 1993. 

15. Carol SMITH, loc. cit. 

16. DEMYK, Michel et Noélle. “Réseau administratif et pouvoirs locaux au Guatemala” in Etat, 
pouvoir et espace dans le tiers monde. Paris: PUF, 1977; HALL, Carolyn. Costa Rica, una interpretación 
geográfica con perspectiva histórica. San José: Ed. Costa Rica, 1984. 

17. “Homenaje a las comunidades indígenas de Talamanca, Costa Rica”, en Geoistmo, 1V/1-2. 
Universidad de Costa Rica, 1990. 

18. BATALLON, Claude. “Authour de la Méditerranée américaine, des économies et des sociétés 
nationales pourquoi faire?” in Cahiers des Amériques Latines, 11. IHEAL, Paris, 1991. 
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Señores y campesinos de la 
formación de la Centroamérica 
moderna 


La tesis de Barrington Moore y la historia centroamericana 


Lowell Gudmundson 


Resulta particularmente apropiada, quizás, que se aplique de nuevo el modelo de Moore a 
la historia centroamericana, pues casi todos los clásicos transmiten un fuerte eco de este 
esquema, desde Torres Rivas hasta Cardoso y Pérez, Martínez Peláez, Baloyra, Williams, 
Winson y Page.' Ya sea una versión de primera mano, o bien una adaptación del esquema 
leninista —que, por más contraria en cuanto a sus preferencias políticas, es muy parecida 
estructural y lógicamente—, este modelo ha tenido y sigue teniendo una fuerte influencia 
en nuestro medio, con la cita del caso o sin ella. Como mejor ejemplo del desarrollo 
ingenioso local de tal esquema basta con recordar las conferencias muy iluminadoras que 
ofrecía hace algunos años el sociólogo costarricense José Luis Vega Carballo, en donde 
contrastaba los regímenes centroamericanos decimónicos “neobismarkiano” del norte y 
“neovictoriano” en el extremo sur. 


De hecho, hoy día nadie puede aplicar rigurosamente tal esquemaal istmo en su conjunto, 
dado el nivel del conocimiento historiográfico actual. Sin embargo, puede resultar 
provechoso el análisis de por los menos tres aspectos relevantes: 

1. los problemas con la supuesta comprobación, al menos parcial y en miniatura, del esquema 
de Moore en el caso de Costa Rica, la feliz excepción democrática en casi todos los análisis 
comparativos regionales; 

2. una diferenciación agraria norte/sur en Centroamérica que, sin embargo, no ofrecería apoyo 
a la versión tradicional de la tesis de Moore, y finalmente 

3. las dudas que guardo sobre nuestro conocimiento de la relación causa (estructura agraria) y 
efecto (política dictatorial o fascista) en el norte. 
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¿CONFIRMACIONES EN COSTA RICA? 


Tradicionalmente la trayectoria democrática costarricense se explica por una 
combinación de dos factores: 
1. una amplia distribución de la propiedad agraria en el café, y; 


2. las reformas político-democráticas, a partir de 1940 y sobre todo de 1948. 


Esta posición tradicional, congruente con la tesis de Moore, encuentra sustento parcial 
aún en las investigaciones más recientes y antitradicionalistas?, en el sentido de que: 


1. un grupo capitalista beneficiador constituye una clase dominante, esencialmente no 
terrateniente, una burguesía en la práctica y 


2. el desarrollo de grupos pequeño-burgueses en el campo, tanto aliados como adversarios en 
términos políticos, conduce eventualmente a un régimen electoral competitivo. 


Sin embargo, hacen falta aquí muchas cualificaciones, que tienen que ver más que todo 
con la relación o el engranaje de los cambios políticos con esta evolución socioeconómica, 
así como el papel jugado por los grupos burgueses. En aras de la mayor brevedad, nos 
limitamos a señalar cinco de tales “cualificaciones,” sin pretender abarcarlas todas, ni 
profundizar en todas las consecuencias de aquellas apuntadas más adelante.* 


1. El régimen de la pequeña propiedad y su amplia distribución se creó a mediados del siglo 
pasado, mediante luchas políticas que aún no comprendemos bien.* No fue una simple 
variable constante que pueda servir para explicaciones posteriores sin requerir una propia. 


2. Los grupos pequeño-burgueses que jugaron un papel importante en este proceso 
democratizador son más bien la minoría exitosa para mediados del siglo veinte, después de 
un largo proceso de diferenciación interna que elimina grandes mayorías de expropietarios 
de la ecuación sociopolítica.* Por lo tanto, su autodefensa puede ser interpretada como 
democrática vis á vis grupos superiores, pero difícilmente a secas. Además, su 
fortalecimiento desde entonces se debe primordialmente, como Winson y Cazanga han 
demostrado, tanto al beneficio cooperativista, como al crédito subsidiado para emprender la 
mejora tecnológica del cultivo.* Obviamente, estos son resultados de su éxito en la 
movilización, más que causas o factores que explican al mismo. Otra vez, el engranaje de la 
estructura socioeconómica con la evolución política del caso costarricense se aleja mucho de 
una simple comprobación de la tesis de Moore sobre la determinación de lo político por la 
base socioeconómica. 


3. El perfeccionamiento del sistema electoral es un proceso sumamente desigual en el tiempo. 
Todas las elecciones anteriores a 1948, al igual que esta, sufrieron graves procesos de fraude, 
estudiado recientemente por Mario Samper.” No hubo, al parecer, una relación causal 
directa, lineal, entre democratización, ni siquiera la pequeño-burguesa, y una limpieza 
electoral. Si los grupos pequeño-burgueses lograron un papel en la vida política-electoral 
desde fecha temprana, no fue bajo la bandera exclusiva de la moral pública del sufragio. 


4, El papel comúnmente asignado a la burguesía, ya grande ya pequeña, de derrotar al ejército 
conservador en la vida pública no se cumple muy claramente, ni en Costa Rica ni mucho 
menos en el resto del Istmo. Si el argumento de Mercedes Muñoz está en lo cierto, la 
creciente irrelevancia política del ejército en Costa Rica fue más bien el producto de la 
intimidación imperialista, sobre todo a partir de 1917. Hacemos énfasis en este punto, sobre 
todo en vista de las comparaciones entre Costa Rica, Nicaragua, Honduras y Panamá, 
ofrecidas abajo, pero resultaría un extraño desenlace para los esquemas tradicionales sobre 
los orígenes de la democracia y la dictadura militar en la región el que el imperialismo se 
encargase de eliminar la opción militarista. 


28 


5. Lagran burguesía en la Costa Ricadel siglo veinte ha asumido posiciones con mucha 
frecuencia en contra no solo de las reformas democráticas, sino también de las mismas 
formas o procedimientos democrático-parlamentarios. Basta con llamar a la memoria el 
golpe de Estado de los Tinoco en 1917, sin entrar a discutir su papel durante la década de 
1940. Resulta evidente que la “clase política” de la gran burguesía en Costa Rica desarrolló 
un notable grado de autonomía relativa frente a su clase social de origen —Rafael Calderón 
Guardiasigue siendo el mejor ejemplo quizás, pero los del Olimpo (Ricardo Jiménez 
Oreamuno y Cleto González Víquez) representan lo mismo para principios de siglo y, aun, 
Tomás Guardia, tan temprano como 1871. No obstante esta relativa autonomía de cuadros 
políticos y su marcada tendencia reformista, en repetidas ocasiones la gran burguesía 
cafetalera-beneficiadora, como clase social, se opuso a la democracia de forma y de fondo, 
aunque sus mismos propulsores hayan sido “traidores” salidos de su propio seno. 


Quizás sería mejor interpretar su actuación en 1948 y después de esta fecha, como la 
aceptación de un mal menor: debilitada, arrinconada y asustada por la alianza caldero- 
comunista, y por primera vez confrontada por un enemigo potencialmente mortal en los 
obreros sindicalizados del Atlántico y sus aliados urbanos radicales del Valle Central. Para 
entonces, las demandas de los pequeños productores cafetaleros, sus enemigos políticos 
hasta entonces, se veían bajo otras luces. Ahora, no serían aceptables solo por la debilidad 
momentánea, sino como parte de un pacto entre socios: el papel privilegiado asignado a la 
pequeña propiedad agraria en muchísimos Estados nacionales de Occidente, frente a la 
amenaza, algo exagerada por cierto, del desafío proletario. 


Tal y como Jeffrey Paige ha sugerido para otros casos centroamericanos, la gran burguesía 
ha asumido con mayor frecuencia la posición antidemocrática.? Los defensores de la 
democracia real, no solo formal, han sido de la mayor diversidad: obreros y radicales 
socialistas en El Salvador; aislados y atrasados ganaderos, junto con una clase media 
urbana radicalizada en Nicaragua bajo Somoza; la extraña coalición de industriales y 
obreros de la Costa Norte con reformistas militares y civiles del interior de Honduras'; 
hasta pequeños agricultores y reformistas urbanos de clase media en Costa Rica. Pero, la 
gran burguesía centroamericana y, sobre todo la terrateniente, ha brillado por su 
ausencia en estas filas. Es más, ni la gran burguesía ni la pequeña pueden, 
automáticamente, asignarse a un campo político predeterminado. Su protagonismo será 
determinado por la naturaleza de los grupos a que se opongan en la lucha política real: de 
ser estos mayoritarios y democráticos, el papel de aquéllas fácilmente puede ser el 
opuesto al esquema indicado por Moore. 


COMPARACIONES CENTROAMERICANAS 


Virtualmente, todos los estudios modernos del desarrollo centroamericano y de sus crisis 
contemporáneas han partido del supuesto de que su estructura agraria está 
profundamente ligada a sus dificultades políticas. Ya sea en estudios magisteriales como 
los de Browning, Torres-Rivas y Martínez Peláez, en versiones más popularizadas como 
los de Weeks y Brockett, o en el estudio comparativo del algodón y la ganadería en 
nuestros días por Williams, el mensaje subyacente ha sido de una estructura agraria que 
obstaculiza el surgimiento de regímenes políticos democráticos más modernos. '! 


Sin embargo, relativamente pocos estudios nos han recordado, como sí lo hizo Baloyra, 
que los resultados políticos raramente son “dados” no más por estructuras subyacentes. ?? 
En este sentido, Williams fue particularmente eficaz en mostrar los diversos resultados 
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posibles con la misma actividad de exportación, conclusión para la cual tan solo un 
análisis somero de la caficultura decimonónica debería de habernos preparado. Además, 
la tendencia en estos estudios ha sido la de tratar esencialmente solo con Guatemala y 
quizás El Salvador, bajo la etiqueta de “Centroamérica”, ofuscando los elementos de 
similitud y diferencia en el sur del istmo. En los breves comentarios ofrecidos a 
continuación, solo quisiera sugerir una diferenciación norte/sur, con sorprendentes 
distinciones en este último; así como una serie de cuestionamientos de lo que 
comúnmente se afirma sobre aquella Centroaméricade las grandes teorías del fascismo 
criollo, o sea, el norte: Guatemala y El Salvador. 


El argumento básico que propondríamos para el sur, desde por lo menos Nicaragua hasta 
Panamá, es la ausencia, precisamente, de aquella oligarquía terrateniente que suele 
figurar como el villano central en las explicaciones dadas a la crisis centroamericana, 
sobre todo fuera de la región. Lejos de ser unas clases dominantes, con el control no solo 
de la política nacional sino del campesinado, dependiente de ella en lo concerniente al 
acceso a la tierra misma, la base económica colonial y decimonónica de todos estos países 
fue la de una ganadería extensiva, sin cercas, y con solo un control tenue sobre la 
producción campesina. 


Las enormes diferencias en las historias nacionales de Nicaragua, Costa Rica y Panamá, 
especialmente desde mediados del siglo pasado, han tendido a exagerar el sentido de 
particularidad entre los ciudadanos de cada país. Y aun así, todos comparten el hecho — 
obvio— de una estructura de elite basada en el control sobre el comercio y la política más 
que la propiedad de la tierra. A diferencia del norte centroamericano, los desastres 
demográficos coloniales, el aislamiento o las distracciones del comercio de tránsito en 
Panamá, condujeron a una situación única de distorsión en donde la elite fue incapaz (o 
falta de interés en Panamá) de dominar directamente en lo económico a su población 
campesina. Lo que implicaba interminables luchas para conseguir los medios políticos de 
lograr tan huraña meta. El resultado podría ser o la inestabilidad recurrente y la lucha 
fratricida, o la rápida transformación de tan débiles estructuras coloniales por la 
agricultura de exportación, como en el caso costarricense del siglo pasado. Pero, el hecho 
subyacente de una oligarquía terrateniente ausente es un constante. 


Aunque la historiografía moderna, panameña y nicaragiiense, hayan tomado prestado 
libremente, por necesidad, de las demás ciencias sociales, ese hecho no puede esconder 
las enormes lagunas en nuestro conocimiento, sobre todo comparado con el caso 
costarricense. Sin embargo, muchas de las mejores obras recientes investigan y 
profundizan en las implicaciones globales de tal situación de una elite debilitada y su 
campesinado aún autosuficiente. En las obras de Castillero Calvo, Soler, Gudeman, Jaén 
Suárez, Howe, Weeks y Zimbalist, los procesos históricos panameños más básicos se ligan, 
de manera convincente, a la naturaleza de la clase comercial de Ciudad Panamá y de su 
ineficaz control sobre tan olvidado “hinterland”.** Quizás solo en Honduras, otro caso de 
desarrollo sureño en parte, tendría resonancia la tesis de Gudeman, de que la propiedad 
privada de la tierra y su conceptualización geográfica privatizada sean innovaciones de 
mediados del siglo actual.'* Aunque el papel de Estados Unidos en la creación y 
frustración de Panamá como neo-nación sea central en la comprensión del contexto 
histórico, la debilidad de intereses específicamente terratenientes en la evolución local de 
elite y política es tanto legendaria como trágica, sobre todo hoy con quizás el más 
patético régimen “rabiblanco” de la segunda mitad del siglo veinte. 
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En Nicaragua, también la dificultad en identificar a cualquier oligarquía terrateniente, 
capaz de imponer su propia paz y visión antes del régimen somocista, es una constante de 
la historiografía nacional. Las obras de Wheelock, Lanuza y Vázquez señalan la poca 
diferenciación estructural entre los intereses elitistas durante el siglo diecinueve, ya sean 
los cerealeros versus los de productos tropicales de exportación, o bien simplemente 
rivalidades citadinas encubiertas de conflictos clasistas o sectoriales.!” Igualmente, notan 
muy pocas diferencias sustanciales entre las políticas liberal y conservadora antes del 
régimen de Zelaya, cuando aún faltaba por emprender en Nicaragua la mayor parte de la 
agenda liberal de típica privatización de tierras del istmo. 


El papel jugado por la intervención norteamericana y la guerra civil pueden ser una clave, 
igual que en Panamá, pero las consecuencias a largo plazo son claras. La elite 
terrateniente de la época somocista, descrita a primera mano por Gould, fue aún entonces 
cualquier cosa menos una sólida fuerza oligárquica al juzgar por el estándar del norte del 
istmo.!* Demostró ser incapaz de resistir la virtual extorsión de parte de un estado 
somocista “irresponsable” —en términos burgueses— y fueron presos de una situación en 
donde hasta la misma propiedad privada de la tierra carecía de seguridad. O sea, la última 
no fue la primera “piñata” en Nicaragua. 


En la Nicaragua somocista la misma base jurídica de la sociedad burguesa se redujo a un 
botín en una lucha libre política de extraordinaria vulgaridad, entre oficiales de la 
Guardia Nacional, caciques somocistas y las familias conservadoras de riqueza antigua. 
Las descripciones que ofrece Gould de las carreras y las arbitrariedades como propietarios 
del oficial de la Guardia Juan López y de la militante ex-popular ahora somocista, Irma 
Guerrero, o simplemente “La Irma”, ofrecen lujo de detalles sobre tal situación. 
Difícilmente se reconocerían a sí mismos los oligarcas norteños en tan vulgar e inestable 
régimen propietario, como fue este punto máximo de desarrollo agrario y poder 
terrateniente nicaragúenses. Reaccionarían con horror o con humor, pero, difícilmente, 
con la solidaridad oligárquica surgida de contextos comunes. 


EL PESO DEL PASADO: ¿VIA PRUSIANA EN EL NORTE? 


Mientras algunos intérpretes de Centroamérica, con base en el análisis de tan solo 
Guatemala o El Salvador, hayan pecado de sobrefacturar el valor de sus conocimientos, la 
razón más justificable de tales simplificaciones puede hallarse en el peso claramente 
visible del pasado en dichas sociedades. A diferencia de sus vecinos sureños, donde tanto 
la memoria historiográfica como las más básicas relaciones sociales solían ser 
reinventadas cuando por fin se afianzaba algún grupo exportadordominante —el mismo 
solamente a una generación de la hamacay las sandalias en muchos casos—, Guatemala y 
El Salvador parecían seguir modelos de desarrollo más claramente ligados al pasado. 
Winson se refiere a esto como una experiencia basada en la retención de formas 
coloniales de explotación laboral, al contrario del más amplio desarrollo de relaciones 
capitalistas en el agro en Argentina y el sur del Brasil.” Este fue, también, el punto 
esencial de la polémica entre Martínez Peláez y Cardoso a principios de la década de 1970: 
si la coerción extraeconómica (étnica en este caso) es un “resto”, “retención” o 
“distorsión”dentro de un proceso capitalista en el agro o, más bien, fundamental a su 
dinámica como tal, justificándose el uso del término “feudal” para referirse al caso 
guatemalteco hasta 1944. 
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Sin embargo, hace mucho tiempo se reconocieron grandes diferencias entre los dos 
países. Aquí nos limitaremos a señalar la dicotomía establecida por Cardoso en cuanto a 
las formas de reclutar la mano de obra cafetalera y de privatizar a las tierras en dicha 
época.'” Solo faltaba por decir: vía Junker en Guatemala y vía Clásica con aspectos 
oligárquicos en El Salvador, ya sea en términos de Lenin o de Moore. 


Aunque nuestro conocimiento de las dinámicas de estos modelos haya avanzado en la 
última década, todavía queda por esclarecer aspectos básicos, entre los cuales 
señalaríamos tres: 

1. la base social de las revoluciones liberales de 1870 y 1880; 

2. la importancia y mecanismos de la privatización de la tierra en dicha época (y aún antes); y 


3. el peso de la identidad y conflictos étnicos en la evolución política del siglo veinte. 


Si el modelo dictatorial de Moore tuviese aplicabilidad en el norte, como parecen creer 
muchos, entonces solo será con base en una respuesta a estos interrogantes aún 
relevantes y sin resolver. 


Tanto el reclutamiento liberal como las políticas de privatización de tierras son centrales 
para cualquier explicación de la política guatemalteca o salvadoreña. Aunque parezca 
poco creíble, aún carecemos de suficiente trabajo empírico como para plantear cualquier 
interpretación sólida. La literatura anterior, cuyos ejemplares incluye a Martínez Peláez y 
Castellanos Cambranes, suponía gran continuidad entre la elite, con solo fracciones 
progresistas de la clase dominante (feudal o no) destacándose en el camino al régimen 
liberal de exportación cafetalera.? Asimismo, los estudios pioneros de McCreery tendían a 
enfatizar tanto un extraordinario control directo sobre el Estado, por parte de los 
principales propietarios, como gran continuidad elitista antes y después de la revolución 
cafetalera.? 


Mas, había algunos, tales como Villamar Contreras, quienes veían en los hechos de 1871 y 
en Barrios una revolución pequeño- burguesa más que una simple reorientación dentro 
de la elite, con una ínfima contribución de sangre nueva.?? Este fue quizás el argumento 
implícito de Cardoso cuando criticaba el modelo de un feudalismo hasta 1944 de Martínez 
Peláez, uno que encontró eco años más tarde cuando Pérez explicara gran parte de la 
represión e inseguridad liberales con base en haberse creado a sí mismo como clase 
económica al mismo tiempo que conquistaba el poder político.* Las diferencias de 
argumento aquí son mucho más que semánticas o de énfasis, y no serán esclarecidas hasta 
tener el tipo de estudio detallado de los partícipes en la llamada revolución de los 
cafetaleros que hemos visto de parte de Palma Murga sobre los comerciantes coloniales, o 
de Wagner sobre los inversionistas alemanes más tarde.?* 


Las políticas de privatización de tierras, impulsadas por los liberales una vez en el poder, 
también han recibido nueva atención historiográfica. Donde alguna vez creíamos que la 
suya fuese una política draconiana, implementada por regímenes dictatoriales en espacio 
de meses, ahora vemos que los procesos fueron más complejos. Castellanos Cambranes ha 
demostrado cómo los regímenes conservadores anteriores en Guatemala habían 
sancionado los llamados “censos enfitéuticos”, o alquiler semiperpetuo de las tierras 
comunales y municipales, en forma obligatoria, a los caficultores: censos que los mismos 
liberales, en el mandato de Barrios simplemente pasaron a propiedad privada y dominio 
directo del, hace mucho, “propietario” cafetalero.?” En nuestras investigaciones más 
recientes, así como en un nuevo libro de Robert Williams sobre el café en toda 
Centroamérica durante el siglo pasado, se vislumbra un proceso de privatización 
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mediante censos, el cual comenzó más bien con la cochinilla en la década de 1830, 
alrededor de Antigua y Amatitlán. Allí se dio un proceso mucho más intensivo, como el 
parcelamiento costarricense en la misma época, que el del desarrollo de grandes 
extensiones especulativas característico del Occidente guatemalteco bajo los líderes 
liberales de los 1870.? 


Para El Salvador, Lindo-Fuentes revisa hacia abajo muy sustancialmente las anteriores 
estimaciones de Browning y de Menjívar acerca de la cantidad de tierras comunales 
expropiadas en 1880.” Lindo-Fuentes argumenta que, desde 1850, los efectos corrosivos 
del mercado y del comercio californiano, del Gold Rush, bajo conservadores formales pero 
cafetaleros, tales como Dueñas y Gallardo, habían logrado gran parte de la transformación 
que reclamaban los liberales. Otra vez, al igual que con el tema del reclutamiento social 
liberal, nuestro conocimiento de la estructura agraria y de la vía política del norte 
dependerá de las vigorizadas investigaciones empíricas, en donde los salvadoreños de la 
generación de Colindres y Richter cumplieron un papel importante, pero cuyo aporte 
quedó truncado por la década perdida de la guerra civil.? 


Dichosamente, tal investigación empírica ha comenzado a surgir, en dos tesis doctorales 
recientes, elaboradas por extranjeros con profundo acercamiento a los archivos y 
realidades salvadoreños. José Antonio Fernández ha mostrado cuán diseminados fueron 
los pequeños productores (“poquiteros”) añileros a principios del siglo pasado, mientras 
que Aldo Lauria desafía la ¡dea de una agricultura ampliamente dominada por grandes 
haciendas en El Salvador entre 1840 y 1930.?? En ambos casos, se rechaza la visión de una 
simple y dramática resolución al problema de mano de obra mediante la privatización 
liberal de 1880, en favor de un análisis más complejo de la producción campesina dentro y 
al margen del agro comercializado. 


Evidentemente, el tema de la identidad y conflicto étnicos, así como el del reclutamiento 
laboral basado en éstos, ocupan un lugar céntrico en cualquier explicación de señores y 
campesinos en la formación de la Centroamérica moderna. Tradicionalmente, hemos 
pensado en una clara dicotomía entre la explotación directamente étnica de la fuerza de 
trabajo en Guatemala, versus el régimen salarial, hasta clásico, en El Salvador. Sin 
embargo, en el caso guatemalteco y gracias sobre todo a la investigación de McCreery, es 
evidente que el régimen salarial, como sustituto al odiado “mandamiento,” se discute y se 
implementa desde la década de 1920, y no solo después de la revolución de 1944.*% Si la 
comparación prusiana es la que suele darse en Guatemala, el espectáculo de una elite 
oligárquica, dueña absoluta del poder político, discutiendo el pro y el contra de abolir a la 
servidumbre invita más una comparación rusa que prusiana en verdad. Cualesquiera 
hayan sido los pasos en la decadencia del mandamiento y la explotación formal con base 
en la etnia, nada puede esconder el hecho de una segmentada economía y mercado de 
trabajo con base étnica hasta nuestros días. Carol Smith ha desarrollado las implicaciones 
de este hecho hacia el siglo pasado, al igual que lo han estudiado en el actual los 
polémicos trabajos de Handy y Wasserstrom sobre la reforma agraria de Arbenz y los 
debates entre Guzmán Bockler y Herbert y Martínez Peláez sobre la cuestión nacional y el 
indio.** En verdad, todos estos debates son una especie de reprise de la cuestión perenne 
de nacionalidad esbozada primero por los historiadores liberales y sus adversarios en el 
siglo diecinueve.* 


A diferencia de sus contrapartes guatemaltecas, los indígenas salvadoreños dejaron de 


existir, superficialmente, como consecuencia de la matanza, de 1932. Sin embargo, 
grandes interrogantes quedan sobre cuan completo fue el proceso de ladinización y 
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proletarización que hayan sufrido antes o después de los sucesos sangrientos de 1932. 
Estudios recientes de Kincaid y de Pérez sugieren cautela antes de aceptar cualquier 
escenario en donde esto haya alcanzado un punto en donde se sustituyera una identidad 
clasista por las étnicas, comunitaria o colonial, más allá del obvio mecanismo defensivo de 
dejar atrás la vestimenta e idioma indígenas tras la represión.*? Pérez, en particular, 
sugiere que las acciones de los insurgentes de 1932, aunque basadas claramente en el 
marco temporal y ecológico cafetaleros y sus crisis, evidencian una relación más clara con 
el fervor electoral y las tácticas coloniales de rebelión indígena (descritas para México por 
Taylor) que con la revolución proletaria, tal y como fue descrita por Zamosc.** 


La desaparición de la identidad indígena como parte de la formación de la nación mestiza 
o ladina (1880-1920) fue un proceso común a gran parte de Centroamérica, como la 
reciente investigación de Gould sobre el mito de la “Nicaragua mestiza” ha demostrado 
con gran claridad.* Por más efectivo, el mito generó también su propia oposición en la 
medida que marcó una diferencia que justificaba la coerción y expropiación. Así, al igual 
que en Nicaragua, el caso salvadoreño pueda resultar más complejo en lo étnico que 
hemos estado dispuestos a reconocer. 


Resulta evidente que la etnia es un factor fundamental en la evolución política no solo de 
Guatemala sino también de El Salvador. En momentos de crisis histórica salvadoreña los 
campesinos opuestos a la elite del momento han sido descritos como temibles “mulatos” o 
“indígenas” bárbaros, sin que los acusadores se hayan preocupado por estudios sangu 
íneos o de parentesco. El idioma de “raza” siempre ha servido como medio para 
establecer las distinciones sociales envidiosas en el mundo multirracial americano, 
marcando las oposiciones con términos ilógicos en lo biológico, pero muy lógicos en lo 
social. 


Si lo étnico juega un papel central en la evolución política del norte, es posible que toda 
su importancia no se halla en el mundo rural o la estructura agraria. Resulta hasta 
irónico: todos los estudios del fascismo europeo y asiático, incluso el de Moore, suponen 
una base política derechista no solo en los terratenientes renuentes a ingresar en el 
“mundo moderno”, sino más bien entre la clase media urbana, tan precaria y sujeta a 
presiones y “a la falsa conciencia” emanadas de sus superiores reaccionarios. 
Desafortunadamente, tal reconocimiento no encuentra eco en nuestros estudios del 
fascismo criollo centroamericano. Lejos de ser una clase progresista homogénea, la clase 
media urbana del norte centroamericano, tanto civil como militar, sufre una grave 
inseguridad tanto económica como étnica. Es tal, que su auto-identificación étnica como 
ladina, en oposición a las mayorías rurales e indígenas, reales o imaginarias, forma parte 
central del drama político del norte. Una aplicación más rigurosa del modelo propuesto 
por Moore y un trabajo empírico más objetivo, menos progresista e ingenuo, podría 
ofrecer recompensas al estudioso, ya no del campo sino de la ciudad. 


En resumen, el modelo de Moore ofrece ventajas, pero más por la vía del subtítulo del 
libro Señores y campesinos en la formación del mundo moderno que por su título Los orígenes 
sociales de la dictadura y de la democracia. Es decir, la base socioeconómica agraria pesa, sin 
duda, en la evolución política de los países. Sin embargo, la determinación no es 
mecánica, unilineal, y las opciones o vías no se reducen a dos. Si en el norte se ha dado 
una especie de dictadura fascista criolla, no es por falta de una burguesía agraria. Esta sí 
existió claramente, por lo menos en El Salvador, y asumió allí una posición anti- 
democrática, curiosamente igual a la costarricense, a diferencia del papel que una lectura 
superficial de Moore asignaría a dicha clase. Si el resultado político global ha sido muy 
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diferente, las razones de ello han de buscarse no solo en “estructuras” de la propiedad 
agraria, sino también en la posición minoritaria, más precaria de la clase media urbana 
“ladina”, y no en una supuesta actitud pro o anti-democrática inherente a cualquier clase 
social. 


Igualmente importante es resaltar la diferenciación norte/sur en el istmo. Las 
consecuencias de lo que hemos llamado el patrón de oligarquía terrateniente ausente en 
el sur han tendido a los extremos: la democracia y reformas pequeñoburguesas, por un 
lado, y las dictaduras personalistas disfrazadas de militares, por otro. Empero, poco de 
inevitable hay en ello, y menos aún de bloqueo o imposibilidad para construir la 
democracia debido a una clase de señores neo-feudales. La diversidad de experiencias 
agrarias y políticas centroamericanas requiere un trabajo comparativo, no una dicotomía 
entre una homogeneidad malentendida y la feliz excepción de siempre. 


La misma intervención foránea que ha insistido reiteradamente en su papel protagónico a 
favor de la democracia, que hoy en día es la mayor fuente de este nuevo cuestionamiento 
de lo necesario o no de contenido social para hablar de “democracia”, ha escogido el 
contexto “anárquico,” de clase dominante debilitada, del sur del istmo para sus 
aventuras. La debilidad de estas mismas clases, al igual que en Costa Rica, podría haber 
sido un fuerte factor a favor de la democratización. Irónicamente, sirvió más para atraer 
la intervención directa, elemento que plantea grandes obstáculos para la democracia, 
mayores aún que cualquier estructura terrateniente análoga al norte o al esquema 
político bipolar, de inspiración mecánica a partir de Moore. 
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2. Construcción de las identidades 
nacionales 





Nación y República en 
Centroamerica (1821-1865) 


Arturo Taracena Arriola 


“En realidad esta es la roca en que se estrellan 
todos los políticos de Centroamérica: no hay tal 
cosa de sentimiento nacional. Cada Estado querría 
ser un imperio; los funcionarios del Estado no 
pueden tolerar superiores; un Jefe de Estado no 
puede sufrir a un Presidente” 

(J.L.Stephens-1841) 


LA NACION DESEADA 


Un concepto de nación, tributario de las ideas europeas, estuvo presente en el 
pensamiento de los políticos centroamericanos durante la coyuntura que se abrió con la 
emancipación de España. Y sobre el mismo pretendo ahondar en esta ponencia, 
evidenciando el papel jugado por las elites —sobre todo las ligadas a la comunidad política 
naciente— en el planteamiento del proyecto de construcción nacional centroamericano. 
Por su puesto, parto del hecho de que la fórmula moderna del Estado-nación se europeizó 
en el curso del siglo xix y luego se universalizó como lo han demostrado Hobsbawm, 
Gellner y Morin, entre otros.' 


En el momento de la fundación de la República Federal de Centroamérica en 1824, la 
nación estaba contemplada entre las tareas por construir, exigida sobre todo por la 
modernidad en la que los próceres pensaban haber entrado luego de la Independencia. 
Dicha integración nacional debía realizarse en un territorio con grandes espacios vacíos y, 
además, habitado pordiversas etnias. Los cálculos, entonces, eran de un millón y medio de 
habitantes situados en 250 000 leguas cuadradas, por lo que los delegados presentes en la 
Asamblea Nacional Constituyente se preguntaban si era “número competente para 
formar una nación”: 


La Comisión (especial) juzga que para tanta tierra es muy corto el número de 
hombres que la habitan; pero hasta ahora jamás ha visto en ninguna estadística 
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sujetarlo a cálculo, el que bastaría para formar un Gobierno independiente. 

Todos los hombres han nacido libres, y un puñado de ellos en sociedad íntima 

entre sí, y sin sujeción alguna a otra sociedad, pudiera llamarse en concepto de los 

que forman una nación: tendría un régimen de Gobierno: subsistiría de lo que la 

tierra le diere: se multiplicaría: inventaría medios de satisfacer sus necesidades; 

y llegaría a ser grande y opulenta, con tal que un enemigo poderoso no viniese a 

exterminarla o sujetarla a la esclavitud.? 
En el texto citado están planteados con bastante claridad algunos de los elementos que los 
constituyentes pensaron indispensables para lograr la integración de los espacios 
heredados de la colonia. La Revolución francesa les había sugerido dos de ellos: todos los 
hombres nacen libres, pero los ciudadanos son “los que forman una nación”; esta última 
debe tener como forma de “gobierno independiente”, el republicano. La lectura de los 
Ilustrados, les proporcionó otro más: la certeza de que se puede llegar “a ser grande y 
opulento” en el futuro, gracias al progreso. Y, la lección heredada de la experiencia de las 
Cortes de Cádiz, abundaría en un cuarto: en los pueblos radica la soberanía popular. 


Por ello, entre 1821 y 1840, el reto planteado a lo largo de las sesiones parlamentarias, de 
los debates periodísticos, de los actos de poder o las disputas políticas, fue el de formar un 
nuevo espacio de administración y civilización más amplio que el de los partidos o las 
ciudades nacidos en la colonia y, asimismo, capaz de ser mejor defendido que durante el 
dominio español. Para que éste se realizase se necesitaba tiempo para convencer a los 
ciudadanos y a los pueblos que lo integraban, los cuales podían salir beneficiados de la 
pertenencia a esa nueva entidad política. 


Entonces, uno de los aspectos de tal reto era crear la identidad nacional que permitiera la 
entrada de Centroamérica al concierto occidental de naciones. Que permitiera dar el salto 
del sentimiento de aldea al de Estado y de este al de nación. Es decir, como lo señala 
Breuilly, estructurar un “concepto histórico-territorial” y transferirlo al criterio de 
identidad: centroamericanos. Paradójicamente, en la Constitución federal no existe este, 
pues está incluido en el genérico de ciudadanos, aunque queda claro que los 
constituyentes sí lo vislumbraron.* 


Es decir, a su vez, había que enfrentar el reto de las elites locales inmersas en la vorágine 
político-social surgida del vacío de poder a raíz del derrumbe colonial. Pues, estas 
insistían en la legitimidad de su representación edilicia, de su proceso de hegemonización 
interna y de la soberanía territorial de su provincia para “concurrir al establecimiento de 
un gobierno supremo constitucional”, como bien lo expresa la fórmula del Pacto de 
Concordia.* Por lo tanto, sería solamente la comunidad política la que habría de definir lo 
que antes había sido el Reyno de Guatemala en términos nacionales: Centro-América.? 


En el Mensaje del presidente de la República de Centro-América al Congreso Federal, 
publicado por Andrés Bello en las páginas del Repertorio Americano para dar conocer 
nuestra particularidad en “el estado presente de América”, Manuel José Arce manifestaba 
con optimismo: 

Esto es, ciudadanos, el cuadro de nuestras conexiones con las potencias extranjeras 

en uno y otro hemisferio. En el antiguo, con diferencia de algunas ritualidades 

estamos tan reconocidos como las demás repúblicas continentales: en el nuevo, 

son ¡guales nuestros derechos a los de las otras secciones de América que se han 

puesto en el rango de Independientes...* 
Luego de haber superado la crisis surgida con la anexión a México fue imprescindible a 
partir de 1823, por un lado, conciliar intereses económico-sociales regionales con el 
propósito de construir y utilizar el Estado emergente. Y, por el otro, intentar crear en los 
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centroamericanos elementos subjetivos propios a un espíritu comunitario, más allá del 
tradicionalmente referido a los “pueblos”. 

El naciente Estado tenía necesidad de un proyecto ideológico para legitimarse y, para 
logralo, recurrió a ese “puñado” de hombres “en sociedad íntima entre sí” como punto de 
apoyo. Es decir, la comunidad política que persiguió el objetivo de construir la República 
Federal. Los egresados de las universidades y de los seminarios pasaron, de hecho, a ser 
en 1821 los principales hombres políticos y, en gran medida, militares del país. 


Por eso, importa ahora empezar a investigar empíricamente el análisis de los símbolos, 
los conceptos y los hechos históricos políticos y económicos que coadyuvaron a lo largo 
del siglo xix a plantearnos en Centroamérica esa(s) comunidad(es) imaginaria(s) 
específica(s), como sugiere Benedict Anderson, combinada(s) con esa(s) práctica(s) de 
poder para controlar el Estado(s), como a su vez, lo reclama John Breuilly.” 


Ciudadanos y pueblos 


Está claro que en ese momento la propuesta de proyecto nacional no se derivaba de la 
etnia, sino de factores políticos. Los próceres centroamericanos no se refirieron nunca a 
una identidad cultural propia —salvo en el orden de la dimensión geográfica— para 
justificar sus aspiraciones de crear una nación, sino utilizaron ciertos elementos políticos 
heredados del republicanismo francés, creando una religión republicana, con su fiesta 
nacional, su bandera, su escudo y su panteón de mártires.* Pero, sobre todo, hicieron 
énfasis en las ideas de soberanía del pueblo, igualdad ciudadana, libertad de 
imprenta, seguridad individual y de la propiedad e independencia patria.? 


Según la Constitución federal de 1824, la Nación estaba constituida por el pueblo, que era 
“soberano e independiente” y del que, a su vez, se desprendía la categoría de los 
ciudadanos.'” Sin embargo, en la práctica estos elementos parecieron en momentos 
situarse en dos planos diferentes y, a veces antagónicos, en razón del fallido proceso de 
centralización a escala centroamericana. Primero, no se dio unasíntesis en el concepto “ 
pueblo” y, al igual que en el periodo colonial, este continuó expresándose en el 
diferenciador “los pueblos”. Segundo, estos estuvieron relacionados con la construcción 
de la idea nacional solo a través de las autoridades locales, las que terminaron acaparando 
su representatividad. Sin embargo, en el seno de los Estados de la Federación, la 
contradicción pueblos-ciudadanos se iría resolviendo en la medida en que en los mismos 
sí se dio un proceso centralizador interno. 


Por otra parte, en tanto que “ciudadanos” no se vieron implicados en general todos los 
habitantes de la república, sino una minoría civil y militar, con solvencia económica, que 
se expresaba por medio de los funcionarios e intelectuales ligados al ejercicio del poder y 
al mecanismo de la elección indirecta. Esa era la forma restringida en que se hacía 
coincidir nacionalidad con ciudadanía.'! 


Por tales razones, no tuvo cabida el estatuto personalizado o colectivo de las poblaciones 
indígenas en el proyecto nacional. Será posteriormente en Guatemala, luego de la 
reunificación del Estado a raíz del intento separatista altense, que en la Centroamérica 
decimonónica se cuestionó la aplicación del principio liberal de igualdad ciudadana. Los 
conservadores plantearon un nuevo status para las comunidades indígenas, recreando la 
república de indios por medio del uso de la Recopilación de Indias. En la práctica, aunque 
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ello implicó una reducción de la presión sobre estas, de hecho fue una política calculada 
de aislamiento de las mismas en el proceso de construcción del Estado.?? 


La dimensión geográfica y la viabilidad económica 


La dimensión geográfica, con referencia a la particularidad ístmica, fue el único 
elemento cultural considerado en la constitución del proyecto nacional centroamericano. 
¡Qué mayor prueba de ello que su abstracción gráfica en el escudo nacional! Una 
cordillera de cinco volcanes bañada por dos mares, la que a su vez era situada en el 
interior de un triángulo equilátero —la igualdad entre los tres estamentos sociales o entre 
los tres poderes republicanos—, en cuyo vértice superior se situaba el gorro frigio, 
esparciendo luces.** 


La fragilidad geoestratégica de esta dimensión había sido muchas veces demostrada en la 
colonia por las incursiones inglesas, pero lo fue aún más con el explosivo proceso de 
unión al Imperio de Iturbide. Luego de su fracaso, los centroamericanos estuvieron más 
conscientes de la importancia de su propio espacio y de la amenaza extranjera implícita 
por razones de orden militar. 


Sometida Centroamérica desde 1822 a grandes crisis externas e internas, se pensó que el 
peligro de verla devorada no solamente por México, sino por Colombia o las potencias 
europeas”*, exigía ante todo que no reinase la anarquía interna. La noción de patriotismo 
sería utilizada a nivel federal en el sentido de crear una comunidad de hombres que 
debían de velar por la estabilidad de la nación.'* 


Con el propósito de dar a conocer la nueva entidad política y de salir de la marginalidad 
en la que el proceso de disolución del imperio americano español la había puesto, se 
publicó en 1829 el Bosquejo de la República de Centro-América, cuya introducción 
acotaba: 

aislada en medio del nuevo mundo i sin relaciones comerciales, por estar 

cerrados sus puertos, casi no se tenía otra noticia que la de su existencia. Pero 

tiempo ha que aquella vasta región se elevó al rango de república independiente 

¡tomó el título, que aun no es generalmente sabido de 'República federal de Centro- 

América'.* 
Por último, un nuevo reto para la joven república era el hecho de que las naciones 
europeas veían como capaces de autodeterminación a las naciones consideradas “viables” 
cultural y, por supuesto, económicamente. El único proyecto nacional justificable 
históricamente era el que cuadraba con el progreso. O sea, el que amplificaba la escala 
sobre la que operaban las economías, las sociedades y las culturas humanas, y buscaba el 
bienestar de “todos”.* Entre comillas, pues al identificar cómo lo hicieron los ilustrados 
progreso con civilización, se acuñó una idea de esta última que dejó del lado a los pueblos 
indígenas. 


Sin embargo, en un primer tiempo, se traslució la certeza de un futuro mejor: 


La prosperidad ha estado con nosotros —declaraba Arce— sin las grandes 
Interrupciones que se padecen comunmente en los nuevos gobiernos. Hemos 
pasado todo el año de 25 i principiamos el de 26 con la felicidad que merecen los 
centro-americanos.** 
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Estructuración estatal y desestructuración nacional 


Pero, la gestión de las provincias centroamericanas se dirigió hacia la legitimación de sus 
soberanías. Primeramente, la de la soberanía política de las elites locales nacidas durante 
la colonia y cuya expresión era el cabildo. Y, seguidamente, la de los territorios 
hegemonizados por estas y constituidos por la lógica republicana en estados o 
municipalidades. 


El Salvador había tomado la iniciativa de construcción de una hegemonía interna, luego 
que su élite luchó por recuperar el control de la economía del añil y que su proceso de 
resistencia frente a los mexicanos tuvo como resultado la formación de una fuerza militar 
experimentada, al mando de Arce. Esta realidad se reflejó en la decisión salvadoreña de 
convertir su provincia en Estado, decisión que fue seguida por las otras cuatro. 


Ello explica varios hechos políticos: las anexiones de partidos a nivel de la realidad 
federativa (Sonsonate y Nicoya); la temprana reunión de asambleas constitutivas 
estatales; la exigencia de erección de obispados (El Salvador, Costa Rica); el cobro directo 
de impuestos propios (tabaco y alcabala), la descentralización de la imprenta (San 
Salvador, 1834, etc.) y, sobre todo, la búsqueda de solución a la capitalidad de las nuevas 
entidades territoriales. Este proceso de centralización y racionalización del aparato 
administrativo en los Estados va a ser, a la vez, desestructurador del proyecto nacional 
centroamericano y estructurador del de los futuros cinco países. 


O sea, la naciente República federal centroamericana se vio desde el principio jalonada 
entre la necesidad de preservar su unidad y garantizar sus fronteras, para lograr el 
reconocimiento como Nación, y la dinámica cada vez más envolvente de la concretización 
de las hegemonías en el seno de las nacientes entidades estatales. 


El grado de dificultad de tal empresa lo reconocía quejumbrosamente Montúfar y 
Coronado cuando el sueño centroamericano ya casi había terminado para sus 
protagonistas: 

En primer lugar mi casa. —Después mi parroquia o el barrio en que está situada mi 

casa. —Sigúese la ciudad o el pueblo en que nací. —Luego el distrito en que está el 

pueblo, y en campo más extendido, la provincia y la nación. Por este mismo orden 

son los deberes con respecto a la defensa y al engrandecimiento local, y por el 

mismo se arreglan nuestras relaciones de paisanaje. En una nación como la 

nuestra y en una revolución como la que aun se está desarrollando, no es necesario 

decirte que, por ruinoso, injusto, mentecato que sea nuestro localismo o 

provincialismo, ha sido el agente más activo de la discordia y la causa de su mayor 

duración.” 
Esta realidad va a pesar en el proyecto de los centralistas, aglutinados en torno a los 
conservadores de Guatemala, pero con partidarios en los otros cuatro estados.? La 
discusión política se centró en la constitución o no de un ejecutivo fuerte, que fuese capaz 
de nombrar a todos los puestos públicos, civiles y militares, y que centralizase la 
estructura fiscal y el poder municipal creado por la Asamblea Nacional Constituyente, 
pues la soberanía teóricamente debía de responder a la Nación y no a los Estados. 


De esa forma, el enfrentamiento entre lo que, poco a poco, se fue denominando como 
“liberales” y “conservadores” tuvo como eje la disputa del proyecto centralista con el 
federalista y no la opción entre una república federal y cinco entidades estatales, como lo 
han pretendido, primero, la historiografía liberal en su condena de los conservadores y, 
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después, las historiografías nacionalistas en su esfuerzo de legitimación de un supuesto 
surgimiento precoz del Estado-nación. 


La elección en la Asamblea federal de Manuel José Arce para la presidencia y la guerra 
civil que estalló en 1826 son producto de lo anterior. Desde la óptica de una búsqueda de 
la hegemonía para hacer posible el proyecto centroamericano, la alianza entre 
guatemaltecos y salvadoreños era una opción. Por eso, una vez en el ejecutivo federal, el 
héroe de la autonomía salvadoreña se vio en la urgencia de apoyarse en los conservadores 
para garantizar el proceso centralizador del istmo. 


Pero, al estallar la guerra civil, Arce tuvo necesidad de hacer separadamente un llamado a 
los dos sectores en los que la práctica republicana federal y estatal había dividido al país: 
a los ciudadanos, la elite política constructora del proyecto, y a los pueblos, los cabildos 
detentores de la soberanía popular. A los ciudadanos, “el Presidente” les recordaba que 
las facultades de decidir le correspondía exclusivamente a la representación nacional: 


que enterada del estado de las cosas provea su remedio y restablesca el orden 
constitucional de una manera eficaz, propia de la sabiduría y del patriotismo, de los 
representantes que para tamaña empresa merescan la confianza de los pueblos... 
Entre tanto, el Presidente sabrá arreglarse a la ley; procurará llenar el deber 
sagrado de asegurar á los ciudadanos y habitantes de la nación el goce de las 
garantías sociales e individuales...?! 


Mientras que les recoradaba a los pueblos, que: 


Un gobierno debilitado por la usurpación de sus facultades por las facciones 
domésticas, no podrá sostener la gloria de la República contra los ataques 
exteriores, ni garantir en lo interior ios derechos de los ciudadanos contra los 
enemigos del orden, armados del poder público; sino recurriendo a la gran masa 
de la Nación, i escitándola a pensar i a obrar sobre sus intereses, 
encaminándose a si misma en todas sus relaciones, i juzgando a los 
encargados de los poderes nacionales.” 
Todos los presentes conocemos el resultado de la guerra civil. Por una parte, este 
evidenció la incapacidad histórica de la elite guatemalteca por construir alianzas a escala 
centroamericana. Por la otra, desplazó las contradicciones de la defensa del centralismo 
al campo de los liberales. En esa coyuntura, Costa Rica se declaró detentora de su plena 
soberanía política y territorial, fuera de toda responsabilidad de los acuerdos dictados por 
los bandos en lucha, aunque señalando que obraba “sin perder de vista el pacto nacional 
”.2 Pronto El Salvador, Nicaragua y Guatemala, la seguirían. 


De tal manera que, con el fracaso del proyecto centralista impulsado por los 
conservadores, el Senado pasó a ser el árbitro del proyecto de nación centroamericana en 
tanto que depositario de la soberanía de los pueblos. Su composición colegiada e 
igualitaria le permitía meditar y consultar: 

este serio asunto para proponer los medios que puedan salvar la patria, y poner 

acordes todos los Estados, a fin de mantener el pacto, y lograr la reunión del 

Congreso, para que delibere sobre cuanto interese a los pueblos...?* 
Se pensaba que las reformas constitucionales podían poner fin a la crisis en que había 
entrado el proyecto nacional. Molina, Barrundia y otros senadores más propondrían 
varias de estas. Sin embargo, el problema seguía radicando en quién garantizaba y por 
qué medios la consolidación del mismo. 


El salvadoreño Juan de Dios Mayorga, uno de los más importantes héroes liberales desde 
1811, que había sido el primer embajador de la República federal, resumía a cabalidad la 
encrucijada en la que se encontraban los centroamericanos: 
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El sistema de gobierno que se le da a una nación, ó está al nivel de sus ideas, ó no lo 
está: si está al nivel de sus ideas, la misma nación lo sabrá mantener sin esfuerzo; si 
no lo está, es muy difícil y casi imposible sostenerlo. Sería necesaria una continua 
acción del gobierno para conservarlo, y esto tendría dos dificultades muy claras: 1. 
que como la fuerza que el gobierno emplea es sacada de la nación misma; ella 
repugna prestarse para sostener cosas que no están en sus ideas. 2. Que sería 
preciso encontrar en los funcionarios del gobierno (mientras la nación no había 
arribado el estado de estar al nivel del sistema) las personas del más puro y 
desprendido patriotismo, que es dificultoso conseguir en un largo período... 


Revolución y nacionalidad 


De lo anterior se desprende que hasta entonces no había habido consenso y que la 
represión no era conveniente para lograrlo. Pero la concretización del gobierno nacional 
seguía implicando, entre otras cosas, la necesidad de un cuerpo de funcionarios, con el 
proyecto nacional claro, para mediar no solo en las crisis intraestatales, sino hacer 
efectivo el sistema federal. Está claro que solo para 1830 esa entusiasta comunidad 
política ya se encontraba fragmentada debido al resultado de la guerra civil, a las luchas 
partidarias y al juego político en el seno de cada Estado. Tales hechos reflejaron un 
fenómeno nuevo: ningún grupo económico dominante se identificaba ya de forma 
efectiva con el objetivo federal ni con la necesidad de un esfuerzo bélico para imponerlo. 


Esa me parece ser la explicación del porqué un sector mayoritario de la elite salvadoreña 
se enfrentó a Morazán en 1832 y 1836 (gobiernos de Cornejo, Espinoza y San Martín), más 
interesado en ese momento en su propio proyecto estatal y en volver a articular la 
economía añilera con el mercado mundial, que en seguir al presidente en la ¡dea de 
reforzar el poder federal. 


Héctor Lindo ha señalado cómo, en El Salvador, esa inicial recuperación añilera post- 
independentista se vio frenada por las consecuencias de la guerra, a raíz de la cual el 
despegue económico de ese Estado tardaría más en iniciarse que el caso de Guatemala y 
de Costa Rica. Por ello, me parece que, primero, se comprende la decidida defensa de los 
intereses económicos salvadoreños por parte de su elite, que la llevó hasta desligarse del 
proyecto federal propuesto por Morazán y, posteriormente, la dificultad que ésta 
encontró para concretizar su propio proyecto nacional. Como se verá, es solamente hasta 
1859 que El Salvador se declara república.” 


El lúcido balance del conservador Manuel Montúfar y Coronado, explica la debilidad 
inherente en el momento: 


Podrá (Morazán) vencer aquí y perder allá: podrá dominar un estado, pero no 

centralizarlos y unirlos por un lazo federal bien condenado para que sea durable... 

este ya no es posible sino pasando antes por una de dos pruebas: 1 a. la de más 

largos años pasados en la actual eliminación que haga conocer sus inconvenientes y 

peligros para que la unión sea un efecto...del convencimiento. 20. que pasen 

también largos años de una tiranía central que se haga aborrecible como sucederá 

aquí.? 
Desde la prisión de San Francisco en Guatemala, José Antonio Cañas y otros funcionarios 
salvadoreños depuestos por Morazán en 1832, exclamaban en defensa de su 
desobediencia: 


Por lo demás, cualquiera que sea el resultado de nuestros propios juicios, nosotros 
esperamos que la nación imparcial pronuncie, si somos rebeldes i traidores a 
ella, por haber procurado la observancia de la Constitución; por haber solicitado las 
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reformas que la experiencia i el clamor general de la opinión demandan; por haber 

defendido la soberanía de nuestro Estado; i finalmente por habernos opuesto 

en cumplimiento de nuestras leyes particulares á las demasías del poder 

federal.” 
Entonces, si algo era común a los centroamericanos en ese momento, era la guerra. Esta 
los unía y los disgregaba, incesantemente. Solo así se puede comprender el esfuerzo 
historiográfico de Alejandro Marure en su célebre Bosquejo histórico de las 
Revoluciones de Centro-América, al que daba inicio con la siguiente argumentación: 

Haría pues un servicio interesante á la nación centro-americana, el que la diese á 

conocer, refiriendo sencillamente todo lo que ha pasado en ella desde que dio 

principio á su revolución.” 
Y Marcial Zebadúa así lo interpretaba el año de 1834 al dar a luz su Proyecto de Reforma 
de las Instituciones políticas de Centro-América, en momentos en que finalmente ya 
había un consenso para realizar reformas a la Constitución federal: 

Centro-Americanos: unámonos para conservar la unidad nacional, el buen sentido 

que habeis manifestado en este último período de la revolución, os distingue ya 

de otros pueblos de la América, y me hace creer que no está muy distante el día feliz 

de ver sólida y permanentemente constituida la nación." 
En ese proceso de confrontación permanente —y ante el balance histórico que el mismo 
había dejado en las otras repúblicas hispanoamericanas—, de los elementos iniciales sobre 
los que se pretendió asentar el proyecto nacional, el elemento referido al progreso 
solamente fue haciéndose realidad en los estados de la Federación en los que surgió una 
producción ligada a la exportación. Esa prosperidad dio como resultado una 
sobrevaloración de la dimensión geográfica estatal en detrimento de la federal. 
Comercio y espacio empezaron a ser indisolubles en la fuerza generadora del separatismo. 


En cuanto al sistema republicano, su validez —la efectividad del carácter del ciudadano 
— se expresó esencialmente por medio de la actividad de los funcionarios electos o 
designados. En estos últimos residió de hecho el poder, por lo que terminaron, hablando a 
nombre del pueblo, reduciendo sus acciones políticas en el marco federal a la defensa de 
las emergentes economías estatales y de los intereses de las elites que las producían 
(grana en Guatemala, café en Costa Rica, añil en El Salvador).*! En cuanto a Nicaragua, el 
accionar de sus funcionarios se volcó en gran medida hacia la búsqueda de una 
concretización de los proyectos foráneos para la construcción del canal interoceánico.* 
Con semejante dinámica, las fronteras internas comenzaron en sí a jugar un papel 
creciente como barreras político-administrativas, porque, como ya ha sido dicho, el 
desarrollo económico se realiza con base en los estados territoriales.* 


Así el decir, pues, —escribía uno de los redactores de El Centro-americano— que la 
soberanía reside en los Estados, es decir que no reside en los ciudadanos, que 
la nación se compone de miembros desiguales, y que no todos los hombres 
valen lo mismo en la República; es aniquilar todo principio representativo, y 
viciar en su origen el pacto primordial; es atentar contra la nación por sostener el 
interés de las autoridades, único poder que se presenta bien en la votación por 
Estados.?* 


Por lo tanto, con respecto a la construcción de un sentimiento colectivo centroamericano, 
para otro redactor—esta vez de El Editor: periódico de los tribunales—, quedaba claro 
que a pesar de las dificultades, luego de más de una década de republicanismo federal: 


Centro-América es una nación cuya masa tiene ya espíritu nacional que cada 
día es más pronunciado, y no importaría que en su interior hubiesen unos 
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indignos del nombre centro-americano indiferentes a la depresión que nos prepara 
en extranjeros aunque sean americanos... 


Nacionalidad, soberanía y progreso 


Pero, el verdadero lenguaje de las elites de los Estados federales tendía a dirigirse cada 
vez más a la dimensión de su particular espacio territorial. Para ir convirtiéndose, como 
lo señala Anderson, en una suerte de “proyecto modelo” para la comunidad bajo su 
hegemonía.** De esa forma, en las relaciones del vocabulario político, soberanía se fue 
identificando con los Estados y no con Nación; Pueblo con el patronímico de esos 
Estados y no con el de Centroamérica. Todo lo contrario de lo que soñaron poder llevar a 
cabo los próceres a nivel de la antigua colonia. 

Estas ideas de localismo —escribía en 1838, Gutiérrez Lizaurzábal—, fuertemente 

arraigadas en todo los Pueblos de la República desde que eran Provincias, son las 

que ahora forman la columna que sostiene el edificio de cada Estado y que 


hubiera hecho estable y firme un racional y efectivo Sistema Federal, que 
ahora odian los Pueblos por el nombre.” 


Frases reforzadas por otras de su contemporáneo Montúfar y Coronado: 


Pero estos hechos establecen derechos, y los estados ya no quieren... depender de 

nadie; quieren ser nacionalistas sin tener el valor de decirlo claro.** 
Las cosas no eran tan sencillas, pues la suspensión de la República Federal abrió una 
paradoja. En el momento en que los políticos de cada Estado se contentaban en subrayar 
el triunfo de su soberanía, paralelamente cada uno de ellos tomaba conciencia de la 
dificultad para transformar esa victoria en un nuevo producto institucional que 
suplantase la utopía nacional. Las economías todavía no daban de sí para independizarse 
de ese todo tan aborrecido; la credibilidad frente a los europeos aun estaba en ciernes, a 
pesar de los esfuerzos de los agentes diplomáticos para demostrar la “viabilidad” de cada 
Estado. En síntesis, el concepto república siguió designando el proyecto nacional 
elaborado en 1823-1824. 


Un ejemplo interesante nos los da el diario oficial Mentor Costarricense, fundado en 
1842 por José Castro Madriz como Ministro de Gobierno. En sus páginas existe la rúbrica 
intitulada nacionalidad y en ella se reproducen comentarios sobre la posibilidad de 
renovación de la República Federal y sobre la generalidad centroamericana. Y, lo que 
estas dejan entrever es que, con la ruptura del pacto federal, la identidad colectiva 
parecía encontrarse en peligro. Así, la intención del expresidente Arce al escribir en 1846 
sus Breves indicaciones para la reorganización de Centro-América era la de exigir que 
“retorne la nacionalidad”.?* 


Esa era una angustia política generalizada, como lo confirma otro fragmento dei Mentor 
en el que se analizaban las propuestas de Guatemala y El Salvador con el objeto de 
restablecer la nacionalidad: 


Ellos (los Estados) es verdad, se hallan en paz, su prosperidad ha crecido 
imperiosamente i los Gobiernos no desean otra cosa sino es que se afianze con 
solidez i estabilidad... No es posible creer que la representación Nacional los 
desconozca i antes bien es de esperar los desarrollará i adelantará en cumplimiento 
del alto encargo que le han conferido sus comitentes. Tendrá por fin un día la 
complacencia de decir a los centro-americanos: aseguré sobre bases 
indestructibles la paz de la República: le di un Gobierno análogo á sus 
circunstancias: la saqué del cahos de oscuridad á que la condujera el genio del 
mal: la coloqué a la par de las Naciones cultas...* 
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En resumen, el problema radicaba en que los Estados se habían formado a partir de un 
hecho político mayor: la República Federal. O sea, era claro que la práctica de las elites 
locales en los asuntos de Estado no llegaba, por una parte, a superar la dimensión federal, 
de la cual muchos de sus funcionarios eran tributarios. 


Dos estadistas representativos de esa coyuntura fueron Mariano Gálvez y Braulio Carrillo. 
El gobierno liberal de Gálvez en Guatemala, que fue adquiriendo cada vez más estabilidad 
por el auge de la grana y la erradicación temporal de la guerra a partir de 1830, empezó a 
prescindir políticamente del ejecutivo nacional y el 27 de enero de 1833 emitió un decreto 
declarando a Guatemala un Estado pre-existente al pacto federal. Paralelamente, ayudó 
con hombres y armas al presidente Morazán a recuperar el control del Estado de El 
Salvador. En el fondo, lo que buscaba era ante todo la estabilidad de sus vecinos para 
garantizar su propio proceso de centralización. Con ese mismo objetivo, Carrillo, 
basándose en el temprano desarrollo del cultivo del café, afianzó la hegemonía josefina y 
puso verdaderamente en marcha el proceso estatal costarricense, sin por ello enfrentarse 
directamente con el Ejecutivo federal.“ 


Por otra parte, los Estados aun no podían obviar la dimensión ístmica con la que las 
naciones extranjeras seguían pensando a Centroamérica. En los artículos aparecidos en el 
Mentor Costarricense, queda plasmada la importancia que iba cobrando el factor 
externo. La acción de las naciones extranjeras —en especial de Inglaterra, que ya 
dominaba el comercio de café, añil, grana y tabaco— era cada vez más intensa para 
fragmentar el espacio ístmico. El diputado costarricense Rafael Ramírez Hidalgo escribía 
en 1843: 


Acaba apenas de desaparecer el injusto bloqueo que una armada Inglesa había 
declarado a nuestros puertos, cuando el Gobierno mexicano se ha apoderado de 
Soconusco, que imputablemente corresponde a la República de Centroamérica...i 
¿en qué consiste pues que se nos trate con tanta indiferencia y desprecio ? Es 
precisamente porque nos observan divididos, fraccionados, débiles, i sin fuerzas. Es 
porque no se les oculta que los riesgos y vejaciones no los hacemos comunes. Es 
porque no tratamos de estrecharnos mutuamente formando una masa 
homogénea.” 


ESTADO, REPUBLICA Y NACION 


Ya se había dado inicio a la creación de “entidades políticas más pequeñas” —para utilizar 
la fórmula de Miles Wortman—*, las que a partir de 1847, con el célebre decreto de Rafael 
Carrera la cual declaraba a Guatemala una república, comenzaron poco a poco a 
presentarse a sí mismas y en el exterior como repúblicas y, por tanto, como posibles 
naciones. Este proceso duraría hasta 1865, año en que Honduras se constituyó en 
República (véase Cuadro de la p. 56). 


La argumentación del documento firmado por Carrera —elaborada por Alejandro Marure, 
quien a partir de 1841 había actuado como delegado guatemalteco en los fallidos intentos 
de unidad centroamericana—, reposaba en la constatación de que ya se había discurrido 
tanto sobre “la nacionalidad sin llegar nunca á los medios para hacerla efectiva”. Y, por 
ello, era necesario precisar elementos nacionales particulares, los que en la segunda 
mitad del siglo xix fueron determinantes en el esfuerzo por estructurar los Estado- 
naciones en Centroamérica:** 
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En tal situación el Estado (de Guatemala) presenta todas las ventajas que pudieran 
desearse para elevarle al rango que le corresponde entre los pueblos libres. Cuenta 
con una población superior á la de otras Repúblicas del antiguo y del nuevo 
continente; ocupa un rico y extenso territorio en una de las posiciones mas felices 
del globo, y en donde en otros tiempos florecieron imperios poderosos; 
comprende trescientos y mas pueblos que se muestran unísonos en 
sentimientos... 
En el anterior párrafo, resalta lo novedoso de hacer por primera vez referencia al pasado 
maya, un elemento cultural, como cohesionador del proyecto nacional.* Por otra parte, el 
Manifiesto no dejaba de mencionar en otra de sus partes la importancia del factor externo 
en el paso político dado: 
..la idea de constituir á Guatemala en una nación independiente, igual en 
representación y derechos á las demás naciones del globo, ha sido muy bien 
acogida en el extranjero; y lo ha sido porque no vé en tal proyecto el sueño 
patriótico de un pueblo que comienza su carrera política, sino un paso 
necesario, urgente y oportuno, sugerido por la experiencia de todo un Estado...* 
En el mismo documento, Carrera advertía que Costa Rica se constituiría muy pronto “en 
principios idénticos”, al analizarse su política arancelaria y sus negativas reiteradas a las 
invitaciones que se le hacían para que concurriese a la reunión centroamericana 
proyectada en Nacaome, Nicaragua. 


A los pocos meses, el ya presidente José María Castro Madriz tomó a su vez la decisión de 
declarar a Costa Rica como República. Iniciaba, con ello, la consolidación de un proceso 
propio de afirmación de lo nacional. La elite costarricense comenzó, entonces, a montar el 
proyecto estructurador de un nacionalismo, cuyo sintetizador en ese momento fue el 
ministro de Relaciones Exteriores, el guatemalteco Felipe Molina Bedoya.” 


En su Bosquejo de la República de Costa Rica (1851), Molina intentó demostrar que en 
ese estado había una comunidad nacional, producto de una homogeneidad parental (que 
más tarde se interpretaría como racial), reforzada por una práctica política y una 
laboriosidad económica, como resultado del aislamiento geográfico y gracias a la paz. Por 
tanto, sus intereses tenían prioridad sobre los de cualquier otro Estado centroamericano 
y, aun, sobre el supranacional federativo.*? O sea, siguiendo la lógica de Breuilly, el ser 
costarricense solamente podía adquirir significado político sí era compartido por un 
grupo de personas con una organización estatal significativa.” 


Molina iniciaba su obra con las siguientes palabras: 
Habiéndome cabido la honra de representar á Costa Rica, cerca de varios Gabinetes 
de Europa y de América en su primera aparición ante el mundo civilizado como 
nación Independiente... 


Y más adelante sentenciaba: 


Considero como sueño irrealizable la formación de un gobierno general; porque los 
pueblos ó naciones jamás se han unido, á lo menos la historia no nos presenta 
ningún ejemplo de lo contrario, sino por la conquista, los enlaces dinásticos, ó la 
necesidad de defenderse contra un peligro común que los amenace de una manera 
inmediata...pero nada se opone á la celebración de pactos para uniformar la 
política exterior, simplificar el sistema de aduanas...(etc.). 


Por último, marcaba su distanciamiento frente a la importancia acordada por Marure y 
Montúfar y Coronado a la revolución como transformadora de la sociedad 
centroamericana, al agregar: 


Mientras duró la Federación así como antes y después, cualquiera que haya sido el 
estandarte levantado por los revolucionarios, si examinamos las conmociones que 
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ha experimentado Costa Rica en el transcurso de treinta años, observaremos que, 
exeptuando la invasión de Morazán en 1842 y su consiguiente descalabro, todas 
ofrecen un carácter puramente doméstico, y fueron obra del localismo, ó el 
resultado de ambiciones personales.* 
¡Cuánta vigencia la de Molina en la opinión que los costarricenses tienen hoy de su propia 
particulidad histórica! No en balde el Bosquejo pasó a ser libro de texto para la enseñanza 
de la historia en 1862, como un primer paso por abordar el tema nacional en el seno de los 
otros sectores sociales costarricenses.” 


Para el resto de Centroamérica —ya en la década del cincuenta y en los albores de la 
invasión filibustera— Frutos Chamorro declara a Nicaragua república, sustentado en el 
interés de la oligarquía granadina por la construcción del canal interoceánico y en el 
apoyo económico norteamericano, producto del creciente intervencionismo en los 
asuntos internos del país. Un lustro más tarde, lo hizo El Salvador. En el texto del decreto 
del Senado del 19 de marzo de 1859, luego de dejar constancia de los esfuerzos 
salvadoreños por lograr la reorganización de la antigua República Federal, es de 
importancia constatar que el eje de la argumentación de tal decisión política fue la 
recuperación económica por fin alcanzada: 


...Que para que el Salvador entre decididamente en la vía del progreso a lo que 
llaman sus elementos de prosperidad y estreche sus relaciones extranjeras, es 
preciso definir clara y terminantemente su condición y modo de ser político...*? 


Creación de las repúblicas centroamericanas 








País Año Modalidad 
Guatemala 1847 Decreto presidencial 
Costa Rica 1848 Decreto presidencial 
Nicaragua 1854 Constitución 
El Salvador 1859 Decreto del Senado 
Honduras! 1865 Constitución 





1. En 1849 hubo una propuesta de constituir a Honduras en República, con el reconocimiento de Gran 
Bretaña, pero no prosperó en el Ejecutivo. 


REFLEXION FINAL 


Con la inauguración del ciclo de las Repúblicas no se puso fin al dilema de la nacionalidad 
centroamericana, pero sí a la Centroamérica unitaria. El proyecto de conjunto no llegó a 
imponerse, a durar y, por tanto, a construirse. Cada Estado tendió a encerrarse en su 
territorio, revalorizando el papel de las fronteras. Cada territorio se convirtió en sí en un 
conjunto social, en la medida que, a pesar de sus diversidades intrínsecas, encontró la 
razón de ser en sus propias relaciones económicas, sociales y políticas. Ello condujo a la 
reafirmación de las elites dominantes locales, cuyas acciones políticas tendieron a buscar 
una legitimación interna y externa, creando, a su vez, su propias comunidades políticas, 
la cuales persiguieron el objetivo de consolidar los respectivos Estados. 


La fundación de las Repúblicas tampoco aseguraba mecánicamente la construcción del 
Estado-nación. Si bien la voluntad de crearlas dio inicio en cada una de ellas a una 
reflexión orgánica para elaborar un imaginario político-cultural —que nutriese la 
capacidad administrativa que lo debía de construir—, la vivencia histórica del proyecto 
nacional implicaba: a) descender a las masas el emergente nacionalismo, extenderlo y, a 
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su vez, recrearlo con nuevos elementos populares; b) poner fin a la escisión jurídica y 
social entre nacionalidad y ciudadanía con que había nacido el proyecto; c) dejar de 
actuar subordinadamente frente a los elementos políticos externos. 


Es decir, toda nación inicia su proceso de construcción con los conceptos, las imágenes, 
los discursos que elaboran sus elites políticas y culturales, las cuales procuran que las 
masas los asimilen, —no siempre con buen éxito—, para de esa forma poder 
retroalimentar el proyecto desde la base. Por lo tanto, a nosotros los historiadores nos 
corresponde identificar en ese proceso constructivo las dimensiones sociales, políticas y 
culturales experimentadas históricamente en Centroamérica y no defender, a ciegas, la 
idea de cinco pre-destino-naciones. 
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Historia del vocabulario político en 
Costa Rica 


Estado, república, nación y democracia (1821-1949) 


Victor Hugo Acuña Ortega 


“La República fortalece hoy con este acto de suyo 
trascendente, su tradicional credo democrático, en que 
hay alternabilidad en el Gobierno, ya que únicamente la 
nación debe ser inmutable, como es su honor intangible 

y sus glorias imperecederas”.(énfasis nuestros) 
LEON CORTES, Presidente de Costa Rica, 8 de mayo 

de 1940. 

“...Costa Rica, el solar amado en que lloraron y rieron 
nuestros abuelos, el pedazo de suelo límpido y glorioso 
en que van a gozar y a sufrir nuestros remotos 
descendientes...” 

JULIO ACOSTA, Presidente de Costa Rica, 8 de mayo 
de 1924, 


En Costa Rica en la década de 1980, en el contexto de la guerra en América Central, los 
historiadores fuimos testigos de un caso típico, para utilizar el término de Eric 
Hobsbawm, de invención de la tradición para fines de lo que Rousseau denominó la 
religión cívica nacional.' En efecto, el Presidente Oscar Arias Sánchez en 1989 convenció a 
sus conciudadanos y a todo el planeta de que Costa Rica gozaba de una democracia, no 
solamente excepcional, saludable y robusta, sino también antigua y longeva ya que en ese 
año alcanzaba su Centenario. Evidentemente, el artificio del carácter secular de la 
democracia costarricense falsificaba los procesos históricos, problema que podía 
preocupar a algunos interesados por el rigor científico, pero no, por supuesto, a los 
practicantes de la ingeniería social, urgidos en subrayar la diferencia de Costa Rica frente 
alos otros países centroamericanos para inflamar el patriotismo de los “ticos” y con él su 
lealtad al régimen político existente.? Este precioso ejemplo de invención de tradición nos 
impulsó a emprender una reflexión histórica, aún no terminada, sobre la mitología 
política costarricense. 
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En esta labor decidimos acudir a la ayuda de la llamada Begriffsgeschichte o historia de los 
conceptos. Esta disciplina auxiliar de la historia social practicada en Alemania por un 
grupo dirigido por el profesor Reinhard Koselleck intenta fijar la aparición y la evolución 
de los conceptos políticos, en particular aquellos que son claves en la constitución y 
evolución de la modernidad. A diferencia de la tradicional historia de las ¡deas, esta 
disciplina utiliza como fuentes no los escritos de los grandes pensadores, es decir el 
pensamiento sistemático, sino documentos más ordinarios tales como la prensa, las actas 
parlamentarias, los informes diplomáticos, etc. Por otro lado, a diferencia de la conocida 
lexicometría francesa, la historia de los conceptos no se ocupa de hacer un estudio 
cuantitativo de los términos y concentra el análisis en algunos conceptos cruciales que 
han sido influyentes política y socialmente en la experiencia histórica.? En este sentido, la 
historia de los conceptos es un tipo de historia social de las ideas próxima de laque 
practica en EE.UU. Robert Darnton y también está emparentada con la historia del 
pensamiento político de Quentin Skinner.* En fin, este ensayo ha encontrado inspiración 
en la obra Keywords del desaparecido filósofo británico Raymond Williams.* 


En la problemática de este trabajo se encuentra nuestro interés por comprender los 
procesos de formación de las naciones centroamericanas y sus efectos sobre los distintos 
grupos sociales, interés despertado por las pioneras investigaciones sobre Costa Rica y 
Guatemala del historiador canadiense Steven Palmer.* Nuestra óptica es tributaria de los 
avances recientes de historiadores y otros científicos sociales que han transformado los 
estudios del nacionalismo y que han relativizado e historizado este fenómeno clave de la 
historia contemporánea. Sus puntos de vista pueden sintetizarse en el siguiente principio: 
los Estados y los movimientos nacionalistas crean las naciones, no a la inversa, y el 
fenómeno es relativamente reciente pues sus orígenes se remontan al siglo xv111.” 


Nuestra tarea ha consistido en determinar la aparición y la modificación de cuatro 
conceptos: Estado, República, Nación y Democracia. Dichos términos son claves en el 
vocabulario político de los estados-naciones modernos y también han sido claves en la 
historia política de Costa Rica. Ahora bien, al seguir su trayectoria temporal nuestro 
interés central ha sido rastrear el proceso de formación de la identidad nacional en Costa 
Rica. Sin embargo, en nuestra particular manera de hacer historia del vocabulario político 
nos hemos abstenido de cuantificar los conceptos y nos hemos limitado al estudio de un 
único corpus documental: los Mensajes Presidenciales.* 


En efecto, una forma sintomática de captar la modificación histórica de estos conceptos es 
trazar su evolución en el interior de los Mensajes Presidenciales, es decir del informe 
anual que los Jefes del Poder Ejecutivo han estado constitucionalmente obligados a 
presentar ante el Poder Legislativo. Esta fuente es idónea para nuestros propósitos por ser 
un documento público, que tiene un carácter periódico y que reviste una cierta 
solemnidad y que en este sentido refleja el vocabulario compartido por quienes integran 
las elites políticas. También el documento expresa las prácticas institucionales del sistema 
político y los valores que comparte su personal político. En el caso de Costa Rica hay una 
circunstancia adicional que incita a utilizar dicha fuente para estos propósitos: la relativa 
continuidad y estabilidad de la vida política del país. Así, solamente carecemos de ese 
texto durante toda ladictadura de Braulio Carrillo (1838-1942), los años 1871 y 1881 del 
gobierno de Tomás Guardia, el primer año de la dictadura de los Tinoco (1917-1919) y el 
último año del gobierno del Presidente Teodoro Picado (1948).” 


Antes de iniciar nuestro recorrido conviene hacer tres precisiones: el periodo escogido no 
requiere justificación mayor en la fecha inicial pues nos interesa la etapa posterior a la 
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Independencia y en cuanto a la fecha terminal es tributaria del supuesto de que después 
de la Guerra Civil de 1948 y la Constitución de 1949 se inicia la fase contemporánea de la 
historia de Costa Rica; en segundo lugar, como se dijo, nos vamos a aproximar al 
vocabulario político de los sectores dominantes no al de la gente común; por último, este 
estudio es preliminar porque requiere que la fuente utilizada sea confrontada con otro 
tipo de documentos. 


Estado, República y Nación, los sinónimos de esta última, Patria y Los Pueblos, y los 
adjetivos y sustantivos de ellos derivados tales como nacional, patriotismo y patriota se 
encuentran en el vocabulario político costarricense de los inicios de la vida republicana, 
aunque, como veremos, sus referentes han cambiado y entre sí han experimentado 
sustituciones. Democracia, a diferencia de los tres términos anteriores es de una aparición 
más tardía y su uso solamente se generaliza a partir de la primera década del siglo xx. 
Observemos en detalle estas metamorfosis.* 


La historia de los términos Estado y República es la que presenta menos dificultades. 
Desde la formación de la Federación Centroamericana en 1824 hasta 1848 cuando Costa 
Rica, siguiendo el ejemplo de Guatemala, adoptó el apelativo de “República”, el término 
“Estado” se aplica a las entidades políticas que integran el Pacto Federal y en particular a 
Costa Rica como comunidad política. De este modo, se reconoce que en 1824 el Partido de 
Nicoya se incorporó al Estado de Costa Rica. (M.P.1,22). El término Estado fue precedido 
después de la Independencia por el de “Provincia”. Así, por ejemplo, en el llamado Pacto 
de Concordia de diciembre de 1821, considerado la primera Constitución costarricense, 
puede leerse que la “provincia de Costa Rica está en absoluta libertad y posesión exclusiva 
de sus derechos...”*! En esta primera etapa, el concepto de Estado como la comunidad 
política no parece distinguirse del concepto de Estado como expresión de lo público o 
como conjunto de las instituciones políticas. En la segunda mitad del siglo xIx surgirá esta 
segunda acepción posiblemente gracias a la existencia del término República. En el siglo 
xx, como veremos, el concepto Estado será objeto de nuevas adjetivaciones, calificaciones 
y especificaciones. La más importante de todas ellas será la oposición entre Estado 
gendarme y Estado interventor que aparece hacia la Primera Guerra Mundial y que luego 
será gran tema del debate político de los años 1940. 


Como ya se adelantó, hasta 1848 Costa Rica es el Estado y la República es Centroamérica. 
En 1829, Juan Mora Fernández, Jefe de Estado de Costa Rica, a propósito de las guerras que 
azotan a la Federación ofrece la descripción siguiente: “...todo el cuerpo de la república 
aparece dividido, consumido y cubierto de sangre, de cenizas, de llanto y 
desesperación...” (M.P.1,36). Sobra decir que en este y otros textos de estos años se opone 
la turbulencia de la República centroamericana a la quietud del Estado costarricense. Una 
expresión que es sinónimo de Estado y que utiliza el término república es la de “secciones 
de la república” (M.P.1,131) que aparece en el Mensaje de 1843 cuando la Federación ya no 
existe y Morazán ya ha muerto, precisamente en Costa Rica. A partir de 1848, el término 
República se integrará al vocabulario político costarricense sin sufrir variación alguna 
hasta los sucesos políticos de 1948 cuando José Figueres Ferrer al tomar el poder afirmará 
que lo hace para fundar, a la manera francesa, la “Segunda República”. 

Hasta la proclamación de la República de Costa Rica en 1848, El Estado es Costa Rica y, por 
supuesto, los otros de la Federación, pero la “Nación” es Centroamérica. Es en el año de 
1828 en el Mensaje de Juan Mora Fernández, primer Jefe de Estado de Costa Rica, cuando 
aparece por primera vez el término Nación en las frases: “el supremo gobierno de la 
nación” es decir el gobierno Federal y “el remedio pacífico de los males de la nación”, 
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léase Centroamérica (M.P.1,32,33). En 1837, Braulio Carrillo con motivo de un conflicto 
fronterizo de Costa Rica con Colombia, señala que “este incidente lo trasmitió el Ejecutivo 
al de la Nación, como a quien corresponde su conocimiento” (M.P.1,102). 


En ese mismo año, el nuevo Jefe de Estado de Costa Rica, Manuel Aguilar, expresaba así 
sus propósitos: 

No seré empresario en meditar y adoptar nuevas formas políticas: existe una 

Constitución de la República y otra de Costa Rica, soy muy adicto a ellas por sus 

principios luminosos y liberales, y es imposible que me separe de la senda que 

tienen demarcada para el curso de los negocios; acreditaré al Gobierno Federal que 

en el de Costa Rica tiene la nacionalidad todo el apoyo que es posible esperar de él; 

y con esto probaré también al Estado que atiendo sus primeros intereses, porque sin 

nación, o siendo despreciable, él desaparece, o participa de este triste y funesto 

predicado (M.P.1,110). 
Es evidente en el pensamiento de Don Manuel Aguilar que la nación o la nacionalidad es 
Centromérica y que el Estado de Costa Rica depende de ella para su sobrevivencia. De esta 
manera, cuando en 1842 el unionista Morazán, recién instalado en la jefatura del Estado 
costarricense tras derrocar a Carrillo, invita a sus ciudadanos a dirigir sus esfuerzos al 
restablecimiento de la Nación, utiliza un vocabulario que no es ajeno a ese país y a ese 
momento (M.P.1,125). 


En ese cuarto de siglo que va de la fundación de la Federación a la fundación de la 
República, si la nación es Centroamérica es claro que la “Patria” es Costa Rica. En 1826, 
Juan Mora Fernández manifiesta que “en sus providencias no ha tenido otro norte que el 
bien de la patria” (M.P.1,18). Más explícito es José Rafael de Gallegos cuando utiliza la 
expresión “los hijos de Costa Rica animados del bien de su patria” (M.P.1,76). Aunque 
carecemos de ejemplos concluyentes en el corpus documental que nos sirve de base, es 
posible que la expresión Patria se aplicara también a Centroamérica y a regiones o 
ciudades; en el primer caso, por el contenido emocional del término y en el segundo caso 
por la importancia de los localismos en esos años. La expresión patriotismo era sinónimo 
de civismo o compromiso por el bien del interés público y designaba devoción hacia 
cualquiera de las distintas unidades de pertenencia: una ciudad, Costa Rica y también 
Centroamérica en su conjunto. Así, por ejemplo, encontramos en 1826 la expresión 
“patriotismo del pueblo alajueleño”. Pero también hay patriotismo costarricense en 
palabras de Rafael Iglesias en 1901 o un patriotismo centroamericano en palabras de 
Bernardo Soto en 1887. 


No existe en esta época en Costa Rica y Centroamérica el concepto cultural de Nación 
elaborado por el romanticismo alemán, sino más bien el concepto de Nación como cuerpo 
político soberano y como expresión de una radical novedad, acuñado por la Revolución 
Francesa. Este concepto revolucionario de Nación será adoptado en el vocabulario político 
costarricense después de la fundación de la República en 1848. 


Por esta razón, una expresión que parece operar como sinónimo de Nación es el término 
“Los Pueblos”. El concepto procede de la Constitución gaditana de 1812 y aparece en el 
Pacto de Concordia de 1821, primera Constitución costarricense, en cuyo preámbulo se 
declara: 


.. teniendo en consideración que por haberse jurado la independencia absoluta del 
Gobierno español en ésta y las demás provincias del reino y aún en toda la América 
Septentrional sobre diversas bases y principios, se hallan libres los pueblos para 
constituirse en nueva forma de gobierno...” 
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Por supuesto, existe una acepción puramente descriptiva de “los pueblos” como sinónimo 
de las localidades, comunidades o asentamientos humanos en términos territoriales y 
demográficos. La expresión en su connotación política se usa profusamente hasta 
mediados de la década de 1830. Luego persiste hasta 1936 en expresiones rituales tales 
como “el voto de los pueblos” o “el escogido de los pueblos”. Como dato curioso, 
señialemos que el ex-presidente don Luis Alberto Monge en la década pasada gustaba 
mucho de utilizar en sus discursos la expresión “los pueblos” en el sentido indicado. 
Como ente depositario de la soberanía, los pueblos son también denominados “el pueblo” 
desde los inicios de la fase republicana. Finalmente, a lo largo del siglo xx “los pueblos”, 
en plural, se refiere a las otras sociedades o naciones que integran la comunidad 
internacional de Estados. 


Un cuarto de siglo después de la Independencia, en 1847 es cuando por primera vez en 
nuestro corpus documental vemos que se utiliza el término “Nación” para referirse a Costa 
Rica. En dicha ocasión los diputados que inician funciones son denominados “los 
representantes que la Nación llamó” (M.P.1,145). En 1848, el término vuelve a aparecer, y 
en 1849, ya decretada la República, el presidente de Costa Rica, José María Castro Madriz, 
informa al Congreso que: 

...la República se encuentra en paz con todos los pueblos del mundo y reconocida 

como Nación independiente por Guatemala, Inglaterra, Francia y las ciudades 

Anseáticas (sic)... (M.P.1,164).% 
Obsérvese que aquí se pone en ecuación Nación con pueblo soberano y estado; tal y como 
es característico de la concepción puramente política, no cultural, de la Nación. Desde 
1850, el término se integra de manera permanente en los Mensajes. En ese contexto, 
resulta significativo que, en 1853, el presidente Juan Rafael Mora certifica, satisfecho, la 
desaparición del localismo: 

Merced a una igual solicitud por todas las necesidades de la República ha ido 

desapareciendo del todo aquel espíritu de provincialismo que fomentaba injustas 

rivalidades y criaba intereses distintos entre aquellos que no deben considerarse 

sino como hermanos (M.P.1,183), 
Dado que en opinión de Mora la unidad interna se había logrado, era posible plantearse la 
seguridad externa con base en la identificación nacional. Así, al esbozarse un conflicto 
fronterizo con Nicaragua el mismo presidente planteaba, un año más tarde, que tal vez 
sería “necesario apelar al espíritu nacional en favor de la integridad de nuestro 
territorio” (M.P.1,187). Tales palabras fueron pronunciadas un poco menos de dos años 
antes de la guerra contra los filibusteros. En 1859, al iniciar su último e inacabado periodo 
presidencial, Mora fijaba entre las metas de su gobierno mantener el “honor nacional” y 
“la integridad del territorio, la soberanía y la independencia de la Nación”. 


Tras la caída del presidente Mora su concepto político de nación persistió y lo 
encontramos en la Constitución de 1859 que vino a legitimar el ascenso al gobierno de su 
sucesor José María Montealegre. Así, el artículo 1 - de ese documento estipulaba que: “La 
asociación política de todos los costarricenses constituye una Nación que se denomina 
República de Costa Rica”.'* 

Tanto los presidentes Montealegre, en 1860, como Jesús Jiménez en 1863, atribuyen su 
nombramiento presidencial al voto de la Nación. En consecuencia, se puede sostener la 
tesis de que antes de la llegada de los liberales al poder, con Tomás Guardia en 1870, la 
concepción de Costa Rica como Nación ya se había integrado en el vocabulario político de 
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las elites políticas. No queremos presumir con eso que dicha definición ya fuese también 
compartida por el conjunto de la población radicada en el territorio costarricense.'* 


Tampoco se puede asegurar, incluso, que las propias elites estuviesen totalmente 
convencidas de su definición pues, a lo largo de estos años, planea el espectro de la 
identidad nacional centroamericana sobre la imagen recién inventada de la nación 
costarricense. Así, en consonancia con la idea nacional liberal, a lo largo del siglo x1x, las 
clases dirigentes costarricenses dudaron que su país fuese una nación viable. El 
reconocimiento de debilidades tales como la pequeña dimensión del territorio y la 
reducida población y el peligro que ambas conllevaban de la agresión, por parte de una 
potencia extranjera, hacían de la unión centroamericana más necesidad que virtud. En 
1843, el titular del Ejecutivo de Costa Rica clamaba por “un gobierno nacional respetable, 
para que no seamos el juguete de cualquiera que se halle con fuerza para abusar” 
(M.P.1,143). 


Si recordamos lo acontecido en el Istmo en la década siguiente esas palabras resultan 
proféticas. En 1856, tras la primera campaña de la Guerra Nacional, el presidente Mora 
proponía una “unión regeneradora de los centroamericanos”, un “pacto de familia” entre 
esas “nacionalidades débiles”. La “desmembrada nacionalidad” debía reunirse frente a los 
Estados Unidos que ya constituían una amenaza (M.P.1,199 ss). 


La idea de que la unión de Centroamérica era una necesidad histórica fue repetida por 
todos los gobernantes costarricenses desde Montealegre (1861) hasta Cleto González 
Víquez (1908) pasando por Guardia (1870-1882) y José Joaquín Rodríguez (1890-1894). En 
los Mensajes Presidenciales es una retórica recurrente el formular deseos por la unión 
centroamericana. Incluso nos encontramos casos curiosos como el del presidente 
Bernardo Soto quien tras el amago de guerra con Guatemala en 1885, provocado por la 
declaración del presidente Justo Rufino Barrios de unir Centroamericana por la fuerza, 
manifiesta en 1887 que: 


La idea de unión centroamericana...ha cambiado de forma y...avanza más y gana 
más las simpatías de los pueblos, a medida que se ha ido despojando del carácter de 
imposición humillante que se le había prestado, y hoy empieza a mirarse como 
emblema de fraternidad y de grandeza que todos deseamos para nuestra patria 
(M.P.111,32). 


No obstante, en esta dialéctica entre nación como Costa Rica y nación como 
Centroamérica debe consignarse que desde la década de 1860, el deseo por la unión era 
condicionado a que esta fuese voluntaria y pacífica, fundada en el convencimiento y en la 
razón. Este movimiento pendular es expresado de manera elocuente en 1896 en el 
Mensaje del presidente Rafael Iglesias. En dicho documento consagra un largo párrafo a la 
inauguración del Monumento Nacional, tradicionalmente considerado como una de las 
mayores expresiones de la maduración del discurso nacional costarricense. Dice así: 


Al referirme en concreto a los Estados que con el de Costa Rica forman hoy la 
familia centroamericana y que en no lejano día, cubiertos con un mismo pabellón y 
ligados con el vínculo de sus comunes intereses, reconstituirán la patria de nuestros 
mayores, me es grato consignar aquí que el gobierno ha procurado aprovechar toda 
favorable oportunidad, que por su significación práctica, contribuya a la realización 
del histórico destino de la América Central. 

En armonía con estos propósitos fue ocasión propicia la inauguración solemne del 
monumento erigido en esta ciudad y destinado a perpetuar la memoria de los 
héroes de la guerra nacional y a mantener vivo en los pueblos centroamericanos el 
amor a la patria y a las instituciones libres (M.P.111,84). 
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El último en expresarse en términos vehementes por la unión centroamericana fue el 
presidente Cleto González Víquez (1906-1910). El mismo Julio Acosta fue parco en su 
Mensaje de 1921 en un momento en que se intentó por última vez la unión política de 


n 


Centroamérica. Al año siguiente, Acosta consignó, con resignación o alivio, que “no 
estamos preparados para obra de tanto aliento” y la remitió a las generaciones venideras. 
Después de 1922, la meta de la unión centroamericana desaparece del corpus documental 


en estudio. 


El término Nacionalidad sigue una trayectoria paralela al de Nación. Hasta 1850 se aplica 
solamente a Centroamérica. A partir de esa década empieza a adjudicársele a Costa Rica, 
aunque persiste la noción de nacionalidad centroamericana. Posiblemente, la idea 
unionista ya ha quedado atrás cuando en 1913 el presidente Ricardo Jiménez propone: 
“Cultivar los campos, cultivar los cerebros, he ahí la doble tarea de que depende nuestra 
civilización y la existencia de nuestra nacionalidad” (M.P.IV.176). En 1949, el presidente 
Otilio Ulate, frente a las secuelas de la guerra civil recién acabada, invoca la nacionalidad 
para lograr la pacificación de los ánimos y la conciliación de los costarricenses 
(M.P.VI1.225). 


Como dato curioso y revelador de los bamboleos de la idea de nación en las clases 
dirigentes de Costa Rica, cabe señalar que en 1873, el dictador liberal Tomás Guardia, con 
prometeicos acentos bolivarianos, propugnó por la formación de América Latina como 
una sola nacionalidad. En síntesis, si nos atenemos a nuestro corpus documental, a partir 
de la segunda década de este siglo y sobre todo en el decenio de 1920 las elites políticas 
han integrado plenamente el concepto de nación costarricense. 


¿Cuáles serían los atributos de esa nación? En sentido estricto, las señas de identidad de la 
nacionalidad costarricense más parecen políticas y sociales que propiamente culturales. 
Para empezar señalemos que el Pacto de Concordia de 1821 no utiliza el gentilicio “los 
costarricenses”, pero este ya aparece en 1827 en el Mensaje de Juan Mora Fernández. Al 
principio se atribuyen a ese pueblo algunas de las virtudes que se reconocían al pueblo 
romano de los buenos tiempos de la República: austeridad, laboriosidad, tranquilidad, 
paz, moderación, sensatez, etc. 


En 1859 el presidente Mora introduce por primera vez lo que luego será un leit motif: “la 
nivelación de las fortunas” y la situación privilegiada del país en el contexto del Istmo 
(M.P.1,219). En 1877, Guardia amplía esa interpretación al encontrar en Costa Rica una 
“población homogénea” de “propietarios en mayor o menor escala” y una ausencia de 
“intereses opuestos” (M.P.I1,134). Este mismo presidente en 1880 usa por primera vez en 
los Mensajes la idea de que en Costa Rica hay más maestros que soldados (M.P.I1,152). 
Estas recién inventadas tradiciones tendrán larga vida. Así, el pacifismo y la democracia 
rural serán constantes en los textos de los máximos próceres liberales: Cleto González y 
Ricardo Jiménez. El primero insistirá en la desproporción entre educadores y militares, 
mientras que el segundo en la proporción de la propiedad fundiaria. Veamos lo que dice 
el presidente Jiménez en 1912: 


El secreto de nuestra estabilidad política está en la gran subdivisión de la tierra; en 
que casi todos los campesinos son propietarios; y mientras que, como Anteo, tengan 
posada la planta sobre su suelo, seguirá la República gozando los beneficios de la 
paz. Ayudemos al bienestar de los agricultores en pequeño; y será como si 
tomáramos una póliza de seguro contra las revueltas y el retroceso (M.P.IV.152). 


La caricatura de la identidad nacional costarricense la formuló en 1940 el presidente León 
Cortés, conocido porsus inclinaciones autoritarias y sus opiniones derechistas, cuando en 
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un contexto de fuerte lucha ideológica y de incremento de la influencia de los comunistas 
en la vida nacional manifestó: “Vivimos un socialismo sano y confortable” (M.P.VI.,284). 


Democracia, palabra mágica de nuestro tiempo, penetra en los Mensajes en la segunda 
mitad del siglo xIx. Surge por primera vez en 1859, en boca de Montealegre, como 
término opuesto a tiranía y en el contexto de la caída de Mora (M.P.I1,8). En 1872, Guardia 
lo vincula con instrucción pública y en 1876 considera democrático convocar a un 
plebiscito para resolver definitivamente la reivindicación nicaragúense sobre el antiguo 
Partido de Nicoya. En 1890, después del levantamiento popular del 7 de noviembre de 
1889, que impuso al gobierno el respeto de los resultados de las elecciones de primer 
grado en las que el candidato oficialista había sido derrotado, el presidente saliente 
manifiesta que “nuestras instituciones democráticas gozan de una vida vigorosa y lozana” 
(M.P.II1,49), mientras que el presidente entrante ofrece dejar “afianzadas las instituciones 
democráticas” al terminar su periodo de gobierno (M.P.II1,54). 


Empero, Democracia es más un término del siglo xx que del siglo xix. En efecto, será 
únicamente a partir de 1902 tras la famosa “Transacción”, que permitió el fin de la era 
autoritaria de Rafael Iglesias, que la expresión se vuelve casi de uso obligado en los 
Mensajes Presidenciales. Al inicio, democracia significa alternabilidad en el poder, pero 
pronto adquirirá el sentido de autenticidad y pureza del acto del sufragio, ambos 
requisitos para una competencia política normal. Por ejemplo, en 1910 el presidente Cleto 
González Víquez afirmaba: 

En buena hora que haya un partido de oposición: su existencia y trabajo organizado 

constituyen una prenda de buen Gobierno, y nada sería más alarmante para las 

instituciones democráticas que el advenimiento al poder de un hombre que no 

tuviese, en frente suyo, una agrupación que lo vigilase, que censurase sus errores y 

acusase sus faltas, llegado el caso. Util es y necesario que haya partido opositor; 

pero partido constitucional, no partido rebelde (M.P.IV, 78). 
El tema de la democracia es recurrente a lo largo de la década de 1920, tras la caída de la 
dictadura de los Tinoco y en un contexto de reformas parciales al régimen de sufragio. En 
dichos años aparece la ¡dea de “perfeccionamiento del régimen democrático”, que se 
mantendrá en los discursos presidenciales a lo largo de las dos décadas siguientes como 
aparente expresión de consenso de las distintas tendencias de la política nacional. Pronto 
la noción de democracia se expande ya que se va a asociar no solo con la alternabilidad de 
los gobernantes y la sinceridad de las urnas sino con los mismos atributos de la 
nacionalidad costarricense. 


De esta manera, el presidente Ricardo Jiménez, en 1924, vincula democracia y pequeña 
propiedad: “La democracia costarricense se caracteriza por la gran división de la 
propiedad. Los pequeños propietarios son el ancla de la República. Mientras más de ellos 
contemos tanto mejor” (M.P.V.140). Luego en 1935 proclama que la educación es un 
requisito indispensable de la democracia: 


La ignorancia lleva a la zaga la indigencia y la abyección; y, por otra parte, la 
democracia con la ignorancia hacen el peor de los maridajes. Muchas cosas nos 
dividen a los costarricenses; pero en una, todos estamos de acuerdo; y este acuerdo 
consiste en no omitir esfuerzos, así para lograr el máximo desarrollo intelectual de 
los que vendrán detrás de nosotros, y habrán de tomar nuestros puestos, como para 
que su carácter adquiera el más subido temple, sin que pongan esas fuerzas al 
servicio de egoísmos sórdidos y de durezas de corazón (M.P.VI.166). 


No es una casualidad que esta última especificación de la democracia en términos más 
sociales surja en la etapa de ocaso del modelo liberal de crecimiento hacia afuera y en una 
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coyuntura de depresión económica y conflicto social creciente y cuando el Partido 
Comunista y las protestas obreras han adquirido relevancia en la situación política 
nacional. 


No obstante, es conocido que fue el presidente Alfredo González Flores (1914-1917) quien 
trascendió la perspectiva de la mera democracia política. En su opinión: “No puede haber 
democracia donde hay miseria y ésta vive donde no hay trabajo”. En su intento por 
implantar una reforma tributaria profunda ligó la equidad impositiva con la democracia y 
esta con la justicia social. La democracia política está incompleta si no viene acompañada 
de la justicia social: 
Alcanzan las naciones civilizadas hoy una época de nuevos ideales, de nuevas 
apreciaciones sobre los deberes del Estado. Los conceptos de República y 
Democracia han sufrido un cambio de interpretación: la igualdad política, el 
sufragio universal, las garantías individuales, la alternabilidad en el Poder, la 
responsabilidad del Gobierno, la libertad de comercio e industria y muchas 
hermosas y bellas conquistas más, no son el todo para asegurar el bienestar de un 
pueblo (M.P.IV, 239), 
Encontramos en este texto de 1915 una crítica coherente y sistemática de los contenidos 
liberales de los conceptos que hemos venido analizando. González Flores fue 
excesivamente lúcido pues fue derrocado en 1917, pero sus especificaciones sobre el 
concepto de democracia serán retomadas en el vocabulario político de la conflictiva 
década de 1940. Así, para el presidente Calderón Guardia (1940-1944) la “humanización 
del régimen de trabajo” era indispensable para “consolidar la Democracia”. En 1944, en su 
Mensaje inaugural el presidente Teodoro Picado manifestó su intención de “cimentar en 
Costa Rica no solo la democracia política sino también la democracia económica” 
(M.P.VIL,132). 


En esos años, la noción de democracia será inscrita en el marco de las relaciones 
internacionales con la expresión la “causa democrática”, asumida por Costa Rica al lado 
de los aliados en la Segunda Guerra Mundial. Con el inicio de la Guerra Fría, el concepto se 
especificará más. Así, en 1949 el presidente Ulate afirmará que va a asentar su política 
internacional en el sistema democrático es decir al lado de los Estados Unidos y en contra 
del comunismo. Este mismo presidente usará por primera vez en 1949 un término básico 
del vocabulario político contemporáneo, “democratización”, aplicado, en consonancia 
con sus antecedentes ideológicos liberales, a la enseñanza pública. 


Durante el siglo xx en el marco de los cambios de la idea de democracia el término 
“Estado” recibirá nuevas especificaciones. Así, en 1915, el presidente González Flores 
enuncia por primera vez las ¡deas del intervencionismo estatal: 


El Estado, en el sentido moderno de la dicción, no es ya el simple gendarme que 
dicte leyes o reglamentos para las relaciones de convivencia entre los ciudadanos y 
con la mano armada obliga a cumplirlos. Si concretáramos la misión del Estado a 
tan mezquino concepto, el resultado que sobrevendría sería una lucha de todos 
contra todos, obteniendo al cabo la victoria los más económicamente fuertes y 
astutos sobre la gran mayoría de ciudadanos. Ello daría origen a una tiranía social y 
económica, mil veces más odiosa que todos los despotismos que consigna la Historia 
(M.P.IV,207). 


En 1935, el presidente Ricardo Jiménez retoma la cuestión al replicar a algunos de sus 
críticos: 


Se oye hablar a muchos descontentadizos de que los gobiernos de Costa Rica se han 
rezagado en las teorías del individualismo doctrinario, y que urge una nueva 
orientación que tenga por norte dar al Estado nuevas injerencias en los negocios 
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sociales. Tal cargo es injusto. Los gobiernos de Costa Rica, desde hace muchos años, 

vienen aplicando soluciones socialistas (M.P.VI, 157) 
En 1936, dicho presidente justificaba los gastos sociales que habían contribuido al déficit 
fiscal de la manera siguiente: “Ayudamos...a los menesterosos y compramos la 
tranquilidad a precio de un pequeño aumento de la deuda pública” (M.P.V1.181). 


Volvamos por última vez a la cuestión de la formación del concepto de nación en Costa 
Rica por la vía de sus términos derivados. El adjetivo nacional apareció en concomitancia 
con nación y nacionalidad desde inicios de la fase republicana, primero en relación con 
Centroamérica y luego con Costa Rica. Su uso es significativo cuando Guardia define la 
construcción del ferrocarril al Atlántico como “la más grandiosa de las empresas 
nacionales” y aún más cuando, en 1874, afirma que la guerra contra los filibusteros fue la 
“única guerra verdaderamente nacional”. Nacionalizar y nacionalización son utilizados 
por el presidente González Víquez en 1909 y 1910 en el contexto de la discusión de las 
contrataciones bananeras. Sin embargo, su uso no tiene nada que ver con expropiación y 
estatización sino, literalmente, con hacer nacional. Así, nacionalizar la industria bananera 
significa que la compañía haga concesiones a los productores llamados independientes. El 
mismo sentido aparece en el discurso de Julio Acostade 1924 cuando propone poblar 
lafranja fronteriza sur con familias costarricenses. Nacionalización como transferencia 
del poder local al poder central se encuentra en la propuesta de González Víquez en 1930 
de nacionalizar las cañerías. 


Es interesante señalar que el adjetivo nacionalista solo aparece una vez en nuestro corpus 
en 1938 y en boca del presidente Cortés quien afirma que la industrialización de Costa 
Rica sería una labor nacionalista. Sin embargo, el nacionalismo como denuncia de los 
males de la inversión extranjera solo se encuentra en el presidente González Flores en 
1916. Curiosamente, este gobernante no usó el término aunque sí formuló su contenido al 
denunciar la “desnacionalización” de la producción, en referencia al banano y al petróleo. 
De este modo, resulta sumamente revelador que en los Mensajes Presidenciales 
costarricenses hasta 1949 nunca fuese usado el sustantivo “nacionalismo”. Este 
descubrimiento resulta un tanto desconcertante pues pareciera como si las elites políticas 
liberales costarricenses hubiesen sido completamente insensibles a las influencias del 
nacionalismo surgido en América Latina desde inicios del siglo xx. La explicación más 
plausible es que los documentos que hemos analizado consignan con algún retraso los 
cambios que va sufriendo el vocabulario político. Esto no obsta para reconocer que los 
liberales costarricenses no parecen haber sido particularmente nacionalistas. 


Tras este recorrido por algunos de los términos del vocabulario político de las clases 
dirigentes costarricenses, durante el periodo liberal-republicano, conviene proponer 
algunas conclusiones tentativas. En primer lugar, hasta la fundación de la República en 
1848, la Nación por inventar es la centroamericana, no la costarricense. Después de ese 
año se transfiere esa tarea a Costa Rica, pero bajo el concepto político de nación, 
heredado de la Revolución Francesa y tal y como había aparecido después de la 
Independencia. En este sentido, Steven Palmer quizás exagera cuando afirma que la 
identidad nacional costarricense solamente empieza a formarse en la década de 1880.'* En 
segundo lugar, hasta la primera década del siglo xx persistió en el vocabulario político la 
aspiración de reconstruir la nación centroamericana, meta que desaparece de manera 
definitiva recién a inicios de la década de 1920. En tercer lugar, en el corpus documental 
analizado no es fácil discernir el contenido cultural del nacionalismo oficial costarricense: 
por ejemplo, nunca se exaltan en esos textos las figuras de Juan Santamaría y Juan Rafael 
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Mora. Tampoco hay ningún discurso que pretenda llevar la existencia de la nacionalidad 
costarricense hacia la época colonial o hacia el fondo de los tiempos. 


En este sentido, parece persistir la conciencia de la novedad de esa identidad y, en 
consecuencia, la definición nacional sigue siendo predominantemente política. Quizás se 
pueda adeiantar la hipótesis de que la naturalización de la idea nacional costarricense 
sea, en general, un aporte de la segunda mitad del siglo xx y, en especial, una invención 
de los ideólogos e historiadores del Partido Liberación Nacional. La pretensión de una 
continuidad ético-política costarricense desde el conquistador Juan Vázquez de Coronado 
hasta nuestros días es una invención reciente. 


Por otra parte, es claro que el concepto de democracia es propio del siglo xx y se 
consolidó en un momento en que la ideade identidad nacional costarricense ya había 
madurado. Así, del fracaso de Centroamérica nació Costa Rica y en algún momento 
cuando esa nación ya era consciente de sí misma descubrió que podía garantizar su éxito 
interno y externo autoproclamándose democrática. 


En fin, los Mensajes nos invitan a retocar las tesis de Palmer: el proceso de invención de la 
nación costarricense se inició más temprano y tardó más tiempo en madurar de lo que él 
supone. Empero, es seguro que, como en el pentimento, después de este retoque caerán 
otros golpes de pincel en el óleo del proceso de desconstrucción de la nación 
costarricense. ¿Acaso podríamos aceptar que los discursos presidenciales detentaban la 
última palabra en esa comunidad imaginada?” 
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13. Los análisis más recientes de historia constitucional coinciden con el nuestro al reconocer 
que hasta 1848 las elites costarricenses pensaban que la nación a construir era Centroamérica y 
no Costa Rica:SAENZ CARBONELL, J. El despertar constitucional de Costa Rica, San José: Libro Libre, 
1985. 

14. Citado en JIMENEZ, M.A., Obras completas II (Tesis jurídica y tres estudios finales), Editorial Costa 
Rica, 1962. Según este constitucionalista solamente a partir de la Constitución de 1871 
desaparecieron las confusiones entre los conceptos de nación, Estado, república y hasta patria. 
15. No obstante, es posible que a partir de la década de 1850 hayan aparecido en Costa Rica los 
primeros esbozos de un nacionalismo de tipo gubernamental manifestados en un proceso de 
secularización de las fiestas cívicas en las que las ceremonias militares empiezan a adquirir 
prominencia frente al tradicional ritual religioso. Obviamente, la función de tal nacionalismo 
oficial es promover la recién inventada imagen de nación entre las clases subalternas. Véase: SI 
LVA, M. “Las fiestas cívico-electorales en San José y el reconocimiento de la autoridad de los 
elegidos (1821-1870), Revista de Historia, (Costa Rica) No. 27 (enero-junio 1993), pp.31-50. 

16. “Sociedad anónima, cultura oficial: inventando la nación en Costa Rica, 1848-1900”, en 
MOLINA. 1. y PALMER, S. (Eds.) Héroes al gusto y libros de moda. Sociedad y cambio cultural en Costa 
Rica (1750-1900), Editorial Porvenir, 1992, pp. 169-205. 

17. Es indudable que ha venido creciendo el interés por abordar el estudio de la formación de la 
nación costarricense. Cabe citar entre las obras recientes de mayor relevancia las siguientes: 
OVARES, F. et a/. La casa paterna. Escritura y nación en Costa Rica, San José: Editorial de la 
Universidad de Costa Rica, 1993; MORALES, G. Cultura oligárquica y nueva intelectualidad en Costa 
Rica: 1880-1914, Heredia:EUNA, 1993. y OVARES, F. Literatura de quiosco. Las revistas literarias en Costa 
Rica(1890-1920), (Tesis de Maestría), San José: Universidad de Costa Rica, 1992. 
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Hacia la “auto-inmigración” 


El nacionalismo oficial en Costa Rica 1870-1930 


Steven Palmer 


En 1908, el presidente Cleto González Víquez explicó al Congreso Constitucional que 
“traer inmigrantes es aumentar población con elementos que no siempre resultan útiles y 
que en todo caso vienen a participar de las desventajas de ciudades y poblados sin 
higiene; sanear pueblos es aumentar y mejorar la población indígena [sic], que por razón 
de clima, costumbres, idioma y otras circunstancias, es la más apetecible.”! Este fue el 
razonamiento detrás de la política que González Víquez luego denominaría “la auto- 
inmigración”: llevar al máximo la producción y la reproducción nacional por medio de 
una baja en la tasa de mortalidad infantil y la ¡mplementación de medidas moral y 
biológicamente sanitarias en toda la República.? 


El hecho de que González Víquez utilice la frase “población indígena” para describir la 
mayoría de los residentes de Costa Rica y el tenor de su comentario, nos indica que, al 
iniciar el presente siglo, los intelectuales del Estado Liberal costarricense tomaban como 
resueltas varias cuestiones de suma importancia en la concepción de una idea de nación. 
Primero, habían acordado que la población existente era una raza singular, homogénea, y 
nacional por naturaleza. Segundo, representaron esta raza, concebida en términos 
organicistas, como una base satisfactoria para seguir en el camino de la prosperidad y la 
modernidad. Tercero, insistieron, sin embargo, en que este organismo nacional 
necesitaba de una política intervencionista del Estado, de protección social y de 
saneamiento, para mantener su pureza, y seguir creciendo y produciendo a un ritmo 
óptimo. 


En otra ocasión, he intentado demostrar que el nacionalismo costarricense surgió hasta el 
último tercio del siglo xix y que era un nacionalismo oficial. Es decir, producto de 
intelectuales que trabajaban de cerca con el Estado, y diseminado desde arriba hacía abajo 
de modo consistente y uniforme para moldear sujetos nacionales conforme a las 
necesidades del liberalismo oligárquico. Las ¡deas de comunidad política antes de 1870, 
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tanto en el ámbito oficial como en el popular, aunque a veces proto-nacionales de 
distintas maneras, nunca se cristalizaron en un nacionalismo coherente. Esto se dio en 
razón de que las comunidades políticas heredadas de la colonia seguían efectivas y 
poderosas hasta por lo menos a mediados del siglo x1x; los mecanismos para construir y 
diseminar una idea de nación no existían; y aunque los modelos de república y nación se 
conocían en Costa Rica desde principios del Siglo xIx, eran incorporados de modo desigual 
y descontinuo, y de todas maneras señalaban que la micro-nación no tenía futuro, sino 
que tendría que juntarse a un ente político mayor (como una nueva Federación de 
Centroamérica, por más que esa parecía un sueño distante).* 


En esto estaba siguiendo los planteamientos y conclusiones de los recientes y fructíferos 
estudios del nacionalismo, los de Eric Hobsbawm y Ernst Gellner en particular, que han 
demostrado que son los nacionalismos y los Estados los que hacen las naciones y no al 
revés.* La nación, por más que asuma una realidad histórica en las prácticas de sus 
sujetos, es una construcción cultural —un artefacto— y no un espíritu que se revela, o una 
mera reflexión o expresión de algo preexistente, más esencial, o más determinante. Esta 
manera de concebir el fenómeno enfatiza que, en términos sociales y políticos, los 
nacionalismos tienden a diseminarse desde arriba hacía abajo. Aun cuando los 
nacionalismos casi siempre localizan parte de su autoridad en una supuesta cultura 
folclórica emanada de los estratos populares (e invariablemente rurales), es claro que sus 
unidades y uniformidades resultan de las tareas de intelectuales letrados y urbanos 
involucrados en la articulación de una cultura dominante (o de una cultura que busca ser 
dominante).* 


Según mi punto de vista, entonces, el primer nacionalismo en Costa Rica, con algún grado 
de continuidad a través del tiempo, era el discurso prometeico de ladictadura del General 
Tomás Guardia (1870-1882) que fundó el Estado moderno en Costa Rica. Esta 
configuración nacional estaba compuesto por los elementos del mismo Guardia como 
figura paternal de la proto-nación del Valle Central, y el Ferrocarril Nacional como fuego 
del progreso que iba a realizar el destino manifiesto de Costa Rica fuera de la Meseta. 


Curiosamente, aunque el discurso nacional de la época de Guardia era en ese sentido 
colonialista, no se preocupó por la cuestión de la raza. Seguía reflejando la concepción 
utilitaria de la nación que tenía el liberalismo clásico en el siglo XIX. Para ello, cuestiones 
de raza, idioma, costumbre y cultura eran cosas pragmáticas, no esenciales ni definitorias: 
la nación era una unidad social y unos recursos que, por medio de una política y una 
economía liberal, realizarían el progreso.* 


Aunque existían reglamentos para excluir gentes de ciertas razas consideradas menos 
deseables que inmigrantes blancos, no se consideraba como un peligro nacional permitir 
su entrada, sobre todo si las condiciones económicas lo exigían. En 1872, por ejemplo, el 
periódico oficial, El Ferrocarril, se pronunció favorablemente acerca de los hábitos 
industriosos de los miles de chinos a punto de ser traídos al país; en 1876, un informe de 
Eusebio Figueroa acerca de cómo sacar el máximo provecho del ferrocarril, y que 
imaginaba el proceso como análogo a la colonización de Cochinchina por Francia, no ve 
ningún inconveniente para la nación en traer trabajadores negros para poblar y hacer 
productiva la costa del Caribe.” 
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Este nacionalismo fracasó con la bancarrota del Estado y la entrega del ferrocarril a una 
empresa extranjera en 1884. Sus contradicciones no desaparecen, dado que el futuro 
desarrollo de la zona bananera, bajo el dominio de la United Fruit Co., iba a ser una herida 
perpetua en las extremidades de la figura nacional. Sin embargo, el régimen de Guardia 
había preparado el terreno para el surgimiento de otra red de imágenes nacionales, esta 
vez más popular e histórica, y respaldada por instituciones más poderosas para 
extenderla entre el pueblo. 


Entre 1881 y 1897 en Costa Rica todo vuelve a ser nacional: se establece en San José el 
Archivo Nacional, la Biblioteca Nacional, el Teatro Nacional, el Parque Nacional y el 
Monumento Nacional. Este último consagra la Guerra Nacional de 1856-57, recuperada en 
los años 1880 como una guerra de independencia suplente. De los muertos en aquella 
guerra, el Estado sacó del olvido a un héroe nacional, Juan Santamaría, jornalero e hijo 
ilegítimo, redescubierto como prototipo del sujeto nacional a partir de 1885, y beatificado 
en 1891 con una estatua en Alajuela, su ciudad natal. Es la época de la creación de una 
función ética o educadora con las reformas administrativas y educativas que dirige el 
Estado Liberal. El floreciente periodismo de la década ve desarrollar en sus páginas una 
historiografía nacional y, unos años después, una literatura nacional.* Podemos agregar a 
esta lista la creación de la imagen de una Raza Nacional. 


Un reconocimiento de la cuestión racial, por supuesto, no era ajeno a los pueblos de Costa 
Rica. Aunque no es un tema muy tratado en la historiografía moderna, Lowell 
Gudmundson en particular ha revelado algunos puntos centrales en la cuestión de la 
asimilación racial en la Costa Rica decimonónica. Gudmundson postula que durante la 
primera mitad del siglo xx, entre el 10 y el 20 por ciento de la población del altiplano 
costarricense era afroamericana, descendientes mulatos, pardos y negros esclavos.” 
Alrededor del 15 por ciento de la población, al empezar el siglo, era considerado “indios”. 


Aparte de una pequeña capa de españoles, el resto de la población era mestiza. Por 
razones que no han sido bien estudiadas, semejantes distinciones oficiales desaparecen 
con el transcurso de la primera mitad del siglo. Tal vez esto se dio en parte gracias a los 
ojos de viajeros impresionados, después de viajes por el istmo, por la relativa escasez de 
población indígena, y la ausencia de agudas divisiones étnicas entre las demás gentes 
hispanohablantes del Valle Central. Lo cierto es que hay una temprana designación oficial 
de la población mestiza y española como “blanca”. Por ejemplo, en su texto de 1851, 
publicado para vender a Costa Rica en el exterior, Felipe Molina declara que el país tenía 
“90.000 blancos”, aunque agregaba a esta suma “10.000 indios, inclusive las tribus 
salvajes...” 


Puede ser que estemos viendo una marca en la formación de una temprana identificación 
proto-nacional a nivel oficial. No obstante, mientras esperamos más investigación al 
respecto, es importante recordar que esta manera de dividir la raza fija las reglas y 
técnicas minuciosas para establecer purezas y contaminaciones raciales que surgen con el 
racismo científico de la segunda mitad del siglo. Segundo, la designación de Molina es 
genérica, y no especifica un atributo de nacionalidad. Finalmente, como demuestran 
Gudmundson e Iván Molina, el “blanqueamiento” era un afán constante entre los pueblos 
de Costa Rica durante el siglo XIX, y una estrategia de movilidad social. La existencia de 
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esta corriente dentro de la cultura en sí misma indica un fuerte reconocimiento entre la 
población de una importante heterogeneidad racial en Costa Rica.” 


A partir de la década de 1880, sin embargo, los liberales costarricenses categóricamente 
negaron la existencia de semejante diferenciación racial dentro de la población nacional, 
y hablaron felizmente de lo que Mauro Fernández, director de la reforma educativa, 
designó “una raza homogénea”, en su primera “Memoria de Educación” de 1885.*? Insistir 
en esta homogeneidad llegó a ser una de las principales metas de los ideólogos liberales 
en los próximos veinte años. 


Podemos ver un ejemplo chistoso de esto en el hecho de que el apodo del héroe nacional, 
Juan Santamaría, era “Erizo”, una palabra que connotaba rasgos mulatos. La 
sobrevivencia del apodo, probablemente heredada de una leyenda oral alajuelense, aún 
después de la conversión de Santamaría en héroe oficial, nos da una muestra de la 
negociación constante entre la cultura oral popular y la cultura escrita y oficial. Sin 
embargo, en 1887, el incansable ideólogo liberal, Pío Víquez recuperó agresivamente al 
héroe para la raza homogénea. En La Gaceta oficial, escribió Víquez que, “cubría su 
cabeza un pelo encrespado y rudo, no poco semejante al de la raza africana; pero en su 
tipo se descubrían los rasgos característicos de la nuestra”.'? 


Esto debe hacernos recordar que aunque los nacionalismos inevitablemente se apropian 
de narrativas, imágenes y figuras de las culturas populares, los reubican dentro de 
discursos homogéneos e ideológicamente motivados que no tienen ninguna congruencia 
esencial con sus fuentes populares, tanto proto-nacionales como no nacionales. 


Implícita en la narrativa nacional que construyeron los liberales estaba una visión de los 
orígenes imaginados de la raza costarricense. Podemos empezar con los Elementos de 
Historia de Costa Rica [1892] de Francisco Montero Barrantes. El libro empieza su 
narrativa con una biografía de Colón, ubicando así los orígenes nacionales de Costa Rica 
en España. Continúa con una sección breve sobre los indios bárbaros encontrados por los 
conquistadores, y luego menciona el tratamiento cruel e indecente del sistema de 
repartimiento. Según esta historia, ese último era la causa del hecho de que “fue 
desapareciendo su raza poco a poco hasta quedar en escaso número en los dos siglos 
siguientes”. La última mención de indios en esta obra de 700 páginas aparece en la página 
87, y se refiere al motín de los indígenas de Talamanca en 1709. La población indígena 
simplemente desaparece antes de la época post-colonial. 


No hay ninguna mención del mestizaje en la obra de Montero Barrantes.** Su Compendio 
de Historia de Costa Rica, una versión corta de los Elementos, destinada a ser el texto 
escolar oficial entre 1892 y 1909, contiene las palabras “indio” y “mestizo” solamente una 
vez, ambas en el contexto de un acontecimiento de finales del Siglo xvi, y nunca utiliza 


” « ” « 


las palabras “negro”, “mulato”, “pardo” o “esclavo”. 


Esto no debe sorprender viniendo de un autor que, en un informe oficial sobre la 
Provincia de Guanacaste, decidió no mencionar la cultura y costumbres distintas de sus 
variadas poblaciones indígenas y mestizas. Las pinta exactamente en los mismos términos 
con que el discurso oficial pintaba al pueblo de la Meseta: pacífico y trabajador. El informe 
luego formaría parte de su Geografía de Costa Rica, también utilizada como texto 
escolar. En ella, declara Montero Barrantes que “con poquísimo, casi insignificante 
diferencia, todos los habitantes de Costa Rica pertenecen a la raza blanca.... La población 
es homogénea, y forma un todo compacto y unido por iguales vínculos de todas clases.”** 
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Véamos el caso interesante de dos contribuciones del Arzobispo Bernardo Thiel en la 
Revista de Costa Rica en el Siglo xix, una antología patrocinada por el Estado al 
finalizar el siglo para celebrar el progreso que había logrado el país. Para las páginas 
introductorias del tomo, Thiel diseñó un “árbol histórico de los pueblos de Costa Rica”. 
Las raíces del árbol están designadas cada una con el nombre de un grupo indígena nativo 
de la parte del istmo que corresponde a Costa Rica: Nahuas, Caribes, Gietares, Bugabas, 
Chorotegas y así sucesivamente. Las ramas florecientes están designadas con los nombres 
de las aldeas mayores de la Costa Rica contemporánea. El tronco de conquista y 
colonización española ha transformado a los pueblos originales de Costa Rica en la “raza 
homogénea” del siglo xIx por medio de un proceso natural y orgánico. 


Esta representación romántica está confirmada, en el mismo tomo, en su largo ensayo 
demográfico, Monografía de la Población de la República de Costa Rica en el Siglo x1x 
. Con respecto al periodo colonial, Thiel explica que la disminución de “la raza indígena 
pura” se debía principalmente a la guerra entre tribus, al antropofaguismo, la esterilidad, 
la debilidad física frente a las epidemias traídas desde afuera y al mestizaje. Este mestizaje 
ha resultado no solo en la conservación de la sangre indígena, sino en su “invigoración” 
por estar corriendo dentro de una nueva raza, la costarricense. No obstante, según el 
ensayo de Thiel, “desde principios del Siglo xIx va desapareciendo, de año en año, la 
costumbre de anotar las razas de las personas, perdiéndose por completo poco después 
del establecimiento de la República; de modo que en el siguiente capítulo [sobre el Siglo 
XIx] no nos ocuparemos más en estas consideraciones y distinciones.” Ahora, esta 
declaración es bastante extraordinaria, dado que Thiel mismo pasó, una buena parte de su 
vida, visitando a las comunidades indígenas, documentando sus costumbres, lenguas y 
condiciones, y haciendo una obra misionaria entre ellas. 


El texto escolar más exitoso en la historia de Costa Rica ha sido la Cartilla Histórica de 
Costa Rica, de Ricardo Fernández Guardia, publicado en 1909 y reeditado sin cambios 
fundamentales hasta los años 1960. Este nos informa que, aunque la Conquista fue al 
inicio un desastre para los Indios, “en cambio recibieron la religión y civilización 
cristianas, los ganados, plantas y artes del Viejo Mundo, el idioma castellano y otros 
bienes que ahora disfrutamos”. El mestizaje inherente en la evolución histórica de Costa 
Rica está implícito en la transición fluida de la segunda persona plural del pasado, a la 
primera persona plural del “nosotros” europeizado, contemporáneo. Sin embargo, 
Fernández Guardia subraya la preponderancia de lo blanco en este proceso de mestizaje. 
Los indígenas eran más débiles y, por razones no explicitadas, “la raza indígena iba 
desapareciendo rápidamente” con el cierre de la época colonial."Muchos de los 
conquistadores se casaron con indias. De estas uniones se originó la raza “indoespañola o 
mestiza”. Según Fernández Guardia, “estas familias son las progenituras de la gran 
mayoría de los costarricenses”. 


Sin embargo, esos cincuenta y resto conquistadores originales tenían genes de un poder 
mítico: eran “hombres de hierro, forjados por ocho siglos de guerra contra los moros” — 
hombres bastante avanzados de edad, también—, una característica que permite al autor 
insistir que “solo en cuatro de las repúblicas hispanoamericanas predomina actualmente 
la raza blanca; una de ellas es Costa Rica.” Las otras repúblicas son, por supuesto, 
Argentina, Chile y Uruguay, países con quien los liberales costarricenses querían 
compararse.?” 
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Característica de esta estrategia de reconocer y borrar el mestizaje dentro de la misma 
operación es que depende fundamentalmente de una desvalorización de lo femenino — 
mujeres indias— y el atributo de primordialidad y autoridad a los conquistadores 
masculinos blancos. En el proceso, sin embargo, la raza nacional se naturaliza por medio 
de la subordinación de la mujer indígena (que viene a representar a la sociedad indígena 
entera, ya que en el discurso los hombres indígenas no son actores en el proceso de 
mestizaje). Los liberales, entonces, reconocieron una gota de sangre indígena, pero solo a 
la distancia, y borraron la herencia africana totalmente. No había mestizaje para manchar 
el crecimiento de un pueblo homogéneo y nacional, que los liberales concibieron como ya 
constituido en el momento de la llegada del siglo xix, la Independencia y la República 
(dentro del discurso nacional se había confundido los tres acontecimientos discretos en 
un mismo momento originario). 


Ahora, debemos preguntarnos, ¿por qué necesitaron los liberales costarricenses 
fundamentar su nacionalismo en una raza homogénea y blanca?, ¿cuáles condiciones les 
permitieron hacerlo? 


A partir de 1860 aparecieron los nuevos discursos racistas de Europa, con su novedad y 
poder. Ello debido a un cientificismo posibilitado por la apropiación de los esquemas del 
evolucionismo de Darwin y por los descubrimientos de Pasteur y Koch en el campo de la 
bacteriología. Estos, unidos a los conceptos derivados de la biología ya común entre los 
positivistas, pronto introdujo dentro de las concepciones de nacionalidad una 
preocupación por la pureza y la contaminación de una comunidad ahora entendida como 
un organismo. Como anota Hobsbawm, la conexión entre raza y nación se hace hasta muy 
tarde en el siglo xIx, después del auge de las nuevas teorías racistas. Sin embargo, era un 
matrimonio casi inevitable, dado que a través del siglo xix los movimientos nacionalistas 
habían introducido criterios de pureza lingúística y costumbrista como principios 
legitimadores de la existencia política de una nación.? 


Obviamente, para países mestizos y multiétnicos, las consecuencias de tal requisito de la 
“nación-idad' moderna podrían ser desastrosas. La articulación de la cuestión de nación 
con la de raza siguió varios caminos en América Latina, y no es el caso aquí articular todas 
sus variantes. Empero, fue precisamente en los países donde el etnocidio era más 
concretado y la asimilación más avanzada, donde más insistieron los intelectuales 
liberales en la importancia de una nación de raza homogénea y pura.?! Efectivamente, 
esto es lo que ocurrió en Costa Rica. 


Como señala Gudmundson, factores estructurales, de corte social y demográfico, habían 
predeterminado la asimilación racial antes de que surgiera la necesidad de teorizar la 
cuestión de la raza, y enrollarla en la imagen de la nación.” En el resto de Centroamérica 
—como lo ha demostrado Geffrey Gould—, la persistencia de fuertes culturas indígenas 
exigieron difíciles esfuerzos de construir una identidad mestiza para el sujeto nacional.? 
En Brasil, los intelectuales liberales depositaron sus esperanzas en el blanqueamiento 
para la creación de un sujeto nacional en el futuro.?* En Argentina, la política de 
blanqueamiento —demasiado exitosa— por medio de la inmigración masiva condujo a una 
angustia nacional acerca de la preponderancia de sangre no-argentina dentro del país.? 
Los liberales costarricenses, mientras tanto, parecían haber disfrutado el lujo de pintar 
una nación históricamente de raza homogénea y efectivamente blanca. 


Como hemos visto, era una ficción. Pero, por un lado, las historias de la raza son siempre 


ficciones. Más importante aún, era unaficción creíble por varias razones. Primero, los 
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grupos que claramente no podían aspirar a formar parte de la raza homogénea —los 
grupos indígenas, una buena parte de los guanacastecos y los negros anglicados de Limón 
— vivían en las márgenes de la República, en términos geográficos, demográficos, 
políticos y económicos. Segundo, a pesar de la pérdida de tierras que sufrieron las 
comunidades indígenas frente a la expansión cafatelera, las actividades económicas más 
vitales en Costa Rica no se habían mantenido por una explotación directamente basada en 
la diferenciación cultural o racial desde antes del siglo xIx. Tercero, la población de la 
Meseta, durante la primera mitad del siglo xIx, había compartido un repertorio cultural 
bastante parecido, y la diferenciación cultural que empezó a experimentar Costa Rica con 
el auge cafetalero se basó en divisiones espaciales (ciudad/campo) y clasistas y no 
estamentales. Podemos también especular que la gran mayoría de los residentes mestizos 
de Costa Rica, por más que podían haber estado conscientes de una inferioridad 
socialmente construida con base en el color de su piel, apenas rechazarían su igualación 
dentro del discurso oficial. 


Debemos mantener esto al nivel de especulación precisamente porque uno de los motivos 
que tenían los liberales para postular una raza homogénea era convencer a las clases 
inferiores que pertenecían a la misma “familia nacional” de los grupos dominantes. Al 
hacer esto, buscaban evitar una identificación clasista, que podía encontrar un 
reforzamiento en una autoimagen étnica. Tal equivalencia entre autoimagen de clase y 
etnia seguramente jugó un papel entre los bananeros negros de Limón y entre los 
campesinos guanacastecos, pero necesitamos más investigación antes de pronunciar lo 
contrario para la gente del campo en la Meseta. 


Quiero agregar una nota final sobre las motivaciones para la cristalización de esta imagen 
de la raza nacional. El fracaso del ferrocarril nacional que condujo a la pérdida de la 
soberanía de facto sobre la provincia de Limón, volvió a ser una preocupación aún más 
fuerte con el establecimiento en esa zona de una población de 'raza' y cultura distinta. En 
el censo de 1892, los negros antillanos eran revelados como el grupo más numeroso de 
inmigrantes en Costa Rica.? Además, ocuparon una posición en ciertos sentidos 
privilegiada dentro de una industria de creciente importancia en la economía nacional.?” 
Tales inquietudes tal vez ayudaron a borrar la herencia africana de las narrativas de la 
raza nacional. Lo cierto es que, junto con el nuevo racismo científico, se eliminó cualquier 
espacio para los limonenses dentro del discurso nacional. Más aún, estas preocupaciones 
coadyuvaron al rechazo categórico de la idea de que elementos no blancos podrían 
naturalizarse como parte de la población nacional en Costa Rica. 


Este cambio se manifestó claramente en la Ley de Inmigración de 1897. El Ejecutivo se 
reservó el derecho de impedir la entrada de miembros de las razas china, árabe, turca, 
siria, armenia y gitana, dado un juicio de que eran “nocivas al progreso y bienestar de la 
República.” Esto porque, “por su raza, sus hábitos de vida y espíritu aventurero e 
inadaptable a un medio ambiente de orden y de trabajo, serían en el país motivo de 
degeneración fisiológica y elementos propicios para el desarrollo de la holganza y el 
vicio”.?2 Aunque las políticas discriminatorias de la inmigración nunca terminaron 
completamente con la entrada de gentes consideradas como de razas inferiores, la puerta 
estabasimbólicamente cerrada. Con una base racial felizmente homogénea, pero con la 
República que sufría siempre de una escasez de mano de obra, al Estado Liberal le quedó 
solo una ruta por seguir: el nacionalismo terapéutico. 
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IV 


Si la patología social que regía las inquietudes de una decadencia nacional en la Francia 
de “fin de siécle” era la disminuida tasa de natalidad (frente a la de Alemania en 
particular), la de Costa Rica ésta era lo que el Ministro de Gobernación llamó en 1908 las 
“sabidas...al tas cifras de la mortalidad de la infancia”. La idea ya desarrollada de la raza 
nacional no permitió dudas acerca de la calidad innata del organismo. La responsabilidad 
fue atribuida a las pobres costumbres higiénicas, agua contaminada y parásitos entre “la 
clase pobre”.?* Había empezado la época de la “auto-inmigración”. Y, “gobernar es poblar” 
fue transformado en “gobernar es sanear”. 


En 1907, Mauro Fernández, un médico e hijo del gran reformador de la educación, dirigió 
la palabra a la Sociedad Nacional de Agricultura acerca de la importancia de erradicar la 
anquilostomiasis, una infección parasitaria recién identificada conocida popularmente 
como “cansancio'. Enfatizó que la pobre salud de los residentes del país era la principal 
causa de la escasez de mano de obra. “La higiene es una ciencia casi desconocida por 
nuestros campesinos”, les explicó. Y, aunque el pueblo del Pacífico litoral era “el tipo 
clásico del indolente”, sujeto de infinitas quejas acerca de esos “peones perezosos”, el 
descubrimiento de la anquilostomiasis había probado que los residentes de las regiones 
más afectadas no eran indolentes ni perezosos por naturaleza. Terminó su discurso 
reiterando que “un número inmenso de los brazos de la República son brazos sin fuerza, 
agotados por una enfermedad que es la peor rémora para la prosperidad de nuestro país y 
para la conservación de nuestra raza.”* 


Entre 1908 y 1930, los campesinos aprenderían algo de la ciencia de la higiene, algo nuevo 
del Estado y, posiblemente, también algo nuevo de la nación. El programa de erradicación 
de la anquilostomiasis fue llevado a cabo en tres etapas: entre 1908 y 1915 por un pequeño 
equipo del Estado; entre 1915 y 1921 por un equipo costarricense dirigido por la 
Fundación Rockefeller y, después de 1921, por el mismo equipo, pero ya convertido en la 
Subsecretaría y luego Secretaría de Salubridad Pública y Protección Social.* 


Esto implicó un proceso masivo de propaganda oral, panfletara y eventualmente fílmica 
en toda la República. Así como un programa agresivo y sistemático de exámenes, 
tratamientos y construcción obligatoria de excusados. En 1930, el Ministro de Salubridad, 
Solón Núñez, pudo declarar—y con buena evidencia para respaldarse— que casi un ciento 
por ciento de los residentes del país había experimentado un examen de sangre y de 
excremento por un agente del Estado trabajando según principios científicos. Ya no era 
posible hablar de un Estado “laissez-faire”. Y, aunque no sabemos todavía qué grado de 
acogida tenía la campaña entre el pueblo, Núñez declaró en 1931, de manera un poco 
surrealista, que se podía ver una “continua afluencia de gentes a todos los laboratorios en 
busca de que sus heces sean examinadas.”?*? Hasta el excremento se había convertido en 
un vehículo para la formación de un sentimiento de nacionalismo entre los 
costarricenses. 


V 


Las mismas preocupaciones acerca de la salud de la raza habían conducido, a partir de 
1910, a una serie de obras filantrópicas, subvencionadas por el Estado, para mejorar las 
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condiciones de la maternidad entre las mujeres pobres. Estos esfuerzos encontraron su 
última expresión estatal en 1930, con la creación del Patronato Nacional de la Infancia. 
Según Luis Felipe González Flores —su principal promotor y primer director—, entre las 
metas principales del PANI estaban las del “control de la natalidad de las familias 
numerosas en las clases pobres; [y la] lucha contra el mestizaje para la selección racial y 
restricción para el mismo objeto de la inmigración indeseable.”?* 


Cuando, en mayo de 1929, González Flores introdujo en el Congreso la legislación para la 
creación del PANI, hizo una referencia explícita a la política de González Víquez con la 
cual empezaremos nuestra reflexión. “Ya un ¡lustre estadista nacional lo hizo ver así 
cuando expresó que no hay mejor inmigración que la que nos viene del vientre de la 
madre; expresión que sintetiza todo un programa del gobierno.”** En esta fantasía de un 
nacionalismo endogámico, los sujetos nacionales se generan por medio del cuerpo de la 
mujer pura costarricense; pero, en efecto, es el cuerpo de la nación mantenido en su 
estado “natural”, por medio de su subordinación a una política estatal que rige todos los 
factores de la reproducción. 


La manera en que los liberales costarricenses construyeron la identidad racial del sujeto 
nacional condujo, en las palabras se Gudmundson a “una autoexaltación basada en un 
origen racial español manifestamente más puro que el de sus vecinos centroamericanos y 
latinoamericanos.”?* Debemos incluir a esta lista, sus vecinos de las comunidades 
indígenas, de la provincia de Limón y de la península de Nicoya. Pues, aunque presentes 
en la definición numérica de la población nacional, no existieron dentro de su 
representación ideológica. Sería dejada a las futuras generaciones de costumbristas la 
tarea de sacar a estos pueblos de la zona gris que ocupaban en el discurso nacional. Un 
proceso todavía lejos de haber sido completado. Sin embargo, la idea de una raza 
homogénea costarricense dio coherencia a la narrativa nacional contada a la gente de la 
Meseta Central, día tras día, en las escuelas, plazas y diarios del país, y a largo plazo, no 
parece haber encontrado ninguna narrativa alternativa de parte del pueblo (aunque 
encontró una narrativa disidente en distintos pueblos). Finalmente, esta historia liberal 
sirvió para dar ímpetu a un precoz desenvolvimiento del Estado en la política social. 
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Los limites del poder en la era de 
Barrios 


Hector Lindo Fuentes 


A las cuatro de la mañana del domingo 14 de marzo de 1861, los habitantes de 
Zacatecoluca se despertaron con el estruendo de salvas de artillería y la trompeta de 
diana. 


El retrato de su excelencia el señor Presidente de la República, Capitán General Gerardo 
Barrios, colocado en un hermoso dosel en la sala de la casa de habitación del gobernador 
del Departamento de la Paz, don Rafael Osorio, estaba a punto de ser llevado a la 
Gobernación por una comisión compuesta por tres individuos: un militar, un regidor y un 
paisano. Las celebraciones se desarrollaron en medio del entusiasmo público y duraron 
hasta las seis de la tarde, con la participación de la municipalidad en pleno, el juez de 
primera instancia y el cura.* 


Zacatecoluca no fue la única capital de departamento que recibió el retrato del presidente 
Barrios. La cabecera del Departamento de Cuscatlán lo hizo el 17 de marzo. La descripción 
del acontecimiento publicada en la Gaceta, ayuda a comprender una de las interrogantes 
que quedaron de la descripción de las ceremonias de Zacatecoluca. ¿Por qué había que 
despertarse tan temprano?? La respuesta es que había que adornar Suchitoto. 


Doce cuadras de calles se engalanaron con colgaduras y cortinas, las casas con banderas y 
las esquinas con arcos. En medio de estas decoraciones pasó el retrato gozando del 
complemento acústico de explosiones de cohetes y repique de campanas hasta que por fin 
llegó a su destino: “un hermoso dosel adornado con todo lujo, y con cortinas y colgaduras 
de los colores del pabellón salvadoreño, en cuyo lugar había un puesto determinado para 
colocar el cuadro, entre la Constitución de la República, que estaba a la derecha y los 
códigos a la izquierda.” El 18 de mayo, le tocó a la ciudad de San Miguel recibir otro 
retrato conducido por los oficiales de una compañía de cien hombres. El domingo 26 le 
llegó su turno a San Vicente. 


El occidente de la República no se vio privado de estos placeres. Aun los pueblos que no 


estaban destinados a recibir retrato aprovechaban su tránsito para rendirle homenaje. 
Así, la efigie del Capitán General destinada a presidir los salones de la Gobernación de 
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Santa Ana tuvo que detenerse en varias poblaciones. Como bien dijo el alcalde de 
Coatepeque: “¿Acaso permaneceríamos fríos espectadores de los Víctores y aplausos con 
que ha sido recibido por los otros pueblos nuestros hermanos?”. Las autoridades de 
Chalchuapa también desdeñaron el papel de fríos espectadores y enviaron una comisión a 
Coatepeque para recoger el retrato a fin de que pasara un par de días como huésped de su 
alcaldía. Y, ya que había llegado a Chalchuapa, un pequeño desvío a Atiquizaya no era 
gran cosa, de forma que los prohombres de esta última localidad, ni lerdos ni perezosos, 
hicieron arreglos para recibir el retrato también por unos días. Con tanto retraso , la 
Gobernación de Santa Ana no pudo contemplar la efigie presidencial sino hasta el 22 de 
junio de 1861. 


Cabe señalar que había ciertafalta de espontaneidad en todos estos preparativos. Desde 
San Salvador el Ministro de Relaciones, Don Manuel Irungaray, organizaba la coreografía 
y recibía de antemano copia de los programas que organizaban los gobernadores en cada 
una de las poblaciones.* La descripción misma del paroxismo público ante el uniformado 
retrato no deja de ser sospechosa. La Gaceta Oficial publicaba los relatos enviados por 
gobernadores que conscientemente participaban en la campaña propagandística, por lo 
que no sería aventurado suponer que en estas circunstancias su retórica sucumbía 
ocasionalmente a las tentaciones de la hipérbole, la sinécdoque y la metonimia. 


Para aquellos incapaces de leer la incansable prosa propagandística de la Gaceta Oficial (la 
mayoría de la población en un país en gran medida analfabeta) había que buscar otras 
formas de poner a su alcance el mensaje presidencial. El viaje del retrato y los discursos 
que lo rodeaban cumplían con esta misión. Los desplazamientos del Capitán General en 
persona eran otra ocasión ideal para establecer contacto directo con los habitantes. A 
principios de 1861, Barrios regresó de una importante visita oficial a Guatemala donde 
había buscado limar sus diferencias con Carrera. Su barco llegó a Acajutla y en la ruta a 
San Salvador celebró el éxito de sus gestiones en el país vecino con agasajos en 
Nahuizalco, Izalco y Santa Ana, además de Coatepeque, Quezaltepeque, Nejapa y 
Mejicanos, prácticamente todos los pueblos que quedaban a lo largo del camino. 


El recuento del arribo a San Salvador que apareció en la Gaceta Oficial da una idea de la 
impresión que se quería dejar en el público: 

Desde las siete de la mañana de dicho día se en arbolaron banderas en casi todas las 

casas de la población: se adornaron las puertas y ventanas con cortinas y colgaduras 

diferentes, y las calles por donde debía pasarla comitiva hasta el pueblo de 

Mejicanos, con arcos de todo gusto ...La entrada se verificó a las cinco y media de la 

tarde, en medio de los Víctores de la muchedumbre, repiques, salvas de artillería y 

dianas de la música marcial.* 
Pero, las poblaciones alejadas del camino de Acajutla a San Salvador no se quedaron al 
margen de las celebraciones. La Gaceta publicó una carta de los jefes y oficiales de las 
milicias de San Vicente y otra de la municipalidad de Suchitoto, en la cual felicitaba a 
Barrios por su exitosa misión. Este fue el comienzo de una campaña que duró tres meses 
en la que prácticamente todos los números del periódico oficial incluían cartas de 
localidades, desde San Miguel hasta Chelatenango y desde Sensutepeque hasta 
Sensembra. En las poblaciones más grandes como Usulután, la corporación municipal y el 
cuadro de oficiales de las milicias enviaban cartas separadas.* 


Los viajes de carácter personal también ofrecían oportunidades para que el caudillo 
reforzara su imagen de gobernante con amplio apoyo popular. Si el presidente visitaba su 
departamento natal, San Miguel, recibía “continuos festejos y demostraciones 
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inequívocas del vecindario, de su adhesión y simpatías. Corridas de toros, espectáculos 
públicos diferentes, simulacros militares, y dos suntuosos bailes”. El viaje de regreso a San 
Salvador era también ocasión para hacer acto de presencia en sitios de importancia como 
San Vicente, donde los habitantes “improvisaron vistosos y elegantes arcos en toda la 
calle de la entrada: las casas fueron adornadas con banderas y cortinas, y muchísimas 
personas salieron a encontrarle llenas de regocijo.” En ocasión del mismo viaje, los 
cojutepequenses enviaron “una comisión de personas notables a felicitarle a San Vicente 
y a recabar la promesa de que se detendría allá uno o dos días. El recibimiento que 
Cojutepeque le hizo, ha sido magnífico. No bajaron ni mil personas que salieron montadas 
a encontrarle”. Como seguimiento a las visitas y festejos, la Gaceta publicó cartas de las 
autoridades de las poblaciones visitadas que felicitaban al Capitán General por haber 
pasado por sus pueblos e insinuaba que el limitado espacio impedía publicar otras 
muchas.” 


La técnica propagandística de publicar cartas de felicitación se empleaba repetidamente 
para ampliar al máximo el efecto de cualquier política. ¡Se declaraba una exención de 
impuestos a la exportación de azúcar en pilón! La publicación del decreto era seguida por 
votos de gratitud de la ciudad de Santa Ana, importante centro de cultivo de caña.* ¡Se 
otorgaban ejidos a San Vicente! La alcaldía municipal imprimía y distribuía una hoja 
suelta y la Gaceta reproducía el contenido de la misma.” ¡Se perdonaba al pueblo de San 
Esteban una deuda por tierras de ejidos contraída treinta años antes! El pueblo 
proclamaba a los cuatro vientos sus votos de gratitud.!" 


La imagen de un país habitado por ciudadanos agradecidos se reiteraba con ocasión del 
cumpleaños del Capitán General, con la publiación de efusivas cartas de felicitación 
enviadas por diversos grupos, además de acrósticos, canciones y poemas (escritos en un 
estilo curiosamente homogéneo a pesar de haber sido enviados desde distintos puntos del 
país). 

Este ingenioso e insistente uso de propaganda para ensalzar al mandatario sugiere que no 
se podía dar por sentado el apoyo popular, había que persuadir al público de que se estaba 
haciendo una gran labor. De hecho, la necesidad de tanta propanganda pone en evidencia 
la debilidad del poder ejecutivo de la época. El gobernante con las mejores intenciones no 
tenía ni los recursos económicos ni las instituciones para que sus decisiones afectaran las 
acciones de autoridades más allá de unos cuantos kilómetros de la capital.!? La actividad 
propagandística de Barrios subraya la debilidad del Estado central a mediados del siglo 
XIX, 


No es que no hubiera objetivos precisos. Barrios explicó su programa de gobierno en sus 
primeros informes. Al instalarse el Consejo Consultivo de El Salvador, el 14 de septiembre 
de 1859, pronunció un discurso en el que explicaba sus ideas sobre las tareas de los 
gobernantes, “Hacer imperar la ley”, decía; “darle fuerza al gobierno; moralizar nuestros 
pueblos; castigar a los criminales y prevenir los delitos con una administración de justicia 
propia, pronta y eficaz; desterrar los abusos; mejorar la educación pública; alejar al 
malvado y llamar a los buenos al servicio público: esto es lo que he hecho”.'* Un informe a 
la Cámara de Diputados en 1860 complementaba la lista. En general, él veía la actividad 
del Estado concentrándose en los siguientes campos: elaboración de leyes y 
administración de justicia, instrucción pública, construcción de caminos y mejora de 
puertos, y profesionalización del ejército.!* 
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Cabe mencionar que esta lista no era en absoluto novedosa, los predecesores de Barrios 
habían mostrado las mismas preocupaciones. El Congreso constituyente del Estado de San 
Salvador, que redactó la Constitución del Estado en 1824, revela una agenda similar a la 
contenida en los discursos de cuatro décadas más tarde, con sus comisiones de guerra, de 
instrucción pública, de justicia.!? Asimismo, las leyes que estimulaban la construcción de 
caminos datan de 1823.** Es decir, tan pronto como las autoridades del país obtuvieron la 
independencia empezaron a pensar en las cosas que preocupaban a Barrios. 


La recopilación de leyes de Isidro Menéndez, de amplio uso durante la segunda mitad del 
siglo, se había publicado en 1858 por encargo del presidente San Martín. La educación y la 
construcción de caminos habían sido preocupación constante de cada uno de los 
regímenes desde la independencia. El ejército, en un período de frecuentes guerras, 
siempre había estado en la mente de las autoridades." 


Pero la forma en que se habían enfocado la mayoría de los problemas dejaba las 
decisiones a nivel local. La construcción de escuelas es un ejemplo. El General podía 
hacerse presente en la presentación de exámenes en las escuelas de Santa Ana, pero si 
bien es cierto que él tenía un gran interés en la educación y hacía esfuerzos para 
promoverla, la operación de la mayoría de éstas escapaba totalmente de su control. Solo 
tres de los preceptores de Santa Ana se pagaban con el fondo de instrucción pública, el 
resto lo pagaban las municipalidades o directamente los padres de familia.'* 


En principio puede decirse que en vista de la fragmentación de poder que siguió a la 
independencia y a la autoridad de recursos, la toma de decisiones a nivel local era un 
arreglo eminentemente práctico. ¿Era esta una decisión consciente de descentralizar o un 
ejemplo de la debilidad del Estado central? Los documentos de mediados de siglo sugieren 
que para entonces el Estado central buscaba concentrar sus acciones y simplemente no 
podía. Las órdenes que se enviaban desde el ejecutivo a las municipalidades se ignoraban 
con impunidad. En las actas de la municipalidad de San Vicente hay ejemplos claros de las 
prerrogativas que se arrojaban los ayuntamientos.*” Actos como el de la Municipalidad de 
San Vicente, que se rehusó a cambiar de secretario cuando se lo pedía el gobernador, no 
eran raros. 


Esta no era una querella secundaria, los secretarios municipales se consideraban personas 
de importancia. Como decía J.Camilo Galván, el comisionado enviado por Barrios para 
informar sobre el estado de los pueblos de la República, “los Secretarios Municipales son, 
sin temor a equivocarme, el termómetro por el cual puede conocerse a primera vista el 
estado de adelanto o de atraso de nuestros pueblos de inferior orden...”? 


Si el Presidente en San Salvador quería llevar a cabo un programa de gobierno tenía que 
apoyarse en un aparato burocrático, ten ía que contar con fondos para financiar sus 
actividades, requería de un ejército para imponer su autoridad, pero a mediados del siglo 
xIx, estos instrumentos del Estado todavía estaban poco desarrollados. 


Con solo dos ministros y una docena de personas en sus oficinas, incluyendo al portero, 
los presidentes contaban con pocos recursos para hacer llegar su influencia lejos de San 
Salvador o para tratar muchos asuntos a la vez. Lo poco que hacían tenía que recibir la 
propaganda más estruendosa y se debía percibir como acción personal del presidente. Los 
otros poderes del Estado, el Judicial y el Legislativo, estaban en condiciones más precarias 
que el Ejecutivo. El Poder Judicial estaba compuesto por veinticuatro personas y el 
Legislativo, que tenía menos personal, se reunía dos meses al año y solamente el 
archivero y el portero trabajaban a tiempo completo.” 
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La dificultad del aparato burocrático de tener influencia lejos de San Salvador se puede 
comprobar en los informes de los gobernadores. Ni siquiera la labor de supervisión que 
arrojaban los delegados del gobierno central se llevaba a cabo con puntualidad. La Gaceta 
Oficial se quejaba de que los gobernadores no cumplían debidamente con su 
responsabilidad legal de visitar anualmente los pueblos bajo su jurisdicción ni 
supervisaban adecuadamente las secretarías municipales, juzgados y parroquias.La 
implicación del editorial era que durante el gobierno de Barrios las cosas habían 
cambiado. 


En 1861, todos los gobernadores, con la excepción del de San Miguel, enviaron informes 
entusiastas sobre el progreso de sus departamentos. La modesta escala de sus acciones 
salta a la vista a pesar de los esfuerzos de presentar una imagen favorable. En 
Chalatenango, el ingenioso gobernador usó dinero del ramo de conmutaciones de tres 
reos (que aparentemente pagaron para que se les conmutaran las sentencias) para 
reparar un puente sobre el Río de Colco. El resto de obras públicas patrocinadas por el 
gobernador se redujo a la construcción de dos calabozos (cuya construcción y diseño se 
describen con la minuciosidad que hubiera merecido un sistema de irrigación completo) y 
el nombramiento de un juez de medidas para resolver una disputa de tierras. 


La sección sobre la reparación de caminos muestra que el principal poder del gobernador 
era el de persuasión. Los caminos, dice el informe, “se conservan traficables, y para 
mejorarlos se ha ordenado a las municipalidades compongan respectivamente los suyos 
con la mejor formalidad y esmero, encargándoles cumplan exactamente con lo que 
dispone la ley.” La verdad es que la construcción de la mayoría de los caminos era de 
jurisdicción local y, como se indica anteriormente, las municipalidades decidían si les 
convenía o no aceptar las sugerencias de los gobernadores. El comentario final del 
gobernador contribuye a colocar sus problemas en la perspectiva adecuada: “Estas obras 
han ocupado enteramente la atención de la autoridad; y como tenemos tan pocos recursos 
no se ha podido hacer otra mejora...”2 


Cuando tenía recursos disponibles, el gobierno central hacía esfuerzos por promover 
obras públicas. La gobernación de Cuscatlán, por ejemplo, recibió, “por disposición del 
Excmo. Sr. Presidente Capitán General Don Gerardo Barrios”, quinientos pesos para 
mejorar el camino a la capital.” 


Los gobernadores también podían canalizar fondos locales para llevar a cabo las obras. El 
ejemplo del gobernador de Sonsonate ¡lustra este punto. El usó fondos de arbitrios, del 
impuesto sobre el ganado de repasto y de las cofradías para la compostura del altar de la 
iglesia, y ropajes para el culto y del fondo de trabajadores para el aseo y compostura de 
calles.2 


Si bien era cierto que algunos gobernadores podían obtener la cooperación de las 
autoridades locales, los presidentes no siempre podían contar con la cooperación de los 
gobernadores mismos. Los datos disponibles sugieren que éstos no eran exactamente 
títeres que se podían reemplazar de la noche a la mañana al capricho del presidente. Los 
mismos informes publicados en la Gaceta dan idea de una cierta rebeldía. 


Pocos meses después de que el Sr. Presidente se enfrascó en un conflicto con el Obispo por 
el decreto que decía que el Patronato Eclesiástico correspondía a la nación, usando como 
justificación parcial “que casi todas las iglesias parroquiales de la República están 
enteramente destruidas”, y que los párrocos no se interesaban “en mantener o edificar 
iglesias”, varios gobernadores lo desmintieron con sus informes.?* Así, el gobernador de 
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Cuscatlán alababa al cura por pagar los gastos de la construcción de la casa conventual, 
edificio que merecía abundantes elogios.? Los párrocos de Santa Ana recibían especial 
mención en el informe del gobernador de ese departamento por su diligencia en la 
reparación de iglesias.? El nuevo campanario de calicanto de Zacatecoluca,” sólido y de 
hermosa figura”, fue posible gracias a la “dirección y solicitud del Señor Cura Don Tomás 
Dubón”, quien, además, había contribuido con sus propios fondos, según el informe del 
gobernador de La Paz.?* 


La debilidad de las autoridades de San Salvador resulta más clara todavía en los informes 
del comisionado Don J.Camilo Galván, enviado por Barrios para informar sobre el estado 
de los pueblos de la República. Aun en los pueblos cercanos a San Salvador, el 
comisionado observaba que las leyes se aplicaban o no, de acuerdo con los deseos de las 
autoridades locales. Para apoyar su argumento mencionaba que muchos delitos quedaban 
impunes y cuando no era así las penas impuestas no eran las que señalaba la ley. Además, 
no se registraban los impuestos municipales, se alteraban las tarifas, y a veces no se 
cobraban del todo. Esta autonomía, señalaba el comisionado, era aún más notable en los 
pueblos indígenas." 


Parte del problema era que las autoridades en San Salvador tenían pocos recursos para 
distribuir y hacer sentir que tenían algo con qué contribuir al bienestar local. Mientras no 
se pudieran aumentar las exportaciones las aduanas de los puertos (las más fáciles de 
controlar) escasamente podían cooperar con el erario. Sus aportes estaban muy por 
detrás de los del monopolio de aguardiente y de las alcabalas internas. La mayor parte de 
los ingresos del gobierno se recolectaban en administraciones regionales (catorce en 
total, sin contar la tesorería general de San Salvador).* Es más, el gobierno central podía 
disponer libremente solo de una fracción del modesto ingreso recolectado. Las 
autoridades locales tenían gran injerencia sobre los gastos. 


Veamos, como ejemplo, la forma en que la administración de rentas de San Miguel, una de 
las más importantes, resumía sus gastos. Casi la mitad de lo que entraba a esta 
administración se gastaba localmente (para pagar sueldos, alquileres, pensiones, etc), una 
quinta parte se enviaba a otras tesorerías, una sexta parte se dedicaba a amortizar bonos 
(la deuda interna era con frecuencia el resultado de los gastos de la inestabilidad política 
del pasado reciente) y, finalmente, otra sexta parte llegaba al gobierno central.*? Esto 
quiere decir que había amplias oportunidades para que los poderes locales influyeran en 
las decisiones de cómo y cuándo pagar a los oficiales del ejército, a los maestros, obreros 
de caminos, pensiones, etc. Con estas limitaciones, ¿cómo podía el gobierno central llevar 
a cabo su misión en todos los rincones del país? Muy modestamente. 


Sí los esfuerzos para aunar recursos y llevar a cabo obras no llegaban muy lejos, el 
principal instrumento de coerción, el ejército, tampoco era del todo útil. A pesar de que a 
nadie se le escapaba la importancia del ejército para consolidar el poder del Estado, la 
institución todavía estaba poco organizada y el control desde San Salvador no estaba 
garantizado. En San Miguel una décima parte del ingreso se destinaba a pagar a jefes y 
oficiales. Lo importante aquí, no es solo la pequeñez de los gastos, sino que también 
quedaban a discreción local. 


El tamaño de los ejércitos era difícil de medir. El gobernador del Departamento de Santa 
Ana (que entonces incluía al de Ahuachapán), en sus informes sobre de los ejércitos, 
establecía la distinción entre el tamaño del batallón de milicias, con 523 hombre entre 
oficiales y soldados, y la “fuerza efectiva” de 49 hombres. Dada la actitud propagandística 
de la Gaceta no es sorprendente que el tamaño del batallón de milicias haya recibido 
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prioridad en el orden de publicación. Sin embargo, las milicias eran una fuerza de reserva 
sin entrenar que, a la hora del reclutamiento, podía materializarse o no.* Los caudillos 
locales jugaban un importante papel a la hora de los reclutamientos. Una ¡dea más precisa 
del límite de las fuerzas de Santa Ana está en el informe sobre el armamento: 301 fusiles y 
menos de cinco balas por fusil, suficiente quizás para una pequeña batalla.** Si acaso las 
cifras no eran exactas, pecaban por exageración. ¿A quién se le hubiera ocurrido publicar 
en los periódicos que la frontera con Guatemala estaba mal protegida? 


Los informes sobre las milicias de otros departamentos no eran más prometedores, la 
milicia de Chalatenango constaba de “tres compañías con 349 plazas, y está, puede 
decirse, organizada.”*" El “puede decirse” del informe de Chalatenango parece aclararse 
en una descripción del Batallón No.1, Guardia Nacional de Honor, de San Salvador. La 
descripción no era halagiieña, “no se encontrará en la presente revista”, decía, “toda 
disciplina que es apetecible, por carecer de una academia permanente, donde pudieran 
los señores oficiales adquirir los principios de la educación militar.”3* 


Los problemas del gobierno central no se limitaban a la falta de control de las autoridades 
locales, también tenían un rival a escala nacional: la Iglesia Católica. Los conflictos entre 
Barrios y el Obispo se entienden como parte de la lucha entre liberales y conservadores, 
pero también se pueden ver como esfuerzos por dar al Estado la primacía sobre otras 
instituciones. (Aquí se puede ver el ejemplo de otros grandes centralizadores, vienen a la 
memoria los problemas de Carlos III con los jesuitas en el siglo xvIm. 


La Iglesia salvadoreña no se distinguía por sus riquezas, de forma que se pueden dejar de 
lado los motivos económicos, pero con cinco vicarías y cincuenta y tres parroquias, el 
Obispo tenía a su disposición una organización más eficiente que la del gobierno central. 
Es más, el Obispo tenía verdadera autoridad sobre los párrocos, influencia sobre los fieles, 
y mecanismos de comunicación. Un mensaje del prelado leído el domingo en todas las 
parroquias, tenía más efecto práctico que un mensaje del Presidente publicado en la 
Gaceta o enviado a las municipalidades, que decidían si publicarlo o, quizás, enviar al 
pregonero con su pito y su tambor. 


Aparte de las consideraciones ideológicas en el conflicto Iglesia-Estado, que no se pueden 
ignorar, cualquier Estado que se respete debe establecer su primacía sobre otras 
instituciones. De hecho, en el debate con las autoridades eclesiásticas se decía de la forma 
más explícita que el Estado salvadoreño no podía permitir que otra institución se sintiera 
fuera de su jurisdicción. 


Ante las dificultades de imponer su autoridad sobre las municipalidades y sobre la Iglesia, 
no es sorprendente que el Capitán General, a pesar de su innegable dinamismo, no haya 
podido hacer mucho progreso en las tareas que se propuso durante su accidentado 
período en el poder. A él se le atribuyen la organización de las milicias, el dar impulso a la 
instrucción pública, y el decreto de códigos.*” Autores más recientes añaden los incentivos 
fiscales que otorgó al cultivo del café.* En ninguna de estas actividades la administración 
de Barrios fue dramáticamente más exitosa que las de sus antecesores. Los esfuerzos por 
profesionalizar al ejército no se consolidaron. El primer instructor extranjero, el General 
Don José María Melo, quien se decía había luchado con Bolívar, no duró ni un año en su 
trabajo y lo mismo ocurrió con los instructores franceses que dejaron el país después de la 
derrota de 1863.* La educación estaba en gran medida en manos locales y la preparación 
de códigos había empezado con sus predecesores. El principal Código que se adoptó bajo 
Barrios fue el Código Civil, que según decía la misma Gaceta era una copia del chileno. 
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Ante el problema de identificar los logros tangibles de Barrios, su popularidad a lo largo 
de la historia sugiere una agenda de investigación fascinante. ¿Por qué es una figura tan 
prominente en nuestra historia? La respuesta a esta pregunta nos diría más acerca del 
siglo xx que del xIx, más acerca de los admiradores que del admirado. No se puede negar 
que su vinculación con Morazán, su muerte trágica, y su amistad personal con algunos de 
los propagandistas liberales más exitosos de la época, como Lorenzo Montúfar y Juan José 
Cañas, fueron un primer paso para asegurarse la posteridad. (Lorenzo Montúfar, en 
particular contribuyó con su historia y con su heroica descripción de la muerte del 
Capitán General).* La falta de competencia de los otros líderes liberales en el Salvador 
también ayudó, Santiago González traicionó a Barrios y Zaldívar fue ministro del 
conservador Dueñas, lo cual los descalificó para el papel de héroes liberales.*? Quizás, solo 
Francisco Menéndez se le acerca en la imaginación popular. 


El culto a Barrios cambió con el tiempo y parecía tener la forma de esa mancha de tinta 
que los psicólogos muestran a sus pacientes quienes ven en ella desde libélulas hasta 
calaveras. Así es como en un solo discurso se pudiera comparar al Capitán General a 
Morazán, Atlacatl, Bakunín, Judas Macabeo, José Garibaldi, Filoctetes, Cristo, Sócrates y 
Josué.* En momentos de entusiasmos populistas se le ha vinculado con las masas 
populares y se ha dicho que era presidente del pueblo y para el pueblo. Al mismo tiempo 
se ha hablado sobre su victoria sobre Carrera en términos abiertamente racistas: “se 
impuso al cholo de Mataquesquintla, al dios de las indiadas, al indio pérfido y cruel.”** A 
finales del siglo xx entre sus defensores más exaltados se encuentran los miembros del 
ejército que han nombrado en su honor a la escuela de oficiales. 


Pero dicho culto se basa en un listado de sus logros colocados fuera de contexto. La simple 
enumeración de las limitaciones con que se enfrentaba un presidente de mediados del 
siglo xIx para llevar a cabo un programa de gobierno, cualquiera que este fuera, tiene 
implicaciones para la agenda de investigación de los historiadores de finales del siglo xx. 
Como queda claro, dada la falta de recursos y de instituciones, la influencia de los 
presidentes sobre la vida nacional estaba destinada a ser en extremo limitada, el estudio 
de esta época en términos de personalidades y presidentes no ayuda a esclarecer mucho 
la vida política. Una historia política más compleja tiene que comprender la relación 
entre el Estado central y el nivel local. Las municipalidades y las comunidades merecen 
una mayor atención, la que hasta ahora empiezan a recibir.“ 


Es de esperarse que las preocupaciones más abstractas que llaman la atención a 
historiadores interesados en América Latina (temas por lo demás importantes como 
asuntos de identidad o de historia cultutral) no releguen una vez más la investigación de 
nuestra historia política. El tema es poco interesante para otras historiografías que ya 
cuentan con obras significativas que tratan del tema, pero en nuestro caso, el trabajo 
todavía está por hacerse. 
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NOTAS 


1. Gaceta Oficial, abril 20, 1861. La mayoría de los artículos de la Gaceta sobre el retrato se 
encuentran reproducidos en Miguel Angel García. Diccionario Histórico Enciclopédico de la República 
de El Salvador, tomo 4. (San Salvador: Imprenta “La Salvadoreña”, 1932), pag. 147. 

2. Esta es, quizás, una pregunta anacrónica, puesto que las horas de levantarse en las 
comunidades semirrurales de mediados del XIX estaban regidas por el canto del gallo y no por el 
camión de la basura como ocurre en el pueblo donde vive el autor. 

3. García. Diccionario Histórico, tomo 4, p. 149. 

4. Manuel Irungaray era originario de Guatemala, yerno de Pedro Molina y antiguo compañero 
del General Morazán. Italo López Vallecillos. Gerardo Barrios y su tiempo. 2 tomos. (San Salvador: 
Dirección General de Publicaciones, 1967), tomo 2, p. 121. 

5. Gaceta Oficial, febrero 13,1861. 

6. Gaceta Oficial, febrero 13 a mayo 15, 1861. 

7. Gaceta Oficial, junio 15, 1861. 

8. Gaceta Oficial, agosto 7, 24, 1861. 

9. Gaceta Oficial, enero 16, 1861. 

10. Gaceta Oficial, septiembre 25, 1861. 

11. Gaceta Oficial, octubre 5, 9, 10, 12, 1861. 

12. Podemos pensar en Barrios. El último libro de John Lynch Caudillos in Spanish America, 
1800-1850. (Oxford: Clarendon Press, 1992), ofrece una amplia perspectiva de la literatura teórica 
sobre el caudillaje. 

13. López Vallecillos. Gerardo Barrios, tomo 2, p. 41. 

14. López Vallecillos. Gerardo Barrios, tomo 2, pp. 48-63. 

15. Santiago Malaina S.J. “Actas del Congreso del Estado de San Salvador, libro segundo”, Revista 
del Departamento de Historia y Hemeroteca, Vol. 3 No.2 Segunda época, pp. 133,143 y 146. 

16. Isidro Menéndez. Recopilación de las leyes del Salvador en Centro-América, 2 tomos. (Guatemala: 
Imprenta de L. Luna, 1855), tomo 1, p. 256. 

17. La importancia que se daba al ejército se puede apreciar de forma indirecta en los planes para 
la Nueva San Salvador antes de la llegada de Barrios al poder. Uno de los diseños de la nueva 
capital difería sustancialmente de las convenciones urbanas de la colonia. La nueva ciudad iba a 
estar rodeada por un bulevar enjardinado de quince cuadras de lado y, en lugar de tener una 
plaza central, como correspondía a las convenciones de la colonia, tendría como foco principal un 
corredor de edificios públicos presidido por un cuartel colocado a la entrada de la ciudad, 
ocupando cuatro manzanas. En contraste, la casa de gobierno, el cabildo, y la catedral ocupaban 
tan solo una manzana cada uno. Este proyecto no se llevó a cabo, pero indica que era frecuente 
ver al ejército como una de las instituciones claves para el desarrollo del Estado. Es más, los 
promotores de la Nueva San Salvador eran los principales enemigos de Barrios y contaban con 
individuos como Francisco Dueñas y Ciriaco Choto. El plano se encuentra en el Mapa General de la 
República de Salvador, levantado por Maximilian V. Sonnenstern por orden de su Excelencia Sr. 
Don Rafael Campo, 1859. 

18. Gaceta Oficial, marzo 9,1861. 

19. Lasadas municipales de San Vicente contienen abundante información sobre la actitud 
independiente de las municipalidades ante los gobiernos en la década de los cincuenta. Archivo 
General de la Nación, Sección Gobernación (San Vicente), Caja No.25, Sección 1, 1853. 

20. Gaceta Oficial, diciembre 19, 1860. 
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21. Esta información proviene de presupuestos de la época que se encuentran convenientemente 
recopilados en un volumen de decretos legislativos empastado que se encuentra en la Biblioteca 
Pública de Nueva York. Salvador. A collection of official documents and laws, 1857-1867. 

22. Gaceta Oficial, noviembre 7, 860. 

23. Gaceta Oficial, agosto 11, 860. 

24. Gaceta Oficial, agosto 14, 1861. 

25. Gaceta Oficial, abril 20, 861. 

26. Gaceta Oficial, febrero 18, 1860. 

27. La disputa con el clero empezó en febrero de 1860 con la expulsión de los capuchinos y el 
consecuente decreto del Patronato Eclesiástico, y se recrudeció después del 15 de septiembre de 
1861, cuando un funcionario del gobierno pronunció un discurso abiertamente anticlerical. Una 
buena colección de documentos de esta disputa se encuentra en José D. Gámez. Gerardo Barrios 
ante la posteridad. San Salvador: Dirección General de Publicaciones, 1966. El informe del 
Gobernador de Cuscatlán aparece en la Gaceta Oficial, agosto 14, 1861. 

28. Gaceta Oficial, marzo 2, 861. 

29. Gaceta Oficial, abril 27, 861. 

30. Gaceta Oficial, abril 27, 861. 

31. Gaceta Oficial, septiembre 1, 860. Las administraciones regionales se encontraban en San 
Salvador, Cojutepeque, San Vicente, Zacatecoluca, Suchitoto, Chalatenango, Tejutla, 
Sensuntepeque, Metapán, Santa Ana, Sonsonate, Opico y Ahuachapán. 

32. Gaceta Oficial, octubre 24, 1860. 

Informe de la administración de rentas de San Miguel, octubre 1, 1859 - septiembre 31, 1860. 

GASTOS 

Viáticos y dietas de Diputados y Senadores 420,00 

Sueldos civiles 3.921,18 

de jefes y oficiales 6.018,05 

de preceptores 4.171,00 

Haberes de la fuerza 12.438,00 

Pensiones de inválidos 60,00 

de empleados retirados 319,09 

Alquileres de casas 434,00 

Honorarios del administrador y comisariosl 1.878,88 

Gastosordinarios 1.763,75 

extraordinarios del supremo Gobierno 765,87 

militares 845,12 

Libramientos contra el erario 4.402,70 

de abono general 1.901,93 

amortización de bonos de 1* y 2” clase 1.867,22 

de 3” clase 9.311,81 

Enteros en otras tesorerías 13.001,01 

SUMA 63.803,67 

Los ingresos de San Miguel representaban una octava parte de las entradas totales (515.682 pesos 
en 1860). Ver la transcripción del informe del Ministro de Hacienda y Guerra en López Vallecillos, 
Gerardo Barrios, tomo 2, p. 237. 

33. Para un ejemplo más temprano (1851) de una comunidad que se rehusaba a proporcionar 
soldados ver el caso de Guaimoco en Archivo General de la Nación, Sección Jurídica A N* 21 legajo 
30. 

34. Gaceta Oficial, marzo 20, 1861. El armamento total era: 301 fusiles, 228 bayonetas, 5 retacos, 19 
lanzas, 108 tahalíes, 176 cartucheras, 300 piedras de chispa, 1330 tiros de fusíl, 3 hachuelas, 2 


submueyes, 1 baquetón, 4 cajas de guerra, 1 corneta, 136 pantalones, 100 blusas, 54 cotones, 91 
sinchos, (SIC), 50 charrateras, 116 gorros de cuartel, 100 quepis. 

35. Gaceta Oficial, julio 31,1861. 

36. Gaceta Oficial, septiembre 28, 1361. La fuerza total en el Departamento de San Salvador era de 
794 hombres. 

37. Para un recuento de los logros de Barrios ver el discurso de Ceferino Alberto Osegueda en 
Comité de Festejos Pro-Gerardo Barrios, Discursos pronunciados en nombre del Comité de Festejos 
“Pro-Gerardo Barrios” 29 de Agosto con motivo del Aniversario de la Muerte del Capitán General Gerardo 
Barrios. (San Salvador: Imprenta Nacional, 1922), p. 18. Los aspectos militares los discutió el 
General José Tomás Calderón, en un discurso pronunciado a nombre del Ejército el día 29 de 
agosto de 1922, ante la estatua ecuestre del Capitán General Gerardo Barrios, Comité de Festejos, 
Discursos pronunciados, p. 22. 

38. López Vallecillos. Gerardo Barrios, tomo 2, p. 42 

39. El General Melo murió en México poco después de dejar El Salvador, ver la Gaceta Oficial, julio 
4, 1860. 

40. La Gaceta reconoce esto de forma explícita. Gaceta Oficial, julio 24, 1361. No se trata de negarle 
méritos a la administración de Barrios, el dinamismo del Capitán General era considerable y su 
fundación de escuelas “normales” para preparar futuros maestros fue loable, pero sí hay que 
comprender los límites de lo que podía hacer. 

41. El relato por Lorenzo Montútfar, en el cual describe la ejecución de Barrios se reproduce en 
Comité de Festejos, Discursos pronunciados, pp. 13-15. 

42. La actuación de González en 1863 aparece resumida en Francisco Monterrey. Historia de El 
Salvador, anotaciones cronológicas. 2 tomos. (San Salvador: Editorial Universitaria, 1978), tomo 2, p. 
299. El Dr. Rafael Zaldivar fue nombrado Ministro de Hacienda y Guerra en 1871. Monterrey, 
Historia, tomo 2, p,358. El culto a Barrios fue patrocinado a nivel oficial con la llegada de los 
liberales al poder. El primer monumento a Barrios se inauguró en 1880, durante la presidencia de 
Zaldívar y el segundo durante la presidencia de Figueroa. Comité de Festejos, Discursos 
pronunciados, p. 23. 

43. Discurso pronunciado por Don Manuel Salamanca el 29 de agosto de 1922 ante el monumento 
de Barrios. Comité de Festejos, Discursos ponunciados, p.4. 

44. Discurso por Carlos A. Llanos, en Sociedad Cooperativa “Gerardo Barrios 29 de Agosto”, 
Homenaje tributado a la memoria del héroe Capitán General Gerardo Barrios, en el 63 aniversario de su 
muerte. (San Salvador: Imprenta Nacional, 1928), p.21. 

45. Para dar un ejemplo de cómo una mejor comprensión de la política afecta nuestra habilidad 
para dilucidar otros temas, permítanme citar el caso de los ejidos. Barrios, como liberal, buscó 
disminuir el papel de la propiedad comunal, pero, por otro lado, siguió otorgando ejidos. ¿Se 
debió esto a una cierta vocación populista, como se ha sugerido, o se debió a su necesidad de 
complacer a municipalidades revoltosas? La ausencia de una historia política detallada del siglo 
xIx nos impide esclarecer este tipo de preguntas. 
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Honduras. El estado fragmentado 
(1839-1876) 


Marvin Barahona 


INTRODUCCION 


Las cuatro décadas comprendidas entre la disolución de la Federación centroamericana y 
el inicio del proceso de reforma liberal en 1876, etapa que es identificada por algunos 
autores como la época de la “restauración conservadora”, puede también considerarse 
como un período de aguda lucha entre las fuerzas favorables a la centralización y el 
fortalecimiento estatal, y aquellas que resistían propugnando la autonomía regional. 


La lealtad hacia el Estado por parte de algunas comunidades locales no se había 
completado aún, impidiendo que la autoridad estatal gozara del reconocimiento colectivo 
o que su existencia se tradujera en obediencia de la comunidad a las normas de 
convivencia política establecidas durante el proceso de constitución nacional. Por otra 
parte, la integración dentro de una “comunidad nacional” sometida a un Estado 
centralizado, no parece haber sido percibida como una ventaja inmediata por parte de 
algunas poblaciones locales y regionales de Honduras, que se declaraban ocasionalmente 
en rebeldía para manifestar su desacuerdo ante ciertas medidas centralizadoras. 


En la mayoría de casos, los brotes de rebeldía se producían bajo el liderazgo de “caciques” 
locales, pero eventualmente tenían como protagonistas principales a líderes surgidos de 
las capas populares, especialmente cuando el disgusto era provocado por medidas de 
carácter económico o fiscal que afectaban directamente los ingresos de las mayorías 
empobrecidas. Ocasionalmente, se llegó a hablar de “guerras de castas”, que ponían en 
precario la dominación local de los criollos y evocaban el profundo resentimiento 
prevaleciente en las “castas” por los agravios de que fueron víctimas en el pasado. 

La sociedad hondureña del período postcolonial y federal heredó de la época que la 
precedió esa ausencia casi absoluta de consenso social, característico de las sociedades 
autoritarias. En su lugar se impuso el predominio de los grupos privilegiados surgidos de 
la sociedad colonial (hacendados, mineros, comerciantes y criollos ricos), que asumieron 
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la dirección del Estado tras la independencia y se convirtieron en una especie de “grupo 
de ocupación.” 


El Estado hondureño del período en estudio carecía, como lo veremos, de la voluntad y el 
interés necesarios para crear una comunidad nacional articulada por procesos cívicos 
participativos, según los ideales del republicanismo democrático. Esto se debió, en gran 
medida, a la persistente negativa estatal a reconocer los derechos políticos y sociales de la 
mayoría de la población, una conducta que impidió la creación de instituciones, partidos 
y liderazgos políticos democráticos y pluralistas. Otra causa por considerar es la sólida 
base de autoritarismo e intolerancia derivados de la tradición política del pasado colonial. 


El objetivo de esta ponencia es el de presentar una aproximación global de los problemas 
más importantes que el Estado hondureño enfrentó en su proceso de constitución 
nacional, durante el período comprendido entre los años finales de la Federación 
centroamericana y el inicio de la Reforma liberal (1839-1876). 

El período en referencia abarca casi cuatro décadas, en las que Honduras confrontó los 
problemas más agudos para su constitución nacional: la inestabilidad política, la falta de 
legitimidad social de sus instituciones, el aislamiento económico, su desarticulación 
regional y la permanente injerencia de los Estados vecinos en sus asuntos interiores, 
elementos todos que condicionaron el proceso de constitución nacional a una marcha 
lenta y llena de obstáculos. 

Esos factores, a los que debe agregarse el no menos decisivo de la ausencia de un proyecto 
nacional con objetivos sociales y políticos compartidos colectivamente por la mayoría de 
la población, aplazaron, sine die, la consolidación de un Estado nacional centralizado y 
representativo de la nación en su conjunto. 

La etapa inicial del proceso de constitución nacional de Honduras puede seguirse, en un 
primer momento, a través de las constituciones políticas decretadas durante el período, 
puesto que las mismas expresan las características del Estado imaginado por la elite 
dominante, así como la perspectiva ideológica desde la que se proyectó su existencia. 


LA ORGANIZACION JURIDICA DEL ESTADO NACIONAL 
A TRAVES DE LAS CONSTITUCIONES HONDUREÑAS 
(1825-1880) 


Las constituciones políticas de Honduras, hasta la reforma liberal de 1876, reflejan ese 
carácter autoritario, elitista y excluyente que hemos señalado como característica del 
Estado nacional hondureño desde sus orígenes. En la mayoría de los casos, la carta 
constitucional establecía límites formales a la participación política democrática, 
decretando, por ejemplo, el goce de derechos ciudadanos exclusivamente para los 
alfabetas o los propietarios, una especie de régimen censatario que, en las circunstancias 
hondureñas del siglo xIx, de hecho, excluía a la mayoría de la población de participar en 
el proceso político de constitución nacional, 


Las constituciones hondureñas del período 1825-1880 son, en lo que a la atribución de 
derechos ciudadanos se refiere, tributarias de la Constitución Federal de 1824. El artículo 
número 14 de esta última reconocía como ciudadanos de la Federación solamente a los 
casados y los mayores de 18 años “siempre que ejerzan alguna profesión útil o tengan 
medios conocidos de subsistencia.”! Este principio legal de reconocimiento condicionado 
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de los derechos políticos de ciudadanía, se repetirá en casi todas las constituciones 
hondureñas del siglo xIx. 


En el transcurso del siglo xix los legisladores no harán más que perfeccionar este 
principio, incrementando cada vez los requisitos para el otorgamiento de la ciudadanía a 
los habitantes del país. La Constitución de 1825 reproduce íntegramente el artículo 14 de 
la Constitución Federal, como correspondía a un país miembro de la Federación 
centroamericana. 


La primera constitución hondureña del período postfederal, decretada en 1839, señala, al 
igual que las dos anteriores, que el Estado reconoce como ciudadanos a los individuos 
mayores de 18 años, pero agregaba que estos debían tener renta, oficio o modo de vivir 
conocido “pero no tendrán voto pasivo, sino con arreglo a las leyes...”. Esta Constitución 
decretaba, en su artículo 10, que solo los ciudadanos en ejercicio de sus derechos podían 
obtener empleos en el Estado. El artículo 12 de la misma incrementa las restricciones para 
la obtención del derecho de ciudadanía, al aprobar que la incapacidad física o moral de un 
individuo lo inhabilitaba para acceder al mismo.? 


La Constitución de 1848 eleva a 21 años la edad necesaria para la obtención de la 
ciudadanía, exige que los que deseen gozar de ese derecho sean padres de familia y, 
además, que sepan leer y escribir, o sean licenciados en cualquiera de las “facultades 
mayores.”” El artículo 9 de la misma restringe aún más las posibilidades de acceder al 
derecho de ciudadanía al establecer que: “Desde el año mil ochocientos sesenta en 
adelante, ningún hondureño será ciudadano, si no sabe leer, escribir y contar.”* 


Esta Constitución, una de las más restrictivas de todas las cartas fundamentales 
decretadas en Honduras durante el siglo xIx, establece en su artículo 39 que para optar 
por el cargo de Presidente de la República se requería, entre otros, el ser “dueño de un 
capital que no baje de cinco mil pesos, en bienes raíces y semovientes...”. Un requisito 
similar fue establecido para optar por los cargos de diputado y gobernador 
departamental, para lo que se exigía la posesión de un capital mínimo de 500 pesos, como 
patrimonio personal o como resultado del ejercicio de una profesión, oficio, arte o 
industria que produjera anualmente dicha suma. El requisito para acceder al cargo de 
alcalde municipal era el de saber leer y escribir.* 


El elitismo legitimado por la Constitución de 1848 también consolidó el régimen 
presidencia-lista, al otorgarle al Presidente de la República la atribución de “Proveer 
todos los empleos civiles, políticos, militares, judiciales y de hacienda, y los demás que 
dispongan las leyes.” Con estas disposiciones, se les concedía todas las prerrogativas de 
poder a los hacendados ganaderos y a los otros propietarios de riqueza, despojando de tal 
derecho a la inmensa mayoría de la población, que no era propietaria de riquezas ni sabía 
leer ni escribir. 

La Constitución de 1865 se adhiere a estos mismos principios al considerar como 
ciudadanos solamente a los mayores de 20 años con oficio y propiedad, y a los mayores de 
18 años con algún grado literario o que estuvieran casados. Respecto de los atributos 
requeridos para acceder a cargos de elección popular, como los de diputado y presidente, 
la Constitución de 1865 exigía los mismos que la Constitución anterior, aunque elevaba el 
monto del capital requerido para ser elegido diputado, magistrado, o gobernador 
departamental de 500 a 1000 pesos.* 

Menos de una década más tarde, en 1873, la elite en el poder emitió una nueva carta 
fundamental, la que, sin embargo, dejó intactos los artículos sobre derechos de 
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ciudadanía contemplados en la Constitución anterior. En general, la Constitución de 1873 
se limitó a potenciar las atribuciones del Poder Ejecutivo en tiempos de guerra y a 
modificar de forma el articulado.” 


La reforma liberal de 1876, a pesar del idealismo progresivo que los liberales doctrinarios 
le insuflaron al proceso, no logró derogar por completo las restricciones impuestas a los 
derechos de ciudadanía por las administraciones precedentes. Por ejemplo, el artículo 32 
de la Constitución de 1880 consideraba como ciudadanos solamente a: 

1) Los hondureños naturales o naturalizados mayores de veintiún años, que tengan 

profesión, Oficio, renta o propiedad que les aseguren la subsistencia; 2) Los 

hondureños naturales o naturalizados mayores de diez i ocho años, que sepan leer i 

escribir o sean casados.* 
En conclusión, del estudio de las reglas legales establecidas por la clase de los criollos en 
el período postindependentista, podemos inferir las limitaciones de la participación 
popular en la construcción del Estado nacional hondureño durante el período en estudio. 
Las mujeres, los indígenas,? los analfabetas y los pobres quedaban, según esas reglas, 
completamente excluidos de participar en la construcción de su propio Estado, dejando al 
proceso huérfano de apoyo y sustento popular real. De ahí que la consolidación del Estado 
Nacional hondureño haya sido tan lenta y parcial, aplazando por mucho tiempo la 
aparición de un grado óptimo de conciencia y unidad nacional. 


A pesar de lo anterior, llama la atención la preocupación constante de los diversos 
caudillos que ejercieron el poder en esa época por legitimar constitucionalmente sus 
proyectos políticos, emitiendo puntualmente una nueva Constitución Política en el 
momento mismo de acceder el poder. 


LOS OBSTACULOS POLITICOS EN LA CONSTRUCCION 
DEL ESTADO NACIONAL HONDURENO 


De este examen parcial de la formación del Estado nacional hondureño ha sido excluido, 
por razones obvias, el período correspondiente a la Federación centroamericana. Sin 
embargo, es preciso presentar unos antecedentes básicos de la situación política en que se 
encontraba Honduras en los años finales de la Federación, para aproximarnos a la 
comprensión de lo que ocurrió en el período que va de la desaparición del régimen 
federal al inicio de la reforma liberal. 


El 1* de junio de 1836, dos años antes de la separación de Honduras de la Federación 
centroamericana, Don Joaquín Rivera, jefe del Estado hondureño dirigió a la Asamblea 
Nacional un mensaje en el que señalaba los principales problemas que enfrentaba la 
construcción del Estado en ese momento. Entre otras cosas Rivera señalaba lo siguiente: 
La administración interior del Estado, debe ocupar exclusivamente vuestra 
meditación para mejorarla, pues de otra manera cree el Gobierno que los pueblos 
serán desgraciados sin duda alguna, sin la sombra de un sistema aceptable y 
benéfico. No hay necesidad de raciocinios para demostraros esta verdad; invoco por 
testigo irrefragable á la experiencia de más de diez años, y en ella, creo están 
apoyados todos los que opinan que debemos reducirnos al método más sencillo y 
enérgico, para que los principios adoptados tengan estabilidad, firmeza y 
respetabilidad.'" 


Los señalamientos de Rivera evidencian los principales obstáculos de orden político que 
enfrentará el Estado hondureño en su etapa formativa durante el siglo x1x: la falta de 
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estabilidad, firmeza y respetabilidad de las instituciones estatales ante la sociedad civil, 
características que prevalecerán por lo menos hasta la instauración de la reforma liberal 
en 1876. En ese mismo discurso, el jefe de Estado de Honduras agregaba: 

La seguridad de las personas y de las propiedades, es otro de los puntos importantes 

que debo recomendaros. De varias partes han ocurrido quejas al Gobierno de 

violencias, robos, asesinatos y demás excesos que se han cometido por la multitud 

de perversos que perseguidos rigurosamente en otros Estados, han buscado por 

asilo éste, y unidos á los que desgraciadamente hay en Honduras, han procurado 

aumentar su número para continuar sus crímenes. Diversas han sido las 

providencias que se han dictado; ero diversos los inconvenientes que se cruzan al 

cumplimiento de ellas. A los legisladores corresponde remediar este mal, 

organizando el proceder judicial del modo más claro y eficaz para que ni el criminal 

quede impune, ni el juez abuse de su facultad. Seguridad para el trabajador, 

seguridad para el producto de su trabajo: he aquí otro de los beneficios que de 

vosotros demandan los hondureños, y que el gobierno reclama en su nombre." 
Las carencias señaladas por Joaquín Rivera se traducían, en el ámbito político, en una 
serie de motines, levantamientos e insurrecciones, que ponían al Estado hondureño en 
una situación precaria e inestable. El 24 de diciembre de 1836, hubo un motín contra las 
autoridades de Tegucigalpa. El historiador Lorenzo Montúfar afirma que los insurrectos 
tenían ramificaciones en varios pueblos del departamento, y que el movimiento se 
prolongó hasta 1839. Montúfar escribía: 

La ciudad quedó asolada, según notas oficiales, porque la mayor parte de sus 

moradores huyeron á los montes. El Gobierno restableció el orden, y más tarde 

decretó una amnistía, exceptuando sólo de ella á los que no abandonaran sus 

conatos revolucionarios.'? 
El problema estaba vinculado a la sucesión presidencial y a un vacío de poder que se 
presentó en ese momento, a pesar del nombramiento de Justo Herrera como jefe del 
Estado. Algunos pueblos y municipios, adversarios políticos del gobierno en el poder, 
aprovecharon la ocasión para declararse en rebeldía y buscar una alianza con otros 
municipios de similar identificación política. Un problema semejante se presentó en Costa 
Rica en 1835, con la diferencia —según Montúfar—que en aquel país se llegó a formar una 
liga de municipios con amplia representación.* 


En esos mismos años se produjo en el poblado de Yocón, departamento de Olancho, un 
motín provocado por la dureza de las leyes de policía y el exceso de las contribuciones 
exigidas por el Estado, especialmente por el impuesto de 10 reales anuales decretado en 
1838, el cual afectaba a la población masculina comprendida entre 18 y 50 años de edad. * 


Ese año, se sublevaron los indígenas de Santa Ana y Texíguat, coincidiendo el alzamiento 
con la aparición del cólera morbus en sus comunidades. En uno de los pueblos de lazona 
los insurrectos lograron armar con fusiles a 400 indígenas y a 300 más con armas 
cortantes. El gobierno reprimió con éxito el movimiento.' Entre los papeles que las 
autoridades incautaron al coronel José Bustillo, líder del levantamiento, se encontraron 
algunos en los que se hablaba contra los diezmos, la persecución antimorazanista y la 
tiranía del general Ferrera.'* 

Otro hecho importante, acaecido en los años finales de la Federación, fue la proclama de 
separación de Tegucigalpa respecto del gobierno nacional. Las autoridades de esa ciudad 
declararon que esta no sería hondureña mientras la legislatura no decretara la 
independencia del Estado y mandara tomar posesión de los puertos y las rentas federales. 
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El Intendente del Departamento fue depuesto y los revolucionarios pidieron la protección 
del Gobierno de Nicaragua." 


A fines de 1838, la Municipalidad de Goascorán, en el sur del país, se puso bajo la 
protección del Gobierno salvadoreño e instó a la de Caridad a hacer lo mismo. Uno de los 
argumentos de la protesta de Goascorán eraque el Poder Ejecutivo no obraba con la 
libertad necesaria por estar oprimido por la tropa de Tegucigalpa. '? 


En el Departamento de El Paraíso, la Municipalidad de Texíguat —uno de los bastiones 
más firmes de la Federación— se pronunció sobre la separación a fines del mismo año, al 
decir en el numeral 13 del acta levantada en esa ocasión que “en el hecho mismo de 
haberse roto el Pacto Federal, no habiéndose hecho por las vías legales, los pueblos 
quedan en absoluta libertad para separarse del Estado con más justicia y derecho que lo 
ha podido hacer Tegucigalpa.” 


Los dos acuerdos más importantes tomados por los habitantes de Texíguat en esa fecha 
decían: 

1. Queda este pueblo, desde hoy, separado de lo que se llama Estado de Honduras, 

hasta que éste no vuelva al régimen constitucional, o se establezca otro sistema 

legal. 

2. Entretanto, se pone este pueblo bajo la salvaguardia de las leyes y de sus 

respectivas autoridades locales, y en consecuencia de la acta de 15 de junio de 1827, 

bajo la protección de las supremas autoridades del Estado de El Salvador...” 
El 27 de noviembre de 1838 se pronunció en el mismo sentido la Villa de Santa Rosa de 
Copan, en el occidente del país. La Municipalidad y el vecindario, reunidos en cabildo 
abierto, acordaron que mientras concluía la facción de Carrera, que amenazaba al 
Departamento de Gracias, Santa Rosa se separaba del Estado de Honduras y se unía al de 
El Salvador. Otras municipalidades que se pronunciaron de igual manera fueron las de 
Choluteca, Curarén y Langue, en la región sur." 


En 1839, el primer paso de la Asamblea Constituyente fue el de elegir una Cámara de 
Representantes con funciones ejecutivas, una Corte Superior de Justicia y varios 
tribunales inferiores. Según R. Durón, la organización del Estado cobró cierta celeridad en 
ese periodo. En septiembre se emitió el Reglamento de Milicias Activas del Estado y se 
decretó las leyes de municipalidades y justicia, creándose, además, las diputaciones 
departamentales.” 


Varios servicios públicos fueron reorganizados y se brindó seguridad a los puertos, 
implementando compañías de veteranos. Cañones de mayor calibre fueron instalados en 
Omoa y se pretendió hacer lo mismo en Trujillo, encargando una remesa de fusiles a 
Inglaterra. Lo mismo ocurrió en las plazas interiores del Estado. En Comayagua se 
restableció la maestranza para componer armas y montar piezas de artillería y se inició la 
reorganización de los Cuerpos de Milicia.?? 


Los primeros años del periodo nacional o post-federal se caracterizaron por los mismos 
problemas de inestabilidad política y luchas interiores observados en los años finales del 
Gobierno federal. El 1* de enero de 1841, el presidente Francisco Ferrera se refirió en su 
discurso de toma de posesión a la necesidad de renovar el espíritu público y sostuvo que 
no dudaba que con el apoyo de la Asamblea Legislativa podría “dar dirección á la máquina 
social, que habiendo sufrido oscilaciones extraordinarias, ha debido quedar en un 
completo trastorno.”? 
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En el mismo año se produjo en el departamento de Olancho, al oriente del país, un 
levantamiento dirigido por Juan Bautista Solís, quien había armado a 50 hombres. Según 
R. Durón: “El programa del levantamiento era el de variar la forma de gobierno 
establecida, destruir la clase que llamaban de blancos, echarse sobre las propiedades de 
éstos, extinguir la moneda provisional corriente y abolir los impuestos fiscales.” El motín 
terminó con la ejecución de Solís, el 22 de septiembre.?* 


En el origen de esas protestas se encontraba un decreto emitido el mismo año sobre el 
pago obligatorio del diezmo, que abarcaba incluso a los indígenas, los que estaban 
eximidos de dicho pago desde la época colonial. Entre los productos gravados con el pago 
del diezmo se encontraban los azúcares, panelas, grana, añil, cazabe, terneros, muletos, 
potrillos, cabros, ovejas, cerdos, quesos, y otros.? 


Entre 1843 y 1844, el pueblo de Texíguat y otros más se declararon en rebeldía. En 1844 el 
periódico oficial del gobierno de Honduras dijo que los habitantes de Texíguat se 
consideraban ciudadanos privilegiados, que no pagaban las contribuciones indirectas 
para subvencionar las finanzas del Estado, rehusaban el establecimiento de los estancos 
de aguardiente, tabaco y pólvora, no pagaban el impuesto de alcabalas y tampoco el 
diezmo, y que además toleraban el contrabando.?* 


La debilidad del gobierno hondureño, que a principios de 1843 se declaraba incapaz de 
organizar eficientemente las milicias del Estado debido a la ineptitud y falta de 
instrucción de sus oficiales, llegó en marzo del mismo año al extremo de depositar en el 
gobierno de Guatemala su representación en el extranjero, autorizándolo a nombrar 
cónsules y agentes diplomáticos, celebrar tratados de interés general, y defender la 
soberanía y la independencia de Honduras.” 


En 1844, a pesar de las afirmaciones oficiales de que el país se encontraba en paz, había 
disidencia en algunos pueblos. Al frente de éstos se encontraba el de Texíguat, le seguían 
la Municipalidad de Comayagiela y el barrio tegucigalpense de La Plazuela. El 
comandante Santos Guardiola aplastó la revuelta en Texíguat, quemando cinco casas en el 
valle de El Zapotal.? Sin embargo, las protestas continuaron en la región sur, el mismo 
Guardiola, comandante de operaciones en el departamento de Choluteca, informaba el 4 
de junio que los facciosos de Texíguat habían invadido su departamento y que en el 
pueblo de Liure encontró a 250 de ellos bien armados, asegurando que los derrotó.? A 
fines del mismo año, la tropa del batallón de Olancho se levantó contra sus jefes, pero el 
presidente Ferrera logró sofocar el movimiento y emitió disposiciones represivas, ? 


En la década siguiente, en la que se alcanzó una paz relativa en el país, la reorganización 
del Estado continuó su marcha lenta, sin lograr eliminar por completo las antiguas 
rivalidades y luchas faccionales por las que se caracterizó Honduras a lo largo del siglo x1x 


Las rebeliones interiores reaparecieron con fuerza en la década de 1860 y se prolongaron 
en la siguiente, adoptando, en algunos casos, la forma de revueltas antifiscales, reflejando 
con ello la pobreza en que vivía la mayoría de la población. Si desconociéramos los 
antecedentes separatistas de algunas de las regiones donde este fenómeno se observó con 
más intensidad, como es el caso del departamento de Olancho, identificaríamos tales 
hechos con los típicos levantamientos antifiscales ya conocidos en el período colonial. No 
obstante, la recurrencia separatista en regiones como la olanchana, nos hace pensar en la 
intervención de múltiples factores en favor del autonomismo. Entre éstos figuran 
elementos de orden político, ideológico, geográfico y económico, que se combinan con la 
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tradición y la cultura regional. Existe más certeza, sin embargo, en identificar la 
motivación económica que frecuentemente actuó como detonante en los motines que se 
produjeron en algunos departamentos durante las décadas de 1860 y 1870. 


En 1863, varios pueblos del departamento de Olancho se sublevaron contra el gobierno, 
este último los acusaba de no pagar los impuestos y de no aportar ningún concurso a la 
organizacion de las milicias del Estado. El gobierno, por medio del senador presidente 
Francisco Montes, informaba en febrero de ese año que de nada había servido el 
nombramiento del Obispo de Comayagua para evitar el derramamiento de sangre, y 
amenazaba con utilizar la fuerza para demostrar que tenía el poder necesario para 
contrarrestar a los insurrectos.?! 


El Obispo de Comayagua, Monseñor Zepeda, informaba a su vez al presidente Montes que 
había pasado por algunos de los pueblos sublevados y que en todos había predicado y 
procurado la paz, obediencia y moralidad de los subditos, pero que le parecía que la 
mayoría de los descontentos continuaba adelante con sus planes. El prelado agregaba en 
su informe que era “muy temible que esta revolución tome el carácter de la que causó 
tantos males el año de 29. Esto será horroroso, pues según parece, vendrá a parar en 
guerra de castas.”*? A pesar que esta sublevación fracasó debido a la muerte de Cástulo 
Cruz, dirigente de la misma, entre 1864 y 1865 estallaron en el mismo departamento 
nuevos motines, uno de los cuales fue acaudillado por Serapio Romero, conocido también 
por el alias de “cinchonero.”** 


En 1871, el ya citado prelado de Comayagua interviene nuevamente para auxiliar al 
gobierno en la disolución de los brotes de protesta surgidos en algunos poblados 
indígenas de los departamentos de La Paz, Tegucigalpa y Choluteca, cuyas causas no son 
muy explícitas. El Obispo comisionó al presbítero Alejandro Flores para llevar a cabo 
entre los sublevados lo que él denominaba una “misión de pacificación y civilización.” 
Flores fue nombrado párroco de Sabanagrande y se le ordenó “pasar a todas las demás 
parroquias donde fuere conveniente su presencia, para pacificar a esas gentes por medio 
de la predicación, exhortaciones y demás medios conducentes al mismo fin.”?* El 
pacificador logró un acuerdo con los insurrectos, a los que se les confirió amnistía el 15 de 
diciembre de 1871. 


En un manifiesto dirigido a los hondureños el 14 de diciembre de 1871, los jefes rebeldes 
indígenas indicaban las causas de su descontento, al señalar que el pueblo de Curarén 
lanzó el primer grito de insurrección “para emanciparse de un régimen que abrió el 
abismo, y que en nada correspondía a los altos y vitales intereses del país.” Asimismo, 
acusaban al Estado de utilizar la violencia para aplastar su movimiento, porque: 


lejos de conjurar el conflicto con los recursos del pensamiento, la obstinación de 
aquellos hombres hizo que el incendio, la horca, las fusilaciones y la destrucción de 
la propiedad, llevados sin forma alguna y en plena luz, hasta la injusticia y la 
temeridad, se pusiesen a la orden del dfa.(...) Señalando su funesto paso en Curarén, 
San José, La Aldea y algunos valles de Nacaome y Choluteca, reducidos a escombros, 
tan sólo porque espíritus mal inspirados, disociadores, se obstinan en dar solución, 
a sangre y fuego, a todas las cuestiones sociales. 


Las tropas gubernamentales emplearon por lo menos seis meses en el combate de los 
indígenas sublevados, aun así no lograron derrotar ese movimiento, excepto si por la 
mediación del delegado eclesiástico. 


Los capitalistas, y en general los propietarios de riqueza, no estaban exentos del pago de 
contribuciones o de la obligación de conceder empréstitos forzados a la administración 
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central, que consistían muchas veces en sumas elevadas que pudieron provocar 
descontento e inseguridad en la clase de los propietarios. A pesar de que no contamos con 
un volumen adecuado de información documental, o con investigaciones pertinentes al 
respecto, no debemos excluir la posibilidad de que en determinados momentos los 
intereses de las mayorías populares coincidieran con los de la elite propietaria, 
especialmente cuando el peso de las contribuciones resultaba excesivo para todos. 

Una muestra del monto de las contribuciones requeridas por el Estado a los propietarios 
de capital lo constituye la ley del 17 de febrero de 1870, que establecía el dos por ciento de 
contribución mensual sobre los capitales matriculados, suma que se destinaría a cubrir el 
déficit del presupuesto estatal. Sin embargo, de acuerdo con lo informado por el gobierno, 
el impuesto aludido no lograba reponer los impuestos de diezmos y alcabalas, que habían 
sido suprimidos. El gobierno argumentaba, asimismo, que las “Juntas calificadoras” de 
capital, probablemente por falta de información, habían hecho regulaciones impropias 
“sobre capitales bien conocidos”, además, habían dejado por fuera a los capitales 
evaluados en 200 y 300 pesos, con lo cual se perjudicaba al erario público.?* 

En junio de 1870, el gobierno se vio obligado a modificar esa misma ley, con el decreto de 
un nuevo cómputo de los capitales en todos los departamentos de la República, 
imponiendo a estos cuotas específicas de contribución. Estos totalizaban dos millones de 
pesos, distribuidos de la manera siguiente: 


Comayagua 150.000 
La Paz 100.000 
Gracias 180.000 
Copán 180.000 

Santa Bárbara 200.000 
Yoro 180.000 

Olancho 280.000 
Tegucigalpa 280.000 
Choluteca 300.000 
Paraíso 150.000 

Total 2.000.000 >” 

En enero de 1876, el mismo presidente Medina emitió un decreto en el que ratificaba las 


cargas tributarias impuestas por su gobierno en 1870, disponiendo lo siguiente: 


1. Mientras se afianza la tranquilidad pública, continuará exijiéndose el empréstito 
extra-ordinario del 2 por ciento mensual que estableció el expresado decreto de 10 
de Enero último; haciéndose efectivas dentro de tercero día de publicado el 
presente, las sumas que no estén recaudadas correspondientes al tiempo 
transcurrido. 

2. Se destinan al pago del referido empréstito la alcabala marítima i terrestre i el 
producto del ramo de aguardiente del país, en el año económico entrante, 
reconociéndose a los prestamistas el uno por ciento mensual de interés. 


Es relevante indicar que la mayor parte de la etapa en la que predominó la inestabilidad y 
la disensión interna, los levantamientos y la protesta social o económica, el Estado estuvo 
en manos de caudillos militares de estilo autoritario. El periodo en estudio estuvo 
dominado casi exclusivamente por los generales Francisco Ferrera, Santos Guardiola y 
José María Medina, los prototipos del caudillismo hondureño del siglo xIx. Estos caudillos 
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militares, que no pudieron o —como señala C. Brand— no tuvieron la habilidad de 
transformar la conciencia social y económica de la elite a la que supuestamente 
aterrorizaban.* Brand agrega que si existen distintas características sociales y 
económicas en el caudillismo, que connotan ignorancia e inflexibilidad, entonces el 
fenómeno existió mucho más fuertemente en el pensamiento y las acciones de la élite 
hondureña, que en los presidentes mismos. 


De acuerdo con E. Paz Aguilar, la sociedad hondureña del siglo xIx aparece como el 
modelo ideal para favorecer el desarrollo del “caciquismo” en su forma más primitiva. 
Este autor sostiene, además, que el predominio de la economía de subsistencia, la 
desintegración física del territorio hondureño y la condición rural y analfabeta de la gran 
mayoría de la población, implicaba inexorablemente el “caciquismo” en la esfera de lo 
político.** 

Los partidos políticos no existían en Honduras, al menos en la forma en que los 
conocemos hoy, o en la forma en que existían en los regímenes republicanos de otros 
países en el siglo xIx. Algunos observadores de la política centroamericana del siglo x1Ix — 
como es el caso del diplomático estadounidense E. G. Squier — vieron en las 
organizaciones políticas existentes en la Centroamérica de mediados del siglo pasado, a 
facciones organizadas más con el propósito de defender intereses privados que de 
expresar los intereses colectivos de la nación. 


E.G. Squier, por otra parte, nos presenta la imagen de unos partidos políticos fanáticos de 
la intolerancia y dedicados al peligroso juego del exterminio mutuo, siempre que después 
de cada torneo electoral el vencedor se encargaba de reducir a los vencidos a su mínima 
expresión, hasta la casi total destrucción. Por eso —afirmaba Squier— el vencedor adopta 
las medidas más extremas de confiscación, destierro y muerte para alcanzar sus metas, 
pues una vez en el poder el partido vencedor “se hace absoluto, tiránico y despótico.” 


A continuación, el partido vencido era sometido a la represión; para sobrevivir debía 
adoptar una conducta política de simulación que le permitiera ocultar sus principios 
adversos al poder. Los sentimientos políticos de oposición se convertían entonces en actos 
privados y secretos, de lo contrario las vidas y propiedades de sus portadores quedaban 
expuestas a la destrucción. De ahí surgieron —de acuerdo con Squier— “el odio, la 
desconfianza, la intriga y la revolución.”*? En tales circunstancias, el sistema político 
imperante convirtió a los partidos o facciones políticas de oposición, en grupos de 
conspiradores dedicados a promover permanentemente un “secreto cónclave” contra el 
gobierno.* 


Squier y, más tarde, D. Munro concluyeron que dentro de un sistema político de tales 
características, la ley se confundía con la tiranía y las “malas pasiones.” La ley era 
despojada de su respeto y dignidad para ponerla al servicio de “depravados objetos.” En 
esas condiciones, “la sociedad se envuelve en un caos de confusión, donde los señores se 
sobreponen al derecho, donde ni la vida ni la propiedad son seguras y donde ni el honor, 
ni la virtud, ni la sabiduría pueden sobrevivir.”** 


Un sistema político caracterizado por la expulsión de los miembros de la oposición como 
medida preventiva de futuras acciones contra el gobierno de turno —afirma D. G. Munro 
—, no le dejaba a la oposición ningún otro recurso contra el mal gobierno que la 
revolución, fue así como la guerra civil llegó a ser una parte indispensable del sistema 
político.* De ahí nacería un régimen más parecido a la impunidad y el autoritarismo que 
a la democracia republicana. 
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Para este autor, las clases altas de Centroamérica se interesaban en la política, sobre todo 
para asegurar los puestos y priviligios que les proveyeran de una confortable situación de 
vida a expensas del resto de la comunidad. Mientras que los indígenas y las clases más 
pobres no tenían ninguna idea de las ventajas que podía aportarles el sistema 
democrático.” Los asuntos relativos a la política nacional, y a los planes para el desarrollo 
de los recursos nacionales, jugaba una parte muy pequeña en aquellas luchas políticas. * 
La carencia de un proyecto nacional que guiara la acción política del Estado hacía que la 
¡dea de enriquecerse personalmente, a expensas del público, fuera con mucho una parte 
del credo de los políticos profesionales de Honduras.* 


LOS OBSTACULOS ECONOMICOS EN EL PROCESO DE 
CONSTITUCION DEL ESTADO NACIONAL HONDURENO 


Las posibilidades de acelerar el proceso de constitución nacional por la vía económica, 
creando condiciones para el desarrollo del mercado interno y la movilidad social, se 
vieron obstaculizadas por mucho tiempo, convirtiéndose, desde el punto de vista 
económico, en las barreras más significativas para la constitución nacional hondureña 
durante el siglo XIX. Las mismas pueden explicarse, en parte, por las características 
montañosas e irregulares del territorio hondureño, que imposibilitaban las 
comunicaciones interregionales y la regularidad de los intercambios económicos a escala 
nacional, lo cual marca la desarticulación del país. 


La ruptura de estas condiciones tenía un significativo costo financiero debido a las 
elevadas inversiones requeridas para la construcción de redes ferroviarias y de 
carreteras, puertos fluviales y marítimos, o una red completa de caminos vecinales que 
comunicara a la gran cantidad de poblados dispersos con los centros urbanos más 
importantes. Diversos gobiernos durante el periodo intentaron vencer estos obstáculos, 
invirtiendo recursos propios y externos en obras que, por gigantescas y costosas, jamás 
pudieron realizarse, tales como la construcción del ferrocarril interoceánico, el cual al 
atravesar el país de un extremo a otro comunicaría la zona del Atlántico con la del 
Pacífico. La ruta ferroviaria, según el proyecto, llevaría el progreso y el desarrollo 
económico a todas las comunidades aledañas a su marcha. 


La construcción del ferrocarril interoceánico fue un sueño que dominó la imaginación y 
distrajo la atención de muchas administraciones hondureñas, tanto liberales como 
conservadoras. El fracaso de los empréstitos contratados en Inglaterra por el gobierno de 
José María Medina para emprender la obra no sirvieron a sus propósitos, pero dejaron 
sobre el país una pesada deuda externa que solo pudo ser pagada en el siglo siguiente." 


Otra explicación del problema viene dada por la esencia del régimen económico impuesto 
por la elite criolla en el periodo post-federal. El cual se caracterizaba por la marcada 
desigualdad existente entre “propietarios” y “proletarios”, términos utilizados en la 
época para identificar a los ciudadanos y a los excluidos. Los primeros, ricos ganaderos, 
terratenientes, agricultores y comerciantes que durante el siglo xIx se encontraban en 
franco proceso de acaparamiento de tierras y riquezas; y los segundos, descendientes de 
los indígenas y ladinos coloniales, en su mayoría campesinos sin tierra, peones de las 
haciendas, sirvientes domésticos o artesanos de las ciudades, que vivían sometidos a 
condiciones de existencia lindantes con la extrema pobreza y la miseria.*! 
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El Primer Anuario Estadístico de Honduras, elaborado en 1887, nos muestra a la 
mayoría de la población viviendo en una sociedad petrificada en sus antiguas formas de 
existencia rural, mayoritariamente ladina y pobre. Este documento informaba que el país 
tenía 331.917 habitantes, de los cuales 263.045 eran ladinos y 68.272 indígenas. Del total 
de la población registrada en ese año, el 95 por ciento era analfabeta, la cual representaba 
una cifra global de 274.292 habitantes que declararon no saber leer ni escribir.” 

El Anuario indica, por otra parte, que el país estaba dividido en 22 ciudades, 9 villas, 179 
pueblos, 679 aldeas, 427 caseríos y 56.737 casas de habitación.* La densidad poblacional 
por kilómetro cuadrado en los 13 departamentos del país en 1887 se demuestra en el 
Cuadro N? 1: 


CUADRO N? 7. Densidad de la población hondureña por kilómetro cuadrado en 1887 








Departamento Densidad de población por krré 
Tegucigalpa 4,05 
Comayagua 1,22 
El Paraíso 4,05 
Choluteca 3,11 
La Paz 2,04 
Intibucá 2,04 
Gracias 5,43 
Copán 2,83 
Santa Bárbara 1,53 
Yoro 0,68 
Islas de la Bahía 2,62 
Colón 0,18 
Olancho 0,43 





FUENTE: A. R. Vallejo. Primer Anuario Estadístico de la República de Honduras correspondiente al año de 
1887. Tegucigalpa: Dirección General de Estadisticasy Censos de Honduras, 1889. p. 151. 





Los datos recabados por el censo de 1887, en cuanto a las profesiones y oficios que 
ocupaban a la mayoría de la población, revelan un alto porcentaje de personas dedicadas 
a actividades comunes en países rurales, con escasa vinculación a la economía mundial, 
como se puede constatar en el Cuadro N” 2: 


CUADRO N” 2. Profesiones u oficios que ocupaban a más de 1000 personas en 1887 








Ocupación Número de ocupados 
Agricultores 3.985 
Aplanchadoras 4.836 
Carpinteros 1.859 
Costureras 16.561 
Cigarreras 3.761 
Cocineras 1.162 
Comerciantes 1.139 
Hilanderas 1.611 
Jornaleros 23.253 
Labradores 30.369 
Lavanderas 9.227 
Panaderas 3.104 
Sastres 2.136 
Sirvientes 2.854 
Sombrereros 2.094 
Tortilleras 7.371 
Zapateros 1.320 





FUENTE: A. R. Vallejo. Primer Anuario Estadístico de la República de Honduras, correspondiente al año de 
1887. Tegucigalpa: Dirección General de Estadísticas y Censos de Honduras, 1889. Cuadro N” 7, pp. 
157-158. 
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Sin embargo, otras profesiones, consideradas como indicadores del desarrollo urbano de 
una sociedad, ocupan, según el Anuario, un número muchas veces inferior a las cien 
personas. Por ejemplo, el país disponía en ese momento únicamente de 2 dentistas, 15 
farmacéuticos, 16 ingenieros, 68 eclesiásticos, 80 médicos, 105 abogados y 410 profesores 
y preceptores.** 


Las principales actividades económicas a que se dedicaban los 13 departamentos del país 
en 1887 (excluyendo la gobernación de La Mosquitia), como se constata en el Cuadro N3, 
demuestran el predominio de la agricultura y la ganadería en la mayoría de ellos. La 
agricultura de exportación estaba limitada, en el año del censo, al tabaco producido en la 
región occidental, y al banano y los cocos producidos en la costa del norte, incluyendo al 
departamento insular de Islas de la Bahía. La agricultura era básicamente de subsistencia 
y predominaba en la mayoría de los departamentos, con excepción de Tegucigalpa, 
Olancho y ciertos departamentos del norte. En estos últimos, el comercio y la agricultura 
de exportación eran predominantes. 


CUADRO N”3. Actividades económicas fundamentales de los departamentos de Honduras en 1887, 
en orden de importancia 











Departamento Actividad 
Tegucigalpa Comercio, minería, ganadería 
Comayagua Ganadería, agricultura 
El Paraíso Agricultura, ganadería, minería 
Choluteca Ganadería, agricultura, comercio 
La Paz Agricultura, ganadería, 
Intibucá Agricultura, ganadería, arboricultura 
Gracias Agricultura, ganadería, comercio 
Copán Agricultura, ganadería, comercio 
Santa Bárbara Comercio, agricultura, ganadería, minería 
Yoro Ganadería, agricultura 
Islas de la Bahía Agricultura, comercio 
Colón Agricultura, comercio 
Olancho Ganadería, agricultura, comercio 





FUENTE: A. R. Vallejo. Primer Anuario Estadistico de Honduras, correspondiente al año de 1887. 
Tegucigalpa: Dirección General de Estadísticas y Censos de Honduras, 1889. Ver capítulo 
correspondiente a los departamentos en que estaba dividida Honduras. 


De acuerdo con Guevara Escudero, la mayoría de la población hondureña vivía, a lo largo 
del siglo x1x, a expensas de lo que pudiera proporcionarle la agricultura de subsistencia y 
la ganadería. Muchos complementaban esas actividades con empleos temporales en 
ranchos ganaderos o como artesanos y colectores de zarzaparrilla, cazadores de pieles de 
venado o lavadores de oro. La dispersión poblacional, una de las características 
fundamentales de la Honduras decimonónica, hizo que su economía funcionara alrededor 
de unos pocos centros urbanos de importancia. Estos últimos, en tanto que cabeceras 
municipales o regionales, capitalizaban los ingresos provenientes de la producción y los 
intercambios económicos generados en su interior y en la periferia regional.” 


De todo lo anterior, resulta evidente el carácter desarticulado de la economía hondureña, 
carente aún de un mercado interior que la integrara nacionalmente o de actividades 
productivas significativas que la vincularan a los mercados exteriores. Es obvio, además, 
la ausenciade las condiciones necesarias para sacar a su población del estancamiento en 
que ésta había vivido desde la época colonial. 
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LA FRAGMENTACION REGIONAL 


Algo que resulta muy claro a lo largo del siglo x1x, es que el patrón de poblamiento de 
Honduras siguió siendo el mismo que prevaleció durante el régimen colonial. Este último 
se caracterizaba por la existencia de dos regiones que históricamente habían concentrado 
en su territorio a la mayoría de la población hondureña. 


En un extremo se encontraba la Alcaldía Mayor de Tegucigalpa, la cual ocupaba el espacio 
comprendido entre la altiplanicie central y el extremo sur de la provincia, en donde 
limitaba con el Océano Pacífico y las provincias de Nicaragua y San Salvador.** Lo que 
incluiría en ella a los actuales departamentos de Francisco Morazán, Choluteca, Valle, y El 
Paraíso. 


La otra región es la occidental, históricamente poblada por un numeroso contingente de 
población indígena dedicada a la agricultura, que llegaría a ser la mayor de la provincia 
hondureña durante el régimen colonial, y a la que se sumó desde el siglo xvI11 un número 
cada vez más creciente de población mestiza o ladina.*” Esa región abarcaba los actuales 
departamentos de Santa Bárbara, Copán, Ocotepeque, Lempira e Intibucá. En el resto del 
territorio de la provincia quedaba muy poco. 


En el centro del país se encontraba Comayagua, la capital de la provincia, dedicada a la 
agricultura, la ganadería y la administración colonial. Hacia fines del régimen colonial la 
capital había entrado en crisis y diversos funcionarios coloniales la señalaban como 
malsana por su clima, mientras la pobreza se apoderaba lentamente de la mayoría de sus 
habitantes.3 En otro extremo se encontraba la región de Olancho, tradicionalmente 
dedicada a la ganadería, y que mantenía estrechos vínculos comerciales con la región de 
Tegucigalpa y las ferias ganaderas de Guatemala y El Salvador. 


La extensa franja nororiental de Honduras, que se extiende desde el Río Cuyamel hasta las 
montañas de Olancho, y que actualmente incluiría a los departamentos de Gracias a Dios, 
Colón, parte de Atlántida, Cortés y Yoro, estuvo poco poblada hasta principios del siglo xx 
. Los pocos habitantes permanentes de esa región estaban divididos en varios pueblos 
indígenas que los españoles nunca pudieron someter durante la Colonia”; un grupo de 
varios miles de negros caribes (garífunas) trasladados a Honduras por los ingleses a fines 
del siglo xv111, y una pequeña porción de población ladina o mestiza. 


Las regiones de Islas de la Bahía“ y La Mosquitia significaron un problema para que el 
gobierno nacional ejerciera completamente su soberanía territorial, debido a la presencia 
militar inglesa en la zona, por lo menos hasta 1860. A este problema se sumaba el carácter 
multiétnico y plurilingie de la región, para los cuales la administración estatal no tenía 
respuestas ni intentó otra cosa que no fueran unas pálidas imitaciones de la política de 
castellanización y colonización con las que los españoles habían fracasado ya, durante los 
dos últimos siglos de su dominación.* 

Hemos señalado todos estos problemas para ilustrar, brevemente los elementos básicos de 
una situación que, con pequeñas variantes respecto del período anterior, fue corriente en 
Honduras durante el siglo xIX. 
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EL FACTOR EXTERNO COMO ELEMENTO DE 
DESINTEGRACION POLITICA 


La definición de un interés nacional por parte del Estado, es decir, del conjunto de 
elementos que orienten la conducción de la política del Estado hacia metas y objetivos en 
beneficio del conjunto de la nación, ha sido una de las carencias más evidentes en el 
proceso de constitución del Estado nacional hondureño desde sus inicios. 


La falta de proyecto nacional fue sustituida, en parte, por el sometimiento de los 
gobiernos hondureños a la política del Estado más fuerte de la región por lo menos hasta 
la última década del siglo x1x, esto es al Estado guatemalteco. Ese país fue gobernado, 
desde la ruptura del régimen federal, por dos dictaduras político-militares: Rafael Carrera 
(1838-1865) y Justo Rufino Barrios (1873-1885), las cuales ejercieron un poder hegemónico 
sobre los débiles e inestables gobiernos hondurenos de la época. * 


El acceso al poder, o la continuidad en el mismo por parte de un caudillo hondureño, 
dependía de las simpatías o las alianzas contraídas con el gobierno guatemalteco, y su 
ruptura conducía, por el contrario, a la sustitución de este por un nuevo aliado del 
gobierno guatemalteco. Durante la dictadura de Rafael Carrera en Guatemala, la fidelidad 
hondureña a su régimen se mantuvo a través de caudillos como Francisco Ferrera, Santos 
Guardiola, y José María Medina. 

De acuerdo con M. Rodríguez, algunos hechos demuestran que la animosidad existente 
entre liberales y conservadores en el periodo federal continuó vigente en las décadas 
posteriores, provocando rivalidades e inseguridad entre los Estados soberanos surgidos 
de la Federación.* La imposición de gobiernos favorables al prolongado régimen 
conservador de Rafael Carrera fueron frecuentes en Honduras durante el periodo, hacia 
1865, Carrera y los conservadores tenían el control absoluto de la situación en la mayoría 
de los países de Centroamérica.*% 


A pesar del cambio ideológico y político impuesto por Justo Rufino Barrios y los liberales 
guatemaltecos en su país desde 1871, las lealtades de los caudillos hondureños hacia 
Guatemala continuaron y se renovaron con cuadros políticos extraídos de las filas 
liberales. La reforma liberal hondureña de 1876, por ejemplo, no solo fue inspirada por 
Barrios, sino impuesta por él mismo a través de sus aliados liberales, una imposición que 
duró por lo menos una década. 


En síntesis, durante el siglo xIx el proceso de constitución del Estado nacional hondureño 
no fue autónomo y tampoco se produjo al margen de la política de los gobiernos más 
fuertes de la región, especialmente de Guatemala. La condición secundaria y marginal de 
los gobiernos hondureños en el pasado se reflejaba en el período post-federal, tanto en su 
etapa conservadora como en la liberal. Esto, en ausencia de la definición de un interés 
nacional por parte de la elite dirigente hondureña, solo podía producir inestabilidad y 
dependencia política de las autoridades hondureñas frente a sus vecinos más fuertes 
durante el periodo. 

La condición de Estado desintegrado, o de crítica inmadurez en su constitución nacional, 
como lo hemos visto, probablemente no era una condición sui géneris de Honduras en el 
contexto centroamericano, pero es un caso que contribuye a explicar el curso seguido por 
una excolonia europea en el camino hacia su conversión en Estado nacional 
independiente. 
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Es indudable, como se puede constatar, que un Estado que no haya alcanzado unos niveles 
elementales de integración nacional no podrá existir, sino al precio de enfrentar 
conflictos que lo hagan colisionar con su propia sociedad, poniendo en precario su 
legitimidad política y social. En último caso, un Estado que no haya completado su 
constitución social y política, en términos de un reconocimiento real de los derechos de la 
mayoría de la población, se verá en la disyuntiva de optar por mecanismos o vías 
autoritarias de ejercicio del poder, como ocurrió en el caso de Honduras y probablemente 
de otros Estados de la región. 
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3. Construcción del Estado moderno 


Cambios en el Estado guatemalteco 
en el siglo XIX' 


Ralphlee Woodward JR. 


El surgimiento de un Estado nacional guatemalteco se hizo evidente a consecuencia de la 
Reforma Liberal de 1871, pero fue en cierto grado un proceso evolutivo que había 
comenzado desde hacía un siglo o más. De hecho, los acontecimientos principales que 
dividieron y destrozaron el anterior Reino de Guatemala, en el siglo diecinueve, fueron en 
gran medida el resultado de cambios ocurridos a través del imperio Español en las últimas 
décadas del período colonial. Los monarcas Borbones de España del siglo dieciocho 
trataron, a través de una serie de reformas administrativas, militares, económicas y 
eclesiásticas de revertir la decadencia que el siglo xvi había comportado para el prestigio 
y el poder Español. Lo que los historiadores han denominado las “Reformas borbónicas” 
fueron una serie de decisiones frecuentemente no relacionadas, tomadas colectivamente 
entre 1714 y el fin del siglo dieciocho. Sin embargo, las políticas borbónicas colocaron las 
bases para el desarrollo del Estado liberal capitalista que, con el tiempo, estaría asociado 
al partido Liberal en Guatemala entre 1871 y 1944, Gran parte de la reforma 
administrativa se concentró en centralizar el sistema imperial español, lo cual creó 
esencialmente una estructura ministerial más moderna en la cumbre y clarificó las líneas 
de mando con las colonias. Incluyó, con base en el modelo borbónico desarrollado en 
Francia, la destinación de intendentes en las colonias, con amplios poderes sobre asuntos 
financieros y militares. 


Aunque ningún intendente fue designado para Guatemala misma, la designación de 
intendentes para Chiapas, Honduras, Nicaragua y El Salvador en 1786, contribuyó al 
creciente separatismo de estas provincias y a la definición del Estado moderno de 
Guatemala en sus límites territoriales actuales.! Si bien esto impulsó de manera no 
intencional la fragmentación de América Central, otras reformas administrativas y 
militares fueron diseñadas para fortalecer la autoridad del Gobierno central en la Ciudad 
de Guatemala, al tiempo que las reformas eclesiásticas comenzaban a restringir el poder 
tradicional del clero, dando inicio al anticlericalismo oficial que caracterizó la política 
Liberal en Guatemala a lo largo del siglo diecinueve. Lo fundamental de las reformas, sin 
embargo, fueron las revisiones comerciales y económicas que buscaron expandir el 
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comercio español y aumentar los ingresos del gobierno por medio del aumento rápido de 
las exportaciones de productos agrícolas y minerales; ello originó una transición de las 
tradiciones agrarias feudales a un modelo de desarrollo capitalista, orientado hacia la 
exportación, rumbo que ha continuado hasta el presente.? 


En Guatemala, la mayoría de la población se dedicaba a la agricultura de subsistencia, ya 
sea en tierras comunitarias ejidales o en haciendas de propietarios criollos. La producción 
excedente iba a las ciudades y los pueblos. La capital, Santiago, era la única ciudad 
importante. Allí, la actividad principal era la administración eclesiástica y política del 
reino, incluido el control del comercio de toda el área de Chiapas a Costa Rica. La 
ganadería era la actividad importante entre los criollos rurales quienes imitaban el estilo 
de vida que sus antepasados habían traído del sur de España en el siglo xv1. Las pequeñas 
granjas poseídas por ladinos producían trigo y otros productos de consumo, pero la 
mayor parte del alimento provenía de las comunidades indígenas. De hecho, la 
producción indígena de los bienes de subsistencia era la base de la vida y la supervivencia. 
El capital extranjero de cierta importancia se establece a partir del siglo xvI, pero 
representa una parte menor del cuadro socioeconómico total.? 


LAS REFORMAS BORBONICAS 


La respuesta de los Borbones españoles a la revolución industrial en el norte de Europa 
estimuló un cambio notable hacia la producción agrícola orientada a la exportación en 
mucha partes del imperio. Medidas como la reducción de impuestos al comercio y un libre 
intercambio fueron un incentivo para la producción, la expansión de la esclavitud 
africana, el fomento de nuevas tecnologías, el mejoramiento de las vías terrestres y de 
navegación, de leyes más liberales de crédito y de acumulación de capital, así como 
formas más fáciles para la adquisición de tierras para la agricultura y la autorización de 
nuevas organizaciones comerciales. Todo ello promovió un crecimiento capitalista que se 
apartó de la agricultura de subsistencia y dio inicio a la fase de las plantaciones 
orientadas a la exportación. América Central no fue la más notable de las áreas que 
sobrellevó este cambio, pero estuvo definitivamente dentro de ese patrón a lo largo del 
siglo. Gran parte de la expansión de la exportación agrícola se dio en el Salvador, 
Guatemala estuvo involucrada estrechamente en el cambio de ambos patrones de 
producción y el financiamiento de las exportaciones del añil. 


Cuando estallaron las guerras originadas por la Revolución Francesa ese crecimiento fue 
detenido en Guatemala, lo que ocasionó una depresión grave durante el cuarto siglo 
anterior a la independencia.* 


América Central fue atraída al sistema económico del Atlántico Norte, que proveía las 
divisas para incrementar las importaciones de mercancías extranjeras por parte de la 
élite criolla guatemalteca. Inevitablemente, los beneficios no fueron distribuidos 
uniformemente entre la población. La expansión de las exportaciones provocó cambios en 
el uso de las tierras y generó un proceso de usurpación de las tierras tradicionalmente 
indígenas por parte de los ladinos. La demanda de tierra y fuerza de trabajo del añil y 
otros productos de exportación presionaron a las comunidades indígenas en las áreas más 
densamente pobladas.? Aún más, la demanda de capital dio más énfasis a las transacciones 
de dinero, alejando la economía del trueque que había caracterizado gran parte del 
comercio interno. El aumento del comercio, tanto legal así como ilegal (el contrabando), 
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exigió el desarrollo de caminos y puertos, por lo que el gobierno guatemalteco tuvo que 
poner mayor atención a su inadecuada estructura de comunicaciones.* 


El aumento de la producción, el comercio de ultramar y lo que posteriormente se 
denominaría la “modernización” de América Central añadieron una carga sobre las clases 
más bajas, cuyo trabajo fue explotado sin una adecuada compensación en las labores de 
extracción de productos agrícolas y minerales, así como en obras en caminos y otros 
trabajos públicos. La conversión de tierras de subsistencia para exportación trajo consigo 
una reducción de los recursos alimenticios, lo cual conduciría con el tiempo a la 
desnutrición o a la dependencia en las importaciones de alimentos. Un problema que 
alcanzó proporciones alarmantes en algunas partes del istmo en el siglo xx.” 


Otro factor de importancia en la evolución de la estructura política guatemalteca fue la 
expansión de los ayuntamientos (gobierno municipal) a finales del periodo colonial. El 
ayuntamiento había sido la fortaleza de la elite criolla en la capital. Los ayuntamientos 
provinciales concurrieron a fortalecer las identidades regionales. Tras años de 
inactividad, numerosas corporaciones municipales comenzaron a funcionar después de 
1800. Para 1810, excluyendo los municipios indígenas, había ayuntamientos que 
funcionaban en la ciudad de Guatemala, San Salvador, San Miguel, Ciudad Real, 
Comayagua, León, Granada, Nueva Segovia, Cartago, Sonsonate, Tegucigalpa, San Vicente, 
Rivas, Quetzaltenango y Santa Ana. Con excepción de la capital, solamente el pueblo de 
Quetzaltenango estaba dentro de los límites actuales de Guatemala, lo que sugiere la 
importancia del desarrollo de este acontecimiento en el emergente nacionalismo de las 
provincias centroamericanas. El número de ayuntamientos en función se expandió 
rápidamente a raíz del establecimiento de las Cortes de Cádiz en 1810; ello ofreció una 
oportunidad para una mayor expresión política local a fines del periodo colonial que, en 
gran parte, estaba impregnado de un espíritu separatista en contra el dominio de la 
ciudad de Guatemala.? 


Paradójicamente, otro efecto de la expansión económica del siglo xvni fue el aumento de 
la interdependencia económica entre las provincias. El comercio intercolonial había sido 
desalentado en la mayor parte del periodo colonial en defensa de los monopolios 
comerciales de Sevilla, México y Lima. No obstante, los Borbones revisaron gradualmente 
esta política para permitirles a los centroamericanos posibilidades más amplias de 
comercio tanto dentro como fuera del reino. Más aún, el aumento del contrabando a lo 
largo de la costa del Caribe aumentó las oportunidades para comerciar entre los mismos 
centroamericanos. 


Dentro del reino, se dio un movimiento mucho mayor de comerciantes, intelectuales, 
burócratas y del clero. La ciudad de Guatemala fue, por supuesto, la metrópoli para toda 
esta gente. Un número significativo de agresivos inmigrantes peninsulares, en gran parte 
procedentes del norte de España, vino a Guatemala en este periodo y logró casarse con 
representantes de familias criollas bien establecidas, asumiendo papeles de mayor 
importancia en el crecimiento comercial que estaba ocurriendo. Estos inmigrantes fueron 
vitales para la transición capitalista que estaba desarrollándose.” 

Los cambios económicos forjados por las Reformas borbónicas causaron inevitablemente 
reacciones entre quienes no compartían los beneficios o que se sentían amenazados por 
los cambios. Entre las elites, la naciente estructura capitalista estuvo en el origen de los 
partidos Liberales que dominarían gran parte de los siglos xIx y XX en América Central, 
Aquellos que dudaban acerca de los métodos o la oportunidad de los cambios y que 
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estaban apegados a ¡deas más tradicionales de tipo neofeudal, formaron el núcleo de los 
partidos conservadores, y su fortaleza en Guatemala estaba concentrada en Consulado de 
Comercio, establecido por la Corona en 1793. Estas dos fracciones políticas lucharían 
tenazmente durante el siglo xix hasta el triunfo de los Liberales después de 1860. La 
creciente demanda de tierra y fuerza de trabajo para los cultivos de exportación perjudicó 
la relación entre criollos, ladinos e indígenas, proveyendo, inevitablemente, interrogantes 
sobre la justeza de las políticas capitalistas y contribuyendo a crear tensiones entre las 
clases más bajas." 


LA CONSTITUCION DE CADIZ EN 1812 


Las guerras napoleónicas y la lucha posterior para la independencia española e n América 
determinó nuevas tensiones y deformaciones en el Estado guatemalteco al alba del siglo 
diecinueve. La influencia poderosa del liberalismo estuvo presente tanto en el gobierno 
español impuesto por la Francia de José Bonaparte, como en el gobierno de resistencia en 
Cádiz, que se ganó la lealtad de la mayoría de las colonias americanas, incluyendo 
Guatemala, pues la representación de las colonias dio, por primera vez, a los criollos 
centroamericanos voz y voto directo en el gobierno Español y en la redacción de la 
importante Constitución de 1812. Aun si los criollos habían argumentado que los 
indígenas debían de ser tomados en cuenta como base para una representación colonial 
en las Cortes, fueron cuidadosos en garantizar que solamente ellos fueran seleccionados 
como representantes.'! Los indígenas recibieron considerable atención en Cádiz, como lo 
ha señalado Rodríguez: 

Los diputados de Cádiz estuvieron de acuerdo en que el indígena era el americano 

olvidado, que había vivido siempre en condiciones miserables y que algo había que 

hacer por él. El reconocimiento de la situación del indígena no era nuevo en la 

historia española. A través del periodo colonial, algunos funcionarios españoles 

habían legislado en favor de él. Sin duda fue aplicada ocasionalmente esta ley; sin 

embargo, frecuentemente fue ignorada debido a las presiones de intereses en 

ultramar. Los americanos en Cádiz enfatizaron la victimización del indígena en su 

controversia con los españoles sobre la cuestión americana. Los abusos de los 

corregidores y del repartimiento de baratijas a los indígenas dieron pie para que 

se asumiera dicha posición. Pero, en el acaloramiento de los argumentos, los 

españoles que habían vivido en el Nuevo Mundo acusaron a los criollos americanos 

de abusar de los indígenas sin misericordia. En ocasiones, estas élites locales 

preferían enganches de trabajos obligatorios al pago de sueldos regulares. 

Independientemente de las acusaciones y contra acusaciones, los portavoces de 

ambos lados estaban de acuerdo en que la Reforma borbónica estaba agotada.”? 
Los legisladores de Cádiz debatieron asuntos tales como la propiedad agraria y la fuerza 
de trabajo indígena y emitieron numerosas disposiciones dirigidas tanto a proteger al 
indígena como a asegurar su igualdad frente a otros sujetos. Los indígenas saludaron la 
abolición del odiado tributo, pero al entender que ahora tendrían que pagar otros 
impuestos —al igual que las demás personas— provocó un considerable resentimiento 
entre ellos en Guatemala y fue un factor importante en su creciente descontento durante 
el periodo de la independencia. 


Otras leyes proveían para la distribución de tierras públicas a los indígenas y de medios 
para ayudarles a desarrollar su propia producción y también se reconoció su derecho a 
vender su tierra a terceros. Las reformas de Cádiz tenían un cariz humanitario, pero en 
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realidad fueron utilizadas más tarde como un instrumento para transferir tierras 
indígenas y públicas a empresarios agrícolas para el desarrollo de las plantaciones. 


La Constitución de Cádiz, lo cual sirvió de modelo para la mayoría de las constituciones 
adoptadas después de la independencia, dio lugar a cambios importantes en el Estado 
guatemalteco. Especialmente significativos, en función de la relación entre el Estado y la 
población, fueron las disposiciones para la elección de concejos municipales y de una 
diputación provincial —que fue el primer paso hacia una Asamblea Legislativa—, de una 
limitada libertad de prensa y de la representación colonial en las Cortes Españolas. La 
celebración de elecciones en el reino a partir de 1810 impulsó un proceso de participación 
política abierta y de discusión tanto en el ámbito municipal como en el nacional, que 
hicieron repentinamente de la política parte esencial de la vida centroamericana, al 
menos entre las clases propietarias. La revocación de estas reformas a raíz de la 
restauración de Fernando VII, tras la derrota de Napoleón en 1814, provocó un cambio 
abrupto en Guatemalay la restauración de un régimen autoritario por parte del capitán 
General José de Bustamante. No obstante, la Revolución española de 1820 reestableció la 
Constitución y provocó una agitada discusión política en la capital centroamericana, que 
conduciría directamente a la independencia y a los disturbios que siguieron a la ruptura 
del antiguo reino.'* Las reformas políticas generadas por la Constitución dieron definición 
y consistencia política a los criollos liberales, quienes habían comenzado ya a articular 
una serie de reclamos económicos y sociales. 


Una acalorada discusión en la prensa entre liberales y moderados antecedió la 
proclamación de la Independencia. Pedro Molina, un médico de parentela ilegítima y sin 
vínculos cercanos a las principales familias, pero que representaba a los intelectuales 
criollos, desafió por primera vez abiertamente a las instituciones tradicionales y la 
perpetuación del gobierno español. Del lado opuesto se encontraba José Cecilio del Valle, 
de una familia de hacendados hondurenos, quien había llegado a la capital para estudiar, 
convirtiéndose en uno de los principales intelectuales y abogados de la colonia, 
ampliamente respetado por la élite criolla. Del Valle consolidó su posición durante los 
años de Bustamante en calidad de funcionario leal del gobierno, y su postura aconsejaba 
moderación en relación con la Independencia. Las familias criollas más importantes, 
encabezadas por el clan Aycinena, apoyaron las agitaciones populares dirigidas por 
Molina, porque habían sufrido daños considerables a raíz de la estricta aplicación de las 
disposiciones en materia fiscal y en contra del contrabando en el régimen de Bustamante. 
Al mismo tiempo, estaban intranquilas con el regreso al poder de los liberales españoles. 
José Cecilio del Valle, por otra parte, contó con el apoyo del gobierno colonial y de otros 
residentes peninsulares, los opositores al libre comercio y los criollos tradicionalmente 
conservadores. '* 


LA INDEPENDENCIA 


La nueva importancia de los gobiernos locales se hizo más patente a medida que el plan 
de Agustín de Iturbide, para la independencia del virreinato de Nueva España, fue 
expandiéndose hacia el sur en 1821. Los ayuntamientos en cada ciudad reaccionaron 
independientemente a los sucesos de México. En Chiapas, los ayuntamientos de Comitán, 
Ciudad Real y Tuxtla se manifestaron en agosto separadamente a favor del plan y a inicios 
de septiembre se unieron al México independiente. En Guatemala, el Capitán General en 
funciones, Gabino Gaínza, accedió el 14 de septiembre a solicitud de la Diputación 
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Provincial a celebrar una reunión general con los representantes de las principales 
instituciones. Al día siguiente, en una tempestuosa sesión, criollos y dirigentes 
peninsulares discutieron sobre la situación, mientras afuera la muchedumbre vociferaba 
por la Independencia. Al fin y al cabo, la mayoría de los delegados votaron por la 
independencia. Pero en realidad nada cambió. La burocracia española, encabezada por 
Gaínza, permaneció en su lugar. Los patricios guatemaltecos pasaron a ocupar el control 
del gobierno y de la economía. Luego, habiendo logrado escapar del régimen liberal 
español, la élite criolla ya no tenía necesidad de mantener su alianza con Molina y con los 
liberales radicales: así nació el partido Conservador. 


La decisión tomada en la Ciudad de Guatemala a favor de la independencia debió ser 
extensiva para todo el Reino. Sin embargo, la idea de una participación local era en ese 
momento tan poderosa que cada municipio votó separadamente conforme las noticias 
viajaban hacia el sur. Todos aceptaron la independencia de España, pero hubo diferencias 
en sus enfoques sobre el futuro, de modo que conforme se abría el período nacional, 
América Central se encontró fragmentada políticamente y atrapada en una serie de 
tentativas separatistas y locales. Mientras que los conservadores centroamericanos por lo 
general apoyaban la anexión a México, los liberales demandaban una federación 
republicana independiente. Aun así, estos controlaban el aparato de gobierno de 
Guatemala, y en la mayoría de los otros Estados, los conservadores tuvieron éxito en 
impedir los esfuerzos liberales por resistir a la anexión, contando para ello con la ayuda 
del ejército mexicano. Sin embargo, la disputa llevó a una guerra entre San Salvador y 
Guatemala e inauguró el período de violencia que caracterizaría la primera mitad de siglo 
de la independencia centroamericana.!* 


La adhesión de Guatemala a México tuvo corta vida, pues el Imperio se derrumbó con el 
Plan de Casa Mata en 1823. Los liberales mexicanos establecieron entonces una república. 
Con las noticias de la renuncia de Agustín de Iturbide, las provincias centroamericanas 
respondieron entusiastamente al llamado para establecer un congreso constituyente 
centroamericano, el cual, bajo la presidencia del sacerdote liberal salvadoreño José Matías 
Delgado, declaró el primero de julio de 1823 que el anterior Reino se proclamaba una 
República libre e independiente, bajo el nombre de “Provincias Unidas del Centro de 
América”. El reconocimiento de México vino casi inmediatamente, en el momento en que 
el Congreso se reunía para redactar el borrador de una Constitución republicana. El 
documento redactado en 1824 reflejó las posiciones liberales en relación con el gobierno y 
expresó el resentimiento en contra del clan patricio conservador de la Ciudad de 
Guatemala, que se había instalado en el poder inicialmente. Actuaron con tempestividad 
para abolir privilegios de clase, todo título de distinción, realeza o nobleza, incluyendo 
hasta el uso de “don”. El mismo decreto prohibía el uso de todo título eclesiástico, con 
excepción de “padre”, y cambió la terminología utilizada para describir las instituciones 
principales de gobierno.” 


Mientras que los liberales eran mayoría en el Ejecutivo, el Congreso incluyó una 
importante representación de moderados y conservadores. El documento final fue un 
compromiso que mezcló elementos de la Constitución Española de 1812 y de la 
Constitución de Estados Unidos de 1789, pero fue ampliamente reconocido como una 
constitución pro-liberal. Consecuente con el pensamiento liberal de igualdad, esta 
reconoció legalmente a todo ciudadano, garantizando su “libertad, igualdad, seguridad y 
propiedad”. También declaró fuera de la ley a la esclavitud y proveyó una extensa lista de 
libertades individuales garantizadas, y preservó la religión católica romana como religión 
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de Estado, “con exclusión del ejercicio público de cualquier otra”. Asimismo, no aprobó 
disposiciones especiales para la protección de los indígenas. 


La característica central de esta Constitución, que tendría una repercusión considerable 
en la trayectoria de la Federación, fue su dimensión de legislatura unicameral, con ramas 
ejecutivas y judiciales relativamente débiles. Mientras la mayor parte del poder federal 
residió en el poder legislativo, esta también estableció cinco legislaturas y gobiernos en 
igual número de Estados autónomos, estructurados similarmente.!* Esta Constitución fijó 
las bases para un gobierno federal que otorgó poca atención a la tradición política del país 
y no proveyó un marco adecuado de autoridad y de recursos al gobierno central.'? 


La Constitución por sí misma, sin embargo, no fue la causa principal del fracaso de la 
Federación. Este esfuerzo republicano estuvo afectado desde el principio por serias 
rivalidades personales, faccionales y territoriales, que ningún gobierno podía contener. 
No obstante, la estructura tanto de los Estados como del gobierno federal contribuyeron a 
profundizar la brecha entre las expectativas y los logros de las primeras décadas de 
independencia. La tradición hispánica de un liderazgo ejecutivo fuerte no pudo ser 
superada tan fácilmente, y las disposiciones constitucionales de una legislación fuerte 
creó serios conflictos entre las dos ramas del gobierno. Aun más, las continuas 
dificultades económicas y la poca disponibilidad de recursos tanto para los Estados como 
para el gobierno federal contribuyeron al fracaso del país para desarrollar la 
infrastructura y los servicios necesarios a una nación próspera, tal como los liberales 
habían prometido.” 


La sangrienta guerra civil de 1826 a 1829 dejó al país débil y dividido. La victoria liberal, 
con el liderazgo del general hondureno Francisco Morazán, provocó el encarcelamiento y 
exilio de importantes dirigentes conservadores y del clero, lo cual abrió el espacio para 
que los liberales pudieran impulsar sus reformas económicas y políticas. José Francisco 
Barrundia tipificaba a los liberales radicales que dirigieron el esfuerzo liberal en las 
décadas de 1820 y de 1830 por transformar la excolonia española en un Estado moderno y 
progresista. Barrundia impulsó y le dio seguimiento a este proyecto bajo la 
administración del Dr. Mariano Gálvez, gobernador de Guatemala desde 1831 hasta 1837. 


LOS LIBERALES Y LOS CONSERVADORES 


Gálvez acompañó los esfuerzos entusiastas y reformistas de los liberales por modernizar 
Guatemala. En el gobierno federal de Morazán, estos comenzaron por destruir lo que 
quedaba de la estructura institucional del período hispánico. Abolieron el Consulado de 
Comercio y otras instituciones coloniales. Expulsaron las órdenes religiosas, al Arzobispo 
y a otros conocidos religiosos en una explosión de anticlericalismo que golpeó el prestigio 
y los privilegios tradicionales del clero. Entre 1829 y 1831, el gobierno guatemalteco 
censuró la correspondencia eclesiástica, se apoderó de los fondos de la Iglesia y confiscó 
las propiedades de las órdenes religiosas. Luego, en 1832, Gálvez abolió la recolección del 
diezmo, suprimió varias festividades religiosas, confiscó más propiedades de la Iglesia, 
revocó el derecho del clero de escribir a placer y legitimó la herencia de propiedades para 
los hijos de clérigos. Posteriormente, la legislación guatemalteca autorizó el matrimonio 
civil, legalizó el divorcio y suspendió la supervisión de la Iglesia sobre la educación. 


Bajo el liderazgo de Barrundia, lo legislativo buscó reemplazar la estructura institucional 
y legal española por instrumentos más modernos, inspirados directamente de los 
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paradigmas norteamericanos y franceses. El movimiento culminante de esta tendencia se 
dio en 1836, cuando Guatemala adoptó el Código de Derecho Penal de Louisiana, escrito 
por Eduardo Livingston, pero rechazado por las autoridades de Louisiana en 1826 por 
considerar que se alejaba demasiado de la tradición legalista romana.” 


Las reformas liberales teóricamente favorecían a los indígenas, garantizándoles igualdad 
ante la ley y acceso a más tierra y mejores oportunidades. En la práctica, sin embargo, la 
mayoría de los indígenas no tenían los recursos ni la educación para aprovechar esa 
oportunidad. El liberalismo simplemente los expuso a una mayor explotación. En el 
corazón del Estado liberal había simplemente el deseo de un rápido crecimiento 
económico a través de la expansión de las agroexportaciones. De esta manera, el proceso 
iniciado con las Reformas borbónicas recibió un nuevo impulso y contribuyó a una 
resistencia creciente de los pueblos indígenas, especialmente en El Salvador y Guatemala. 


El período federal presenció la primera ola de reformismo liberal que llegaría a dominar a 
Guatemala después de 1871. Este contemplaba un Estado fuerte, que ayudaría al capital 
privado a desarrollar los recursos agrícolas. Los desórdenes y el descontento público de 
las dos primeras décadas de la independencia nacional y el fracaso del gobierno federal 
para establecer su preeminencia sobre los gobiernos estatales, dejaron como legado un 
gobierno débil, con un legislativo teóricamente fuerte, que en tiempos de crisis delegaban 
la mayor parte de su poder en el primer mandatario. Los levantamientos rurales que 
comenzaron en 1837 provocaron finalmente una crisis entre el Legislativo y el Ejecutivo, 
que terminó por derrumbar el gobierno de Gálvez en 1838 y desembocó en tres décadas 
durante las cuales el Estado estuvo dominado por la élite conservadora de la ciudad de 
Guatemala. La historia de este gran levantamiento, que llevó al poder a Rafael Carrera, ha 
sido explicada en otra parte.” Se trató de una reacción popular poderosa contra las 
reformas liberales, la cual culminó con el desplome final de la Federación 
centroamericana y la dominación de Guatemala por parte del caudillo Carrera, durante la 
mayor parte del período que va 1839 hasta su muerte en 1865. 


Aun si al gobierno de Carrera justamente se le reconoce el mérito de haber defendido los 
intereses indígenas a mediados del siglo xix, debe quedar claro que el principal 
beneficiario de la sublevación de Carrera en 1837 fue la élite conservadora y aristocrática 
de la ciudad de Guatemala. 


El decreto de Mariano Gálvez del 26 de julio de 1837 permitió a los exiliados 
conservadores de 1829 poder regresar a Guatemala y, así, asumir muchos de ellos 
posiciones de responsabilidad tanto en el sector privado como en el público, aun antes de 
la victoria de Carrera en 1838. Juan José Aycinena lidereó su unión como una fuerza 
política, Tal como este, muchos eran clérigos o encabezaban familias importantes de 
comerciantes y de hacendados. Habían perdido su prestigio tras la derrota sufrida a 
manos de Morazán en 1829, pero ya para 1839 habían sido nuevamente aceptados en la 
vida social y económica del Estado, y se unieron a miembros liberales de la vieja élite, 
tales como José Franciso Barrundia, Manuel Arrivillaga y Miguel García Granados en la 
conducción del gobierno. Este sector había sufrido mucho desde comienzos del siglo xIx, 
pero aún eran el elemento más estable de la clase alta guatemalteca. Sus intereses 
económicos estaban bien representados por medio de su fuero, el Consulado, 
reestablecido en agosto de 1839. Además, sus posiciones en la jerarquía de la Iglesia 
guatemalteca y en el Cabildo de la ciudad de Guatemala les permitieron consolidar su 
influencia en las instituciones más poderosas del Estado, especialmente después de la 
caída de Gálvez y durante la ascensión de Carrera al poder militar. 
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EL ESTADO CONSERVADOR 


Bajo Carrera, quien controló el Estado en forma casi permanente hasta 1865, se 
reestableció una autoridad ejecutiva fuerte. El Gobierno central era considerablemente 
pequeño y consistía principalmente de los ministros de Gobierno (Gobernación), de 
Relaciones Exteriores y Asuntos Eclesiásticos y de Finanzas y Guerra, con algunos pocos 
funcionarios para ayudarles en sus tareas. Puesto que una misma persona frecuentemente 
ejercía más de uno de estos cargos ministeriales al mismo tiempo, había normalmente 
solo dos o tres ministros en el gobierno y cada uno tenía un pequeño equipo técnico. 
Hasta el departamento de finanzas contaba con no más de una docena de funcionarios. 
Asimismo, el aparato judicial estaba constituido por un fiscal general y algunos jueces. El 
ejército era el gasto principal del gobierno después del de la deuda de servicio y consumía 
de un tercio a la mitad del presupuesto anual, pero no era tan grande como en épocas 
modernas. La acción gubernamental del país fue ejecutada principalmente por los 
corregidores — uno para cada departamento—, designados por el presidente. Estos eran 
generalmente, aunque no siempre, militares y tenían amplios poderes de policía, finanzas 
y administración general en sus jurisdicciones, sirviendo también como justicias de paz y 
jueces. 


Trabajaban estrechamente con los gobiernos municipales y con las diversas 
corporaciones privadas, tales como la Iglesia o el Consulado, que funcionaban en sus 
departamentos, y con los terratenientes de la región, quienes contaban con los 
corregidores para hacer valer las leyes para su protección. El órgano legislativo se reunía 
anualmente, pero su autoridad era poca, sirviendo principalmente como un foro para 
legitimar la voluntad del caudillo y para formular leyes e implementar sus políticas. 
Existía un pequeño Consejo de Estado, cuyo nombre y composición cambiaba 
periódicamente, con la función de asesorar regularmente al presidente. En esencia, gran 
parte del proceso de centralización que había caracterizado a las Reformas liberales fue 
eliminado y se dio un retroceso real hacia la tradición habsburga de un gobierno más 
descentralizado, más feudal, con una autoridad fuerte que recaía en el Capitán General 
(título que Carrera también llevaba, además del de Presidente) y en los comandantes 
políticos locales (corregidores). 


Durante los desórdenes del inicio de 1840, a la cabeza del Estado estuvo Mariano Rivera 
Paz, un político de Cobán (Verapaz), eficaz en el manejo de la delicada relación entre 
Carrera y la élite de la ciudad de Guatemala. En su primer informe anual a la Asamblea 
Constituyente el 31 de mayo de 1839, dio el tono conservador del nuevo gobierno 
valiéndose de un análisis sobre el pasado y de un programa para el futuro. Destacó que las 
pasiones de los primeros años de la Independencia habían sido “la exaltación de todo lo 
nuevo y el deseo de destruir todo lo que existía”. Los liberales, dijo, “proscribieron la 
moderación y la prudencia calificándolas con nombres detestables, tales como “servilismo 
y retrogradación”, de modo que “hombres honrados y pacíficos huían de los negocios 
públicos perseguidos por el furor revolucionario, que condujo al país a la miseria, y 
desorganización en que se encuentra”. Pero ahora, agregó, la sociedad, “por su instinto de 
conservación está tratando de reorganizarse”. Recordó, asimismo, los programas liberales 
“mal dirigidos” y las violaciones de los derechos, recurriendo al sentimentalismo que 
rodeaba a estos temas y a la participación de las masas rurales en este diálogo: 
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No había seguridad personal, ni respeto por la propiedad, ni la libertad, ni justicia. 

Los decretos sobre el divorcio, y matrimonio civil provocaron un grande escándalo, 

así porque chocaban con nuestras costumbres, como por la inteligencia que 

generalmente se les dio: El honrado campesino cuya conciencia había sido ya 

atormentada de mil modos, no encontró segura la honestidad de sus hijas, ni aún en 

el recinto de su pobre choza, y vio desaparecer la paz doméstica que es el último 

asilo de los desgraciados. El haberse querido establecer violentamente los códigos 

proyectados para la Louisiana, dio por único e inmediato resultado la suspensión 

repentina de la administración de justicia, la escandalosa impunidad de los 

delincuentes, y por consecuencia, la inseguridad y la alarma, que debe producir 

naturalmente en un pueblo la ausencia de sus jueces y de majistrados. 
Rivera Paz recordó a la Asamblea cómo el mal manejo fiscal, las impopulares políticas 
retributivas, el trabajo forzado y servicio militar obligatorio habían contribuido a forjar 
una voluntad de resistencia entre la gente que provocó la Revolución de Carrera en Mita y 
la Guerra de la Montaña. Acusó a los liberales de ignorar repetidamente la voluntad 
popular en Guatemala, pues fue con Carrera, quien al fin restauró la paz, una vez que el 
país reanudó su comercio y su vida normal, “se dio principio á una reconciliación 
sincera”, Morazán había destruido las fuerzas armadas de Guatemala, incorporándolas en 
el ejército federal o desbandándolas. Desde la óptica de Rivera Paz, aquel, en alianza con 
Francisco Ferreraen Honduras, había sido el salvador del Estado y de la República. 


Una vez roto el pacto federal, Rivera Paz instó a la Asamblea a reconstruir Guatemala 
sobre la base de la paz y la prosperidad. El restablecimiento del poder y del prestigio del 
clero católico romano —una característica prominente de los años de Carrera— fue una de 
las primeras demandas a los legisladores “un grande esfuerzo patriótico y constante”, 
para satisfacer “las necesidades y deseos religiosos de nuestro pueblo... No hay ejemplos 
ni en la antigiiedad, ni en los tiempos modernos, de un pueblo que no tenga religión”, 
instando ala Asamblea a decretar “solemnemente que el gobierno del Estado profese y 
respete la Religión Católica”. 


La restauración del poder de la Iglesia fue la primera prioridad en su esfuerzo de retornar 
a la seguridad y a la tranquilidad de la era hispánica. Rivera Paz también solicitó a la 
Asamblea restablecer “en cuanto fuere adaptable, la forma que establecían las leyes 
Españolas para el gobierno político”. Enfatizaba sobre ese punto: “Si no hemos podido ni 
aún establecer las leyes nuevas, mientras se nos da una constitución adecuada, ¿qué 
podemos hacer, sino buscar bajo la forma antigua siquiera la paz y seguridad que ella nos 
daba?” 


Propuso lo mismo para el sistema judicial, la estructura tributaria, los gobiernos 
municipales, así como la restauración del Consulado de Comercio para promover el 
desarrollo de la agricultura y el comercio, según los modelos tradicionales. Señaló, 
además, que la educación pública—haciendo alusión al sistema educativo previo bajo 
control de la Iglesia—, se encontraba en un desorden total, especialmente fuera de la 
capital, por lo que tenía que ser corregido. Repitió constantemente un argumento de los 
conservadores, según el cual: 


el querer traer á nuestros países los adelantos y mejoras que se han hecho en la 
lejislación de los pueblos cultos, sin estar preparados para recibirlas, no ha 
producido mas que trastornos y males, alejando los objetos deseados. Nuestro 


liberalismo debe limitarse á prepararlos pueblos generalizando en ellos la 
educación y mejorando sus costumbres. 


El sistema educativo que existía antes de la Independencia —argumentaba—, a pesar de 
sus defectos, ofrecía una base para el desarrollo en vez que grandes e impracticables 
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proyectos. Por encima de todo era necesario proveer la instrucción básica en los 
pequeños poblados, pues, mientras que la legislación liberal había pretendido establecer 
un sistema obligatorio más sofisticado: “hemos visto desaparecer hasta las pocas escuelas 
de primeras letras que habían antes de la independencia”.?% Carrera, por su parte, 
también envió un mensaje a la Asamblea, instándola a sustituir la legislación liberal con 
“un sistema que esté en armonía con las necesidades del país, que sea conforme á 
nuestras costumbres y especialmente á los principios religiosos que profesamos”.?* 


De esta manera, el Estado guatemalteco cambió el liberalismo que había dominado el país 
desde la Independencia en 1821 por un retorno a la seguridad social y política del sistema 
colonial español. Este vuelco, en gran parte hecho posible por las demandas populares 
con el apoyo de una gran cantidad de pobres, indígenas y ladinos rurales, dejaría una 
huella profunda en muchos de ellos y contribuiría a la supervivencia de las distintas 
culturas indígenas en Guatemala, pese a que muchas de sus comunidades habían sido 
rápidamente absorbidas por la expansión del capitalismo agroexportador en otras 
regiones de América Latina. 


Bajo la presión de las armas de Carrera y de las élites terratenientes, comerciales y 
eclesiásticas de la capital, la Asamblea trabajó expeditamente, comenzando por 
restablecer las órdenes religiosas y emitiendo una invitación al Arzobispo exilado Ramón 
Casáus y Torres para que regresase a Guatemala.? Al felicitar a la Asamblea por estas 
disposiciones, Carrera reafirmó el compromiso de la revolución con un Estado teocrático: 

Nuestros opresores en el exceso de su desesperación desde lejos nos insultan 

llamándonos bárbaros, salvajes, fanáticos y serviles. Lo que más irrita su furor es, 

elverque después de haber agotado sus esfuerzos para estender la desmoralización 

y la impiedad, los pueblos restituidos á su libertad, estén dando pruebas de que todo 

el empeño para corromperlos no ha producido otro efecto, que afianzaren nuestros 

el amor a la relijión santa que heredamos de nuestros padres. Por sostenerlos nos 

armamos, y hemos triunfado venciendo mil obstáculos. Ahora que no nos ocultan 

los designios de nuestros antiguos opresores, sabremos morir antes que ver vez más 

insultada nuestra relijión, profanando y robando nuestros templos. 

Seamos firmes en nuestras resoluciones, y unidos por unos mismos sentimientos 

seremos invencibles.” 
Durante el resto de 1839 continuó la consolidación conservadora y el restablecimiento de 
las instituciones y las costumbres hispánicas,” y dio inicio el proceso de devolución dé las 
propiedades eclesiásticas.?* En agosto, la Asamblea restableció la Casa de Moneda 
Nacional y la Corporación del Comerciante.?? Posteriormente se rehabilitó la función de 
corregidor, se restableció la supervisión de la Iglesia sobre la educación, se fundó un 
Banco nacional y se reactivó el examen de residencia para todos los oficiales públicos del 
Estado.* 


Los legisladores cerraron su primera sesión con más decretos diseñados para restaurar la 
tradición hispánica. Redujeron los impuestos de los alimentos en respuesta a las 
demandas del pueblo*! y restablecieron el monopolio sobre las bebidas alcohólicas. * 
Asimismo, abolieron completamente el detestado impuesto de la capitación,* pero al 
mismo tiempo se restauró el impuesto del diezmo y se reforzó su recolección.?* 
Finalmente, decretaron una nueva “Declaración de los Derechos del Estado y sus 
habitantes”, que, aunque mantuvo muchas libertades civiles, revirtió la dirección del 
Estado hacia el autoritarismo.* La religión Católica romana una vez más se convirtió en la 
religión oficial y recuperó su fuero y su cabildo eclesiástico.** La sesión se prorrogó 
poniendo punto final a la revolución Liberal postindependentista.?” 
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El gobierno de Carrera estuvo caracterizado por un control descentralizado, en contraste 
con las dictaduras liberales que habrían de seguirle. Mientras que la palabra de Carrera 
fue ley, la maquinaria real de su gobierno era bastante pequeña. Tuvo solamente dos 
ministros en el comienzo de su régimen y, aunque éstos a veces aumentaban a cuatro, por 
lo general eran tres. Las oficinas y agencias del gobierno fueron pocas, las corporaciones 
para-estatales seguían los patrones desarrollados bajo el régimen español, llevando la 
mayor parte de las funciones posteriormente asociadas con el gobierno. Así, la Iglesia 
mantuvo la supervisión de las escuelas, los hospitales y otras instituciones caritativas. El 
Consulado supervisaba la construcción y mantenimiento de carreteras, puentes y las 
instalaciones portuarias, y junto con la Sociedad Económica de Amigos del País 
promovió la producción y diversificación económica. Las corporaciones municipales 
autónomas, tanto en la capital como en los departamentos, desempeñaron funciones 
relativas al gobierno, tales como la policía, el orden público y el mantenimiento de calles, 
plazas y mercados, pese a que el Gobierno central se interesó esporádicamente en tales 
funciones. Por otra parte, la corporación de abogados y las asociaciones de médicos 
(Colegio de abogados y Protomedicato) realizaron actividades referentes a sus 
profesiones y a la defensa de sus propios intereses, tales como la codificación de las leyes 
y la supervisión de las farmacias. Había, asimismo, una Corte Suprema (sucesora de la 
audiencia colonial) designada por el órgano ejecutivo y dependiente de este y algunos 
otros tribunales de gobierno, pero gran parte de la administración de justicia estaba aún 
en manos de las corporaciones (Consulado, Iglesia, Universidad, aparato militar, etc.). Las 
apelaciones de estos fueros, excepto el caso del cabildo eclesiástico, se remitían a la Corte 
Suprema. 


La principal innovación que sobrevivió a las reformas liberales de las experiencias de 
Cádiz y de la Independencia fue la convocación anual de una Asamblea, elegida para un 
mes o dos, con la tarea de hacer ejecutar las leyes y aprobar las acciones del caudillo 
Carrera. Estaba subordinada a los intereses de éste y en la práctica era menos importante 
que el Consejo de Estado, el cual estaba compuesto por el caudillo y las principales 
autoridades, las cuales legislaban y gobernaban en forma regular. Carrera también formó 
un Consejo de Guerra para asesorarlo ocasionalmente en asuntos militares. El ejército, 
excepto en tiempo de guerra, era relativamente pequeño y claramente subordinado al 
caudillo. Sus oficiales y hasta sus tropas desarrapadas ocupaban una posición 
especialmente privilegiada en la vida guatemalteca, de la cual abusaban frecuentemente.** 


Después de 1855, Carrera pasó especialmente gran parte de su tiempo lejos de la capital, 
en sus fincas, en los balnearios para la salud de Amatitlán y Escuintla o recorriendo el 
país. Mantuvo con mano firme las riendas del gobierno, pero debido a estas largas 
ausencias, sus ministros y el Consejo de Estado integrados por un grupo de conservadores 
e ilustrados patricios (muchos de los cuales formaban parte la extensa familia del 
Marqués de Aycinena), fueron los que efectivamente gobernaron el Estado.?? 


La autoridad en el campo permaneció en manos de los terratenientes y de los jefes 
políticos —corregidores— designados por el caudillo en cada departamento, hacia quien la 
lealtad era su primer responsabilidad. Estos gobernadores locales tenían un enorme 
poder sobre sus mini-reinos.* Los expedientes de los corregidores en los archivos del 
Ministerio del Interior (Gobernación) reflejan su posición de poder con respecto a las 
comunidades indígenas bajo su jurisdicción y su relación directa con el caudillo.“ 
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Las políticas Indígenas de Carrera 


La nueva actitud del gobierno hacia los indígenas corresponde con el retorno a las 
tradiciones hispánicas. El 16 de agosto de 1839, la Asamblea Constituyente, al reconocer 
que los indígenas eran la mayoría de la población del Estado y que era de interés público 
no solo “protejer a ésta clase numerosa de la sociedad, sino también fomentarla, 
mejorando sus costumbres y civilización”, emitió un código en ese sentido. El comité 
congresil señaló que el régimen liberal había maltratado y explotado a los indígenas en el 
marco de un sistema que ponía como pretexto su igualdad, y destacó que el sistema 
colonial era realmente mucho mejor. Tal sistema “los compelía al trabajo, los sugetaba al 
servicio público en ciertas cosas y al pago de contribuciones; pero también les daba 
protección contra los influyentes y poderosos en sus reclamos de tierras”. Les garantizaba 
cuidados y bienestar para su propia autoestima, añadía el comité. 


Los liberales habían abolido todo eso y, por consiguiente, los indígenas habían perdido el 
respeto por la ley y el orden. El nuevo código rechazaba decididamente la ¡dea de Gálvez 
de incorporar a los indígenas a la civilización occidental. Hasta pidió el restablecimiento 
del oficio de intérpretes e instruyó a los funcionarios departamentales para traducir tal 
decreto a las lenguas indígenas. El programa de Gálvez tenía por objetivo colocar a los 
indígenas dentro de un marco conceptual de igualdad. Los conservadores aseguraban que 
esto significaba explotación, con el peligro de rebelión y violencia. En lugar de eso, ellos 
les ofrecían un trato paternalista y protección.* 


Este enfoque político no les confirió a los indígenas, por supuesto, la autonomía ni la 
igualdad. Como Mario Rodríguez ha señalado, los indígenas, en efecto, recibieron por su 
apoyo a la derrota de los liberales “el retorno a su condición de ciudadanos de segunda 
clase”.*% Sin embargo, los conservadores desafiaban las tentativas liberales de poner en 
práctica leyes generales, partiendo de que los habitantes del Estado eran “iguales en sus 
costumbres, civilización, y circunstancias”. Los indígenas, para ellos, tenían diferencias 
culturales, económicas y políticas y, por lo tanto, las leyes debían reconocer tales 
diferencias. Consideraban que, aún si la aculturación hacia estos con base en normas 
occidentales podía ser un objetivo deseable, ésta tomaría mucho tiempo. Mientras tanto, 
los indígenas y los blancos deberían ser tratados separadamente, con leyes que 
diferenciaran y no intentaran sugerir una igualdad en donde no existía. En teoría, por lo 
menos, el enfoque conservador le ofreció al indígena protección contra una explotación 
excesiva, lo que le valió su supervivencia cultural. Rodíguez cita como ejemplo del 
pensamiento conservador un texto aparecido en El Café de Guatemala, el 8 de septiembre 
de 1839: 


Otro principio que se ha querido establecer entre nosotros, es el de leyes generales 
para nuestra sociedad, como si fuese igual en costumbres, civilización y 
circunstancias. Si el indígena paga por hábito y por efecto de su antigua legislación 
municipal, la contribución directa sin oposición, y el ladino o el blanco la rechaza. 
Sus hábitos, sus inclinaciones son distintas, ¿deberán ser iguales las leyes para estos 
dos pueblos? 

Nosotros pensamos con algún fundamento que mientras no se confundan entre sí 
por el curso lento de la ilustración; único medio de conseguirlo, es necesario de 
manejarlos con una total separación, y para esto es menestar que las leyes difieran 
y no sean iguales. 
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Rodríguez también provee un buen ejemplo de la crítica liberal a la política conservadora 
sobre el indígena en una cita de El Popular, publicado en Quetzaltenango el 4 de 
diciembre de 1839: 

Pero, ¿ dónde está el principio, dónde la justicia para nulificar todos los derechos y 

todas la capacidades de los indígenas, quizá más sutiles que las vuestras (hablando 

con el debido respeto) de unas masas que conocieron ya de las instituciones libres, 

que aunque tropesando, ya crecieron sin andadores, y que últimamente no se han 

sublevado sino por vuestras sugestiones malignas y ciego impulso ? Que no han 

encruelecido sino por vuestra hipocresía de fanatismo religioso, soplando todo su 

veneno continuamente sobre ellos, contra toda idea liberal y todo hombre 

pensador; de unas masas agitadas por vuestra ambición, que os colocaron en el 

poder y que creyéndoos de buena fe han tomado vuestra venganza insensata por 

religión, y vuestra prostitución imbécil por docilidad. Si los libres erraron en 

igualarlos en derechos y en reconocerlos por hombres; nunca ésto puede ser un 

error de la ambición y de la tiranía, nunca el cálculo del interés privado; más 

vosotros desdeñándoos de ellos y abatiéndolos después de serviros de sus espadas y 

de sus preocupaciones ¿ no merecéis que ellos os conozcan alguna vez y os aprecien 

en vuestro debido valor? El decreto, pues, que se ha dado es digno de la Asamblea 

Constituyente, está en todo su espíritu retrógrado, en todas sus miras de 

dominación esclusiva, y sobre todo, en su odiosidad a la independencia y en su amor 

a la servidumbre colonial. Es consecuencia precisa de tal régimen el 

restablecimiento de los azotes; el de los trabajos forzados por los que ya anhela la 

comisión, y es consiguiente todo el rigor del despotismo antiguo bajo los 

corregidores, alcaldes mayores y sátrapas españoles, inquisidores y frayles. Su obra 

será cumplida, y de la misma esclavitud brotarán (según estos sabios originales) 

poblaciones cultas regeneradas por el despotismo—. Tales son sus máximas, y tales 

sus decretos y su práctica legislativa. 
La principal problemática histórica con respecto a si los indígenas en Guatemala se 
beneficiaron con la restauración de su “ciudadanía de segunda clase”, ha sido tratada en 
otras partes. Especialmente por Keith Miceli, quien sugiere que la política en pro del 
indígena por parte de Carrera, de hecho lo protegió de nuevas usurpaciones de sus tierras 
y de la explotación de su fuerza de trabajo durante la década de 1840. Después de 1850, 
esa protección comenzó a atenuarse conforme Carrera se involucró más con la élite 
guatemalteca.** El trabajo de Julio Castellanos Cambranes sobre el café en Guatemala en el 
siglo xIx corrobora esa interpretación, pero de las pruebas que presenta en cuanto a la 
usurpación de tierras indígenas y el trabajo en las actividades de agroexportación queda 
claro que los indígenas no se encontraban seriamente amenazados durante la era de 
Carrera. Carrera mismo actuó frecuentemente en defensa de las tierras y de los intereses 
de los indígenas. Inmediatamente después de la muerte de éste en 1865, primero bajo la 
administración del General Vicente Cerna y aún después de la Revolución Liberal de 1871, 
se llevó a cabo una usurpación de las tierras y una explotación en mayor escala de fuerza 
de trabajo indígenas.** 


Sin lugar a dudas, es cierto que el boomóe la cochinilla en el centro de Guatemala —que dio 
inicios por iniciativas liberales en la década de 1820 y alcanzó su climax durante los años 
conservadores— se produjo en tierras sustraídas a la producción de subsistencia y en 
otras propiedades indígenas usurpadas en las proximidades de Antigua y Amatitlán, pero 
ello tuvo poco impacto en los populosos distritos indígenas de los Altos. Con el tiempo fue 
la producción de café la que estableció la clase del finquero, que amenazó tanto la 
subsistencia como la supervivencia cultural de los indígenas. * 
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La creciente demanda de tierra y fuerza de trabajo indígena requerida por las 
plantaciones del café se puede decir que comenzó, tal como Castellanos Cambranes 
sugiere, en ladécadade 1850. No obstante, su impacto no fue determinante sino hasta 
después de 1865, no solo debido a que la cantidad de la producción de café permaneció 
relativamente baja hasta entonces, sino también a que la política conservadora alentó la 
producción de café por parte de las comunidades indígenas, en contraposición al énfasis 
que la política liberal otorgaba a las plantaciones individuales. 


En Verapaz se puede ver un ejemplo del enfoque conservador en cuanto a tierras 
comunitarias para la producción de café y al mismo tiempo tener una idea de cómo esto 
se convirtió en un primer paso de la transferencia de esas tierras a manos privadas en 
época sucesiva. Las áreas que anteriormente producían materia prima de tinte fueron 
entre las primeras transformadas para la producción de café; también otras áreas en 
Verapaz y Los Altos, pertenecientes a personas no representadas en la fracción 
conservadora que controlaba el gobierno, adquirieron importancia para este cultivo, 


Muchos de estos productores de café, especialmente en Los Altos, con el tiempo se 
asociaron con la oposición Liberal en contra la élite guatemalteca. Las tierras 
comunitarias fueron utilizadas para la producción de café en gran escala y comenzó el 
proceso de transferencia de estas tierras a manos privadas. Este proceso fue promovido 
especialmente en Verapaz, un área relativamente atrasada hasta la llegada del cultivo de 
café. La Orden Dominica la había dominado en el periodo colonial y había permitido la 
continuación de la propiedad comunal. El municipio de Cobán, alentado por el corregidor 
departamental, hizo todo tipo de esfuerzos para promover el cultivo del café y el azúcar 
en las tierras públicas a partir de 1859, El 30 de mayo de ese año, el gobierno de Carrera 
aprobó un plan para que el municipio pudiese prestar a individuos particulares de sus 
fondos hasta 500 pesos, a un interés anual del 6 por ciento hasta por cinco años, para la 
protección y desarrollo de la agricultura. Con garantía de propiedad real, podía ser 
adquirido en préstamo el doble de esa cantidad. También autorizó, como lo había hecho 
en otros lugares, al municipio de Cobán y a las demás municipalidades de Verapaz a 
alquilar sus tierras comunales para el cultivo del café al precio de un real por “cuerda” 
por año. Cuando los alquileres no eran pagados por dos años, el gobierno podía recuperar 
esas tierras y el corregidor estaba habilitado para implementar tal disposición. Al proveer 
tanto tierra como capital para el desarrollo, el gobierno de Verapaz aseguraba que estaba 
abriendo el camino para que “las clases pobres” se transformaran en propietarios 
cafetaleros.” 


Hacia fines de octubre de 1859, siete cafetaleros habían recibido fondos municipales en el 
marco de este arreglo y en junio de 1860 se había ya estimulado considerablemente el 
cultivo de café. En pocos años, Verapaz se convertió en una de las principales regiones 
productoras.* Hacia el pimero de marzo de 1862, había treinta y nueve fincas de café en 
Cobán, otras treinta y dos cerca de San Pedro Carcha y cuatro en San Miguel Tucurú. 
Según informes del corregidor, casi setenta mil plantas de café estaban ya produciendo en 
el departamento y otras dos millones más en distintas etapas de crecimiento.* 


56 Juan José de Aycinena destacó que hacia 1865 había un crecimiento notable del cultivo del 


café en Verapaz e instó al gobierno a utilizar aún más las tierras comunales. La 
construcción de un nuevo camino a Salamá—aseguraba— facilitaría la comercialización 
del café de Verapaz.% 
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Por otra parte, existen pruebas en los archivos del Ministerio de Gobernación de que el 
sistema de alquiler de tierras públicas del departamento daba lugar a abusos y 
corrupción. Acusaciones en contra del comisario político en Carcha, Miguel Molina, en 
1866, por el mal manejo de fondos públicos procedentes de la producción de café sugiere 
que abusos de este tipo podían ocurrir y probablemente ocurrieron. En ese entonces, pero 
principalmente después de 1865, estos alquileres públicos eran por diversos medios 
transferidos a propiedades privadas.*! 


CONCLUSIÓN 


No ha sido la intención aquí detallar las condiciones reales de los indígenas bajo los 
conservadores, sino simplemente indicar el cambio significativo de dirección que la 
política de gobierno tomó a partir de 1839. La alianza de Carrera con los indígenas y los 
campesinos ladinos en la insurrección reaccionaria de 1837 confirmó la tendencia liberal 
hacia una organización de la tierra y de la fuerza de trabajo dirigida hacia la agro- 
exportación, que fue iniciada con las Reformas borbónicas del siglo dieciocho. Aún si 
Carrera, como Miceli y otros han apuntado, intervino frecuentemente y en persona para 
defender las tierras y los derechos de los indígenas, la élite conservadora de la ciudad de 
Guatemala rechazó la política de igualdad impulsada por los liberales, que había y habría 
conducido más tarde a la explotación de las propiedades y de la mano de obra indígenas. 


No obstante, tomando un rumbo totalmente contrario al rumbo general mundial en el 
siglo diecinueve, la política conservadora de protección y segregación de las comunidades 
indígenas, como lo ha sugerido Bradford Bums en su Poverty of progress,” ofreció un 
modelo alternativo de desarrollo, el cual puso un mayor énfasis en el sistema de 
subsistencia que en el sistema exportador y en la estabilidad de la organización social 
tradicional de la comunidad, frente al nacionalismo económico que enfatizaba el 
capitalismo liberal durante el siglo diecinueve en America Latina. 
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Los recursos económicos del Estado 
hondureño 1830-1970 


Dario A. Euraque 


INTRODUCCION 


La historiografía hondureña carece de estudios que investiguen las finanzas de que han 
dispuesto los gobiernos hondureños a partir de 1821.' Por ello, ofrecemos aquí una visión 
panorámica de la trayectoria de los recursos económicos del Estado hondureño desde su 
fundación hasta la década previa al estallido de la crisis centroamericana. Intentamos 
presentar datos con los cuales podamos explorar las fases que quizás distingan las 
diferentes estructuras financieras con que hayan contado los diferentes gobiernos que 
han malgobernado el país. 


ENTRE LA ANTESALA DE LA INDEPENDENCIA Y LA 
FEDERACIÓN: 1790-1830 


A fines del siglo xvi, Honduras permanecía bajo la jurisdicción del Reino de Guatemala. 
La relación fiscal de esa época debe evaluarse dentro ese contexto. Honduras enviaba los 
siguientes recursos fiscales para la administración colonial: 

1. el tributo indígena 

2. los diezmos eclesiásticos; 

3. impuestos con origen sobre la producción del aguardiente y el tabaco; y 

4 


. impuestos sobre el comercio interno y de la exportación e importación. 


Como consecuencia de la conquista, la población indígena sufrió un decaimiento brutal.? 
Ello explica los próximos datos de la población tributaria de Honduras durante ciertos 
años de la época colonial: 1539 (15,000); 1582 (5,106); 1590 (4,864); 1770 (5,701); 1801 
(7,479); y para 1811 (7.898).2 Durante la época colonial Honduras careció de una base 
poblacional para que los tributos indígenas subsidiarán el Reino de Guatemala. * 
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Entre las últimas décadas del siglo xvi, y la de 1820, los hondureños gozaron de tres 
fuentes de riqueza: el tabaco; la plata y la ganadería. Hasta a fines del siglo xvI11, estas 
producciones mantuvieron cierto vigor y el cultivo del tabaco mantuvo su 
ensanchamiento al margen de una depresión que sufriera la economía regional durante 
las primeros años del siglo xIx. 


La factoría de tabaco en Honduras produjo sendos ingresos para el Estado colonial 
centroamericano, puesto que los ingresos con origen en el monopolio del tabaco se 
incrementaron en grandes proporciones entre 1770 y las primeras décadas del siglo xix. 
Durante estas, los ingresos del tabaco representaban alrededor del 50 por ciento de los 
ingresos anuales del gobierno colonial centroamericano.* 


Es difícil especificar qué porcentaje de estos ingresos provenían de la producción 
tabacalera hondurena. Pero sabemos que para 1792 su exportación registró un valor de 1 
(30,000 pesos, cifra que representaba el 48 por ciento del valor de la venta de tabaco 
centroamericano registrado para 1800.* 

Mientras que el tabaco hondureño fue fuente clave para la hacienda colonial entre 1790 y 
los años de 1820, los diezmos eclesiásticos, como el tributo indígena, no representaban la 
misma importancia que el tabaco. El Obispado de Comayagua, efectivamente la Iglesia en 
Honduras, siempre fue de los más pobres en Centroamérica.” 

Durante el siglo xvin, la explotación minera recuperó cierto dinamismo que perdiese a 
fines del siglo xvI. Mientras que, en 1584, las minas hondureñas producían cerca de 87,500 
pesos, para los decenios de 1720 y 1730 solo se registró un promedio de producción anual 
de 56,000 pesos.? Después de 1770, más o menos, la industria minera hondureña continuó 
su franca recuperación.? Desafortunadamente, a partir de la primera década del siglo xIx, 
las economías más importantes de la región, la exportación de índigo y de plata, sufrieron 
una merma devastadora.'" En los años de 1820, los intentos por superar la depresión se 
estrellaron ante los efectos de las guerras civiles que destruyeran a la Federación."* 

Para fines de la época colonial, Honduras y Chiapas eran las provincias de donde menos 
recursos fiscales se extraían para el Reino de Guatemala. 


CUADRO N” 1. Ingresos fiscales transferidos a la Hacienda Real, 1790-1819 
(promedios anuales en pesos) 








1790-1804 % 1805-1819 % Diferencia 

El Salvador 62,079 24,1 42,185 24,2 -32% 
León 32,463 1:2,6 18,736 10,7 -43% 
Guatemala 28,732 11,1 18,646 10,7 -35% 
Honduras 12,624 4,8 8,670 5,0 31% 
Chiapas 11,662 4,5 8,309 4,8 -29% 
Administración/ 

General 110,528 42,8 78,036 44,7 -29% 
Totales 258,088 174,582 -32% 





FUENTE: Miles Wortman, “Government Revenue and Economic Trends in Central America Hispanic 
American Historical Review, Vol. 55 (May 1975): 274. 


Igualmente, los datos del Cuadro N” 1 nos muestran el deterioro fiscal como consecuencia 
de la depresión económica que azotó a Centroamérica en general. De hecho, a partir de 
1820 el Estado hondureño dio inicio, en virtud de sus vínculos con la Federación, a un 
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endeudamiento que le impuso graves obstáculos para acumular recursos para su 
desarrollo administrativo.?? 


En 1821, la Federación reconoció una deuda de más de cuatro millones de pesos, suma que 
se elevó a cinco millones después de la Independencia de México. Durante los decenios de 
1820 y 1830, esta Federación asumió más deudas, especialmente bonos financieros en 
Inglaterra. En fin, para finales de los años treintas, el Gobierno se encontraba con una 
deuda de 163,000 libras esterlinas. 13 


Cuando la Federación fracasó en 1838, Honduras aceptó las demandas crediticias inglesas 
de que el nuevo gobierno asumiera parte de la deuda contraída por la Federación. Así, 
Honduras nació como Estado soberano, endeudada y sin recursos. Ese año aceptó pagar 
con intereses una deuda de 27,000 libras esterlinas.!* 


ENTRE LA PLENA INDEPENDENCIA Y LA ANTESALA 
BANANERA: 1840-1870 


A partir de la década de 1840, Honduras intentó liquidar esta deuda con réditos que 
esperaba obtener mediante concesiones madereras contratadas con empresarios ingleses 
ubicados en la Costa Norte.' Por otro lado, durante los decenios de 1840 y 1850, los 
gobiernos hondureños también utilizaron los exiguos réditos de las concesiones 
madereras y los impuestos arancelarios para cancelar deudas privadas que reclamaban 
varios extranjeros, especialmente los ingleses, a causa de pérdidas reales o ficticias 
sufridas durante las guerras civiles. 


Para los años cincuentas, estas deudas acumularon intereses que, junto con el activo 
adeudado, tenían una importancia igual a la deuda asumida por el Estado a partir de 1839, 
Estas se sumaban a unas 20,000 libras esterlinas y continuaron acumulándose durante la 
siguiente década adicionada (debemos advertir) a la deuda que también se acumulaba con 
aquellos hondureños acaudalados que, con frecuencia, se veían forzados a ofrecerles 
préstamos a los gobiernos de turno.'* 


No obstante, durante esta época los réditos procedentes de las concesiones madereras 
jamás cancelaron la deuda pública. Los contratistas madereros no cumplían con sus 
obligaciones y las autoridades, frecuentemente, se apropiaban de los pocos ingresos por 
orden de “utilidad pública.”*” Esta deuda continuó incrementándose y se renegoció en 
1867.1* A la larga, fueron los impuestos arancelarios los que surgirían como la base fiscal 
del Estado hondureño. 


Al mismo tiempo, la renegociación del empréstito en 1867 debe enmarcarse dentro del 
contexto de un endeudamiento más amplio y más trágico para el país.!? Ese año, el 
Gobierno decidió financiar la construcción de un ferrocarril interoceánico entre las costas 
norte y sur del territorio,? el que debía financiarse con prestamos hechos entre 1867 y 
1872 en Inglaterra y Francia. Como consecuencia de la corrupción entre extranjeros y 
hondureños, en tan solo cinco años Honduras se endeudó por seis millones de libras 
esterlinas y solamente se construyeron 57 millas de ferrocarril.?! Esta deuda se canceló 
solamente hasta 1953. 


Entre los años de 1840 y 1870, tres productos con origen en la época colonial se alternaron 
como las exportaciones más importantes del país: el ganado, la madera y el metal (oro y 
plata). La exportación ganadera representó para el período 1845-1873 entre el 11 por 
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ciento y 15 por ciento del valor total de las exportaciones. Para el decenio 1845-1855, la 
llamada madera del Brasil representó entre el 12 por ciento y 36 por ciento de las 
exportaciones, mientras que entre 1855 y 1870 la exportación tabacalera equivalió en 
general a menos del 10 por ciento de las exportaciones hondureñas. Los metales preciosos 
siguieron siendo los más valiosos entre 1845 y 1855 y se alternaron en importancia 
singular con la exportación de cueros vacunos en los decenios de 1860 y 1870.?? 


Ahora bien, nuestra discusión sobre el endeudamiento del Estado, entre 1820 y 1870, nos 
lleva a concluir que las exportaciones de la época no sirvieron para establecer una 
efectiva transferencia de recursos fiscales para el Estado. Peor aún, para 1888 la deuda 
externa, en general con los banqueros ingleses, se calculaba en 12 millones de libras 
esterlinas y esta no se podía cancelar aun cuando Honduras vendiera todo su territorio.? 


Las únicas producciones que las autoridades pudieron o quisieron integrar, a base de 
imposiciones fiscales y a la estabilización de recursos para la administración pública de 
aquella época, fueron los monopolios del aguardiente y el tabaco. Parecía, entonces, que 
la estructura fiscal colonial se repetía durante la Independencia. Para los años de 1870, 
cuando los gobiernos ya recibían cerca del 40 por ciento de sus presupuestos por medio 
de impuestos arancelarios, estos ya habían institucionalizado la práctica de imponer 
“empréstitos forzosos indirectos.”?* 


EL ENCLAVE BANANERO Y LA TRAGEDIA 
CONCESIONARIA: 1870-1930 


La Reforma Liberal (1876-1883) facilitó nuevos vínculos entre Honduras y la economía 
mundial.?* Honduras ofreció todo tipo de incentivos a hondureños y extranjeros para 
fomentar la inversión en general y la exportación agrícola. Es ya de conocimiento general 
que fue la exportación bananera la que llegó a ser la más importante del país.? La 
Reforma Liberal también facilitó la inversión extranjera mediante concesiones mineras, 
pero fueron las plantaciones bananeras las que acapararon la mayoría de la inversión 
extranjera.” 


Ni las exportaciones bananeras ni las exportaciones de plata y oro aportaron ingresos al 
Estado hondureño que pudieran transformar la estructura fiscal que se consolidó a partir 
de 1840. Entre el decenio de 1870 y el decenio de 1930, la renta aduanera y el monopolio 
del aguardiente se consolidaron como las fuentes más importantes de ingresos corrientes 
para el Estado hondureño (Cuadro N” 2). 


A partir de 1920, los impuestos sobre el consumo asumieron un papel más importante en 
la estructura fiscal del Estado. En 1925, éstos—una especie de impuesto sobre la venta— 
representaban solamente el 6 por ciento de los ingresos corrientes del Estado? y, en 1945, 
alrededor del 13 por ciento. Ello, en parte, explica el importante incremento porcentual 
de la categoría “Otros” en el Cuadro N” 2.? 

Entonces, está claro que la nueva estructura económica establecida entre 1870 y 1930 no 
se aprovechó para transformar la vieja estructura fiscal del siglo xIx. Ello se debió al 
sistema concesionario maderero que dio inicio en el siglo xIx y que se consolidó con las 
concesiones que se le otorgaron a las empresas extranjeras mineras y bananeras.% Las 
empresas mineras gozaron de decretos y concesiones que las libraron del pago de 
impuestos sobre la importación de maquinaria y la importación de los propios metales 
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preciosos.* Además, hasta 1937, las autoridades establecieron un impuesto sobre las 
rentas mineras.”? 


Por otro lado, entre 1920 y 1929, el 72 por ciento de los valores importados por las 
empresas bananeras extranjeras gozaron de exenciones arancelarias.** Además, entre 
1927 y 1935, el Estado hondureño dejó de percibir, a causa de franquicias concesionarias, 
un promedio anual de 8 millones de dólares, mientras que durante el mismo periodo, 
solamente reunió un promedio de ingresos anuales de 5,5 millones de dólares.** 


CUADRO N” 2. Porcentaje de los ingresos netos del Gobierno central, 1879-1950 
Fuentes mayores 








Monopolio 
Año fiscal Renta aduanera aguardiente Otros 
1879-83 44 E a 
1884-89 42 - - 
1900-01 44 31 25 
1904-05 43 32 25 
1909-10 49 32 19 
1914-15 56 25 19 
1919-20 al 25 18 
1924-25 55 21 24 
1929-30 36 16 48 
1934-35 47 11 42 
1939-40 37 14 49 
1944-45 24 19 57 
1949-50 24 13 63 





FUENTE: Los datos para 1879-1889 representan promedios de quinquenios solamente. Véase a 
Charles A. Brand, The Background of Capitalistic Underdevelopment: Honduras to 1913. (Tesis doctoral, 
University of Pittsburgh, 1972), 210, nota 157. Para 1900-1920, véase a Arthur N. Young, “Reforma 
Financiera en Honduras; en Banco Central de Honduras, Historia Financiera de Honduras (Teguágalpa, 
1957), Anexo IV. Datos para los años entre 1924-1945 se calcularon con datos disponibles en las 
Wemor/'asdel Ministerio de Hacienda. Memoria, 1924-25,44-45; Memoria, 1929-30(1931), vi-vii; Memoria, 
1935-36, 56-57; Memoria, 1939-40,11; Memoria, 1945-46,16 y Informe, 1949-50, 58. Algunas de estas 
fuentes no separan a la renta de aguardiente de ingresos de los monopolios en general. Un resumen 
de la renta del monopolio de aguardiente se encuentra en Manuel Tosco etal., Ingresos Del Gobierno 
Central, 1924-25/1951-52(Tegucigalpa, 1953), 142. 








Paralelamente, mientras que las empresas bananeras gozaban de exenciones arancelarias 
que empobrecían el Estado, estas se convertían en prestamistas de los gobiernos de turno. 
35 Tal proceso representó un nuevo fenómeno dentro del sistema financiero hondureño, 
especialmente cuando se compara con el siglo XIX. Como lo indicamos, el peso de la deuda 
externa con los tenedores de bonos ingleses permaneció vigente hasta 1953. 


A partir de 1926, la deuda externa con los ingleses se fue amortizando religiosamente. No 
obstante, la deuda interna, con origen en sendos préstamos con las bananeras, se 
mantuvo estable y como el más importante porcentaje de la deuda pública en general 
(Cuadro N* 3). Durante la dictadura de Tiburcio Carias (1933-1949), la deuda interna 
disminuyó y no fue sino hasta el decenio de 1950 que el endeudamiento público de nuevo 
llegó a ocupar un papel clave en la estructura financiera del Estado hondureño. 
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CUADRO N” 3. El Valor de la deuda externa e interna de Honduras, 1924-1949 


(en lempiras) 








Años Externa % Interna % Total 
1924/25 15,777,248 49,0 16,391,513 51 32,168,761 
1930/31 12,907,024 44,4 16,179,934 55,6 29,086,958 
1935/36 10,175,639 33,0 20,614,608 67,0 30,790,247 
1940/41 6,925,374 35,6 12,544,311 64,4 19,469,685 
1945/46 5,386,374 33,0 10,851,004 67,0 16,337,378 
1949/50 2,475,875 21,7 8,924,091 78,3 11,399,966 





FUENTE: Joseph R. Thompson. An Economic Analysis of Public Expenditure in Honduras: 1925-1963. 


(Tesis doctoral, University of Florida, 1968), 179. 


EL NUEVO CAPITALISMO AGRARIO E INDUSTRIAL: 


1940-1970 


A partir de la Segunda Guerra Mundial, la economía hondurena comenzó un proceso de 
reestructuración. La producción agrícola perdió peso en la estructura de la producción 


nacional (Cuadros N* 4 y N' 5). 


CUADRO N' 4. Estructura porcentual del PIB de Honduras, 1920-1949 


(Porcentajes representan promedios de tres años) 


Años 


1920 
1929 
1939 
1949 





Sector 
agrícola 


49,8 (24,4) 
56,0 (39,2) 
49,9 (22,9) 
45,8 (19,6) 


Sector 
industrial 


Otros 


43,7 
39,0 
43,2 
45,8 


FUENTE: V. Bulmer-Thomas, The Political Economy of Central America since 1920 (Cambridge, 1987), pp. 
271-73. Las cifras entre paréntesis bajo el sector agrícola representan los porcentajes registrados por 
rubro de de exportación. Las cifras entre paréntesis bajo el sector industrial muestran la porción 

registrada por el Gobierno. 


Mientras tanto, la producción manufacturera asumió un papel más significativo. 
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CUADRO N? 5. Estructura porcentual del PIB de Honduras, 1950-1979 











Décadas y porcentajes 
Sector económico 1950-59 1960-69 1970-79 
Agricultura 49 36 31 
Industria 11 12 15 
Comercio 12 13 13 
Servicios 6 12 11 
Bienes Inmuebles 7 7 7 
Transporte/Comunicación 6 7 vá 
Construcción 5 4 5 
Gobierno y Defensa 3 4 4 
Minería 2 2 2 
Bancos, seguros, etc. 1 2 4 
Electricidad, gas y agua 0 1 1 








FUENTE: Hugo R. Noé Pino, The Structural Roots of Crisis: Economic Growth and Decline in Honduras, 
1950-7984. (Tesis doctoral, University of Texas-Austin, 1984), 36. 


Por otro lado, la estructura de la exportación agrícola sufrió ciertos cambios. La 
exportación bananerasiguió ocupando un importantísimo papel dentro de las 
exportaciones agropecuarias. De hecho, alrededor del 30 por ciento durante el decenio de 
19 70-80. No obstante, a partir de la Segunda Guerra Mundial se diversifica la 
exportación agrícola, especialmente mediante el café y la madera (Cuadro N” 6). 


CUADRO N' 6. Estructura porcentual de la exportación agrícola, 1925-1979 














Periodos y porcentajes 
Productos 1925-45 1946-52 1950-79 
Bananos 88 70 45 
Café 2 9 18 
Maderas * LS 9 
Plata 5] Sl 4 
Ganado/Carne A 2 5 
Azúcar + -1 -1 
Algodón ki -1 2 
Otros 5 9 17 





FUENTE: Hugo R. Noé Pino, The Structural Roots of Crisis: Economic Growth and Decline in Honduras, 
1950-7984. (Tesis doctoral, University of Texas- Austin, 1984), p. 41.Nota: Para 1925-45, “Otros” incluye 
maderas, ganado, azúcar, y algodón. 


¿Qué nuevos vínculos estableció el Estado hondureño con la economía que se consolidó 
entre el decenio de 1950 y la antesala de la crisis de la octava década del siglo actual? En 
primer lugar, la renta aduanera siguió siendo la fuente más importante de los recursos del 
Estado (Cuadro N" 7). 
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CUADRO N” 7. Porcentajes de los ingresos tributarios de Honduras, 1950-1979 








Décadas y Porcentajes 
Fuentes 1950-59 1960-69 1970-79 
Renta Aduanera 52 46 38 
Impuesto Sobre el Consumo 
y Producción 24 31 35 
Impuesto Sobre la Renta 16 21 26 
Otros 8 8 1 





FUENTE: Hugo R. Noé Pino, The Structural Roots of Crisis: Economie Growth and Decline in Honduras, 
1950-1984. (Tesis doctoral, University of Texas- Austin, 1984), p. 146. 


Además, como lo indicamos anteriormente, los impuestos sobre el consumo y la 
producción fueron suplantando el importante papel que antes desempeñaran los 
monopolios estatales, especialmente el del aguardiente.*” Un nuevo elemento en la 
estructura financiera del Estado, durante este periodo, es el impuesto sobre la renta, 
decretado en 1949,*% No obstante, el poderío político que ejercían las clases dominantes y 
las empresas bananeras limitó el alcance tributario de los impuestos directos.?” 


Por otro parte, el sistema concesionario, promovido desde mediados del siglo x1x, 
permaneció vigente hasta el decenio de 1950, De hecho, las principales empresas agrícolas 
e industriales gozaron de concesiones aun en la antesala de la organización del Mercado 
Común Centroamericano (MERCOMUN).* Luego, mediante los incentivos proporcionados 
al proceso de industrialización dentro del MERCOMUN, el Estado excluyó a este sector 
como fuente de recursos fiscales.“ Estas exoneraciones no fueron derogadas sino hasta 
fines de 1980.*% 


Por lo tanto, los empresarios industriales hondureños se mantuvieron al margen de la 
nueva estructura fiscal, Durante el decenio de 1960, los cafetaleros hondureños aportaban 
hasta 10 veces la contribución tributaria que aportaban las empresas bananeras (Cuadro N* 
8). El problema continuó hasta mediados de la década de 1970. En 1974, la participación de 
los ingresos bananeros en los ingresos fiscales representaba solamente el 3,2 por ciento 
de los ingresos fiscales totales. Para 1979, esta medida se registró en 7,5 por ciento. % 


CUADRO NY 8. Estructura porcentual de los tributos por exportación, 1960-69 





Productos y porcentajes 





Años Café Bananos Madera Plata Otros 
1960 71,4 8,6 17,1 - 2,0 
1961 70,0 8,6 171 - 1,4 
1962 74,3 8,6 14,3 - 2,0 
1963 79,1 8,6 14,3 - 2,0 
1964 68,2 8,6 15,9 8,6 2,0 
1965 73,6 7,5 13,2 3,8 2,0 
1966 72,5 9,8 13,2 2,0 2,0 
1967 61,4 13,6 20,4 3,8 1,4 
1968 67,6 8,8 17,6 8,6 2,0 
1969 69,8 9,4 18,9 2,0 1,4 





FUENTE: Vilma Laínez, “La Contribución de la Inversión Extranjera a la Economía Nacional Economía 
Política, No. 7 (enero-abril, 1974):43. 
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A pesar de tal desaprovechamiento fiscal, el gasto público se incrementó abundantemente 
durante esta época. A partir del decenio de 1940, se incrementaron los gastos 
tradicionales del Estado, al igual que los gastos en nuevas responsabilidades de desarrollo 
económico, el seguro social y las empresas autónomas, como la Empresa Nacional de 
Energía Eléctrica (Cuadro N' 9). 


CUADRO N” 9. Gastos del Estado hondureño, Gobierno central, 1925-1960 
(millón de lempiras) 








Administración Policía y Servicios Servicios 

Años general Poder Judicial sociales económicos 
1925 1,8 0,9 1,0 1,2 
1930 2,5 1,0 2,4 2,7 
1935 1,8 1,1 1,6 2,2 
1940 2,0 1,3 1,4 1,9 
1945 2,8 1,6 2,1 5,5 
1950 6,1 2,3 6,5 10,7 
1955 - 2 - ¿ 
1960 11,2 5,4 21,1 23,9 





FUENTE: Joseph R. Thompson, An Economic Analysis of Public Expenditure in Honduras: 1925-1963. 
(Tesis doctoral, University of Florida, 1968), pp. 77-80. 


El nuevo peso del gasto gubernamental, ante la falta de un régimen tributario justo, 
produjo un pronunciado déficit fiscal. Entre 1950 y 1969, este solamente representó el 1 
por ciento del PIB, pero para el decenio de 1970 representaba ya el 5 por ciento. Y, para 
los ochentas llegó a representar el 13 por ciento del PIB.** 


Ahora bien, el incremento de los gastos gubernamentales, registrado a partir de 1950, no 
se “cubrió” solamente mediante nuevos impuestos sobre el consumo y el impuesto sobre 
la renta. La expansión de gastos gubernamentales también se facilitó mediante un 
financiamiento externo proveniente en su mayor parte de préstamos y donaciones 
directas de Estados Unidos, o mediante créditos del Banco Interamericano de Desarrollo 
(BID), el Banco Centroamericano de Integración Económica (BCIE) y el Banco Mundial. 


El financiamiento norteamericano se incrementó fuertemente a partir de 1960, con la 
imple-mentación de la Alianza para el Progreso (Cuadro N” 10). Luego decayó entre 1969 y 
1973, para reactivarse a fines de los setentas e incrementarse durante la última década. 
Para ese entonces, con el financiamiento externo se buscaba no solamente contribuir al 
desarrollo económico, sino también amortizar la creciente deuda externa, la cual se 
aumentaba con la falta de divisas, como consecuencia de los bajos precios de los 
productos de exportación y la fuga de capitales.*% 
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CUADRO N* 10. Financiamiento externo por parte de los EE.UU. hacia Honduras 1946-1975 
(millones de dólares) 











Préstamos Donaciones Préstamos Donaciones 
Años económicos económicas militares militares 
1946/1948 0,1 1,1 - - 
1949/1952 - 0,7 - - 
1953/1961 12,8 22,4 - 11 
1962/1965 19,1 13,5 - 3,9 
1966 9,9 4,1 - 1,4 
1967 7,0 3,3 - 0,9 
1968 11,1 32 - 1,0 
1969 0,55 3,8 - 0,8 
1970 2,7 4,5 - 0,4 
1971 2,0 5,2 - 0,9 
1972 - DÍ - 0,6 
1973 2,0 5,7 - 0,6 
1974 22,1 4,9 - 0,6 
1975 24,3 11,3 3,0 1,2 





FUENTE: AID, U.S. Overseas Loans and Grants, and Assistance from International Organizations, Obligations 
and Loan Authorizations, July 1, 1945- June 30, 1975 (Washington, 1976), 51. 


La deuda externa e interna volvió a desempeñar un papel importante dentro del 
presupuesto del Estado a partir de 1960, pero dentro de una economía en crecimiento, el 
proceso se estancó a fines de la siguiente década (Cuadro N” 11). Durante la presidencia del 
Dr, Ramón Villeda Morales (1958-1 963), se incrementó el gasto público con apoyo en el 
financiamiento externo que ofrecía la Alianza para el Progreso.” 


CUADRO N” 71. El valor de la deuda externa e interna de Honduras, 1950-1963 


(en lempiras) 








Años Externa % Interna % Total 
1950/1951 1,993,875 19,4 8,281,549 80,6 10,275,424 
1951 1,994,000 17,9 9,140,000 82,1 11,134,000 
1952 1,816,000 12,4 12,881,000 87,6 14,697,000 
1953 1,754,000 9,8 16,134,000 90,2 17,888,000 
1954 1,638,000 10,4 13,447,000 89,1 15,085,000 
1955 1,690,000 11,4 13,187,000 88,6 14,877,000 
1956 2,206,000 9,4 21,180,000 90,6 23,386,000 
1957 5,492,000 17,6 25,770,000 82,4 31,262,000 
1958 10,291,000 22,6 35,177,000 77,4 45,468,000 
1959 20,011,000 38,3 32,289,000 61,7 52,300,000 
1960 25,977,000 43,8 33,348,000 56,2 59,325,000 
1961 29,185,000 44,1 36,995,000 55,9 66,180,000 
1962 34,736,000 45,4 41,715,000 54,6 76,453,000 
1963 45,134,000 50,8 43,715,000 49,2 88,849,000 





FUENTE: Joseph R. Thompson. An Economic Analysis of Public Expenditure in Honduras: 1925-1963. 


(Tesis doctoral, University of Florida, 1968), p. 179. 


A partir de 1970, un nuevo fenómeno llegó a impactar el endeudamiento gubernamental. 
Se trata de la inserción de Honduras en una nueva fase en la relación financiera entre las 


economías latinoamericanas 


y 


los 


más 


importantes 


organismos financieros 


norteamericanos.* Durante esa década surgió todo un nuevo proceso de endeudamiento 


latinoamericano. (Cuadro N” 12). 
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CUADRO N” 12. Deuda externa real e incrementos, 1975-1980 
(en miles de dólares) 








Años Saldo Incremento anual % Incremento anual 
1975 725,4 - - 
1976 869,6 144,2 19,9 
1977 1,052,2 182,6 21,0 
1978 1,162,5 110,3 10,5 
1979 1,395,9 233,4 20,1 
1980 1,388,0 -7,9 -0,6 





FUENTE: Salvador Quintanilla, Los determinantes de la deuda externa de Honduras, Cuadro N* 70, BCIE 
(noviembre, 1989): 20. 


Es importante enfatizar que el papel de la banca privada extranjera dentro del nuevo 
endeudamiento externo de los setentas no era abrumador. Para el periodo entre 1970 y 
1977, los préstamos del BID, el BCIE y el Banco Mundial aún representaban el 84 por 
ciento de lo desembolsado durante aquellos años. No obstante, es importante destacar el 
aumento del peso de la banca extranjera dentro de la historia económica del país, en 
general.* 


Debemos también reconocer otros importantes datos relacionados con la herencia del 
establecimiento de la vieja economía bananera y el sistema financiero local. Durante los 
años de 1920, Honduras no gozó de relaciones con la banca privada extranjera. 
Recordemos que persistía aún el grave problema del endeudamiento con los tenedores de 
bonos ingleses incurrido durante el siglo pasado. A diferencia, por ejemplo, del caso 
nicaragiiense, la relación del financiamiento externo privado y el desarrollo económico 
hondureño se limitó al papel desempeñado por el Banco Atlántida, entidad financiera 
fundada en 1913 por la Standard Fruit Co. Para 1950, el 73 por ciento de los accionistas 
eran ciudadanos estadounidenses, porcentaje que se redujo al 58 por ciento, para 1963,% 


No obstante, es imperativo también reconocer el importante papel que ha ocupado 
históricamente el Banco Atlántida en la economía comercial local. Por ejemplo, en 1954 su 
portafolio era dos veces más amplio que el del Banco de Honduras, en general en manos 
de hondureños.*! Además, durante la década de 1960, el Banco Atlántida realizaba el 60 
por ciento de las transacciones comerciales de Honduras y era el más grande de 
Centroamérica.*? Por último, es importante dar a conocer que, durante la antesala del 
nuevo endeudamiento privado externo de los años setenta, el Banco de Honduras fue 
adquirido por el First National City Bank of New York (1965), mientras que el Chase 
Manhattan Bank of New York compró, a su vez, el Banco Atlántida, en 1967.% 


CONCLUSIÓN 


Durante la octava década del siglo actual, la economía hondureña sufrió un decaimiento 
sin semejanza en la reciente historia económica del país. El crecimiento del PIB, 
registrado durante los años setentas, se estancó en los primeros años de la década recién 
pasada, aunque recuperase cierta fuerza a partir de 1985. Prácticamente, todas las 
variables utilizadas para medir y caracterizar la salud económica del país, durante la 
década de 1980, muestran un pueblo pobre y con escasas posibilidades." La década actual 
permanece sin mayor esperanzas.** 
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44 Mientras tanto, dado el papel que desempeñaban las Fuerzas Armadas dentro de la guerra 
estadounidense contra Nicaragua, el estamento militar gozó de recursos externos que 
afianzaron su poder ante el poder civil, de una manera no muy diferente a aquella que se 
registrara cuando se destruyó la Federación centroamericana.” De hecho, en cierta 
manera, se repite la historia. Y, he allí, el origen de una nueva preocupación por 
reflexionar sobre el status actual del Estado nacional llamado Honduras.* 
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La dinámica política institucional y 
la construcción de un régimen 
democrático 


Costa Rica en perspectiva Latinoamericana 


Fabrice Edouard Lehoucq 


INTRODUCCIÓN 


Según numerosos observadores, el desarrollo de una democracia estable en Costa Rica es 
el producto de una sociedad homogénea y relativamente igualitaria. Sin embargo, es 
cuestionable que ese trasfondo económico y social sea el responsable de la 
democratización del sistema político costarricense. El análisis comparativo revela, por 
ejemplo, que regímenes democráticos pueden emerger en sociedades —como la chilena— 
caracterizadas por una distribución extremadamente desigual de la tierra y de otros 
recursos económicos, y desgarradas por conflictos de clase a menudo violentos. ' 


Aun cuando no sean confrontados los regímenes democráticos con una problemática que 
evidencia lo contrario, los enfoques sociológicos más comunes son demasiado imprecisos 
para explicar el comportamiento de los políticos costarricenses. En contraste con las 
imágenes percibidas de la democracia tica, la competencia política no siempre se verificó 
dentro de la arena electoral. Hasta fines del siglo xix, el acceso al poder se logró por 
medio de las armas o de elecciones fraudulentas, con frecuencia apresuradamente 
organizadas. Fue hasta después de la dictadura de Tomás Guardia (1870-1882), que se 
eligió a los presidentes en comicios intensamente competitivos, en los cuales era usual el 
fraude e incluso la violencia. Entre 1882 y 1948, los presidentes impusieron a sus 
sucesores en seis diferentes ocasiones. Durante este periodo, miembros de la oposición 
organizaron veintitrés rebeliones contra el Gobierno, tres de las cuales triunfaron. El uso 
de la violencia y el fraude para alcanzar el poder solo declinó luego de la Guerra Civil de 
1948. 
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Más adelante, me ocuparé de presentar algunas de las conclusiones centrales de mis 
investigaciones sobre el desarrollo de las instituciones democráticas en Costa Rica.? Esta 
ponencia arranca del supuesto que para explicar la democratización de cualquier sistema 
político es indispensable identificar las razones por las cuales los políticos respetan o 
rechazan los resultados de las urnas electorales. Por esa razón, se analizará por qué los 
presidentes y sus adversarios en Costa Rica, desde finales del siglo pasado, desistieron 
gradualmente de usar la violencia para llegar al poder y comenzaron a competir por 
control del Estado dentro de la arena electoral. 


El análisis del comportamiento político no implica, sin embargo, que sostenga que las 
características culturales o sociológicas de los políticos costarricenses —por ejemplo, sus 
propensiones democráticas declaradas— los haya motivado a reconocer las instituciones 
democráticas. El hecho de que muchos costarricenses, en diferentes momentos de sus 
carreras políticas, reconocieran al igual que descartaran los resultados de las urnas 
electorales muestra las debilidades de las explicaciones que enfatizan el papel de las 
normas culturales en el comportamiento político. También me abstengo de especular 
sobre el papel desempeñado por valores culturales en la toma de decisiones, debido a la 
dificultad de medir la importancia que tiene una norma para una persona o grupo si se 
carece de observaciones acerca de su comportamiento.? Por el contrario, afirmo que la 
construcción gradual de la estabilidad política fue el resultado de una lucha entre los 
presidentes y sus adversarios para definir los poderes del Poder Ejecutivo. 


Un enfoque político-institucional tampoco implica que las estructuras económicas, 
étnicas o sociales no tengan impacto en la lucha por retener u obtener el poder. Sería un 
error afirmar que los políticos nunca responden a las demandas de movimientos sociales 
como sindicatos de obreros o de clase media, gremios de capitalistas o partidos que 
promueven proyectos clasistas, étnicos o nacionalistas. Un enfoque político-institucional, 
como lo defino, se basa en el supuesto de que es una tarea indispensable demostrar cómo 
los conflictos sociales afectan el comportamiento de los políticos. Dicho enfoque también 
implica que la lucha por controlar el Estado tiene su propia dinámica y, por lo tanto, no se 
puede reducir a una lógica social de cualquier índole. 


Como trataré de demostrar en este ensayo, la importancia del caso costarricense se 
fundamenta en que la construcción de un régimen democrático fue un proceso lento, 
lleno de retrocesos e incertidumbres. Es decir que la pacificación de las ambiciones 
políticas de los costarricenses no era inevitable, no obstante el hecho de que este proceso 
ocurrió en una sociedad racialmente homogénea, relativamente igualitaria y no 
excesivamente pobre. La conclusión central, a nivel comparativo, de esta ponencia es que 
los estatutos constitucionales y la estructura de las instituciones políticas pueden agravar 
sino fomentar— la inestabilidad política. También hay que señalar que los analistas de la 
política latinoamericana tenemos que profundizar la tarea de documentar y explicar 
cómo la dinámica política-institucional afecta el comportamiento de los que luchan por el 
poder. 


Esta ponencia se compone de varias secciones. En la primera, se ofrece un retrato del 
presidencialismo costarricense antes de sus profundas transformaciones en la Asamblea 
Nacional Constituyente de 1949, Luego, se demuestra cómo la democratización del 
sistema político de Costa Rica se logró en la medida en que los mandatarios y la oposición 
optaron por repartir el control del Estado. También se demuestra cómo dicho acuerdo 
promovió la reforma del presidencialismo costarricense, no obstante el hecho de que la 
mayoría de los gobernantes y las maquinarias políticas locales se oponían a reducir la 


148 


habilidad del presidente para manipular su poder discrecional en materia electoral. En la 
tercera sección, se argumenta que la Guerra Civil de 1948 fue el resultado de una serie de 
disputas entre distintas fracciones en torno del control del Estado y no, como se suele 
presumir, un producto del enfrentamiento entre gobiernos reformistas y la oposición 
ligada con la oligarquía del país. Se termina el ensayo con un énfasis en lo que implican 
mis investigaciones para la comprensión del desarrollo político costarricense y para el 
estudio de los orígenes de los regímenes democráticos y autoritarios en América Latina. 


LA PREPONDERANCIA INSTITUCIONAL DEL 
PRESIDENCIALISMO COSTARRICENSE 


La importancia de la Presidencia en la vida política de Costa Rica proviene de la 
preeminencia política poseída por el Poder Ejecutivo. Aunque la Constitución de 1871 
estipulaba que todas las leyes necesitaban la aprobación del Ejecutivo y Legislativo, dicha 
Constitución redujo la autonomía del Congreso en la medida en que dotó al presidente 
con un número de poderes excepcionales.* La Carta Magna de 1871 solo permitía al 
Congreso tener sesiones ordinarias durante tres meses al año, y facultaba al presidente 
para llamar a sesiones extraordinarias de la legislatura para discutir asuntos de su 
consideración durante los meses restantes del año. El presidente tenía poder para 
convocar a la Comisión Permanente, un cuerpo cuasi-legislativo compuesto por cinco 
diputados elegidos por sus colegas, para buscar la aprobación temporal de decretos de 
emergencia cuando el Congreso no estaba en sesión. Esta autoridad le dio al Poder 
Ejecutivo la capacidad de revocar las garantías individuales mediante la suspensión del 
orden constitucional. 


La responsabilidad del Poder Ejecutivo en el manejo de la administración local y nacional 
fue otra razón para la importancia institucional de la Presidencia en la vida política 
costarricense. Los presidentes nombraban a todos los ministros y seleccionaban a los 
miembros de las agencias autónomas y otras agencias ejecutivas. Ellos eran responsables 
de la elaboración del presupuesto nacional, de la recolección de impuestos, de la 
negociación de tratados con otros países y de la contratación de préstamos de bancos 
extranjeros. Por tanto, las decisiones tomadas por los presidentes de Costa Rica 
impactaban a los intereses de todos los que residían en el país. 


Finalmente, el control por parte del ejecutivo de tres ministerios determinaba si los 
presidentes conducirían sus gestiones gubernamentales. El Ministerio de Obras Públicas 
era una fuente de trabajo que los presidentes manipulaban para compensar a las 
autoridades locales por su lealtad política. A través del Ministerio de Gobernación, los 
presidentes controlaban la administración provincial y cantonal de la República. Desde 
este ministerio, ellos también nombraban a los funcionarios que inscribían votantes, 
quienes seleccionaban a los miembros de las mesas de sufragio y a los que realizaban el 
escrutinio del voto. Al nombrar a los funcionarios y personal del Ministerio de Seguridad 
Pública (llamado Ministerio de Guerra y Marina hasta 1923), los presidentes también 
protegían sus regímenes, defendían la soberanía nacional y poseían la autoridad 
coercitiva para hacer cumplir las leyes del Estado. En un sistema en el cual el Poder 
Ejecutivo estaba dotado con tanta autoridad, la política entonces giraba alrededor de la 
lucha por retener o por capturar el poder. 
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LUCHA POLÍTICA, JUEGO ELECTORAL Y REFORMA 
INSTITUCIONAL 


La estabilidad política de Costa Rica se construyó de manera gradual a partir de 1882 una 
vez que los presidentes, bajo la amenaza de ser derrocados, desistieron de retener el 
poder o de imponer a sus sucesores. Si esta presión no hubiera existido, las fuerzas 
políticas que monopolizaban el poder nunca hubieran negociado con la oposición para 
crear nuevas formas de distribuir los cargos públicos.* 


La amenaza de ser depuestos, sin embargo, no fue suficiente para persuadir a los 
presidentes de respetar los resultados de las urnas electorales. La competencia política 
también se volvió más pacífica en la medida en que los partidos que perdían la 
Presidencia fueron compensados con cierta representación en el Congreso. En los 
periodos legislativos, entre 1890 y 1990, los intentos por derrocar el Gobierno, 
organizados por sectores de la oposición, se incrementaban en la medida en que el 
porcentaje de los diputados en favor del Poder Ejecutivo aumentaba.* En contraste, 
cuando el porcentaje de los diputados en favor del Gobierno se reducía notablemente, los 
que perdían las elecciones presidenciales invertían su tiempo en la labor parlamentaria y 
en obtener el poder a través de procesos electorales. Así, los políticos en el Gobierno y sus 
adversarios comenzaron a conformarse con los resultados de las urnas a medida que unos 
y otros desarrollaron intereses en las instituciones políticas vigentes. 


CUADRO N” 1. Rebeliones y la influencia legislativa de los presidentes en Costa Rica, 1890-1900 








Porcentaje de los diputados Número de rebeliones 
que pertenecen al partido organizadas por miembros de 
del presidente la oposición entre 


elecciones legislativas 





53,5 (25)* 0 
68,7 (11) 1 
773 (8) 2 





FUENTES: Fabrice Edouard Lehouca, “Presidentialism, Electoral Lawsandthe Development of 
Democratic Stabillty in Costa Rica, 1882-1990”, Cuadro N” 2, 

NOTAS: Los partidos políticos aparecieron en Costa Rica durante la campaña electoral de 1889-90. 
Las afiliaciones partidistas de los diputados durante la elección de 1900 no se pudieron identificar. 
Los datos para el año 1918 no se incluyen porque, entre 1917-19, existió una dictadura en Costa Rica. 
* Número de elecciones están en paréntesis. 


Es necesario destacar que la estabilidad democrática está relacionada con la participación 
de la oposición en el manejo del Estado. Esto demuestra que la pacificación de la lucha por 
el poder no requiere la existencia de políticos previamente socializados a las normas 
democráticas. Todo lo contrario: se puede afirmar, con base en el caso costarricense, que 
los presidentes y sus adversarios canalizaron sus disputas a través de elecciones 
competitivas en la medida en que la lucha por retener u obtener el poder los obligó a 
construir una cultura democrática en donde el respeto por las instituciones republicanas 
comenzaron ser valorados por sí mismas. En su búsqueda por controlar y mantener el 
poder, las fuerzas políticas desarrollaron formas de regular la distribución del Estado, 
quizás no previstas por nadie. 
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Es importante subrayar dichas conclusiones porque indican que la construcción de un 
régimen democrático es un proceso lleno de incertidumbre y riesgo. El hecho de que los 
presidentes y sus opositores no hayan podido ponerse de acuerdo en América Latina para 
compartir el control del Estado y, por lo tanto, respetar los resultados de las urnas 
electorales, demuestra que las condiciones para respaldar dichos arreglos no existieron 
frecuentemente. Sospechamos que uno de los obstáculos más importantes de la 
democratización de la política latinoamericana consiste en la existencia de un 
presidencialismo excesivamente fuerte. La posibilidad de que los presidentes pudieran 
manipular los recursos del Poder Ejecutivo siempre existió —y existe— como una 
amenaza contra la estabilidad política. 


Para asegurarse de que el Mandatario respetaría los derechos políticos de sus 
contrincantes, la oposición en Costa Rica se dedicó a reformar las instituciones del 
sistema político vigente. Este proceso fue propiciado por el acceso al Congreso y, 
ocasionalmente, al Poder Ejecutivo, que alcanzaron los adversarios de una Presidencia 
fuerte, cuyos objetivos eran los de reducir, si no eliminar, la capacidad del gobernante de 
suspender el orden constitucional, de marginalizar el Poder Legislativo en la toma de 
decisiones y de utilizar su poder discrecional en materia electoral para excluir a sus 
opositores del sistema político. 


La primera reforma importante al presidencialismo costarricense fue quitar la posibilidad 
que tenía el gobernante de imponer su voluntad en el Congreso, a través de la abolición 
de la Comisión Permanente en 1910, Las otras reformas importantes, aprobadas durante 
ese año, consistieron en restringir la capacidad del presidente para suspender el orden 
constitucional y obligarlo a obtener el apoyo legislativo para adoptar una disposición de 
este tipo.” Ambas reformas constitucionales fueron posibles gracias a que el presidente 
González Víquez (1906-10), quien había llegado al poder a través del fraude organizado 
por su predecesor Ascensión Esquivel Ibarra (1902-6), temía ser víctima de un golpe y 
porque, al final de su gestión gubernamental, sus contrincantes dominaban el Congreso. 


Los adversarios de un Ejecutivo poderoso también lograron promulgar nuevas leyes y 
reformar la Constitución en materia electoral. Durante la primera administración de 
Ricardo Jiménez Oreamuno (1910-14) —uno de los pocos presidentes interesados en 
promover la reforma electoral— la Constitución se reformó para crear el voto directo 
para todos los cargos electivos. En 1913, la Constitución también se alteró para eliminar la 
capacidad del Presidente de manipular las asambleas electorales provinciales, en las 
cuales los electores elegidos por la ciudadanía seleccionaban a presidentes y diputados. 
Antes de dichos cambios, tres de las seis administraciones presidenciales entre 1890 y 
1910 habían encarcelado a electores de la oposición para impedir la victoria de sus 
contrincantes.* 


Las garantías para los partidos de oposición se incrementaron con la aprobación del voto 
secreto como reforma fundamental de la Ley de Elecciones emitida en 1925. En 1925, las 
garantías contra el uso del fraude también se incrementaron con la creación del Gran 
Consejo Electoral, un tribunal dedicado a resolver conflictos electorales, y con el 
desarrollo de un registro nacional de votantes. La Ley de Elecciones de 1927 establecía la 
distribución de identificación fotográfica para todos los ciudadanos y también el 
reemplazo del sistema de abastecimiento de papeletas electorales, a través de 
maquinarias políticas, por un sistema de papeletas suministradas por el Ministerio de 
Gobernación. 
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Es importante destacar que la reforma electoral en Costa Rica no giraba alrededor de una 
disputa entre los que querían y los que se oponían a expandir el sufragio. Según la 
Constitución de 1871, el derecho al voto se restringía a los varones mayores de 20 años 
que poseían propiedad o empleo, o a los hombres mayores de 13 años si estaban casados o 
eran profesores de alguna ciencia; pero saber leer y escribir no era un requisito para 
poder votar. Desde finales del siglo diecinueve, el porcentaje de votantes se incrementó 
del 8,75 al 18,08 del total de la población de la República.? La lucha por la reforma 
electoral, como en la mayoría de los otros países latinoamericanos, más bien enfrentaba 
las fuerzas políticas que querían eliminar el fraude con las otras que se beneficiaban de él. 


A pesar de las reformas descritas, la legislación electoral vigente todavía permitía un uso 
extendido del fraude, y no solo porque la mayoría de los presidentes estaban poco 
deseosos de renunciar a lo que quedaba de un útil expediente para alterar los resultados 
de las urnas, sino también porque muchos diputados bloquearon cambios que habrían 
eliminado deteriorado la capacidad de las maquinarias políticas locales (oficialistas u 
opositoras) para manipular los cargos electivos. Por ejemplo, el requisito de que los 
ciudadanos debían exhibir una identificación con foto para poder votar, fue pospuesto 
durante las décadas de 1920,1930 y 1940. Pero sí se mantuvo la disposición que permitía a 
los ciudadanos sufragar en distritos distintos de los de su residencia (los famosos “votos 
por computar”), lo que permitía a los Gobiernos y a las camarillas políticas locales, dada la 
falta de una identificación apropiada, inflar sus niveles de apoyo electoral y disminuir el 
de sus adversarios. Las estimaciones disponibles indican que, a mediados del decenio de 
1940, había entre 40.000 y 60.000 identificaciones electorales falsas, o sea entre una 
tercera y una cuarta parte del electorado. 


EL CAMINO HACIA LA GUERRA CIVIL DEL 48 


Las deficiencias de la legislación vigente siempre eran una tentación para cualquier 
gobernante. La posibilidad de que el Poder Ejecutivo pudiera distorsionar los resultados 
de las urnas electorales permanecía como una fuente de incertidumbre y, por lo tanto, de 
inestabilidad política. Una vez que su popularidad comenzó a menguar y su influencia 
política amenazaba con reducirse, el presidente Rafael Angel Calderón Guardia 
(1940-1944) se valió de los mecanismos creados por el presidencialismo costarricense para 
limitar las posibilidades que tenían sus oponentes de alcanzar el Ejecutivo y el Legislativo. 


Los problemas del doctor Calderón Guardia se agravaron cuando comenzó a enfrentarse 
con León Cortés Castro (1936-40), su aliado político y predecesor. El presidente Calderón 
Guardia temió que un virtual triunfo de Cortés en las elecciones presidenciales de 1944 
significara la persecución tanto en contra suya cuanto del movimiento que encabezaba. 
En efecto, entre fines de 1940 y principios de 1941, varios parientes de Cortés Castro 
perdieron sus puestos en el Gobierno y, en mayo de este último año, Calderón Guardia y 
sus diputados apoyaron a Teodoro Picado para Presidente del Congreso, en vez de apoyar 
al hijo de Cortés Castro. De esta forma y de acuerdo con el embajador norteamericano de 
la época, Calderón Guardia incumplió el acuerdo que tenía de mantener en el Gobierno a 
los familiares de León Cortés y de apoyar la candidatura presidencial de este último en 
1944. 


Para evitar las eventuales represalias cortesistas (presagiadas por la intensa campaña de 
desprestigio lanzada en contra del Gobierno por Cortés y su familia), Calderón Guardia 
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empleó las prerrogativas del Ejecutivo para excluir a sus adversarios del sistema político. 
La victoria presidencial de Picado Michalski, en 1944, fue vista ampliamente como 
producto del apoyo que Calderón Guardia le dio, a pesar de que mi análisis de los 
resultados electorales de ese año revela que el fraude patrocinado oficialmente pudo 
haber contribuido al triunfo de Picado, aunque no de manera decisiva. La marginación 
de la oposición en el Congreso fue otro factor desestabilizante: entre 1940 y 1944, los 
partidos pro gobierno controlaron casi tres cuartos del total de asientos legislativos. Al 
alterar el delicado balance del cual dependía la estabilidad política en Costa Rica, 
Calderón Guardia provocó la formación de grupos que empezaron a considerar el uso de 
la fuerza como medio para alcanzar el poder estatal. 


Es necesario precisar estos hechos político-electorales para que quede en evidencia que, a 
pesar de las otras interpretaciones de la Guerra Civil del 48, dicha revuelta política no fue 
un producto de un enfrentamiento entre gobiernos reformistas y una oposición alineada 
con los sectores oligárquicos del país.!! Aunque los presidentes Calderón Guardia y Picado 
Michalski tomaron medidas como la creación del Seguro Social y el Código de Trabajo en 
1943, que afectaron adversamente los intereses de los miembros de la clase dominante, 
también las redactaron de una manera que minimizaron su impacto en el sector 
cafetalero, El Código de Trabajo, por ejemplo, prohibió las huelgas en el sector agrícola y 
sus formulaciones solamente se aplicaban a los patrones que empleaban a cinco o más 
obreros permanentes. Estos gobiernos también promulgaron leyes que promovieron los 
intereses del sector industrial emergente. Por dichas razones y por el hecho de que estos 
gobiernos tenían el respaldo de las fuerzas armadas, la gran mayoría de capitalistas 
rehusaron apoyar los esfuerzos subversivos, organizados por distintos sectores de la 
oposición nacional. 


Tampoco se puede argumentar que en las postrimerías de las reformas sociales, la lucha 
política se polarizara en la medida en que el presidente Calderón Guardia comenzó a aliar 
su gobierno con el Partido Comunista y el movimiento obrero incipiente. Es decir, que la 
formación de una alianza electoral entre el candidato respaldado por el Gobierno de 
Picado Michalski y la izquierda costarricense —autodenominada el “Bloque de Victoria”— 
no demuestra que la lucha política comenzara a expresarse en la lucha de clases cada vez 
más visible en Costa Rica. No se puede negar que el movimiento del Partido Republicano 
Nacional hacia la izquierda alienó a muchos costarricenses e inyectó una dimensión 
ideológica al discurso político que, hasta entonces, carecía de discursos clasistas. El hecho 
de que la división entre los partidarios y los oponentes de Calderón Guardia se 
manifestara substancialmente antes del periodo en que el Partido Comunista expresara 
cualquier simpatía por este gobierno sugiere que muchas de las interpretaciones vigentes 
han ignorado las raíces institucionales y las consecuencias de los conflictos políticos de 
los años cuarentas en Costa Rica. Así pues, la alianza del gobierno con el Partido 
Comunista contribuyó a polarizar la lucha política, pero no fue el factor decisivo en tal 
proceso. 

En un esfuerzo para estabilizar su gobierno, Picado Michalski permitió a sus adversarios 
capturar aproximadamente la mitad de todos los asientos legislativos en los comicios de 
1946 y 1948. Más importante aún, Picado Michalski apoyó un proyecto de ley a principios 
de 1945, cuyo fin era eliminar la posibilidad que tenían todas las fuerzas políticas de 
fabricar votos fraudulentos. Las principales innovaciones del Código Electoral propuesto 
incluían crear un Tribunal Nacional Electoral para resolver los conflictos respecto de los 
asuntos y resultados electorales. Asimismo, la creación de un nuevo Registro Electoral 
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buscaba impedir que los ciudadanos votaran más de una vez el día de las elecciones, al 
formar una lista exacta de los individuos con derecho a sufragar y al suministrar a cada 
ciudadano una cédula de identificación fotográfica. 


Picado Michalski logró vencer la oposición a la promulgación de leyes electorales 
imparciales, porque contó con el apoyo de un heterogéneo grupo de diputados, pro y anti- 
gobiernistas quienes aprobaron el Código Electoral propuesto. Las maquinarias políticas 
calderonistas o de base local, fracasaron en organizar una coalición anti-reforma porque 
bastantes legisladores creían que podrían ganar aun en comicios honestos, o porque las 
consecuencias de la inacción legislativa eran peores que las de la reforma. De esta 
manera, la modificación de la legislación electoral en Costa Rica representó un ejercicio 
en la limitación del daño: importantes sectores del bloque gobernante reconocieron que 
cederé! poder a la oposición —el efecto más probable de la reforma electoral— era 
preferible a aumentar la incertidumbre política y favorecer el probable estallido de una 
guerra civil.!? 


A pesar de la disposición de Picado Michalski para negociar acuerdos políticos 
mutuamente beneficiosos con la oposición, las relaciones entre el Gobierno y sus 
adversarios se volvieron tensas. El regreso de Calderón Guardia a Costa Rica, después de 
su larga estadía en Nueva York, y la preparación de su campaña presidencial pusieron en 
peligro las negociaciones entre los moderados pro y anti-gobiernistas. La competencia 
política se polarizó cada vez más, a medida que la campaña de desprestigio lanzada por 
los opositores de línea dura persuadió a líderes claves de la Oposición de que el 
compromiso con Picado solo serviría paraque Calderón Guardia fuera impuesto en la 
Presidencia en 1948. 


Los resultados de las elecciones de 1948 indicaron que el candidato opositor, Otilio Ulate 
Blanco, había derrotado a Calderón Guardia. Manchado por numerosas irregularidades, 
tal resultado fue cuestionado por muchos calderonistas, quienes lograron anular la 
victoria de Ulate en la sesión del Congreso convocada para el primero de marzo de 1948 
con el fin de juzgar la validez del dictamen de las urnas. En las semanas que siguieron, 
esfuerzos para negociar un pacto entre fuerzas pro y anti-gobiernistas perdieron sentido, 
una vez que el ejército conducido por Figueres Ferrer (un opositor de línea dura) ganó la 
Guerra Civil. Después que la Guerra Civil concluyó, Figueres Ferrer organizó una Junta 
que gobernó la República por un período de 18 meses. * 


LA CREACIÓN DE UNA NUEVA CONSTITUCION 


Unicamente después de la Guerra Civil de 1948, los opositores a una Presidencia fuerte 
lograron convocar a una Asamblea Nacional Constituyente para reestructurar las 
disposiciones constitucionales y las instituciones políticas.'* Dominada por los 
representantes del partido de Ulate Blanco, la Asamblea Nacional Constituyente rechazó 
el proyecto de constitución de la Junta, en el cual esta declaraba a favor de una expansión 
dramática del papel del Estado en la sociedad y en la economía. Marginados dentro de la 
Constituyente, delegados aliados con el Gobierno no pudieron impedir que la mayoría 
redujera la capacidad de la Junta de emitir leyes sin el apoyo de la Constituyente. 
Contrariamente a los deseos de la Junta, la Asamblea restringió su tarea a reestructurar 
las relaciones entre los Poderes del Estado establecidas en la Carta Magna de 1871. 
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La Constituyente de 1949 reforzó los poderes del Legislativo mientras que redujo los del 
Poder Ejecutivo a solo ejecutar las leyes existentes. Expandió la autonomía de la 
legislatura al aumentar sus sesiones ordinarias a seis meses; durante dicho periodo, el 
Ejecutivo y el Legislativo podían mandar proyectos a la Asamblea. Durante las sesiones 
extraordinarias, en contraste, el presidente convocaba a la Asamblea y determinaba su 
agenda. La Constituyente adoptó prácticas características de regímenes parlamentarios: 
facultó a la Asamblea Legislativa para conducir interpelaciones de ministerios y para 
censurarlos, dado el apoyo de dos tercios de los diputados. 


La institución más innovadora creada por la Constituyente fue el Tribunal Supremo de 
Elecciones.!* Para garantizar la honestidad de las elecciones, el Tribunal se compuso con 
tres magistrados propietarios y tres suplentes, cada uno de los cuales sirve 
escalonadamente en términos de seis años y son elegidos por dos tercios de los votos de 
los miembros de la Corte Suprema de Justicia. El Tribunal Supremo de Elecciones, 
considerado en 1975 un poder igual a los otros tres, es el único responsable de llamar a 
elecciones, nombrar a los miembros de las mesas de sufragio, interpretar todas las 
provisiones legales y constitucionales relacionadas con asuntos electorales, investigar 
reclamos de parcialidad por parte de funcionarios, computar el voto popular, y declarar a 
los ganadores de las elecciones presidenciales, legislativas y municipales. Finalmente, la 
Constituyente otorgó el voto a todos los costarricenses mayores de 20 años. 


Desde la promulgación de la Constitución de 1949, Gobierno y oposición han evitado en 
gran medida el uso de la violencia, y los políticos se han enfrentado por el control estatal 
en elecciones imparciales, competitivas y periódicas. 


UNA POLITICA NO IDEOLOGICA: CONCLUSIONES 
CENTRALES SOBRE EL CASO COSTARRICENSE 


El estudio de las tendencias políticas desde 1882 revela que, a medida que a los grupos 
opositores les fue permitido ocupar asientos en el Congreso, los mismos se volvieron 
moderados. Es decir, que prefirieron competir en la arena electoral por el acceso al poder 
del Estado. Además, una vez que los políticos en el gobierno comprendieron que 
renunciar al control ejecutivo en favor de sus adversarios no los excluía necesariamente 
de la arena política, comenzaron a confiar en las urnas para seleccionar a los que iban a 
ocupar cargos electivos. 


Es importante destacar que las épocas más turbulentas de la historia política 
costarricense —los ocho años de la dictadura de Rafael Iglesias Castro (1894-1902) y la de 
Federico Tinoco Granados (1917-1919) —fueron provocadas por presidentes que rehusaron 
compartir el control del Estado con sus adversarios políticos. Por lo tanto, durante los 
años cuarentas no fue la única vez —aunque quizás fue la más importante— en que un 
presidente, en sus intentos por marginar a sus contrincantes del sistema político, tomó 
decisiones que contribuyeron a polarizar la dinámica política. 


Dichas afirmaciones no implican que el comportamiento de los capitalistas no haya tenido 
consecuencias políticas. Es indiscutible que, por ejemplo, la creación de un banco central 
y la declaración de impuestos sobre la renta por el presidente González Flores (1914-17) 
promovieron la formación de una coalición entre intereses oligárquicos, militares 
ambiciosos y partidos de la oposición para derrocar su gobierno. Como he señalado en mis 
investigaciones, pienso que la oposición oligárquica al “caldero-comunismo” fue más 
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aparente que real y que, de todas formas, no es la razón por la cual se polarizó la dinámica 
política en Costa Rica durante la década de los cuarentas. Estos ejemplos demuestran que 
la clase dominante no siempre ha sido decisiva en los acontecimientos políticos y que, por 
los menos, hay que reconceptualizar su papel en la vida republicana de Costa Rica o de 
cualquier otro país latinoamericano. 


A la luz de lo expuesto, se puede afirmar que la principal división de la política 
costarricense ha consistido (y consiste) en la confrontación entre los que controlan el 
Ejecutivo y los que no. En una sociedad sin grandes conflictos étnicos ni de clase y con una 
economía subdesarrollada, no debería sorprender que la Presidencia haya sido (y sea) tan 
importante. Por medio del Poder Ejecutivo, los políticos y las maquinarias locales 
obtenían empleos, contactos y prebendas para sostenerse económicamente.!* Dada su 
importancia en la vida nacional y los recursos a su disposición, el control de la 
Presidencia ha fomentado las alianzas que han distinguido amigos de enemigos. 


A diferencia de otros países, en Costa Rica la lucha política no se ha caracterizado por la 
confrontación entre fuerzas a favor o en contra de un papel importante para la Iglesia 
Católica en la política, entre grupos étnicos opuestos o entre una izquierda y una derecha 
bien definidas, cada una con apoyo de clases sociales divergentes. A pesar de la presencia 
de una población afrocaribeña en la provincia de Limón, la homogeneidad racial de la 
mayoría de los costarricenses que viven en el Valle Central ha prevenido el surgimiento 
de conflictos raciales en este país.” Aunque a finales del siglo diecinueve, las luchas sobre 
el papel de la Iglesia Católica en la política ayudaron a estructurar el sistema de partidos, 
dichos conflictos se disiparon en los comienzos del siglo veinte.** 


Vale la pena destacar que la citada interpretación calza muy bien con la observación de 
que la lucha por el poder en Costa Rica se ha caracterizado por pleitos personalistas y por 
la ausencia, durante largos periodos, de debate programático e ideológico. Más bien, la 
dinámica política y el discurso político han girado, como lo han demostrado varios 
historiadores, en torno de la protección de los intereses y valores de las clases medias 
rurales (y después de 1948, cada vez más urbanas), la promoción de las instituciones 
democráticas y la defensa de la identidad nacional costarricense.'” Así pues, la política en 
Costa Rica ha sido y sigue siendo esencialmente no ideológica. 


EL PAPEL DEL PRESIDENCIALISMO: IMPLICACIONES 
DEL CASO COSTARRICENSE 


Mi análisis de la vida política en Costa Rica sugiere que la estructura del presidencialismo 
de este país fue la causa principal de la inestabilidad que existió hasta mediados del siglo 
veinte. En los párrafos siguientes, ubico el caso costarricense en una perspectiva 
comparativa; se pone énfasis en el papel desempeñado por arreglos constitucionales e 
instituciones políticas en la vida típicamente turbulenta de los países latinoamericanos. 
Sostengo que las interpretaciones existentes del desarrollo de regímenes democráticos en 
América Latina necesitan ser complementados con análisis sobre el impacto de 
instituciones en general y del presidencialismo en particular en la lucha política.? 


La mayoría de las constituciones de Centro y Suramérica históricamente crearon sistemas 
presidencialistas altamente centralizados debido a que el Poder Ejecutivo frecuentemente 
tenía la capacidad de marginar la legislatura y la facultad de suspender el orden 
constitucional.” Los legisladores latinoamericanos solamente han tenido poder para 
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llevar a cabo sesiones ordinarias por periodos cortos. Frecuentemente, ellos han estado 
reunidos en sesiones extraordinarias a petición del presidente. Durante tales periodos, los 
presidentes de muchos países poseían la autoridad para determinar la agenda del 
parlamento. La capacidad de los presidentes de declarar un estado de sitio 
unilateralmente, o con mínima consulta legislativa, también les ha permitido utilizar sus 
facultades para abusar, —si no reprimir—, de sus adversarios.” 


El recurso más importante poseído históricamente por los presidentes latinoamericanos 
surge de su custodia de la maquinaria electoral del Estado. Hasta que los tribunales 
electorales fueron creados durante el siglo veinte, el Ministro de Gobernación —un 
funcionario nombrado por el Mandatario— era el responsable de la confección de los 
registros de sufragantes, y de la distribución de cédulas electorales a ciudadanos 
habilitados para votar. El Poder Ejecutivo también seleccionaba a los funcionarios de los 
recintos electorales, nombraba a los encargados del escrutinio de votos y frecuentemente 
resolvía conflictos sobre resultados y leyes electorales. 


Varios estudios documentan cómo la forma tomada por el presidencialismo en América 
Latina ha contribuido a la precariedad de la democracia en dicha región. Guerras civiles y 
otros tipos de conflictos en Chile, por ejemplo, frecuentemente fueron provocados por 
presidentes que abusaron de las facultades a su disposición como Gobernantes.?” Un 
régimen democrático se consolidó en Uruguay cuando partidarios compartieron el Poder 
con sus contrincantes y crearon un sistema autónomo de tribunales electorales en 1925. 
La inestabilidad histórica de la política argentina ha sido trazada por la omnipotencia del 
Poder Ejecutivo de ese país. La facultad de los presidentes para despedir a gobernadores 
elegidos popularmente, por ejemplo, ha sido responsable de agravar los conflictos entre el 
Gobierno y la oposición, esto llevó a la destrucción de la democracia argentina en 1930.? 


Lo que mi análisis del caso costarricense, junto con otros estudios históricos del 
presidencialismo latinoamericano, demuestra es que la práctica común de dotar al Poder 
Ejecutivo con poderes extraordinarios no solo ha agravado, sino ha creado, conflictos en 
los países de la región. Dada la experiencia latinoamericana, se podría afirmar que, en la 
medida en que se aumentan los poderes del presidente, la lucha por retener u obtener el 
control del Estado se intensifica. En sociedades económicamente subdesarrolladas, la 
importancia de mantener o de capturar el Poder Ejecutivo se pone aun más evidente: en 
un ambiente donde los empleos bien remunerados son escasos, el Estado se convierte en 
fuente de trabajo, influencias y prebendas. 


Estas hipótesis no niegan el papel desempeñado por conflictos sociales y económicos en 
fomentar la caída de los regímenes democráticos. La ausencia de una severa división 
social en la política costarricense indudablemente redujo la intensidad de los conflictos 
en torno del control del Estado. Discrepancias en torno del papel de la Iglesia Católica en 
la sociedad chilena, junto con la formación de sindicatos urbanos y movimientos agrarios, 
solo exacerbaron los conflictos creados por la lucha por retener o controlar el Poder 
Ejecutivo en este país.? Lo que dichas afirmaciones indican es que las interpretaciones 
existentes que enfatizan el impacto del subdesarrollo económico y la lucha de clases en la 
vida política necesitan ser reexaminados y tal vez aún substancialmente modificados.” 
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La problemática del Estado Nacional 
en Nicaragua 


Knutwalter 


Nicaragua ha sido el país centroamericano más intervenido por Estados Unidos en el siglo 
XX. También ha sido el único en el cual se constituyeron dos regímenes abiertamente 
antinorteamericanos que trataron, cada cual a su manera, de impulsar un nuevo modelo 
de sociedad y economía combinados con un acendrado sentimiento nacionalista. El 
fracaso de ambos intentos en su momento se debe en buena medida a que Nicaragua 
nunca pudo desviarse sino mínimamente de la órbita que le imprimió la presencia 
norteamericana a partir de comienzos de siglo aproximadamente. Después de una 
intervención militaren 1912, Nicaragua pasó a ser protectorado de Estados Unidos, hasta 
que se consolidó una dictadura que le ofreció diversas ventajas a Washington a cambio de 
un apoyo casi ininterrumpido. El Estado moderno en Nicaragua lleva, por lo tanto, una 
marca de origen norteamericano como ningún otro país centroamericano. 


Sin embargo, no debe subestimarse el papel de los actores propiamente nicaragienses 
que apoyaron el proyecto de Estados Unidos. Los interlocutores criollos, tan importantes 
cuando se instaura un orden colonial, se acercaron a los embajadores de Washington 
cuando se dieron cuenta de que los intereses norteamericanos en Nicaragua eran en serio 
e iban para largo. Sin estos individuos y grupos interesados, los esfuerzos 
norteamericanos de construir un nuevo aparato burocrático y coercitivo se habrían 
quedado a medias. Eventualmente, Estados Unidos pudo soltar las amarras, conservando 
nada más una presencia diplomática que resultaba más que suficiente mientras dejaba 
que las fuerzas políticas dentro del Estado nicaragiiense se las arreglaran solas. 


Este escrito describe y analiza los aspectos más sobresalientes de la metamorfosis del 
Estado en Nicaragua, a partir de nación soberana a país intervenido, luego de 
protectorado a nación sometida por la dictadura, hasta desembocar en el triunfo de una 
revolución. Busca explicar, sobre todo, cómo fue que el nuevo Estado sufrió importantes 
transformaciones institucionales durante los años del protectorado y cómo, bajo los 
regímenes de Anastasio Somoza García y sus dos hijos se fortalecieron dichas 
instituciones a la sombra de diversos pactos políticos con fuerzas opositoras al régimen. 
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EL ESTADO INTERVENIDO 


La primera intervención militar norteamericana en Nicaragua ocurrió a poco menos de 
tres años del derrocamiento del presidente José Santos Zelaya. Estados Unidos había 
brindado apoyo moral y logístico a los grupos antizelayistas, encabezados por liberales 
disidentes y opositores del Partido Conservador. Pero esta coalición de políticos y 
militares que derrocó a Zelaya no pudo ponerse de acuerdo para conformar un gobierno, 
lo que para Washington amenazaba con descarrilar su objetivo de imponer laestabilidad 
política en Nicaragua. Por ende, en octubre de 1912 se produjo el desembarcó de infantes 
de marina que tomaron el control de la vía férrea desde el puerto de Corinto hasta la 
ciudad de Granada. Esta ocupación militar duró poco más de tres meses, pero Estados 
Unidos dejó una fuerza permanente de cien soldados en su legación en Managua como 
recordatorio de que la tropa estaría lista para intervenir de nuevo si las condiciones lo 
ameritaban. Bajo este chantaje militar, Estados Unidos presionó a las fuerzas políticas 
paraque impulsaran una serie de cambios en el Estado nicaragiiense, con miras a 
modernizarlo y estabilizarlo. 


La preocupación de Washington con Nicaragua tenía que ver con sus intereses 
estratégicos en las proximidades del Canal de Panamá. Por un lado, había que evitar 
cualquier sobresalto político que desestabilizara los gobiernos de la región; en vista de los 
problemas que había causado el gobierno de Zelaya al intervenir en la política interna de 
sus vecinos, era necesario asegurarse de que el nuevo gobierno nicaragiiense no intentara 
hacer lo mismo. Por el otro, Washington debía adquirir el monopolio canalero en la 
región; como Nicaragua ofrecía las condiciones para la única ruta alternativa en el istmo, 
tendría que anularse la autonomía del Estado nicaragijense para negociar la construcción 
de un canal a través de su territorio. Lo primero se logró mediante un proyecto a largo 
plazo que buscaba crear un Estado a la medida de los deseos de Washington, mientras que 
lo segundo se alcanzó en 1914, con la firma del Tratado Bryan-Chamorro, que le otorgó 
derechos exclusivos a perpetuidad a Estados Unidos para construir un canal a través de 
Nicaragua.' 


El proyecto de Estado que Washington ideó para Nicaragua buscaba resolver los 
problemas que habían llevado (supuestamente) a la crisis nicaragiiense en primer lugar. 
Según Washington, buena parte de estos problemas tendrían que ver con el desorden 
fiscal que obligaba a los gobiernos de Managua a recurrir a los empréstitos extranjeros 
para cubrir sus gastos corrientes y de inversión. Los empréstitos extranjeros, a su vez, 
creaban compromisos y relaciones problemáticas con países europeos que Estados Unidos 
veía con recelo. Por lo tanto, había que sanear las finanzas nicaragiienses. 


Como primer paso, Estados Unidos promovió la creación de la Recaudación General de 
Aduanas (RGA) en 1911, que se hizo cargo de todas las aduanas del país. La RGA, cuyos 
jefes hasta la década de 1950 fueron norteamericanos, aseguraba a Estados Unidos que los 
ingresos aduaneros se destinarían al pago de las deudas pendientes que el Gobierno 
nicaragiiense había adquirido con extranjeros y nacionales. A tal efecto, la RGA podría 
negarse a entregar al Gobierno de Nicaragua los fondos que cobraba en las aduanas si su 
política fiscal no era del agrado de Washington. Asimismo, el control norteamericano 
sobre la RGA permitió la negociación y el desembolso del primer préstamo 
norteamericano por US$1,5 millones al Gobierno de Nicaragua. De esta manera, la 
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dependencia financiera nicaragiense pasaba de los europeos a los norteamericanos, 
según los designios de la “diplomacia del dólar”. 


En segundo lugar, Washington impulsó la creación en 1912 del Banco Nacional de 
Nicaragua con funciones simultáneas de banco de emisión y banco comercial. El Banco 
Nacional también controlaba la compra-venta de divisas extranjeras. Con el paso de los 
años, su papel dentro de las finanzas privadas del país alcanzaría un cuasi-monopolio y se 
convertiría en un instrumento formidable de control político. Quien controlara el Banco 
Nacional tendría un poder inmenso sobre productores agrícolas, comerciantes y 
profesionales diversos. 


Por último, Estados Unidos exigió a Nicaragua en 1917 la formación de la llamada Alta 
Comisión, un organismo integrado por dos norteamericanos nombrados por el 
Departamento de Estado y un nicaragiiense nombrado por el Gobierno de Managua. La 
Alta Comisión tendría la obligación de aprobar o desautorizar el presupuesto del Gobierno 
de Nicaragua con miras a asegurar el pago de los adeudos a particulares y gobiernos antes 
de efectuar cualquier otro gasto o inversión. Su primera gestión fue la supervisión del 
desembolso de los US$3 millones entregados al Gobierno de Nicaragua por Estados 
Unidos, a cambio de la firma del Tratado Bryan-Chamorro. La Alta Comisión fungió hasta 
comienzos de la década de 1940 cuando Nicaragua terminó de saldar varios préstamos 
pendientes con consorcios europeos y norteamericanos. 


EL ESTADO PROTEGIDO 


La creación por iniciativa norteamericana de estas instancias gubernamentales significó 
la desnacionalización de una buena parte de la política económica del Estado 
nicaragiiense. Tanto el Banco Nacional como el ferrocarril del Estado terminaron en 
manos de consorcios norteamericanos como garantías de una serie de convenios de 
préstamos que firmó Nicaragua con banqueros de Nueva York a partir de 1912.? Por otra 
parte, la insistencia de Washington de que se pagaran las deudas del Gobierno antes de 
efectuar otras erogaciones resultó en una reducción sensible en los gastos sociales y de 
infraestructura. Durante las décadas de 1910 y 1920, la red vial y ferrocarrilera no se 
extendió mayor cosa en tanto el pago y la administración de la deuda pública absorbían 
más del 40 por ciento del presupuesto nacional.? 


El tutelaje económico tuvo también una contraparte política ya que la estabilidad 
económica que buscaban los norteamericanos se complementó con un paquete de 
reformas políticas. Estados Unidos no buscó erradicar el conflicto político sino encauzarlo 
por caminos propios de una democracia liberal, vale decir, la institucionalización de las 
competencias electorales, A tal fin, Washington contrató los servicios de un profesor 
norteamericano de ciencias políticas, el Dr. Harold Dodds, quien llegó a Nicaragua en 1924 
para estudiar las leyes electorales nicaragiienses y sugerir las reformas pertinentes. Su 
propuesta, aprobada sin mayor discusión por el congreso de Nicaragua y conocida como 
la Ley Dodds, sirvió de base para la legislación electoral nicaragiiense hasta mediados de 
la década de 1960. 

Pero la Ley Dodds no eliminó los entuertos de la práctica electoral que habían dado lugar 
a tanta inconformidad con los resultados de las elecciones. En primer lugar, la Ley Dodds 
estableció un sistema electoral bipartidista y excluyente en Nicaragua: toda vez que 
resultaba muy difícil inscribir terceros partidos, la participación electoral quedaba 
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limitada a los partidos de la “mayoría” y de la “minoría”. En segundo lugar, la Ley Dodds 
estableció un sistema de votación que permitía conocer las preferencias políticas de cada 
ciudadano en el momento de emitir su voto. Además, las juntas electorales siguieron 
siendo manipulables por el partido en el poder, lo que no aseguraba la honestidad del 
escrutinio. 


Por último, Estados Unidos se preocupó a partir de 1927 por la creación de un cuerpo 
militar y policial que evitaría, supuestamente por su misma fuerza y presencia, los golpe 
de Estado y las guerras civiles. El caso es que a los pocos meses de que Estados Unidos 
retirara el destacamento militar de su legación en Managua en agosto de 1925, Emiliano 
Chamorro, el sempiterno caudillo golpista del Partido Conservador, derrocó a un 
presidente de su mismo partido y se posesionó de la primera magistratura. La respuesta 
de los liberales no tardó en darse cuando organizaron una fuerza militar y comenzó otra 
guerra civil. Estados Unidos envío de nuevo a la infantería de marina a Nicaragua en 1927, 
logrando imponer un arreglo entre los bandos contendientes, pero dando origen así a la 
rebelión de Augusto C. Sandino en las Segovias. 


La lucha contra Sandino y la necesidad de controlar las fuerzas centrífugas de la política 
nicaragilense persuadieron a Washington de que era necesario crear un cuerpo armado 
sin mayor vinculación partidista que sirviera de arbitro político y de policía vigilante para 
evitar la violencia política y social. Mediante un acuerdo firmado en diciembre de 1928 
por el ministro norteamericano, Dana C. Munro, y el canciller nicaragúense, Carlos 
Cuadra Pasos, se sentaron las bases de la futura Guardia Nacional. El acuerdo contemplaba 
la creación de una fuerza armada (o “constabularia”, según la terminología 
norteamericana) de mil soldados nicaragienses, jeteados por un poco menos de cien 
oficiales norteamericanos, quienes serían sustituidos oportunamente por oficiales 
nicaragilenses debidamente entrenados. 


De esta manera, para 1930, Estados Unidos había dotado a Nicaragua de las instituciones 
estatales supuestamente necesarias para que el sistema político se desenvolviera 
pacíficamente. Las reformas financieras, la legislación electoral y la fuerza armada 
buscaban encauzar las diferencias políticas y asegurar la paz social en un país que había 
vivido en convulsión casi crónica desde la llegada al poder de Zelaya en 1893. Por su 
parte, las dos fuerzas políticas principales, los partidos Conservador y Liberal, aceptaban 
abiertamente la tutela de Washington y los objetivos geo-políticos de los Departamentos 
de Estado y de Guerra.* 


EL ESTADO SOMOCISTA - PRIMERA VERSIÓN 
(1936-1956) 


La llegada al poder de Anastasio Somoza García tuvo mucho que ver con las relaciones 
estrechas que desarrolló con los diplomáticos y militares norteamericanos en Nicaragua 
hasta convertirse en su hombre de confianza. Su nombramiento como Jefe Director de la 
Guardia Nacional, a comienzos de 1933, fue producto de una negociación entre el 
presidente saliente José María Moneada, el comandante norteamericano de la Guardia, el 
general Calvin Matthews, y el ministro norteamericano, Matthew Hanna. A partir de ese 
momento, las ambiciones de Somoza por llegar a la Primera Magistratura eran un secreto 
a voces en todo el país y en Washington. El asesinato de Sandino en febrero de 1934 fue el 
primer paso camino a la Presidencia, pero deshacerse del presidente Juan Bautista Sacasa 
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resultó algo más complicado. Como Estados Unidos no aceptaría un golpe de Estado que 
violentara el orden constitucional, Somoza tuvo que emplear una mezcla de presiones 
políticas y militares para lograr la renuncia de Sacasa, cosa que ocurrió eventualmente en 
junio de 1936. De inmediato, Somoza se postuló como candidato a la Presidencia con el 
apoyo del Partido Liberal y de un partido “Conservador Nacionalista”, que él mismo 
organizó y financió ante la decisión de los Conservadores de no participar en la 
contienda. 


Pese a que la llegada a la Presidencia de Somoza García fue claramente amañada, Estados 
Unidos aceptó los hechos en tanto no peligraba la estabilidad del país y de su gobierno. 
Además, Somoza había respetado en apariencia las disposiciones electorales de la Ley 
Dodds y de la Constitución, al asegurar la participación de un partido “opositor” y al 
haber “renunciado” a su cargo como Jefe Director de la Guardia Nacional mientras duraba 
la campaña electoral. Esta modalidad habría de repetirse en los años venideros cuando 
resultaba conveniente tener una oposición política para hacerle el juego electoral al 
partido del gobierno. 


A nivel del Estado propiamente, Somoza Garcíase aseguró desde muy temprano que sus 
principales instituciones quedaran bajo el control directo del presidente. Para 1936, 
Somoza ya había logrado un control pleno sobre la Guardia Nacional. Los oficiales y 
soldados identificados con el Partido Conservador fueron purgados de las filas, lo mismo 
que los Liberales que no eran leales a Somoza (especialmente aquellos que se 
identificaron con el presidente Sacasa). Desde la Presidencia, Somoza también pudo 
asegurarle a la Guardia un presupuesto suficiente como para garantizar el pago puntual 
de salarios y comprar el armamento y los pertrechos indispensables. 


Posteriormente, Somoza se dedicó a remozar el resto del aparato estatal, comenzando por 
el Ferrocarril del Pacífico, que fue nacionalizado en 1937, quedando el presidente como su 
“Jefe Supremo” con autoridad sobre todas sus operaciones. Al año siguiente, se trasladó la 
junta directiva del Banco Nacional a Managua, donde sus deliberaciones estarían bajo la 
mirada directa de Somoza. En 1940, todo el sistema bancario se nacionalizó y reformó, 
quedando facultado el Presidente de la República para nombrar los directivos del Banco 
Nacional y del Banco Hipotecario y autorizar la creación de todo banco particular. De esta 
manera, Somoza adquirió un control directo sobre las principales instituciones de crédito 
del país y de la única infraestructura de transporte terrestre entre el puerto más 
importante y las principales ciudades nicaragiienses.* 


El control ejercido por el Gobierno central se extendió a las municipalidades, también. A 
comienzos de 1937, Somoza decretó la intervención de la Municipalidad de León, la 
segunda ciudad del país, siguiendo poco después con Masaya y Chinandega. Destituidas 
las autoridades locales, el Presidente nombró en su lugar a “juntas locales” que 
supuestamente se dedicarían a dinamizar la labor municipal y controlar mejor los gastos 
de las alcaldías. Diversos decretos en los meses restantes de 1937 terminaron por colocar 
a todas las alcaldías del país bajo control directo del poder ejecutivo, que también 
fiscalizaría sus gastos desde oficinas especiales en el Ministerio del Interior. Esta 
modalidad de gobierno municipal quedó incorporada a la nueva Constitución que Somoza 
promulgó en 1939, la cual también extendió su periodo presidencial hasta 1947. 

Además de los cambios en el ámbito del Estado, Somoza se aseguró el control sobre el 


Partido Liberal, al anular la autonomía de los cuadros intermedios y de las bases. A partir 
de una serie de reformas a los estatutos del partido en 1944, Somoza quedó como “Jefe 
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Supremo”, con autoridad para disponer de todas las finanzas del partido y decidir sobre 
su funcionamiento en todo momento. El nombramiento de las autoridades regionales y 
locales del partido quedó también en sus manos. Aunque su programa político conservó 
los aspectos propios del liberalismo tradicional, tal como se habían enunciado en los 
estatutos redactados en 1913, el Partido Liberal adquirió un cariz eminentemente 
“somocista”. 


Las reformas administrativas e institucionales se vieron acompañadas por una serie de 
políticas de Estado y acuerdos con diversos grupos que apoyaban la creación de lo que 
hoy se llamaría un “pacto social”. Los empresarios recibieron una atención especial desde 
el momento en que Somoza llegó a la presidencia. En primer lugar, el córdoba se devaluó 
en un 500 por ciento entre 1936 y 1938, lo cual benefició directamente a los 
agroexportadores. En segundo lugar, el régimen liberalizó la compra-venta de divisas, 
aunque siempre exigió que los trámites fueran canalizados por el Banco Nacional. Por 
último, mediante una serie de reducciones del gasto fiscal, combinado con aumentos 
tributarios y el fortalecimiento del aparato recaudador, se logró equilibrar el presupuesto 
nacional y reducir el endeudamiento público, cosas que venía reclamando el sector 
privado. 


Somoza buscó equilibrar las medidas fiscales que favorecieron a los empresarios mediante 
un acercamiento a los obreros urbanos. Ofreció construir “Casas del Obrero” en cada 
cabecera departamental, donde los trabajadores podrían reunirse para discutir sus 
problemas y entretenerse “sanamente”. También prometió viviendas populares y la 
creación de un montepío que contrarrestaría el agiotismo. La misma Constitución de 1939 
comprometió al Estado a crear un instituto de seguridad social. Hasta se habló de un 
código de trabajo, pero no fue sino hasta 1945 que el régimen finalmente lo decretó. 
Precisamente, fue a partir de la movilización social y política contra Somoza durante los 
meses de junio y julio de 1944 que el régimen se acercó abiertamente al movimiento 
sindical para buscar su apoyo frente a la creciente oposición de grupos disidentes de 
empresarios y profesionales del liberalismo (quienes terminarían fundando el Partido 
Liberal Independiente, o PLI). A cambio del apoyo del sindicalismo (incluyendo a las 
tendencias marxistas), el régimen se comprometió a promover la formación de sindicatos 
y a promulgar finalmente el Código de Trabajo. 


Pero la alianza abierta del somocismo con el movimiento sindical duró poco tiempo. Ya 
para 1947, el régimen había vuelto acerrar los espacios a los dirigentes obreros que no 
eran de su agrado y frenó la creación de nuevos sindicatos. Por lo demás, nunca se 
incorporó a los trabajadores rurales dentro de esta efímera alianza del régimen con el 
sindicalismo; más bien, el Código de Trabajo de 1945 impuso limitaciones estrictas a la 
organización de campesinos y trabajadores rurales.* Además, el inicio de la Guerra Fría en 
1947-48 convenció a Somoza de que el anticomunismo ofrecía mejores perspectivas de 
poder que la defensa de algunos intereses populares. 


El distanciamiento del movimiento obrero condujo necesariamente a un acercamiento del 
régimen con su principal enemigo histórico, el Partido Conservador, sobre todo después 
del fiasco de la elección fraudulenta y posterior derrocamiento del doctor Leonardo 
Arguello en 1947 que llevó a otra división del liberalismo.” Mediante una serie de 
acuerdos con sectores del conservatismo que no obedecían al caudillo Chamorro, Somoza 
logró, poco a poco, ganarse a los principales dirigentes del Partido Conservador hasta que 
finalmente obligó a Chamorro a sentarse a discutir un pacto entre la cúpula de las dos 
fuerzas políticas. 
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En términos ideológicos, no hubo mayores problemas: tanto el conservatismo como el 
liberalismo habían perdido (si jamás las tuvieron) sus respectivas purezas ideológicas. 
Más bien, el acercamiento de las dos fuerzas se fundamentó en concesiones burocráticas y 
ciertas cuotas de poder que le permitieron a los conservadores entenderse con Somoza. 
En primer lugar, Somoza firmó un acuerdo en 1948 con Carlos Cuadra Pasos, el dirigente 
conservador con quien el general Chamorro se disputaba la dirección del partido, 
mediante el cual se celebraron elecciones especiales para que los conservadores tuvieran 
una representación en la legislatura. También se nombraron magistrados conservadores 
en la Corte Suprema y los principales tribunales regionales y se le dio cabida a 
conservadores en las juntas directivas de las empresas estatales y en toda misión 
diplomática especial. Por último, los conservadores se harían cargo de la mayoría de las 
municipalidades en los departamentos donde obtuvieron mayoría en las elecciones 
presidenciales de 1932.* 


En segundo lugar, el mismo general Chamorro se sentó a negociar con Somoza un acuerdo 
formal entre partidos, el cual se firmó en marzo de 1950. Este acuerdo, conocido 
popularmente como el “Pacto de los Generales”, fijó fecha para elecciones de Asamblea 
Constituyente y presidente de la República. A los pocos días, el Poder Legislativo ratificó 
el acuerdo, con tal precisión, que los resultados de las elecciones se conocieron antes de 
efectuarse las mismas: no se permitiría la participación sino de los liberales y los 
conservadores; el partido que “ganara” obtendría las dos terceras partes de los escaños en 
el Congreso y el otro los restantes; y los conservadores tendrían a su cargo la maquinaría 
electoral en aquellos departamentos donde obtuvieron mayoría en las elecciones de 1932 
y los liberales en los demás. Además, el acuerdo especificó el contenido de ciertos 
artículos de la Constitución, tales como la representación de la minoría en todos los 
cuerpos colegiados de la administración pública (incluyendo las misiones diplomáticas, 
las directivas de los bancos del Estado y los concejos municipales), el principio de un 
ejército nacional no partidista, la prohibición de la reelección presidencial, y el eventual 
voto femenino.” 


El problema era, en buena medida, uno de liderazgo, pues el general Chamorro seguía 
aspirando a la Presidencia y el general Somoza quería mantener su control sobre la 
Guardia Nacional y, desde allí, sobre la Presidencia. Efectivamente, el control que ejercía 
Somoza sobre el aparato del Estado aseguró su permanencia no solamente al frente de la 
Guardia sino que le otorgó otro periodo presidencial después de unas elecciones en mayo 
de 1950, que los liberales ganaron con un poco más del 75 por ciento de los votos 
emitidos.!" 


El pacto entre conservadores y liberales fue acompañado de una apertura del régimen 
hacia sectores empresariales no identificados con Somoza y su camarilla, Por una parte, 
los buenos precios del café y el inicio del cultivo del algodón inyectaron un mayor 
dinamismo a la producción y al comercio exterior. Por otra, los ingresos fiscales 
aumentaron significativamente a partir de 1950, lo cual permitió al Estado ampliar su 
área de acción.!! De esta manera, se abrían espacios para una mayor cooperación entre el 
régimen y los empresarios, algunos de los cuales ya estaban quejándose abiertamente del 
mantenimiento de políticas de Estado que venían desde la década de 1930 y de los años de 
la Segunda Guerra Mundial (tales como el control de cambios y el desmedido papel de la 
banca del Estado en el otorgamiento del crédito). 


El más visible cambio que se operó después del “Pacto de los Generales” fue la 
autorización para la creación de bancos privados. Hasta 1948, el Banco Nacional y el 
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Banco Hipotecario juntos habían manejado una altísima proporción de las operaciones de 
crédito en el país. Además, el crédito se había concentrado notablemente en aquellos 
departamentos del centro y el occidente donde los liberales tenían su mayor clientela 
política, mientras que los departamentos de mayor presencia conservadora se tuvieron 
que conformar con las migas. Por lo tanto, la autorización para la creación del Banco de 
América, que surgió en 1952 como iniciativa de grandes capitales conservadores de la 
ciudad de Granada, significó la disposición del régimen de tolerar una mayor competencia 
en el campo del crédito bancario. El Banco Nicaragiiense, fundado un año después, 
respondía fundamentalmente a los intereses de los nuevos capitales algodoneros del 
occidente del país. 


A la par de los nuevos bancos, el Estado puso a disposición del sector privado otra 
institución de apoyo a la producción, el Instituto de Fomento Nacional (INFONAC). El 
INFONAC fue creado por decreto presidencial, en 1953, como corporación pública con 
amplias facultades para ofrecer asesoría técnica, otorgar créditos para la producción, 
comprar acciones y hasta fundar empresas. Si bien el INFONAC nunca dejó de estar 
firmemente bajo el control de la Presidencia de la República, su junta directiva incluía a 
representantes de sectores agrícolas e industriales no ligados al somocismo. Asimismo, 
abrió oficinas en regiones del país marginadas hasta entonces del crédito bancario y le dio 
un impulso fuerte a la producción ganadera con la fundación de mataderos industriales 
en los departamentos orientales, tradlcionalmente dominados por el conservatismo. 


El apoyo del régimen a la actividad empresarial se pudo apreciar también en la creación 
en 1949 del Consejo Nacional de Economía, oficina dependiente de la Presidencia, lo cual 
tendría la autoridad para fijar la política económica de la nación, según las 
recomendaciones de un personal técnicamente calificado. El Consejo también estaría 
atento a las opiniones de los principales gremios del sector privado. Para 1953, se 
ampliaron sus atribuciones hasta contemplar la preparación de planes de desarrollo, 
coordinación interministerial y formulación de política fiscal. De hecho, el Consejo se 
convirtió en un superministerio de desarrollo económico que buscó mejorar la eficiencia 
y el volumen de la inversión tanto pública como privada bajo la égida del Estado. 


Para mediados de la década de 1950, el Estado y el régimen de Nicaragua habían adquirido 
las características fundamentales que perdurarían hasta la Revolución Sandinista de 1979. 
Por un lado, diversas instituciones se habían fortalecido a la sombra de las alianzas 
políticas del somocismo. La principal de estas, la Guardia Nacional, se mantuvo leal a 
Somoza García desde 1933 hasta su muerte en 1956; por otra parte, ninguna de las fuerzas 
políticas importantes jamás exigió la disolución de la Guardia (aunque con frecuencia sí 
pidieron la separación de Somoza del cargo de jefe director). La burocracia del Estado, de 
la cual extraía el Partido Liberal buena parte de sus ingresos, había crecido notablemente 
y proporcionaba un caudal de votos seguros. El mismo régimen de partidos políticos que 
impuso la ocupación norteamericana anuló finalmente a los últimos reductos del 
caudillismo tradicional (tal como se manifestó en la firma del “Pacto de los Generales”) y 
obligó a la oposición de conservadores y liberales disidentes a hacerle el juego electoral al 
régimen. 

No debe extrañar, por lo tanto, que el asesinato de Somoza García en septiembre de 1956 
no puso en peligro al régimen ni amenazó la estabilidad del Estado. Mientras Somoza 
García agonizaba en la Zona del Canal de Panamá, sus dos hijos se posesionaron de los 
cargos que el padre ocupaba simultáneamente. Luis, el mayor, ya ostentaba el cargo de 
presidente del Congreso y Anastasio, el menor, fungía como jefe director interino de la 
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Guardia, mientras Somoza padre andaba en campaña en busca de otra reelección 
presidencial. La camarilla de funcionarios y políticos cercana al dictador también se 
mantuvo, lo cual aseguró la continuidad del funcionamiento de la burocracia y la lealtad 
de los seguidores del Partido Liberal. 


EL ESTADO SOMOCISTA - VERSIÓN 2 


Eventualmente, Luis Somoza fue elegido presidente a comienzos de 1957 y seis años más 
tarde, le sucedió Rene Schick, veterano e incondicional somocista. El recambio en la 
Presidencia de un nicaragiiense que no era de apellido Somoza no debe entenderse como 
señal de pérdida de poder por parte del régimen. Desde 1936 hubo otros presidentes que 
no eran de la familia y cuya gestión fue conveniente para conservar ciertas apariencias de 
legalidad. Durante la década de 1960, la “Alianza para el Progreso” del gobierno de 
Washington y la lucha contra las fuerzas revolucionarias inspiradas por la Cuba de Fidel 
Castro, reclamaban una nueva apariencia de civilismo y formas democráticas. Pero si bien 
hubo recambio a nivel de la Presidencia de la República, la Guardia Nacional nunca dejó 
de estar en manos de un Somoza: desde 1933 hasta 1979 tuvo solamente dos jefes, 
Anastasio padre y Anastasio hijo. Fue precisamente bajo la vigilancia de la Guardia y de su 
jefe director que las fuerzas políticas opositoras descubrían los límites de su margen de 
maniobra. 


Tal como ocurrió bajo la Presidencia del primer Somoza, la única oposición a la cual se le 
permitió participar en las elecciones después de 1956 fue la del Partido Conservador. Aun 
en momentos en que el régimen buscaba supuestamente una apertura política bajo la 
presidenciade Luis Somoza, las reformas a la ley electoral mantuvieron intacta la 
disposición que el profesor Dodds había incluido en su proyecto de ley de 1923: solamente 
se reconocían como partidos políticos aquellos que hubieran obtenido primero y segundo 
lugar en la elección anterior y que mantuvieran una organización nacional en el ínterim. 
Toda otra agrupación que quisiera convertirse en partido político legalmente reconocido 
tendría que entregar una petición firmada por una cantidad de ciudadanos equivalente al 
5 por ciento de los votos válidos emitidos en la última elección; para colmo, las firmas 
tendrían que estar autenticadas por un notario y acompañadas de otras firmas de 
testigos. Los mismos requisitos y procedimientos se volvieron a contemplar en la Ley 
Electoral aprobada en 1974. El régimen imponía, en otras palabras, un sistema 
bipartidista que buscaba asemejarse al de las democracias modernas del Atlántico norte 
(al enfrentar ados partidos que no discrepaban mayor cosa), pero sin los riesgos de perder 
una elección. 


El conservatismo se prestó al juego insistiendo en una buena tajada de los cumies del 
Poder Legislativo y otras prebendas burocráticas. A raíz del acuerdo que firmaron los 
dirigentes del Partido Conservador con el presidente Somoza Debayle, en 1971, mediante 
el cual se convocó a elecciones para una asamblea constituyente, se volvió a insistir en 
que la nueva constitución asegurara una representación mínima para la oposición de un 
40 por ciento de los diputados y senadores, además de cuotas seguras en el Poder Judicial, 
juntas electorales, entes autónomos y concejos municipales.' Incluso, el acuerdo de 1971 
permitió finalmente a un miembro de la “oposición” llegar a ocupar parte del Poder 
Ejecutivo: Somoza Debayle renunciaría a la Presidencia y sería sustituido por una Junta 
Nacional de Gobierno, nombrada por la constituyente, compuesta por tres miembros, dos 
del partido de la mayoría (los liberales) y uno de la minoría (los conservadores). La Junta 
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gobernaría desde mayo de 1972 hasta diciembre de 1974, cuando entregaría el poder al 
presidente que fuera elegido entonces. Por cierto, la nueva constitución prohibió la 
reelección presidencial, pero no puso traba alguna para que Somoza Debayle volviera a 
postularse como candidato en 1974 y ganara un nuevo periodo presidencial hasta 1980. 


Las demás fuerzas opositoras fueron excluidas de las luchas electorales y puestas bajo 
amenazas de castigo judicial en caso de traspasar los límites del accionar político. Una 
reforma al Código Penal prohibía las expresiones de rechazo a la Constitución o al sistema 
político y social; la organización de partidos de ¡deas comunistas y de reuniones 
favorables a tales partidos; la propaganda a favor de la abolición de la propiedad privada, 
de “la colectivización por el Estado de los instrumentos y medios de producción” y del 
“ateísmo militante”; y los llamados a las huelgas declaradas “ilegales” por el régimen. Por 
supuesto, la reforma también establecía castigo para aquellos que incitaran al ejército a 
rebelarse o que causaran alboroto o perturbación durante celebraciones de alguna fiesta 
cívica o religiosa. Hasta se prohibían las críticas a funcionarios o particulares mediante 
“figuras dibujadas en las paredes u otros lugares”.** 


El hijo estaba poniendo en práctica las mismas maniobras del padre, pero los resultados 
habrían de ser muy distintos. El caso es que el país había cambiado entre 1950 y 1970 y la 
crisis del régimen y del Estado se avecinaba. Por una parte, la oposición practicada por los 
conservadores buscaba maneras de ablandar al régimen, a fin de lograr mayores cuotas de 
poder y otorgarle mayor legitimidad al sistema al que se habían amarrado, pero que 
amenazaba con hundirlo todo. Fernando Agiiero, el dirigente conservador, pactó con 
Somoza Debayle en 1971 pensando que finalmente el régimen somocista estaba listo para 
ceder más que las apariencias. Por otra, la oposición armada, organizada en torno al 
Frente Sandinista de Liberación Nacional (FSLN), buscó intensificar sus acciones después 
de una década de tropiezos y fracasos, anticipando un vuelco de las simpatías populares 
por la figura de Sandino y la lucha antiimperialista. Entre estas dos fuerzas, la oposición 
cívica de clase media (y frecuentemente de inspiración cristiana), aprovechaba los 
espacios que ofrecía el pluralismo formal del régimen para denunciar sus desmanes y 
ofrecer alternativas de cambio. 


Sin duda alguna, la sociedad nicaragiiense se había tornado más compleja y la dinámica 
política, por ende, más explosiva. Cuando en 1954 y de nuevo en 1959 se dieron brotes de 
oposición armada apoyados por sectores del conservatismo, el pueblo se mantuvo muy al 
margen. Estas rebeliones fueron intentos de derrocar al gobierno “a la antigua”, mediante 
algunos golpes contundentes que supuestamente llevarían a la desmoralización de las 
fuerzas del gobierno y la fuga del presidente y su gabinete. Sin embargo, el FSLN se fundó 
en 1961 con objetivos de más largo plazo que cuestionaban los mismos fundamentos y 
orígenes del régimen y el Estado somocista. Al revivir a la figura de Sandino y formular un 
proyecto para un nuevo Estado en Nicaragua, el FSLN comenzó a preparar las condiciones 
para una lucha popular que no podría jamás pactar con el somocismo y difícilmente 
habría de aliarse con la oposición tradicional al régimen. 


En los años decisivos de comienzos de la década de 1970 ocurrió el terremoto de Managua. 
La ciudad capital ya había sido destruida varias veces por los sismos, pero el del 23 de 
diciembre de 1972 fue particularmente fuerte y ocurrió precisamente en un momento 
crítico para el régimen. La Junta Nacional de Gobierno no tenía sino unos meses de 
instalada y su autoridad para enfrentar la situación se vio inmediatamente puesta en 
entredicho por la actuación caótica de la Guardia Nacional cuando intentó ejercer su 
autoridad entre los escombros. La impotencia del gobierno de la Junta se pudo apreciar en 
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la creación, el mismo día del sismo, de un Comité Nacional de Emergencia encabezado por 
Somoza Debayle, en su carácter de jefe director de la Guardia Nacional, e integrado por 
todos los miembros del gabinete de la Junta, pero sin ninguna representación de la Junta 
misma. Este Comité Nacional de Emergencia se constituyó, efectivamente, en el gobierno 
real del país y la Junta de Gobierno pasó a un plano totalmente secundario; el mismo 
Fernando Agúero renunció poco después a su cargo en la Junta, pero no hubo problema 
en conseguir a otro político conservador dispuesto a seguir prestando su cara para 
mantener las apariencias. 


El retorno de Somoza Debayle a una posición de autoridad política preponderante se 
debió a la creciente importancia de la Guardia Nacional. El mantenimiento del orden 
durante los meses posteriores al terremoto se pudo lo.grar solamente dándole a la 
Guardia una serie de oportunidades de enriquecimiento que recompensarían su actuación 
en defensa del régimen. Es decir, los costos de protección habían subido notablemente 
mientras que, por otro lado, los enormes influjos de ayuda externa para la reconstrucción 
de Managua permitían pagar esos costos. La reconstrucción de Managua fue, 
precisamente, la manifestación más patente del carácter rapaz del somocismo toda vez 
que la Guardia y los miembros de la camarilla de Somoza Debayle tuvieron acceso a 
información y recursos que les permitieron lucrarse de inversiones en vivienda, 
infraestructura y asistencia social. Pero la nueva Managua que surgía de las ruinas de la 
vieja no haría más que profundizar la ¡legitimidad del régimen y acrecentar la 
popularidad del Frente Sandinista como real alternativa política. 


CONCLUSIÓN 


No es posible determinar cuánto más se habría retrasado la caída del régimen somocista 
en la ausenciade un terremoto como el de 1972. Tampoco se puede afirmar que la elección 
de Jimmy Cárter a la Presidencia de Estados Unidos, en 1976, y su política exterior en 
defensa de los derechos humanos haya sido suficiente para precipitar el distanciamiento 
de diversas fuerzas políticas nicaragienses de Somoza Debayle y su Guardia Nacional. Ni 
fue determinante el que toda una gama de partidos y gobiernos de Latinoamérica hayan 
apoyado la lucha del pueblo de Nicaragua para sacudirse al dictador. Lo que sí está claro 
es que la lucha contra Somoza y la Guardia Nacional, o más específicamente, contra el 
Estado nicaragiiense, la hizo y la ganó el pueblo de Nicaragua. Esa voluntad política se vio 
acuerpada (o tolerada) por gobiernos vecinos cuando era evidente que el apoyo con el 
cual contaban Somoza Debayle y la Guardia era mínimo. El asesinato de Pedro Joaquín 
Chamorro y la toma del Palacio Nacional, en 1978, fueron oportunidades para explosiones 
singulares de repudio a la dictadura que dejaron en claro que la voluntad ¡nsurrecional ya 
estaba a flor de tierra. 


La crisis final del régimen y del Estado somocista llegó a mediados de 1979 cuando se 
habían agotado los mecanismos coercitivos, diplomáticos y políticos para mantenerlos. El 
régimen fue abandonado por casi todos sus aliados externos mientras que las 
instituciones del Estado somocista se desmoronaban (especialmente la Guardia Nacional). 
Sin embargo, no hay que olvidar que dicho Estado empezó a perfilarse en la década de 
1910 y que el régimen que le dio su forma acabada nació en 1936. Es decir, es necesario 
reconocer la capacidad de renovación y de acomodación del Estado nicaragiiense durante 
buena parte del siglo xx, al comienzo bajo la tutela de Estados Unidos y posteriormente 
bajo la dirección de la dictadura somocista. 
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Incluso, al observar el panorama político contemporáneo en Nicaragua, se podría 
pensarque todavía no está cerrado el capítulo. En la Nicaragua de hoy están presentes 
algunas de las fuerzas políticas que acompañaron al régimen somocista durante buen 
tiempo. También se ha implantado un modelo económico liberal a raíz de la derrota 
electoral del FSLN en 1990 y lo que está por verse es si el sistema político actual (una 
democracia liberal) será capaz de enfrentar y encauzar la solución de los severos 
problemas económicos y sociales producto de un terremoto devastador, las prolongadas 
guerras de liberación y contrarrevolución y las transformaciones revolucionarias de la 
década de 1980. Si el país no comienza a superar a corto plazo este cúmulo de problemas, 
puede ser que la dictadura vuelva a presentarse como la solución conveniente y necesaria 
frente al debate supuestamente estéril entre fuerzas políticas irreconciliables. Eso fue lo 
que planteó Somoza García en la década de 1930 cuando inició su camino hacia la 
Presidencia: lo que hacía falta, decía él, era un gobierno de acción y no de palabras, un 
régimen decisivo que no perdería tiempo en discusiones irrelevantes, un jefe que se 
colocaba por encima de los partidos en busca del bienestar de todos. Si bien el entorno 
internacional fue otro en aquellos tiempos, la situación económica del pueblo 
nicaragliense es crítica en extremo. ¿Será posible que el curso de los acontecimientos 
futuros en Nicaragua guarde semejanzas importantes con los de la década de 1930? 


NOTAS 


1. Como Estados Unidos no tenía mayor intención de construir otro canal justo cuando el de 
Panamá comenzaba a funcionar, es evidente que el Gobierno de Nicaragua, que suscribió dicho 
tratado, buscaba recibir el pago de $2 millones que necesitaba para saldar deudas pendientes. 

2. Tanto el Banco Nacional como el Ferrocarril del Pacífico sirvieron de garantía para estos 
préstamos y terminaron convertidos en corporaciones norteamericanas registradas en ios 
estados de Maine y Connecticut, respectivamente. Sus juntas directivas, nombradas por el 
consorcio de bancos acreedores, se reunían en Nueva York, totalmente fuera del control del 
Gobierno de Nicaragua. 

3. Los gastos de amortización de la deuda sumados a los de mantenimiento del ejército y policía 
alcanzaron más del 60 por ciento del total del gasto público durante los años de 1917-1927. 

4. La sumisión ante Washington se pudo apreciar claramente en las negociaciones celebradas en 
Tipltapa en abril de 1927 para poner fin a la guerra entre liberales y conservadores. Los 
representantes liberales le dijeron al representante personal del presidente Coolidge, Henry 
Stlmson, que su bando no guardaba sentimientos antiyanquis y que ellos [los liberales] aceptaban 
que Estados Unidos se preocupara por su zona de influencia en las cercanías de Panamá como una 
realidad “natural”. 

5. El Banco Nacional y el Banco Hipotecario controlaban, entre los dos, más del 85 porciento del 
crédito comercial en Nicaragua entre 1940 y 1948. Knut Walter, “La banca y el poder en 
Nicaragua bajo el régimen de Anastasio Somoza García”, Boletín de Ciencias Económicas y 
Sociales (San Salvador) 10,3 (mayo-junio de 1987). 

6. El Código de Trabajo específicamente prohibía la huelga en aquellos sectores de la economía 
que ofrecían un servicio público y que eran de “Interés colectivo”, es decir, los empleados 
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públicos y todos aquellos dedicados a la agricultura, la ganadería y la minería (según las palabras 
del mismo Código). 

7. El general Somoza tuvo que desechar sus planes de reelección en 1947 frente a la oposición de 
sectores del liberalismo y del propio Departamento de Estado. Por tanto, escogió a Leonardo 
Arguello como candidato a la Presidencia, pensando de que este anciano liberal sería su títere. 
Sin embargo, al asumir la Presidencia el 1 de mayo de 1947, Arguello procedió a remover a 
diversos funcionarios identificados con Somoza hasta llegar a pedirle la renuncia al general. Al 
día siguiente, el 26 de mayo, tropas leales a Somoza se tomaron el Palacio Nacional, Arguello salió 
al exilio y el Congreso nombró aun presidente sustituto escogido por Somoza, quien conservó su 
cargo como Jefe Director de la Guardia Nacional. 

8. Esta pantomima política buscaba mantener las apariencias de legalidad constitucional tan 
importantes para el régimen. Sin embargo, la referencia a las elecciones de 1932, las últimas 
supervisadas por funcionarios norteamericanos, sugería que todas las posteriores carecían de 
validez. Además, el acuerdo específicamente aclaraba que en las elecciones especiales para 
diputados los liberales se abstendrían de participar a fin de garantizar la elección de 
conservadores. 

9. Al margendel contenido específicamente político del “Pacto de los Generales”, es interesante 
notar que Somoza y Chamorro, entre otros, fundaron poco después la Compañía Nacional de 
Productores de Leche, S.A., que habría de convertirse en la más fuerte empresa lechera del país. 
Chamorro quedó de presidente de la empresa y Somoza de vice-presidente. Esta asociación 
empresarial de los dos dirigentes políticos le dio mayor solidez al acuerdo político. 

10. Los resultados de las elecciones presidenciales de 1950 fueron aceptados por los 
conservadores sin mayores objeciones. El mismo periódico La Prensa, vocero de la oposición, 
aceptó que Somoza había ganado y que los conservadores más bien fueron castigados por un 
fuerte abstencionismo. Evidentemente, muchos nicaragiienses decidieron que no tenía caso 
participar en una elección, cuyos resultados ya estaban anunciados. 

11. Los ingresos del Estado se cuadruplicaron entre 1945 y 1955, producto en gran medida del 
incremento de los impuestos aduanales. Los gastos del Estado aumentaron aún más que los 
Ingresos y su distribución refleja una significativa reorientación del gasto hacia la inversión: de 
un 15,9 por ciento del presupuesto dedicado a Inversión en 1945 se pasó a casi el 35 por ciento en 
1956. De lo destinado a inversión, la mayor parte se dedicó a la Infraestructura de transportes y 
generación y distribución eléctrica. 

12. Véase la reforma parcial a la ley electoral de 1962, La Gacela/Diario Oficial, 66,116 del 30.8.62, 
y la ley electoral de 1974 La Gaceta/ Diario Oficial, 78,227 del 4.12.74. 

13. La convocatoria a elección de asamblea constituyente, producto del acuerdo suscrito en 
marzo de 1971 entre los liberales somocistasy el Partido Conservador de Nicaragua (conocido 
popularmente como el “Kupla Kumi”, que significa “un solo corazón” en el idioma misquito de la 
Costa Atlántica), estableció una representación mínima del 40 por ciento de los diputados para la 
fracción perdedora. Pero también precisó que la nueva constitución contemplaría esa fórmula de 
representación “proporcional” De hecho, y tal como ocurrió en 1950, el contenido de la 
Constitución ya estaba cocinado antes de efectuarse la elección para constituyente. 

14. Nicaragua, “Decreto que castiga a partidos extremistas e individuos que inciten al motín y 
provoquen terrorismo” (La Gaceta/Diario Oficial 63,262del 18.11.59). En 1965 se decretó que todo 
rótulo público, ya sea con fines comerciales, políticos, sociales o de otra índole requería el 
permiso previo de los jefes políticos o los jueces de policía. En el caso de las pintasen edificios que 
fueran de carácter “escandaloso o subversivo,” los responsables podrían ser condenados a medio 
año de cárcel. Nicaragua, “Decreto prohibiendo exhibir rótulos, papeletas o inscripciones sin 
debida autorización”, La Gaceta/Diario Oficial 69,84 del 20.4.65. 
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4. Nación, género y etnia 





¿Fuera el Estado del Estado? ¿Afuera 
la nación? 


El Quiché Oriental frente al Estado-Nación Guatemalteco de 1821 a 1970 


Jean Piel 


PRESENTACION 


En 1821, Guatemala proclama su separación del orden colonial español en América 
Central y pretende empezar una difícil transición —hoy por hoy, todavía no cumplida 
totalmente— hacia el modelo del Estado-Nación contemporáneo, tal como entendemos la 
palabra en 1993. Dentro de un mundo universalmente encuadrado por un sistema 
planetario de “Estados Naciones Unidos”. 


Desde ese momento hasta ahora: ¿En qué medida esa promesa histórica formulada por la 
elite criolla independiente ha sido realmente cumplida? He aquí una de las preguntas 
fundamentales de este encuentro internacional, al cual pretendo aportar algunos 
elementos de respuesta, no a partir de la historia del Estado Central y de sus soportes 
sociales propios, sino de la historia de un segmento de la Guatemala profunda. Muchas 
veces enjuiciada este —desde el siglo xvi hasta hoy— como muy tradicional, cuando no 
“arcaico”, por las ideologías criollas centralistas dominantes. 


Se tratará aquí de comprender el destino histórico regional del actual departamento del 
Quiché, en su relación con el Estado y el resto de la Nación, desde 1820 hasta 1970, 
Analizando esa relación no desde la mirada del estadista centralista o del tecnócrata 
desarrollista, sino desde una sociedad regional todavía mayoritariamente indígena en 
1993 y situada al margen de los grandes ejes de circulación del país. 

Representativa de los problemas de la América Central indígena, la misma nos va a ayudar 
a agudizar nuestras reflexiones sobre la cuestión de saber si desde hace ya más de 170 
años el Estado guatemalteco ha tenido o no éxito en incorporar eficazmente este tipo de 
región en sus redes de intercambios políticos, ideológicos, sociales y económicos, hasta 
formar con ellas una entidad única e indivisible, identificada con su Estado: la “Nación 
guatemalteca”. 
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Con la condición previa de entender que la originalidad de una región como el Quiché, 
antes que ser de origen geográfico-ecológico y/o étnico (lo que también es, por supuesto), 
está primero en el resultado de una historia sociopolítica, que se fue estructurando entre 
Estado y sociedad regional y cuyas permanencias multiseculares fueron consciente y 
tenazmente conceptuadas, deseadas y experimentadas por quienes (las elites hispano- 
criollas centralistas y los líderes indo-mestizos regionales) tenían interés en mantenerlas 
en contra de las fuerzas de cambio internas o externas, y a expensas de la mayoría de las 
poblaciones de la región. 


¿EL QUICHE ORIENTAL ADENTRO Y AFUERA DEL 
NUEVO ESTADO-NACION GUATEMALTECO? 
(1821-1871) 


Todavía indígena en 90 por ciento hacia 1820 y dentro del modelo particularmente 
paternalista de conservación de una indianidad primo-colonial, bajo la tutela del 
protectorado dominico — que supo mantener la región como un reducto frente a las 
tendencias secularizantes del siglo xvii—, ¿podía el Quiché oriental entrar en igualdad de 
condiciones que los demás neociudadanos guatemaltecos en el Estado-Nación en 
construcción por parte de la elite criolla? Liberal de 1821 a 1839, conservadora de 1839 a 
1871. Y, si no ¿qué forma de compromiso histórico esta va a poder inventar durante el 
periodo entre entidades aparentemente tan incompatibles, como el modelo importado del 
Estado-Nación, “uno e indivisible” y compartido con ciudadanos iguales en derechos, y 
una sociedad regional todavía dominada por un modelo de Antiguo Régimen colonial, 
basado en la exclusión de la personalidad etno-jurídica de la mayoría indígena y en la 
marginalidad social de la minoría creciente de ladinos pobres? 


Porque no tenemos que equivocarnos: si las reformas borbónicas habían empezado a 
transferir en el Quiché el ejercicio de la tutela paternalista sobre los indios de las órdenes 
regulares al clero secular y a los neolatifundistas ladinos, nunca tuvieron como objetivo 
suprimir el principio mismo de esa tutela. Con lo cual, siempre minorizados, los indígenas 
del Quiché difícilmente habrían podido preparar su integración como ciudadanos en el 
marco de una proto-nacionalidad criolla incipiente. 


Invención del Estado e indefinición de la Nación guatemalteca hasta 
1839 


Inventar, ex nihilo, en 1821 un Estado independiente en Guatemala obedece a la regla del 
género, válida por la misma época para toda la América criolla hispánica: tener un grupo 
que pretende con cierta credibilidad representar los intereses supuestos comunes de 
todos los habitantes del territorio (según el caso: un cabildo, una junta, una asamblea de 
delegados); convocar a una asamblea constituyente y con ella, a nombre del pueblo y con la 
ayuda de Dios, transferir la soberanía desde la legitimidad histórica del imperio español 
hacia una mesa representativa, delegada por un segmento territorial del extinto imperio. 
Operación sencilla, en apariencia, pero que exige primero una difícil ruptura mental con 
la herencia imperial y, ante todo, una supuesta influenciade los “padres fundadores” 
sobre la opinión y la sociedad. 
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En el caso guatemalteco, la opinión, reducida a una ínfima minoría criolla educada, es 
trabajada desde tiempo atrás por unas sociedades cultas, unas redes de tertulia y unos 
periódicos y revistas. La sociedad política (criolla) queda articulada a sus representantes 
por redes de parentesco, clientelas y dependencias personales típicas de una elite del 
Antiguo Régimen. En cuanto alas inmensas mayorías ladinas e indígenas-quichés, 
generalmente no saben leer ni escribir quedan en las clientelas dependientes de los 
precedentes o bajo control estricto de los agentes de la autoridad estatal o clerical. Vale 
decir, que no conforman una sociedad política y que están todavía fuera del Estado, fuera 
de la sociedad civil. Es decir, fuera de la Nación legal que acaba de nacer. 


Queda la Nación política real (a lo mejor en 1821 el 10 por ciento de los criollos en 
Guatemala), que a pesar de sus divisiones, puede considerar que sí está “representada” 
por el nuevo Estado. ¿Cómo definirla territorialmente? ¿Cómo  organizaría 
administrativamente? ¿Cómo orientarla históricamente? 


A la última pregunta, la generación independentista da al principio una respuesta 
claramente liberal, particularmente sobre dos asuntos que van a tener mucha 
importancia para el Quiché oriental: la relación con la herencia colonial clerical y la 
relación con la herencia colonial pluri-étnica. En 1824 se corta en un 7 por ciento a todas 
las rentas clericales y en 1829 se suprimen todas las congregaciones religiosas y se les 
confiscan todos sus bienes. En cuanto al problema indígena, la Asamblea Constituyente 
formula, en 1824, un proyecto histórico claramente asimilacionista, al recomendar que los 
poderes locales: 

se dediquen con las medidas parecidas, prudentes y eficaces a EXTINGUIR LOS IDIOMAS DE 

LOS PRIMEROS INDÍGENAS y que ayuden a que aquellos que se llaman 'ladinos' se 

establezcan entre los indígenas con el fin de promover la extinción de sus lenguas nativas y 

su ilustración. 
A la segunda pregunta, se responde con el dictado de 1823 a 1825 de varias leyes 
constitucionales, las que: 

1. Territorializan la nueva República de Guatemala a las dimensiones del Antiguo reino de 
Goathemala [1824]. 

2. Reagrupan los pueblos y ciudades del Estado de Guatemala en siete departamentos. En el 
caso del Quiché oriental, es promovido al de distrito territorial del departamento de Sololá - 
Suchitepequez [1825]. 

3. Y reemplazan los antiguos cabildos y ayuntamientos coloniales por MUNICIPALIDADES 
republicanas, con un alcalde y un regidor si son menos de 500 habitantes y un alcalde, dos 
regidores y un delegado-procurador, si son de más de 500 habitantes [1823 - 1824]. 


Pero, para la primera propuesta, los liberales que orientaron la independencia tienen 
mucha dificultad para encontrar la respuesta correcta, y tardan en poder definir su 
“territorio-nación”. De 1821 a 1823, Guatemala —así como el resto del istmo— queda 
asociada a México. Se separa de él en 1823 y orienta (difícilmente) el destino de la 
Federación centroamericana hasta 1839. Y cuando los secesionismos triunfan sobre la 
Federación (y los liberales guatemaltecos), los conservadores —que llegan al poder ese 
año— solo tendrán éxito en recuperar el Estado secesionista “de los Altos” a principios del 
año 1840. 


Una e indivisible, la República de Centroamérica, proclamada en 1824 por los liberales, 
tuvo que aceptar a lo largo del periodo la pérdida de Soconusco, Chiapas, Belice y la 
separación del istmo centroamericano. Eso subraya suficientemente las dificultades 
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liberales para definir la Nación durante el periodo, no solamente de forma territorial, sino 
también social y étnicamente. 


Por ejemplo, libre cambistas —tanto en lo exterior como en lo interior—, los liberales 
deberán abrir el mercado guatemalteco a nuevos empresarios y comerciantes. En 1829, al 
contrario, restauran el poder monopolizante de los agroexportadores de cochinilla y añil, 
abriendo nuevamente el modelo fini-colonial la Sociedad Económica de Amigos del Estado de 
Guatemala. 


16 Jurídicamente igualitaristas, estos pretenden en 1824 operar en pro de la asimilación de la 
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mayoría indígena en el marco de una ciudadanía guatemalteca jurídica y lingitísticamente 
homogénea. Pero desde 1823, por razones de apuro fiscal, prolongan la existencia del 
tributo indígena, bajo nombre de contribución territorial. Este se vuelve impuesto personal en 
1825. 


Defensores de la movilización mercantil de la tierra, deberán favorecer la 
desamortización de los bienes de manos muertas. Y es verdad que van en ese sentido, 
cuando favorecen el loteo de las tierras ejidales por parte de las municipalidades (1824), el 
alquiler de tierras ejidales con reserva de usufructo enfitéutico al 2 ó 3 por ciento (1829) y 
la expropiación de los bienes de las congregaciones religiosas (1829). Pero, en total 
contradicción con sus principios, mantienen en 1824 los bienes inajenables de cofradías 
religiosas, cuando transfieren su control fiscal a la nueva Contaduría de Propios. 


Criticando esas contradicciones y fracasos liberales —los cuales derivan de su propia 
extracción de clase, del marasmo económico del periodo y de lasolidez de las formas de 
sociabilidad tradicional de origen colonial—, los conservadores retoman el poder en 1839, 
y lo guardan hasta 1871. Beneficiados por la nueva coyuntura económica después de 1850, 
con el desarrollo de la costa pacífica en relación con el “boom” del oro en California y de 
la grana y el café en Guatemala. 


Su obra durante esos tres decenios se puede caracterizar con dos palabras claves: 
estabilidad y consolidación. Tienen la inteligencia y la mente de alejar a Guatemala de las 
aventuras exteriores y de restituir a la Iglesia una parte de sus poderes perdidos durante 
el primer periodo liberal. Las parroquias, restauradas en sus prerrogativas tradicionales, 
sirven al encuadramiento de la población rural. Asimismo, una parte de sus bienes 
confiscados, en 1829, es restituida a los conventos y congregaciones religiosas. 


En lo fiscal, se consolidan las decisiones del periodo anterior en cuanto a impuestos. No se 
ponen en tela de juicio las reparticiones de baldíos y tierras ejidales realizadas entre 1821 
y 1839, pero tampoco los títulos compuestos en favor de los comunes de indios. Solo se 
exige, después de 1845, que todo poseedor de tierras baldías adyacentes a sus haciendas 
las componga en el lapso de un año. Con lo cual, se soluciona a favor de la propiedad 
privada muchos litigios de tierras pendientes desde 1836-1839. 


Pero, quizás, relativo al problema de la integración de los habitantes al Estado y a la 
Nación, la medida de mayor trascendencia en lo político interno son las Leyes de 1839 y 
1841, que reorganizan el régimen de las municipalidades mixtas, donde —como 
consecuencia del movimiento de ladinización de las antiguas reducciones indígenas 
iniciado en el siglo xvI1 y acelerado conscientemente por el Estado liberal a inicios del x1x 
—, coexisten una comunidad indígena y una comunidad ladina. De esa forma, sobre la 
base de las viejas leyes de Indias protectoras de los indios, se propone en 1839 separar en 
cada municipio los asuntos ladinos de los asuntos indígenas y, para ello, se propone la 
creación de una Comisión gubernamental permanente de protección y desarrollo de los indígenas 
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que forman la mayoría de la Nación. Esta ley es completada con otra de 1841, que estipula 
que las municipalidades de población mixta, tendrán que ser gobernadas por dos alcaldes: 
uno ladino, otro indígena. 


Con esa política conservadora, la Guatemala primo-república encuentra por fin una 
especie de compromiso a propósito de la construcción etnosocial de la Nación, la cual 
alrededor de 1860 se podría caracterizar así: 
» El Estado Central queda más que nunca en manos exclusivas de una elite criolla burocrática 
mercantil, que se juega su destino sobre una economía de exportación, en curso de 
reconversión con el café, y un mercado interior en lenta expansión y caracterizado por la 


tendencia al monopolio bajo la protección del Estado. 


El órgano local estratégico de la articulación, entre el Estado central y la sociedad no-criolla, 
es la municipalidad, dominada por el elemento ladino, bajo control del Estado central 
criollo, pero donde la masa indígena conserva un mínimo de representación municipal con 
base en su personalidad etno-jurídica pueblerina (común de indios, alcaldes y regidores 
indios, cofradías indígenas). 


Ello no impide mantener la exclusión de esos comunes de indios de los asuntos nacionales, 


más allá del horizonte restringido de su antigua reducción. 


Pero permite a las minorías ladinas, que ascienden al poder municipal en dichas reducciones 
indígenas luego de no tener ninguna representación antes de la Independencia, desplazar 
progresivamente al cabildo indígena con el apoyo del Estado central en asuntos de 


reparticiones y alquileres de tierras, reparticiones de trabajos comunales, etc. 


Entonces, desde 1821 hasta 1871 se está jugando a nivel municipal una incompleta —pero 
real— exclusión de la población indígena, no solamente de los niveles superiores del 
Estado (eso era tradicional desde el siglo xv1), sino hasta del gobierno de su propio pueblo, 
tal como lo garantizaban las Leyes de Indias. Al contrario, la población ladina (mestiza o 
de origen indígena convertida al individualismo), luego de conquistar una parte decisiva 
del poder municipal y de ponerse en contacto con el mercado abierto y las esferas 
superiores del poder provincial criollo, se va progresivamente convirtiendo en clientela 
política local, necesaria para la elite centralista, con el objeto de poder aplicar sus 
directivas administrativas a escalas regional y local. 


Resumiendo, se podría decir que a lo largo de esos primeros cincuenta años de vida 
independiente en Guatemala se juega a nivel municipal una partida donde los 
intermediarios ladinos se están proto-nacionalizando a la sombra y bajo el control de la 
sociedad política criolla, y los indígenas, proclamados étnicamente afuera de la nación 
criolla, se están “a-nacionalizando” más aún. Hasta dentro de sus propias antiguas 
reducciones. 


El caso ejemplar de distrito territorial del Quiche (1821-1871) 


En realidad, desde 1825 el Quiché oriental sigue estando dividido como en el periodo 
colonial en dos partes administrativas distintas: al norte, los pueblos de Sacapulas, Cunén 
y Uspantán, conjugados en un distrito territorial del nuevo departamento de 
Totonicapán-Huehuetenango; al sur del río Chixoy, todos los demás pueblos ya conocidos, 
congregados en un distrito territorial del departamento de Sololá-Suchitepequez. Hasta 
las medidas anticlericales de 1829, el convento dominico de Santa Cruz del Quiché sigue 
dando la unidad clerical a esos dos segmentos, formando en lengua quiché a los párrocos 
dominicos de la zona. Después de 1829, la mayoría de ellos, o sus sucesores, se quedan en 
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sus pueblos parroquiales, ya secularizados, bajo control directo del arzobispado de la 
capital. Pero las haciendas del convento “El Tululché” y “Chinique” pasan definitivamente 
a manos de compradores ladinos. En 1830, la hacienda “Chiché”, después de un largo 
juicio, que se inicia en 1813, termina por ser dividida por la mitad, entre el común ladino 
de Chinique y el común indígena de Chichicastenango. 

Paralelamente, en la contigua Vera Paz, en 1830 le son confiscadas a los dominicos sus 
ricas haciendas ganaderas y de azúcar de “San José” y “San Jerónimo” (para no serles 
devueltas nunca, aun por los conservadores en el poder). En Rabinal se subasta, en 
aplicación de las medidas liberales, las tierras ejidales, mientras que en Sacapulas, San 
Bartolomé Jocotenango, Jo-yabaj y Uspantán los viejos conflictos de tierras entre curas, 
cofradías, comunes de indios y parentelas ladinas, que vienen desde fin del siglo xvr, se 
reactivan con la aplicación de las leyes liberales sobre las tierras y bienes de cofradías. 


Durante el periodo conservador se apaciguan, pero sin llegar a desaparecer. 


Ahora, continuemos más detalladamente con la historia de un pueblo típico de la región 
durante el periodo, San Andrés Sajcabajá y su anexo San Bartolomé Jocotenango. Allí, en 
aplicación de las leyes nacionales sobre municipalidades, la dirección del pueblo queda 
compartida de 1823 a 1836 entre alcalde ladino y alcalde auxiliar indígena, y desde 1836 
hasta 1871 coexisten una municipalidad ladina y otra indígena. Los puestos de regidores 
municipales corren por mitad para cada una de las dos comunidades. No pocas veces el 
secretario de Alcaldía es un indígena (en 1834, 1836, 1845, por ejemplo). Los indígenas 
pagan al Estado la contribución territorial hasta antes de 1825. El impuesto personal, después. 
Ambos establecidos sobre la base de los padrones tributarios fini-coloniales. Por su parte, 
los ladinos no tienen nada que pagar sino unas rentas simbólicas al Estado. 


En asuntos de tierras, varios de los juicios que prosiguen después de la Independencia 
(desde 1794 hasta 1845), por conflictos indígeno- ladinos y comunes-jueces de tierras, nos 
permiten entender el funcionamiento de los poderes pueblerinos para el periodo. Durante 
la primera acaparación latifundista ladina en contra del común de indios de Sajcabajá en 
1794, el título de tierras del común habíadesaparecido en manos del juez visitador de 
tierra. Sin consideración frente a los cambios de legitimidad referencial del Estado central 
independiente, el común de Sajcabajá vuelve a reclamar dicho título a las nuevas 
autoridades en 1836. En vano, los ancianos lo reconstituyen entonces de memoria (los que 
habían asistido a la composición de 1794), para oponerse a los nuevos despojos de tierras 
baldías cometidas por los ganaderos ladinos de Canillá. 


Más reclamaciones en 1841 y en 1844 por Pedro Antun, alcalde indígena del municipio. 
Siempre en vano, el juez agrimensor venido de Sololá, atemorizado por el rumor ladino de 
una amenaza de sedición de los varios pueblos indígenas de la región, “para echarse encima 
de los ladinos y del juez, intentar atacar a sus propiedades, lanzarlos de sus tierras”, arbitra el 
conflicto a favor de los ladinos y reclama 321 pesos de comisión al común indígena de 
Sajcabajá. En 1845, al evaluar que la relación de fuerza en el terreno no está a su favor, 
dicho común acepta esas condiciones contra la composición definitiva de sus 430 
caballerías de tierras comunales restantes. Con esa transacción final —que no será 
contestada sino hasta 1871—, se termina un conflicto que viene desde 1794 entre 
ganaderos ladinos y el común indígena y donde se nota bien el papel del Estado (a través 
de su juez de tierras, favorable a los ladinos) y de la nueva municipalidad republicana 
indo-ladina. 
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Cuando la “república ladino-indígena” de Sajcabajá está amenazada en sus intereses 
agrarios comunes por elementos del exterior (en torno a tierras colindantes con los 
pueblos vecinos de Sacapulas, Zacualpa o Joyabaj en 1823, 1835, 1836, 1844 o frente al 
aparato judicial central para recuperar el título desaparecido en 1794, 1836, 1841, 1844), A 
NOMBRE DEL COMUNDESAJ-CABAJA, las autoridades ladinas se solidarizan con las indígenas 
contra el enemigo común, extramunicipal. Pero, cuando reaparece un conflicto interno 
entre ladinos y el común de indios (en 1794, 1836, 1844 y 1845), las autoridades 
municipales ladinas, aliadas de las de agentes del poder central, no se solidarizan con “sus 
indios” y acaparan sus tierras. Así, desde 1794 hasta 1845, bajo la tutela del Estado 
colonial, liberal y conservador, los ladinos de Sajcabajá han acaparado por vías de hecho o 
legalmente, mas de 4,000 ha del ejido de ese común de indios (o sea 20 por ciento) y 
toman la dirección municipal a pesar de representar no mas de 10 por ciento de la 
población. Lo cual les permite crear, ex nihilo, nuevas haciendas en plena propiedad, 
alquilar a bajo precio grandes cantidades de bosques y pastos comunales y ponerse como 
intermediarios locales incontornables entre las autoridades indígenas tradicionales o 
nuevas y los agentes del Estado Central, 


En cuanto a los indígenas originarios de Sajcabajá, en una posición de poder cada vez más 
marginada, son víctimas de una redoblada exclusión etno-política, peor que en el tiempo 
colonial. Pues, lo son frente al Estado central y la nación criolla (lo cual era tradicional), 
en su propio municipio (heredero de su reducción colonial) y en sus calpules 
prealvaradianos. Como se nota entonces, a pesar de que los conservadores impulsen una 
cierta política de retorno a la protección y desarrollo de la mayoría de la nación, en Sajcabajá, 
por lo menos, el balance de esa política para la población quiché puede ser caracterizado 
como una relativa “desdramatización” después de 1845, pero en ningún caso como un 
mejoramiento. Y en cuanto a los ladinos pobres, afectados por una tasa de crecimiento 
demográfica igual o superior a la indígena, sus necesidades crecientes de nuevos recursos 
los hacen chocar no solamente con la resistencia del común de indios, sino también los 
hace desear la superación, más allá del horizonte municipal restringido, de la exclusión 
donde los mantienen como “provincianos”, la elite conservadora y centralista, 

Entre indios pueblerinos y criollos urbanos, los “blanquitos” provincianos se exasperan 
de ser mantenidos en los márgenes rurales y no “civilizados” del Estado y de la Nación. 
Vale decir que, después de ios primeros cincuenta años de vida independiente en 
Guatemala y gracias a la evolución hasta un cierto individualismo agrario, generado por 
las primeras medidas liberales sobre tierras, existen en el Quiché y en el resto de los Altos, 
clientelas ladinas e indígenas en vías de ladi-nización, dispuestas a sacudir el orden 
conservador y listas para una cierta promoción social y política en el marco regional. 


NACIONALIZACION MARGINAL Y PROVINCIANA DE 
LOS LADINOS: EXCLUSION CRECIENTE DE LOS 
INDIGENAS AFUERA DE TODO ORGANO ESTATAL 
REPRESENTATIVO: EL DEPARTAMENTO DEL QUICHE 
DE 1872 A 1970 


Apoyándose en esas clientelas organizadas en guerrillas provincianas —en el Quiché 
particularmente las ladinas e indígenas de Cubulco, Santa Cruz del Quiché y San 
Bartolomé Jocote-nango—, Justo Rufino Barrios conquista el poder ante la elite 
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metropolitana conservadora, viniendo de la provincia, entre 1871 y 1873. Representante 
de la nueva generación liberal criolla, va a favorecer así una doble promoción social y 
política en el país: 

+ De esa parte de la elite criolla que se beneficia de una estrategia de sustitución de la 
exportación, cuando el café reemplaza el añil y la grana; que se beneficia también de una 
coyuntura internacional favorable al nuevo brillo del optimismo capitalista. 

» De clientelismos locales criollo-ladinos interesados en la consolidación del mercado regional 
y del aparato de Estado, como vías de ascenso social, si no hasta el poder metropolitano por 
lo menos hasta los beneficios del poder provincial. 


Pero ahí está planteado el problema central del liberalismo: ¿capitalista al final, 
contradictoriamente integrador y diferenciados el proyecto nacional de esa nueva 
generación liberal autoritaria tendrá éxito en integrar al Estado y a su sociedad civil, 
constituida en Nación, a los eternos excluidos desde el siglo xvI? Las mayorías indígenas y 
minorías ladinas pobres del Quiché y de Guatemala. 


El nuevo orden liberal en el departamento del Quiché (1871- 1920) 


La creación, en 1871, del nuevo departamento por Barrios no corresponde solamente a la 
voluntad de promover hasta el poder regional sus clientelas de partidarios locales que lo 
apoyaron en su conquista del poder central, sino también a la voluntad centralista de 
encuadrar mejor una de las zonas, hasta entonces, mal controlada del país. Pues, esta solo 
lo era a través del clero, con cinco parroquias en funciones después de 1833. Esa voluntad 
no garantiza la nacionalización de la región, pero sí su fiscalización, en contra de los 
poderes locales tradicionales: la Iglesia (por definición, antiliberal) y los últimos restos de 
representación indígena capaces de resistir los esfuerzos “integracionistas” del Estado 
liberal. 


Contra la Iglesia y sus partidarios políticos locales, quienes van hasta armar una 
contraguerrilla en Uspantán dirigida por Ramón Carrera en 1877), la nueva prefectura del 
Quiche —en manos de un militar— obtiene un éxito en la contrainsurgencia. Saca del 
aislamiento a Uspantán con la inauguración de un puente de hierro sobre el río Chixoy y 
quita a las pocas parroquias, todavía en función, sus últimos bienes. Muchas iglesias y 
presbiterios, abandonados por sus feligreses, caen en ruina, y las imágenes y estatuas 
santas pasan a manos de las cofradías indígenas, que continúan funcionando por casi un 
siglo en ausencia total de los curas (el caso de Sajcabajá, por ejemplo, desde 1873 hasta 
1963). 


Más aún, en 1883, para el departamento se nombran cuarenta y dos maestros de escuela 
—funcionarios del Estado—, que a través de una veintena de escuelas atienden a 920 niños 
y a 258 niñas. Esa población escolar representa apenas 1,6 por ciento de la población del 
departamento, y es exclusivamente de ladinos. 


Y ahí nos viene inmediatamente la sospecha que, más allá de las intenciones afirmadas, la 
acción del Estado liberal-autoritario demuestra rápidamente ser bastante débil en cuanto 
a su capacidad para tomar realmente el control del territorio departamental y de su 
población. Además, no lo hace sino en forma conscientemente selectiva: escolarización 
dirigida solamente a elementos ladinos “urbanizados” de los principales centros de 
población (y no de todos: Chiché, Chichicas-tenango, Jocopilas, Nebaj, Sajcabajá se quedan 
sin escuela todavía hasta 1883), pero también movilización electoral, selectiva 
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políticamente, en momento de elecciones nacionales. El censo electoral de 1882, de 
carácter censatario, da las cifras siguientes de electores empadronados (proporcionales a 
las lealtades locales con el Gobierno central): 2,710 inscritos sobre 75,979 habitantes 
(13,57%!). Repartidos, así: 


Jocotenango: 25,0% Santa Cruz: 4,3% 
Zacualpa: 2,0% 
Chinique: 11,1% Sajcabajá: 3,4% 
Chichicastenango: 1,1% 
Jocopilas: 11,1% Sacapulas: 2,3% 
Uspantán: 0,5% 


En el momento final de votar, en Sajcabajá solo 68 electores (1,6%) participan realmente 
el acto. ¡Qué lejos estamos de una verdadera participación universalizada a la vida política 
del país! ¡Qué lejos estamos de un Estado respaldado por una verdadera sociedad civil 
nacionalizada! Evidentemente, en el Quiché, lasociedad política “nacionalizada” se reduce 
a unas clientelas electorales muy restringidas: indígenas pro Barrios en Jocotenango y 
Cubulco; ladinos propietarios proliberales en el resto del departamento. Todo lo demás 
(96,43%), se queda en los comicios de 1882 afuera, sin mayores progresos hasta 1920. Por 
dos razones obvias, que impiden, por debajo de la falta de nacionalización política, la 
protonacionalización social: la marginalización económico-social de un departamento 
que se queda afuera del despegue del capitalismo dependiente en otras zonas del país 
(capital, costa pacífica y atlántica, Verapaz colonizada por alemanes); la marginalización 
etno-social de la mayoría indígena dentro del departamento. 


Síntoma inequívoco de la marginalidad socioeconómica del Quiché durante el periodo es 
la situación de los ladinos pobres (cuyo crecimiento demográfico es mayor que el de los 
propios indígenas), con tendencia crónica al bandolerismo propio de tierras de ganadería 
extensiva y de subempleo rural (en Chiché y Uspantán); a la multiplicación de la 
“ociosidad” y de sus efectos derivados (alcoholismo, juegos, billares) y al tráfico ilegal 
(abigeato, contrabando de alcoholes y tabacos, etc.) Asimismo, multiplicación de los casos 
de violencia interrelacional en el medio indígena, familiar y público (riñas, heridos, 
asesinatos, violaciones, incestos). 


La Iglesia en crisis no tiene función de encuadramiento institucional por medio de las 
parroquias. El Estado tiene para mantener el orden y la moralidad pública solamente una 
pequeña guarnición en Santa Cruz, una red de alguaciles y regidores indígenas en cada 
comunidad de indios y, en caso de emergencia, ladinos voluntarios armados, que se ponen 
bajo el mando de unos comisionados políticos o militares enviados por la prefectura. Para 
mantener la relación entre poder central y sociedad local, la cabecera departamental de 
Santa Cruz del Quiché dispone tan solo de dos correos a la semana con la capital y de un 
correo a la semana con las cabeceras distritales. Pueblos como Sajcabajá, cuya red vial no 
mejoró desde el siglo xv, no dispone de correo alguno y el telégrafo no llegaría antes de 
1913. 


Esa miseria del aparato de Estado en el departamento —comprobada por el hecho que el 
Quiché está casi en el último rango nacional en cuanto a sus presupuestos municipales 
por habitante (0,17 pesos/habitante en 1883)—, expresa claramente el estancamiento de 
las fuerzas productivas en la región. Aparte de la introducción de algunas plantaciones de 
café en Rabinal y de caña de azúcar en Uspantán, las producciones siguen allí siendo las 
de finales del siglo xvI, sin mejoras tecnológicas sustanciales: maíz, frijol, petates y 
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textiles indígenas; carpintería, tejas, cueros, propias del artesanado rústico ladino. Las 
únicas especulaciones de tipo extensivo son la explotación del bosque y de la ganadería 
ovina y vacuna, así como el clientelismo estatal, pero con posibilidades restringidas de 
expansión. Para los intermediarios ladinos más astutos está destinada la explotación de 
las reservas indígenas de tierras y de mano de obra, con la condición de mantener y 
reforzar la exclusión de aquellas de la sociedad civil a nivel nacional o provincial y de los 
poderes municipales. Por lo tanto, definitivamente, ahí donde existe cohabitación ladino- 
indígena en el mismo municipio, el “común de indios” queda excluido de la 
municipalidad, monopolizada por los ladinos, y tiene que empezar una lucha sola y en 
retirada a niveles municipal y departamental, frente a la explotación colectiva ladina. En 
el ámbito municipal, ese apartheid se manifiesta por el hecho que solo la masa indígena 
paga impuestos significativos (impuesto territorial, multas), presta servicios forzosos y 
gratuitos, está sometida al colonato o la aparcería y, tiene que migrar a las lejanas 
plantaciones de la costa treinta días al año para conseguir recursos monetarios (en 1950, 
22 por ciento de los trabajadores migratorios de Guatemala son indígenas originarios del 
Quiché). En los campos tanto municipal como departamental, y en aplicación de las 
nuevas leyes sobre las tierras, el segundo periodo liberal inicia a una segunda ola de 
agresión neolatifundista contra las reservas de tierras comunales indígenas, entre 1880 y 
1920. 


Tres son las vías de esa agresión: privadas, municipales, estatales. En el caso del Quiché, la 
iniciativa es claramente estatal y en ello, el caso de las tierras comunales de Sajcabajá y su 
anexo Jocotenango es ejemplar. Deseoso de recompensar sus clientelas locales, que lo 
ayudaron a tomar el poder en 1871 - 1872, el gobierno liberal —a través de la Prefectura 
de Santa Cruz del Quiché— decide actuar en las tierras reputadas “baldías” de dicho 
común. A sus apoyos indígenas, los milicianos de Jocotenango, les reparte a 310 de ellos 
2,274 hectáreas, en lotes de 1,6 a 7 hectáreas, entre 1886 y 1889. A sus apoyos ladinos 
acomodados, que sirven de intermediarios entre la prefectura criolla y la sociedad 
provincial ladino-indígena, les reparte de 1886 a 1890 más de 12,196 hectáreas, en lotes de 
900 a 6,496 hectáreas, los cuales van a conformar cuatro nuevos latifundios de 
explotación ganadera y maderera extensiva. En tan solo cuatro años, el común de 
Jocotenango se ve amputado de 75 por ciento de sus reservas de tierras comunales por 
intervención directa del poder central. 


Paralelamente, en los pueblos indígenas donde los ladinos tomaron el monopolio del 
poder municipal, estos se adjudican con alquileres muy baratos grandes extensiones de 
bosques y pastizales comunales, anteriormente bajo control del cabildo indígena. Con el 
tiempo, y gracias a las leyes de redención de censos al 4 por ciento, garantizado por la 
administración de la “Sección de tierras”, el usufructo alquilado se transforma en 
posesión exclusiva y, no pocas veces, en apropiación definitiva de las tierras baldías 
adyacentes a las propiedades de los ladinos terratenientes. Pero dada la tasade 
crecimiento de dichos ladinos, igual o superior a la indígena (¡tasaque oscila entre el 30 y 
el 40por ciento!), raras veces eso termina consolidando un latifundio definitivo por causa 
de parcelación entre herederos del acaparamiento inicial en la segunda o tercera 
generación. 

Se consolidan así, al margen de las antiguas reducciones indígenas coloniales, 
comunidades consanguíneas ladinas que terminan por independizarse en municipios. Tal 
es el caso de los municipios ladinos de Chiché, Chinique, Lemoa, Jocopilas y Canillá, 
alrededor de 1900. Beneficiarios colectivos de la exclusión de los indígenas de toda 
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representación en los niveles del poder municipal, departamental y nacional, esos 
ladinos, en su mayoría, se quedan pobres, con la única ventaja, ante la situación de los 
indígenas, de que participan libre (pero mediocremente) en la economía de mercado, de 
que el Estado los necesita como clientelas políticas (dependientes) y que sus relaciones de 
parentesco con los vecinos notables de la municipalidad les permiten explotar colectiva 
(faenas municipales) e individualmente (contratos tácitos de colonato o aparcería) una 
parte de la reserva de mano de obra indígena. 


Alrededor de 1920, la masa indígena excluida y explotada del departamento está más 
alejada que nunca del Estado-Nación y de la masa ladina. Beneficiaria mediocre de la 
explotación del indio en el marco municipal, esta no pasa —salvo unas excepciones 
individuales— de un estatuto de clientela política dependiente del Estado criollo, liberal y 
autoritario. 


Un departamento instalado en reserva marginal del estado-nación 
(1920 - 1970) 


A pesar de la aparición de nuevos actores políticos en el contexto de la crisis de 1920 y de 
la tentativa reformista radical que corre de 1944 a 1953, el orden oligárquico, heredado 
del liberalismo autoritario, no cambia en lo esencial en Guatemala hasta 1970, gracias a 
una represión permanente que dura hasta hoy. Vale decir que los Altos guatemaltecos 
siguen siendo una reserva atrasada y marginal de la Guatemala capitalista exportadora y, 
particularmente, el Departamento del Quiche, por no presentar recursos naturales nuevos 
qué extraer y por no tener una elite provincial capaz de tomar a cargo un proyecto 
significativo de desarrollo regional para transformar la estructura socioproductiva de la 
zona. Solo las interpelaciones revolucionarias atraen la atención de los poderes 
nacionales y extranjeros sobre los peligros que, al final, podrían emerger de esa región 
olvidada —de parte del elemento ladino pobre en los 60, de parte del elemento ladino— 
indígena al final de los 70. 


Con la apertura de nuevas pistas, carreteras y la implantación de varias sectas 
protestantes proselitistas se empieza (entre 1960 y 1970) a “abrir” la zona en forma 
sectorial y limitada. Y, por primera vez desde 1873, la Iglesia católica intenta retomar el 
control espiritual de esa cristiandad olvidada y participar, con formas propias, en su 
movilización económico-social. Era tiempo: porque todos los indicios indican un 
inexorable deterioro económico y ecológico de la situación a partir de 1920, por ejemplo 
en Sajcabajá y Canilla: 











Sajcabajá Canillá 
1881 1964 1881 1964 
Número de propietarios por habitante 1/4 1/8,3 1/9 1/2,4 
Número de vacas por habitante 0,7/1 0,3/1 1,2/1 0,6/1 
Superficie de temporales por habitante 0,03ha/1 0,27ha/1 0,67ha/1 0,5ha/1 





En Canillá, comunidad ladina generada a partir de una hacienda compuesta en 1794, la 
excesiva parcelación por sucesión termina por agravar la crisis de la ganadería y el 
agotamiento incipiente de las reservas de tierras de cultivo temporal. En Sajcabajá, 
comunidad indo-ladina, la exclusión mayor del común de indios de las reparticiones 
municipales de tierras disminuye la proporción de propietarios y provoca el receso de los 
bosques y suelos de las vertientes próximas a las aldeas pobladas. Ese fenómeno, dado el 
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estancamiento de las técnicas agrícolas y ganaderas tradicionales, es consecuencia del 
crecimiento demográfico. Desde 1870 hasta 1970, la población, tanto ladina como 
indígena, se cuadriplica y pasa de 73,096 habitantes en 1881 a 249,939 en 1967, para todo 
el departamento. Esa presión de los hombres sobre la tierra altera la estructura 
comunitaria indígena, lo mismo sucede con las estructuras latifundistas ladinas iniciales, 
transformándolas en comunidades pueblerinas ladinas, rápidamente también 
superpobladas. De ahí que se dé un fantástico movimiento de nueva dispersión del hábitat 
rural en todo el Quiché, fuera de los centros poblados de origen. En búsqueda del mínimo 
terreno aprovechable, después de 1830, tanto los ladinos como los indígenas recuperan 
viejos terrenos agrícolas abandonados a la fuerza, en el momento de la creación de las 
reducciones en el siglo xvI. En 1881, casi 50 por ciento de la población departamental vive 
así en aldeas y aldehuelas. Más de 75 por ciento para 1970. 


Inevitablemente, esa centrifugación poblacional altera gravemente el poder de control de 
las autoridades indígenas sobre su comunidad, de las municipalidades ladinas sobre su 
población, del Estado sobre su departamento. Un indicio muy significativo al respecto es 
el de la escolarización y alfabetización en Sajcabajá y Canillá para el año 1964. Sus 
entonces 12,071 habitantes censados se reparten así: 


Ladinos 4,324 35,8% 
Indígenas 7,747 64,2% 
En centros poblados 5 1 42,4% 
En aldeas dispersas 6,949 57,6% 
Alfabetizados 922 7,6% 
Escolarizados 380 3,1% 


Para entender mejor la significación de esas cifras vale la pena hacer notar que en 1964 
los “centros poblados” son, en su mayoría, aldeas importantes situadas fuera de la 
cabecera municipal, donde está la escuela. En Sajcabajá, por ejemplo, el 93 por ciento de la 
población vive ya en 1970 en aldeas y aldehuelas, fuera de la antigua reducción colonial. 


Pero esa relativa igualdad en el analfabetismo, entre ladinos pobres e indígenas, no puede 
esconder el hecho que la comunidad indígena, alterada por esos movimientos centrífugos, 
sigue más que nunca sujeta a la municipalidad en manos de los vecinos ladinos más 
notables. Y si tiene todavía éxito en mantener el principio de derechos comunales sobre 
las tierras comunales, de hecho, son los vecinos notables —ladinos— quienes alquilan por 
pedazos de 900 a 4,000 hectáreas de bosques y pastizales del común a sus parentelas y 
clientelas. A nombre del común (municipal) reparten obligaciones y multas solo entre la 
comunidad (indígena): impuestos, encarcelamientos por riñas o vagancia de animales, 
deportaciones forzadas por deudas de trabajadores (indígenas) migrantes a las 
plantaciones capitalistas de la costa del pacífico, trabajos forzados y gratuitos para obras 
municipales, etc. Y llegan hasta aprovechar relaciones de dependencia personal de los 
indígenas (compadrazgo, endeudamiento) para entremeterse en las reparticiones 
(indígenas) de tierras agrícolas. Así, pedazo por pedazo, juntando minifundios indígenas, 
componen, al final, “pequeñas” propiedades de 30 a 40 hectáreas (cuando lo máximo que 
puede gozar un líder comunal indígena por el valor de su cargo público es de 4 manzanas: 
2,8 hectáreas). 


Esos mecanismos, reproducidos a través de todo el departamento donde tienen que 
coexistir minorías ladinas y mayorías indígenas, explica por qué la estructura agraria del 
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Quiché, a pesar de sus condiciones etno-sociales y ecológicas muy particulares, no 
contradice la desigual estructura agraria del resto de la Nación. Pero, con circunstancias 
más agravantes en cuanto a la extracción de una renta precapitalista sin inversión de 
parte de los propietarios (colonato, aparcería). 


Estructuras agrarias comparadas del Quiché y Guatemala en 1950 








Depto. Empresas Superf. Bienes Super. Pequeñas Supert. Latifundios  Supert. 
Munt. relati. comun. relativa propied. (<900ha) 
<3ha ocup. (de 3 a 4,5ha) 
Guatemala 76,1% 8,9% 2 2 21,6% 18,7% 0,25% 50,3% 
Quiché 85,7% 51,9% 9,7% 19% 12,9% 27,3% 0,02% 48,0% 





Empresas cultivadas en colonato o aparcería 
Guatemala 9,5% 
Quiché 13,0% 


Para mejor darse cuenta del atraso relativo en el cual se encuentra ese departamento, 
indígena en 70 u 80 por ciento todavía en 1970, basta saber que menos del 10 por ciento 
de su población está “urbanizada” (si se puede hablar de “urbanización” por el hecho de 
vivir en una cabecera municipal sin infraestructura) y que menos del 1 por ciento de las 
empresas “industriales” y el 0,37 por ciento del asalariado permanente guatemalteco se 
encuentran radicados en el Quiche en 1964. 


El Quiche está fuera de la nación todavía en 1970, al hallarse suburbanizado, 
subalfabetizado, subequipado en escuelas, rutas, luz eléctrica y telecomunicaciones, 
subpoblado a pesarde su enorme vitalidad demográfica (400 por ciento desde 1850, pero 
con una densidad de solo 20h/km? en 1964), casi totalmente afuera del modo de 
producción capitalista y coercitivamente encuadrado por un aparato de estado 
insuficiente. La mayoría de su población no conoce del Estado más que intervenciones 
puntuales para levantar obligaciones fiscales, quitar tierras y mano de obra y, de vez en 
cuando, restablecer un orden raras veces comprometido a nivel local. 


Pero si en algo la acción del Estado (¿Nación?) durante los 150 primeros años de vida 
republicana tuvo allí una consecuencia, duradera y dramáticamente anti nacional, fue su 
favorecimiento de la competencia entre marginales ladinos y excluidos indígenas, hasta 
un odio racista esclerosado, que vino a impedir toda iniciativa regional modernizante 
hasta finales de los años setenta. Y cuando al final, bajo amenazas revolucionarias y 
presiones norteamericanas, el Estado central se preocupó para “abrir” el departamento al 
resto del mundo, no lo hizo en forma global e integrada, sino añadiendo nuevas divisiones 
a las antiguas: de tal forma que, a los viejos odios entre chauvinismos pueblerinos y 
parentelas ladinas e indígenas, superpuso rivalidades de sectas religiosas y desigualdades 
económico-sociales y micro regionales de forma concertada, contribuyendo a preparar el 
clima de guerra civil que reinaba allí en 1978 y del cual se aprovechó el brazo armado del 
Estado, a nombre de una ideología superada de guerra fría, para intervenir como 
sabemos. 


En más de 170 años de independencia, en el Quiché por lo menos y salvo raros momentos, 


el proyecto de Estado-Nación guatemalteco genéticamente criollo y racista, nunca supo 
comportarse como un Estado Nacional. 
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MAPA 1 — San Andrés Sajcabajá y sus anexos en 1836 
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MAPA 2 — Las composiciones de tierra a favor de los Sical entre 1794 y 1799 


FUENTE: “Plano délos baldíos denunciados porel C.F. Sical y hermanos hecho en 1836 por F. Molna, 
agrimensor” en AGSTy “Cuaderno Canilla, 1798" en Juzgado de Paz de Canillá. 






LACANDON 
VAL 






Zonas no controladas 


7 SSA 
: , E cú0L /, 
] ¡ IS 
A 7 San Andrés Sajcabajá 


x Chajul Ms 
. 



















Nebaj  Cotzal 


Cobán 
. 
* Cúned 





9 


Y 
Uspantán= * san Cristóbal 





al 
P Chimaltenango 2 
"e. 1 4% e...” 
Retalhuleu, Mazatenango 
. 

Cuyotenango ¿5 E 
* Suchitepéquez yS Escuintla 

A . 
Í 4 


Guazacapán 
. 


























Dibujo: Frangolse Bagot, CEMCA 





Lista de Alcadías mayores 


Amatitlán 8 Sololá 
Chimaltenango 


1 

2 7 Totonicapán 
3 Chiquimula de la sierra 

4 

5 


8 Quezaltenango 


Guazacapán 9 Verapaz 


Suchitepéquez 


RR 


Territorio de la Alcaldía de Sololá 
Y 
TÍA Territorio del ejido de San Andrés Sajcabajá 


(heredado de finales del siglo XVI) 
// / Territorios mal delimitados de grupos étnicos 
+-+:+ Límite internacional 
Límites entre Alcaldías mayores 





MAPA 3 — San Andrés Sajcabajá y la Alcaldía Mayor de Solola hacia 1770 
FUENTE: Solano y Pérez-Lila 1958:54. 
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MAPA 5 — San Andrés Sajcabajá y el Departamento de Quiché en 1972 (según mapa del Instituto 
Geográfico de Guatemala) 
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MAPA 7 — El país Quiché 
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MAPA 8 — La expansión de la Federación Quiché antes de 1524 
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Etnicidad, parentesco, localidad y 
construcción nacional en Costa Rica 


Carlos Granados 


LA VISION NACIONALISTA DE LA CONSTRUCCION 
NACIONAL 


Aunque las ciencias sociales contemporáneas reivindican genealogías que casi siempre 
arrancan en la Grecia antigua, fue el siglo xIx el que más nítidamente imprimió su sello en 
ellas. A fin de cuentas, fue esta la época en que muchas de las ciencias sociales 
adquirieron su condición de disciplinas universitarias, debiéndose, en mucho, al ambiente 
intelectual de la época. 


Hay dos aspectos de las ideas del periodo que marcaron hondamente las nacientes 
disciplinas. Primero, está la noción de que el mundo entero se movía en una sola 
dirección. Esta percepción, inspirada en las ideas evolucionistas de la biología, 
particularmente en las de Lamarck y Darwin, halló su más cruda expresión en el llamado 
darvinismo social. Segundo, el siglo XIX presenció la consolidación de la doctrina del 
nacionalismo, para la cual la nación es la unidad natural de la sociedad y el mundo un 
mosaico de naciones, y para la que la paz del mundo depende de que ese mosaico se 
exprese libremente en un sistema de Estados nacionales.* La convergencia de estos dos 
conceptos llevó a considerar la emergencia del Estado nacional como un proceso natural, 
necesario y universal, y a castigar todo obstáculo que se presentara a esa obligatoria 
transición.? 

El inevitable surgimiento del Estado nacional moderno, dentro de este cuerpo de ideas, 
comporta el paso de lo rural a lo urbano, de lo agropecuario a lo industrial y de lo 
“tradicional” a lo “moderno”. Implica, además, la pérdida de importancia de lo local, 
porque en el Estado nacional moderno el Estado centraliza lo que antes pertenecía a la 
esfera local, y porque en las sociedades modernas, con sus medios masivos de 
comunicación y su cultura uniformada, la vida local es algo del pasado. 
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Agnew” ha acuñado la expresión “devaluación de lo local”, para calificar este proceso. En 
su opinión, tal devaluación ocurre en dos momentos. En el primero se confunden el 
término geográfico de lugar con el concepto sociológico de comunidad. Como resultado de 
esta asociación, lo local deja de ser “el entorno físico para las relaciones sociales”, para 
ser considerado como “una forma de vida”.* En el segundo momento se deduce la pérdida 
de importancia de lo local del “eclipse de las comunidades”, que supuestamente acarrea el 
advenimiento de la modernidad. Así, dentro de esta forma de pensamiento dualista, el 
mundo moderno es visto como el resultado de una evolución lineal, que conduce desde 
comunidades locales hasta sociedades nacionales.* 


Se llega, por esta vía, a una actitud peyorativa hacia lo local. Moral mente, se asocia lo 
local a una idílica forma de vida hoy extinta, o se castiga el localismo (y el regionalismo) 
como atentados contra la formación y la vida nacional. Académicamente, se resta 
trascendencia a la vida y los procesos locales, vis á vis lo nacional, y se minimiza la 
importancia de su estudio. 


La historiografía costarricense relativa a los años formativos del Estado, las décadas que 
siguen a la ¡ndependencia, es particularmente ilustrativa del modo de pensar antes 
descrito. Ha existido una tendencia a ignorar la vida local como una característica 
presente desde la colonia; se ha subestimado el papel de las fuerzas locales y regionales en 
el proceso de construcción nacional; se ha mantenido una actitud apologética hacia las 
fuerzas centralizadoras y se ha exagerado la velocidad y energía con que surgen el Estado 
y la Nación costarricenses. 


LA IMAGEN NACIONALIZANTE DE LA 
HISTORIOGRAFIA COSTARRICENSE 


Las primeras tres décadas de colonialismo español en América transcurrieron bajo el 
signo del saqueo y la esclavización inmisericorde de las sociedades autóctonas del 
continente. Las secuelas de una rapiña colonial desenfrenada pronto adquirieron 
dimensiones catastróficas, al ser literalmente aniquilados numerosos grupos de la 
América insular. Las voces de alarma, sobre todo la del padre de Las Casas, no se hicieron 
esperar, y la Corona española advirtió rápidamente que la población del Nuevo Mundo 
estaba sometida al riesgo de una extinción total. Con la promulgación de las Leyes Nuevas 
(1542), la Corona se propuso contener la hecatombe, mediante, entre otras cosas, una 
ingeniosa política de control territorial. 


En el corazón de las Leyes Nuevas yacían dos principios cardinales. El primero de ellos era 
el de la vida urbana, muy propia, por lo demás, de las tradiciones ibéricas de entonces. El 
asentamiento nucleado constituyó una preocupación permanente de las autoridades 
coloniales. El funcionamiento de la administración imperial fue facilitado por la 
fundación de ciudades y villas, para españoles, y de pueblos, para indios. La vida urbana era 
el prerrequisito para el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de las obligaciones. 
Era en los pueblos, y solo en ellos, donde los indígenas podían recibir tierra y protección 
contra los abusos de los conquistadores, y era allí donde abonaban el tributo a las arcas 
reales, Igual pasaba con los españoles, porque el recibir tierra y trabajo estaba sujeto a la 
residencia en un lugar, y a la declaración explícita del ánimo de permanecer en él. 


El segundo principio era el de la separación étnica, y su correlato geográfico, la 
segregación residencial. La legislación indiana contemplaba la creación de lugares 
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separados para cada una de las tres ramas que formaron, originalmente, o poco después, 
la sociedad colonial americana: ciudades y villas para españoles, pueblos para indios, y 
barrios o pueblas, para negros. La circulación, en particular la de peninsulares en pueblos 
de indios, era severamente restringida, y muy altos los castigos para los infractores.' 


La habilidad con que los soberanos españoles abandonaron la actitud puramente militar, 
para crear un orden cimentado en la vida urbana y la separación étnico-residencial, fue 
unade las causas del éxito de su imperio ultramarino. La erosión de estos principios, 
asimismo, tuvo mucho que ver con el colapso del sistema colonial. La suerte del estilo de 
control territorial español, por supuesto, varió de un lugar a otro, y conoció oscilaciones 
significativas en el tiempo. En general, la mentalidad urbana se impuso sin contratiempos 
(en buena medida, porque ya existía desde antes de la conquista). El mantenimiento de la 
pureza de las “razas”, en cambio, tropezó con obstáculos diversos, al punto que a fines de 
la colonia, en muchos lugares, las gentes de “raza” mezclada se habían impuesto en 
número al elemento original. 


La experiencia de Costa Rica ha sido tradicionalmente descrita como un fracaso del 
modelo social y territorial español. A diferencia de lo acontecido en otras latitudes —se ha 
afirmado— en Costa Rica no llegó a evolucionar una sociedad altamente jerarquizada, 
basada en la explotación social y la opresión. Por el contrario, la paupérrima vida colonial 
de una provincia despoblada y sin minerales de nombrar, llevó a una pobreza colectiva y a 
un régimen de autosuficiencia campesina. En lo que al patrón geográfico se refiere, ha 
sido habitualmente aceptado que Costa Rica careció de una tradición urbana, porque en 
ella prevaleció la dispersión rural. Ciertamente, el labriego colonial de Monge, que tan 
vivamente encarna el mito del tico colonial, era una especie de ermitaño.” De esta 
supuesta dispersión territorial, a su vez, se han inferido una serie de rasgos psicológicos 
del costarricense que entra en la vida independiente en 1821: un tipo de persona sin 
experiencia colectiva, por tanto desprovista de sentimientos colectivos de pertenencia 
(localismo, regionalismo, nacionalismo, según Facio), altamente individualista, huraña 
ante el poder, etc. Al mismo tiempo, se mantiene que en Costa Rica se produjo, 
particularmente durante el siglo xvIn, una singular ruptura de la norma de segregación 
étnico-residencial, lo que dio como fruto una sociedad altamente mestiza. 


Investigaciones recientes han puesto en tela de juicio la imagen hasta hace poco 
predominante de la sociedad colonial costarricense. Los trabajos de Molina,? Acuña y 
Molina,? Fonseca,” y González,' entre otros, han dibujado los contornos de una sociedad 
que albergaba pobreza y abundancia, que era dividida por líneas de clase y se desenvolvía 
en medio del conflicto social. El trabajo de Gudmundson”? es especialmente relevante para 
esta discusión, porque en él se ha puesto en la picota la idílica imagen de una población de 
familias patriarcales, ensimismadas y autosuficientes, que residían dispersas en los 
campos. En efecto, el estudio realizado por este autor ha dejado al descubierto que la 
Costa Rica de antes del café estaba dominada por un patrón nucleado de poblamiento. '* 
Los labrantines de cuando aún no había cafetales sabían ya de vida urbana. 


El tema del mestizaje, desde luego, es consustancial a la mencionada discusión, porque la 
exogamia étnica, de haber en verdad existido, debió haber dejado su impronta en la 
formación de localidades y en las relaciones establecidas en y entre ellas. Igualmente 
importante es la consideración de los vínculos de parentesco que pudieron haber sido 
establecidos en el marco de la vida local. Llegamos así al objetivo de este trabajo: la 
consideración del mestizaje y el parentesco en el ocaso colonial costarricense y sus 
implicaciones en el patrón de poblamiento y en la vida local. 
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La información recopilada por el obispo Thiel,'* ha constituido el asidero para la idea de 
un pronunciado mestizaje en la Costa Rica colonial. En 1801, de acuerdo con los datos de 
Thiel, un 75 por ciento de la población estaba formado por grupos nacidos de la mezcla de 
las tres etnias originales. En 1778, los grupos mezclados incorporaban un 58 por ciento de 
los habitantes de la provincia, mientras que en 1751 solo un 25 por ciento de la población 
era mezclada. Esto quiere decir que, en un lapso de cincuenta años, las castas, los 
mestizos en particular, triplicaron su peso proporcional en el conjunto de la población. El 
corolario es que el mestizaje fue intenso, sobre todo en las últimas cinco décadas de vida 
colonial, tanto como para liquidar la regla de la separación étnica y residencial. 


La endogamia étnica 


La caracterización de Costa Rica como una sociedad abrumadoramente exógama fue 
inicialmente debilitada por Stone, al documentar la existencia de una elite altamente 
endógama, a lo largo de toda la historia nacional. Por ejemplo, Stone demostró que 33 de 
los 44 presidentes que Costa Rica había tenido hasta 1976 descendían de tan solo tres 
conquistadores.!* Del estudio de Stone se colige que las élites costarricenses han 
practicado sistemáticamente la endogamia y guardan entre ellas estrechos lazos 
familiares, 


Más recientemente, Bolaños, en un trabajo dedicado al estudio de las tendencias 
demográficas de la población indígena durante el siglo xvi, concluyó que la endogamia 
era una costumbre de gran arraigo entre los indios. Lo que es más, la actitud endogámica 
fue una de las causas de mayor peso de la recuperación demográfica que la población 
indígena experimentó en el periodo.!* Por ejemplo, el censo de los pueblos de indios del 
año 1796 muestra claramente el peso de las uniones entre indios (Cuadro N* 1)” 


CUADRO N” 1. Composición étnica de los matrimonios en los pueblos de indios en 1796 











Ambos Indio/ Indio/ Indio/ 
Indios Mestizo Mulato Español 
No. % No. % No. % No. % 

Pacaca 87 98,9 1 14] - - - - 
Aserrí 77 100 - - - - - - 
Barva 35 68,9 16 31,4 - - - - 
Laborío 16 31,4 30 58,8 5 9,8 > 
Tobosi 17 70,9 - - - - - - 
Quircot 20 90,9 2 9,1 - - - - 
Curridabat 40 100 - - - - - 





N? = Total de parejas. 
% = Porcentaje de parejas. 


FUENTE: Bolaños, 1986: Apéndice 7 (sin numeración de página). 


En Laborío, el barrio indígena de Cartago, el mestizaje era muy intenso. En los restantes 
pueblos de indios el mestizaje era bajo, (Barva, Tobosi), insignificante (Quircot, Pacaca) o 
nulo (Aserrí, Curridabat) indios. 


La información disponible indica que la endogamia étnica no era exclusiva de la población 
indígena. En Cartago, por ejemplo, las uniones matrimoniales entre individuos de una 
misma etnia eran la regla (Cuadro N” 2). 
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CUADRO N” 2. Composición étnica de los matrimonios en Cartago, 1738-1822 





1738-1757 1758-17771778-1797 1798-1822 
td % A % A % ld % 





Total Matrimonios 240 100,0 533 100,0 1044 100,0 1612 100,0 


Endogámicos 
Entre españoles 93 38,8 90 16,9 79 7,6 65 4,0 
Entre mestizos 49 20,4 277 52,0 725 69,4 1170 72,6 
Entre mulatos 56 23,3 130 24,4 153 147 209 13,0 
Entre indios 16 6,7 15 2,8 11 1,1 14 0,9 
Otros 2 0,8 1 0,2 0 0,0 0 0,0 
Total 216 90,0 513 96,2 968 92,7 1458 90,4 
Exogámicos 
Españoles y mestizos 1 0,4 1 0,2 4 0,4 20 1,2 
Españoles y mulatos 0 0,0 2 0,4 1 0,1 8 0,5 
Mestizos y mulatos 10 4,2 7 153 37 3,5 86 5,3 
Indios y mestizos 3 1,3 5 0,9 21 2,0 32 2,0 
Indios y mulatos 3 1,3 2 0,4 10 1,0 8 0,5 
Otros 7 2,9 3 0,6 3 0,3 0 0,0 
Total 24 10,0 20 3,8 76 7,3 154 9,6 





FUENTE: Acuña y Chavarría: 1991, pp. 83-96 


De un total de 3.429 matrimonios, apenas 274, un 8 por ciento, eran mixtos. En algunos 
momentos la exogamia se vio reducida a solo un 3,8 por ciento, y en ningún caso escaló 
más allá del 10 por ciento. Aunque la información es todavía fragmentaria, como para 
llegar a conclusiones categóricas, los datos del Cuadro N” 2 refutan la imagen de una 
sociedad entregada a la mezcla étnica, al mestizaje. Según las cifras recopiladas por el 
obispo Thiel, en 1751 un 75% de la población pertenecía a una de las tres “razas” puras. 
Cincuenta años más tarde la relación era exactamente la contraria: había un 75 por ciento 
de población mezclada. 


¿Cómo se explica que una metamorfosis de tales proporciones no haya quedado inscrita 
en los patrones matrimoniales? Se ha mencionado, por ejemplo, la ilegitimidad, el 
nacimiento de niños en relaciones extramaritales, como una de las avenidas más 
importantes del mestizaje (ver Acuña y Chavarría!*). Es indudable que la ¡legitimidad 
debió haber estado vinculada a la fusión de etnias, pero: 1) los hijos de relaciones 
ilegítimas constituyeron siempre una minoría. En el caso de Cartago, entre 1738 y 1821, el 
porcentaje de ilegitimidad era de alrededor de un 30 por ciento, y en los años finales de la 
colonia descendió a cerca de un 25 por ciento.!” Es decir, por cada hijo ilegítimo, que tenía 
más posibilidades de ser el fruto de una mezcla, nacían tres legítimos, generalmente 
descendientes de asociaciones endogámicas; 2) sería incorrecto asumir que todos, ni 
siquiera la inmensa mayoría de los hijos ¡legítimos, fuesen el resultado de combinaciones 
étnicas. La ¡legitimidad, que sin duda alguna contribuyó al mestizaje, no podría, por sí 
sola, dar cuenta de un proceso tan radical de mestizaje como el descrito por Thiel. La 
hipótesis del mestizaje rampante sigue todavía a la espera de sustentación empírica 
satisfactoria. 
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La endogamia espacial o geográfica 


La endogamia se define normalmente como “el matrimonio predominante o 
exclusivamente entre miembros de un mismo grupo social, geográfico o étnico”.? Para el 
caso costarricense, Stone ha mostrado la práctica de la endogamia de grupo social (las 
elites) y Bolaños la endogamia étnica entre los indígenas. La investigación de Acuña y 
Chavarría, asimismo, permite afirmar que la endogamia étnica era practicada no 
solamente por los indígenas, sino por todos los grupos étnicos que componían la sociedad 
cartaginesa. Las fuentes asequibles nos facultan para establecer la vigencia de la 
endogamia espacial o geográfica (Cuadro N' 3). 


CUADRO N” 3. Origen geográfico de los cónyuges en los pueblos de indios de 1796 





Ambos cónyuges son residentes locales 





% de parejas A de parejas % de parejas 

Total 353 278 78,7 
Pacaca 88 87 98,9 
Aserrí 77 77 100 

Barva 51 35 68,6 
Laborío 51 13 25,5 
Tobosi 51 16 66,7 
Quircot 22 20 90,9 
Curridabat 40 30 75 





Fuente: Bolaños, 1986: Apéndice N? 7 (sin numeración de página). 


Lo que los datos sugieren es un proceso mediante el cual la selección de una pareja 
ocurría entre residentes de un mismo asentamiento. Existía una notable falta de 
contactos maritales entre los diversos pueblos de indios, incluso entre aquellos que 
estaban tan cerca uno del otro, como Tobosi y Quircot o Pacaca y Aserrí. De hecho, solo 3 
de los 75 matrimonios que involucraban un forastero ocurrían entre indígenas de 
diferentes lugares. En los restantes 72 casos, la endogamia espacial era acompañada por la 
étnica. Así, la endogamia étnica parece haber sucedido, pero entre personas de un mismo 
lugar. ¿Era esta una conducta generalizada? ¿Era la endogamia geográfica un fenómeno 
corriente en la Costa Rica colonial? El conocimiento acumulado hasta el presente así lo 
indica, de donde se desprende que las diferentes localidades que abarcaba la provincia de 
Costa Rica presentaban fuertes vínculos internos de parentesco. La historia demográfica 
de la parroquia de San José, entre 1780 y 1848, deja constancia de la endogamia espacial. 
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CUADRO N” 4. Origen geográfico de los cónyuges en la Parroquia de San José, 1780-1848 





% de cónyuges % de todos los cónyuges 





Total 12,700 100 
Origen geográfico 

Parroquia de San José 12,096 95,2 
Resto de la región San José (Pacaca, 

Aserrí, Curridabat, Escazú) 513 4,0 
Cartago 40 0,3 
Heredia 7 0,06 
Alajuela 10 0,08 
Resto de Costa Rica 1 0,007 
Exterior 33 0,2 





FUENTE: Montero: 1982: 41. 


La endogamia geográfica no era atributo exclusivo de los pueblos de indios. También era 
costumbre en San José, donde 95,2 por ciento de las uniones matrimoniales sucedían 
entre vecinos de la parroquia y un 4 por ciento involucraban residentes de zonas 
adyacentes (Curridabat, Escazú, Aserrí y Pacaca). Los contactos maritales con otras zonas 
del Valle Central eran despreciables, como raquíticos eran los nexos con el resto de la 
provincia y el exterior. Este comportamiento era típico de otras zonas, como lo ilustra el 
caso de Heredia. 


CUADRO N” 5. Origen geográfico de los cónyuges en la Parroquia de Heredia, 1811-1815 








1811 1812 1813 1814 1815 
RH 58 72 51 92 53 
% 100 100 100 100 100 
Ambos de Heredia 
$ 54 59 42 48 48 
% 93,1 81,9 82,4 52,1 90,6 
Heredia-Barva 
$ - - - 1 - 
% - . S 4,1 S 
Heredia-Alajuela 
$ 2 1 2 3 - 
% 3,5 1,4 3,9 3,3 - 
Heredia-San José 
tt 1 3 - 1 1 
% 1,7 4,2 - 1,1 1,9 
Heredia-Otro 
E - - 1 - - 
% 1 1 2,0 - - 
Lugar no declarado 
tt 9 6 309 4 
% 1,7 12,5 11,2 42,4 TS 





FUENTE: Archivo Metropolitano de San José, Costa Rica. Microfilmado por la Genealogical Society of 
Utah, 1981, rollo 1220240. 


Entre 1811 y 1815, hubo 326 matrimonios en la parroquia de Heredia. En 59 casos no se 
reportó el pueblo de origen de los esposos. Doscientos cincuenta y cinco de los 267 
matrimonios restantes, un 93 por ciento, se establecieron entre heredianos, y solo un 7 
por ciento de las uniones incluían foráneos. Las nupcias entre heredianos y oriundos de 
lugares vecinos — Barva, Majuela y San José— eran pocas, y no hubo enlace alguno con 
Cartago. Heredia era también una región de elevada endogamia, y Cartago exhibía un 
aspecto semejante (Cuadro N' 6). 
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CUADRO N” 6. Origen geográfico de los cónyuges en la Parroquia de Cartago, 1816-1822 








1816 1817 1818 1819 1820 1821 1822 
H 84 71 97 54 70 59 111 
% 100 100 100 100 100 100 100 
Ambos de Cartago 
H 80 67 93 49 69 58 108 
% 95,2 94,4 95,9 90,6 98,6 98,3 97,3 
Cartago-Cot 
$ 1 1 1 - - - - 
% 1,2 1,4 1,0 - - S : 
Cartago-Quircot 
$ - - - 1 - 1 - 
% - - - 1,9 - Y - 
Cartago-S. José 
$ 2 3 1 2 - - - 
% 2,4 4,2 1,0 3,7 - - - 
Cartago-Heredia 
E - - - 1 - - 1 
% - - - 1,9 = = 0,9 
Cartago-Otro* 
+4 - 2 1 1 - 2 
% 1,2 - 2 1,9 1,4 - 1,8 





* Cañas, Guanacaste, Curridabat, León, Honduras, Nicaragua, Islas Cananas, España. 
FUENTE: Archivo Metropolitano de San José, Costa Rica. Microfilmado porla Genealogical Society of 
Utah, 1980,rollo 1219729. 


Cartago, capital colonial de Costa Rica y unos de los asentamientos más antiguos, era 
ligeramente más exogámico. A él llegaban cónyuges del resto del Valle Central, de fuera 
del valle, de las demás provincias de la Audiencia de Guatemala, e incluso de ultramar. 
Ello no obstante, en ninguno de los años considerados el monto de los matrimonios entre 
locales fue menor del 90 por ciento. Hubo solo 5 matrimonios con residentes de Cot y 
Quircot, en tanto que no se establecieron nexos maritales con Ujarrás, Tres Ríos, Tobosi y 
Orosi, todos ellos situados en las cercanías de la antigua capital. No se reportaron vínculos 
con Alajuela, y los lazos con San José y Heredia, los otros centros poblados de mayores 
proporciones, eran muy endebles. La información de las doctrinas de Cot, Quircot y 
Tobosi es más prolija, y ayunta en la misma dirección. 
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CUADRO N” 7. Origen geográfico de los cónyuges en la doctrina de Cot, Quircot y Tobosi 











Año Total Misma Un cónyuge de parroquia 
No. % No. % No. % Parroquia 
1775-1779 9 100 8 88,9 1 11,1 Aserrí 
1780-1784 27 100 25 92,6 2 7,4 Curridabat 
llegible 
1785-1789 10 100 10 100 0 0 
1790-1794 26 100 24 92,4 2 7,6 Cartago 
llegible 
1795-1799 3 100 3 100 0 0 
1800-1804 23 100 22 95,7 1 4,3  llegible 
1805-1809 10 100 8 80,0 2 20,0 Cartago 
Laborío 
1810-1814 18 100 14 77,8 4 22,2  llegible 
1815-1819 25 100 24 96,0 1 4 llegible 
1820-1824 27 100 25 92,6 2 3,7  Laborío 
llegible 
1825-1829 11 100 9 81,8 2 18,2  llegibles 
Total 189 100 172 91,0 17 9 





Como Cartago y Heredia, Cot, Quircot y Tobosi practicaban decididamente la endogamia 
espacial, al punto que solo 6 de 189 matrimonios llevaron a ellos nuevos habitantes. Los 
advenedizos provenían, en su mayor parte, de otras aldeas indígenas o de el barrio de 
indios de Cartago. Lo que es más sobresaliente, en todo caso, es que cada uno de los tres 
pueblos de indios era muy cerrado respecto de los demás (Cuadro N' 8). 


CUADRO N' 8. Cot, Quircot y Tobosi: Relaciones maritales, 1775-18291 








Ambos cónyuges del lugar Un cónyuge local, el otro de 
3 % Cot Quircot Tobosi Otro 
Cot 87 100 - - - - 
Quircot 44 95,6 1 - 1 4 
Tobosi 47 95,9 - - - 2 





FUENTE: Archivo Metropolitano de San José, Costa Rica. Microfilmado por la Genealogical Society of 
Utah, 1981, rollo 1223545. 


Cot, Quircot y Tobosi, aldeas de configuraciones étnicas e historias semejantes, y 
localizadas en la misma región, estaban casi completamente aisladas unas de otras en 
términos de relaciones conyugales. En Cot, la mayor de las tres, todos los consortes 
provenían del mismo lugar a lo largo de las cinco décadas consideradas. Una etnicidad 
(teóricamente) similar no era suficiente para promover la mezcla entre los tres pueblos. 
Antes bien, la distancia geográfica parecía vedar los contactos maritales. 


Los datos hasta ahora discutidos difícilmente encajarían en un patrón de agudo mestizaje, 
como el que supuestamente prevalecía en la Costa Rica de fines de la colonia. Por el 
contrario, la información insinúa la presencia de tres tendencias. Primero, hay una clara 
propensión a la endogamia étnica. La endogamia étnica era manifiesta en los pueblos de 
indios y en Cartago, el centro poblado más viejo y de mayor relevancia urbana y política 
del Valle Central. Segundo, había una inclinación a la endogamia geográfica, tal como lo 
ilustran los ejemplos de los pueblos de indios, y de las ciudades de Cartago, San José y 
Heredia. Tercero, las endogamias étnica y geográfica tendían a coincidir y a reforzarse 
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recíprocamente. Dicho en otras palabras, existía una predisposición a la escogencia de 
parejas de la misma área y de igual grupo étnico. En Cartago, donde la población era más 
heterogénea, se ejercía la endogamia étnica en el perímetro de la ciudad y sus barrios. Los 
anales cartagineses indican, por ejemplo, la propensión al matrimonio entre sujetos del 
mismo grupo étnico. Así, por ejemplo, entre 1798 y 1822 hubo únicamente un 9,4 por 
ciento de matrimonios étnicamente mixtos. Pero, al mismo tiempo, la proporción de 
matrimonios entre locales era más alta: 95,9 por ciento entre 1816 y 1822. En los pueblos 
de indios, de mayor uniformidad racial, la endogamia geográfica era garante de la étnica. 
El hecho de que Cot, Quircot y Tobosi intercambiaran tan pocos cónyuges, dice que la 
fuerza unificadora de la etnia era sojuzgada por las barreras geográficas. En la mayor 
parte de los casos, las exogamias étnica y espacial ocurrían simultáneamente; un consorte 
advenedizo era generalmente de un grupo étnico distinto. 


La idea de un reiterado mestizaje en el epílogo de la colonia costarricense debe ser 
revisada. Aunque parece ser cierta la tesis de que la población mestiza creció más 
rápidamente que las otras, todavía está por demostrarse que esto fuera debido al cruce de 
etnias. 


LA SEGREGACIÓN ETNICO-RESIDENCIAL 


Hall ha descrito el patrón de segregación étnico-residencial que España intentó implantar 
en Costa Rica de la siguiente manera: 
inicialmente, hubo tres clases: los vecinos españoles, los indios y los esclavos 
negros. La expresión inicial del apartheid fue el establecimiento de asentamientos 
exclusivos para cada grupo racial. Los indios, cuya ocupación principal seguía 
siendo la agricultura, permanecieron como una población predominantemente 
rural, aunque fueron obligados a vivir en reducciones o pueblos nucleados. Los 
españoles habitaron un nuevo tipo de asentamiento, la ciudad, cuya población era 
predominantemente no-agrícola. Desde mediados del siglo diecisiete, los suburbios 
conocidos como “pueblas” fueron asignados a la población de color, en las 
márgenes de las ciudades.?! 
Y, con fundamento en las estadísticas de Thiel, Hall concluye que “los censos coloniales 
no dejan duda sobre el fracaso del sistema de apartheid”.?? ¿Naufragó, en verdad, la 
fórmula de segregación residencial? Es indisputable que hubo mestizaje, y que el sistema 
de segregación fue en buena medida quebrantado, tal como lo ilustra la experiencia de 
varios pueblos de indios, que hacia 1821 eran, significativamente, mestizos (Barva, Tres 
Ríos), o no indios del todo (Ujarrás). Pero afirmar que el sistema original falló no equivale 
a decir que no hubiera segregación residencial al término de la colonia. Los datos hablan 
de la persistencia de muchos elementos del modelo de separación residencial. 
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CUADRO N9. Distribución espacial de los grupos étnicos predominantes en 1801 











Grupo étnico secundario Grupo étnico primario 
Grupo Total % Grupo Total % 

Costa Rica Mestizo 30.413 58 Mulato 8.925 16 
Valle Central 

Cartago Mestizo 9.407 78 Mulato 1.745 14 
Ujarrás Mestizo 1.150 77 Mulato 322 15 
Tres Ríos ndio 212 58 Mulato 80 22 
Quircot ndio 105 100 - 0 0 
Cot ndio 278 100 0 0 
Tobosi ndio 132 100 0 0 
Orosi ndio 650 100 0 0 
Atirro ndio 95 100 0 0 
Tucurrique ndio 105 100 0 0 
San José Mestizo 8.547 77 Español 1.837 17 
Escazú Mestizo 1.125 85 Mulato 200 15 
Aserrí ndio 470 100 - 0 0 
Pacaca ndio 722 97 Español ¡Ya 2 
Curridabat ndio 230 100 - 0 0 
Alajuela Mestizo 2.545 84 Español 360 12 
Heredia Mestizo 7.015 73 Español 1.810 19 
Barva Mestizo 455 49 Indio 312 34 
Resto de la 

Nicoya Mulato 2.732 80 Indio 662 19 
Guanacaste Mulato 790 87 Indio 47 5 
Esparza Mulato 141 63 Mestizo 66 29 
Cañas Mulato 425 100 - 0 0 
Bagaces Mulato 672 100 - 0 0 
Boruca Indio 250 100 - 0 0 
Térraba Indio 350 100 - 0 0 
Otras áreas Indio 3.430 96 Mulato 150 4 


FUENTE: Thiel: 1902. 


Los mestizos, el grupo étnico más nutrido, estaban concentrados en el Valle Central 
(fueradel valle había solo 104, de una población de 9.474 de ellos). En el valle residían 98 
por ciento de todos los mestizos y constituían el conglomerado dominante en Cartago, 
Heredia, San José, Ujarrás y Escazú. De los españoles, un 95 por ciento radicaba en 
Cartago, Heredia, San José y Majuela, y solo unos pocos en las otras localidades. El valle 
también albergaba 3.542 indios; la mayoría de estos moraba en sus propios pueblos o en el 
barrio indígena de Cartago. Los demás estaban diseminados fuera del valle, en 
asentamientos exclusivos suyos. Thiel advierte la presencia de 20 pueblos o territorios 
indios en 1801. En 17 de ellos, los indios vivían separadamente; en un caso —Tres Ríos— 
estaban acompañados por una significativa minoría mestiza, mientras que en dos casos — 
Barva y Nicoya— los indios habían sido sobrepasados por los mestizos y los mulatos, 
respectivamente. En San José, Heredia, Majuela y Escazú no había indios, y en Ujarrás solo 
sobrevivían seis. Todos los negros habitaban en Cartago. Los mulatos, por último, se 
agrupaban en la puebla de Cartago y en las de las otras ciudades del valle. Más allá de los 
límites del valle, los mulatos vivían solos en Bagaces (672) y Cañas (425), o constituían 
mayorías en Nicoya y Esparza. 


En conjunto, la Costa Rica de 1801 alojaba un 58 por ciento de mestizos, un 16 por ciento 
de mulatos, más un 16 por ciento de indios, un 9 por ciento de españoles y menos de un 1 
por ciento de negros, como lo indica el Cuadro N” 9. El cuadro, sin embargo, revela que 
cada lugar estaba tipificado por una amalgama étnica peculiar. Algunos sitios eran 
exclusivamente indígenas o mulatos, y los restantes lugares eran visiblemente dominados 
por alguna de las etnias. Así, aunque con menor intensidad, la pauta de segregación 
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residencial todavía desplegaba una cierta vitalidad; la etnicidad y los lugares aún estaban 
vinculados. 


UNA GEOGRAFIA DE APELLIDOS 


El remanente de este trabajo está dedicado al estudio de la distribución espacial de los 
apellidos, como un indicador adicional de los lazos de parentesco que parecen haber 
distinguido la vida local. Surge de inmediato una objeción, porque es obvio que las gentes 
que portan un mismo apellido no están necesariamente emparentadas, ni todos los 
parientes comparten un apellido. A pesar de ser lo anterior cierto, este análisis defiende 
la hipótesis de que, dentro de ciertos límites, una repartición desigual de apellidos en una 
región, o entre regiones, es indicativa de concentraciones de parientes en localidades 
específicas.? Un ejemplo puede ayudar a explicar el punto. Quircot, el diminuto pueblo de 
indios cercano a la ciudad de Cartago, poblado por no más de 150 personas en 1823, 
mostraba la siguiente distribución de apellidos.?* 


CUADRO N* 10. Quircot: población según apellido en 1823 





Apellido E % 





Calvo d9 23,6 
Ramírez 34 22,9 
Olivares 32 21,6 
Sánchez 14 9,4 
Mora 7 417 


Obando 7 47 
Otro 19 12,8 
Total 148 100 





FUENTE: Archivo Nacional de Costa Rica, Complementario Colonial 3633, Provincial Independiente 866. 


Había allí 25 apellidos, declarados por 148 personas. La existencia de relaciones familiares 
es inicialmente insinuada por el hecho de que dos tercios de la población eran apellidados 
“Calvo”, “Ramírez” u “Olivares”. Los censos indican que en toda la región Cartago (la 
ciudad y sus barrios, los pueblos de indios alrededor suyo y Ujarrás) había solo 10 hogares 
encabezados por una persona de apellido Olivares. Nueve de esas 10 cabezas de hogar 
residían en Quircot. Lo que es más, en toda la región San José, la otra para la cual hay 
información censal disponible (San José y barrios adyacentes, Curridabat, Pacaca, Aserrí y 
Escazú), ningún hogar era encabezado por un Olivares. Es difícil imaginar un reparto 
espacial de este tipo en ausencia de conexiones familiares: los Olivares de Quircot eran, 
con toda probabilidad, parientes. Después de todo, en 95 por ciento de todos los 
matrimonios en Quircot, entre 1775 y 1829, se efectuaron entre residentes de la aldea. 


El ensayo sobre la distribución de apellidos que sigue se circunscribe a las regiones San 
José y Cartago, por ser las únicas para las que existe información censal. Esto equivale a 
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decir que el análisis abarca un 61 por ciento de la población del Valle Central de la época. 
Las regiones San José y Cartago tenían para entonces una población similar.? Se sigue, 
entonces, que la concentración de apellidos en una de las dos regiones no puede ser 
atribuida a diferencias poblacionales entre ellas. De acuerdo con los censos utilizados 
para el análisis,?* había unos 301 apellidos en la región Cartago y 313 en San José. 
Tomadas en conjunto, las dos regiones presentaban 404 apellidos. Esto quiere decir que 
ciertos apellidos existían en una región, pero estaban ausentes en la otra. De hecho, la 
existencia de apellidos exclusivos de una de las dos regiones era un fenómeno corriente. 
El Cuadro N” 11 indica en número de estos apellidos, y registra aquellos que aparecían al 
menos cinco veces. 


CUADRO N” 17. Regiones Cartago y San José: apellidos exclusivos 1823-1824? 








Región Cartago Región San José 

Apellido A Apellido 4 Apellido A 
Sanabria 20 Ureña 41 Valenciano 10 
Olivares 10 Herrera 24 Lizano 9 
Redondo 9 Sanaí 24 Alpízar 8 
Leandro 7 Berrocal 21 Estrada 8 
Luna 7 Zamora 20 Peraza 8 
Piedra 7 Retana 19 Sacaira 8 
Víquez 7 Murillo 18 Tenorio 8 
Cantillo 6 Díaz 17 Alcázar 7 
Casasola 6 Cruz 15 Benavides 7 
Bravo 5 Mesén 15 Sequeira 7 
Ríos 14 Villanea 7 
Meléndez 14 Avila 6 
Sáenz 13 Ballesteros 6 
Arguedas 11 Bustamante 6 
Artavia 11 Prado 6 
Barrientos 11 Zárate 6 
Esquivel 11 Gorgón 5 
Padilla 11 Zumbado 5 

Sosa 10 

Total apellidos exclusivos 81 100 
% de los apellidos 28,2 31,9 





FUENTE: Archivo Nacional de Costa Rica, Provincial Independiente 9913, 935, 939, 941 y 947. 


Más de una cuarta parte de los apellidos de Cartago y casi un tercio de los de San José, 
eran exclusivos de esas regiones. Aunque en muchos casos los endemismos pueden 
explicarse por el número de veces en que un apellido aparecía, otros apellidos exclusivos 
son tan frecuentes, que demandan una explicación distinta. Treinta y siete apellidos 
endémicos de San José y 10 de los de Cartago, aparecen cinco o más veces. En San José, 
había 41 hogares encabezados por un Ureña, 24 por un Herrera y 24 por un Sandí, al 
tiempo que estos apellidos estaban ausentes en la región Cartago y sus villas aledañas. 
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CUADRO N” 12. Regiones Cartago y San José: distribución de los apellidos dominantes 








Total Cartago San José 
A % A % A % 
Mora 146 100 40 27,3 106 72,6 
Jiménez 145 100 44 30,4 101 69,6 
Rojas 140 100 43 30,7 97 69,3 
Solano 126 100 85 67,5 41 32,5 
Calderón 108 100 76 70,4 32 29,6 





FUENTE: Archivo Nacional de Costa Rica, Provincial Independiente 938, 863. 


Mora, Jiménez, Rojas, Solano y Calderón eran los cinco apellidos dominantes (más 
frecuentes), tomadas en conjunto las regiones Cartago y San José. Cada uno de ellos estaba 
fuertemente agrupados en una de las dos regiones. Esta pauta de concentración espacial 
es sorprendente en un área que, como el Valle Central de Costa Rica, evolucionó a partir 
de un solo núcleo. En efecto, durante los primeros dos y medio siglos de vida colonial, 
Costa Rica prácticamente no era más que la ciudad de Cartago y los pueblos de indios en 
derredor suyo. Los flujos migratorios hacia el oeste del valle, que dieron origen a Heredia, 
San José y Majuela, a principios del siglo xvII1, como Pérez?” ha demostrado, tuvieron su 
origen en Cartago. No se conocen inmigraciones masivas a lo largo del periodo colonial; el 
aislamiento, el crecimiento natural y endogámico de la población fueron la regla. La 
ocupación de las tierras altas del interior de la provincia, antes que el poblamiento 
costero, simbolizaron la orientación hacia adentro de la sociedad colonial. Así, la 
migración hacia nuevas tierras procedió centrífugamente desde un único centro. Surge 
entonces la interrogante sobre el irregular reparto de apellidos. No es viable llegar a 
respuestas terminantes antes de llevar a cabo indagaciones más minuciosos sobre el tema. 
Una hipótesis, sin embargo, puede adelantarse: el arreglo espacial de los apellidos 
manifiesta la forma en que las migraciones tuvieron lugar y el proceso mediante el cual 
las diferentes localidades fueron constituidas. 


Habría que sondear la posibilidad de que las migraciones hayan sido llevadas a cabo por 
conglomerados de parientes y que los nuevos emplazamientos, en consecuencia, 
estuvieran caracterizados por vigorosos lazos de parentesco. Se sabe que San José vio luz 
de este modo. Stone? concluye que San José fue formado por un pequeño número de 
cepas, con estrechos nexos de parentesco. Estas familias no solo estaban emparentadas, 
sino que además exhibían una conducta muy endogámica.” La hipótesis que aquí se 
propone es que este fue un fenómeno general y no meramente de la colectividad josefina. 


La dispar distribución de apellidos sucedía no solo entre una región y otra, sino además 
en el interior de cada una de ellas. Cartago, para la que los censos brindan información de 
más detalle, es claro ejemplo de lo anterior. Los apellidos Solano (35 cabezas de hogar), 
Calderón (76), Quirós (71), Calvo (58), Brenes (56), Sánchez (48), Jiménez (44), Quesada 
(440, Rojas (43) y Ramírez (42), eran los más comunes en la comarca, de un total de 301 
apellidos. Algunos de estos apellidos estaban fuertemente concentrados. Así, por ejemplo, 
casi dos tercios de todos los Solano residía en Ujarrás (40 por ciento) y Chircagres (20 por 
ciento); más de la mitad de los Quirós vivía en Arrabal (22 por ciento) y Chircagres (30 por 
ciento); casi dos terceras partes de los Quesada se ubicaba en Taras (43,2 por ciento) y 
Ujarrás (18,2 por ciento); y cerca de la mitad de los Ramírez estaba en los caseríos de 
Indios (22 por ciento en Quircot, 21,4 por ciento en Tobosi y 7 por ciento en Cot). 
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Los apellidos endémicos de la región Cartago estaban también muy ¡rregularmente 
distribuidos: nueve de los diez cabezas de familia de apellido Olivares vivían en Quircot; 
seis de siete Leandro residían en Chircagres, mientras que todos los Casasola eran de La 
Puebla, el barrio mulato de la ciudad. 


En el caso de San José, por infortunio, los censos no llegan a distinguir la ciudad, 
propiamente, de los barrios, por lo que no es factible detectar agrupamientos locales. Los 
datos referentes a Escazú y a los pueblos de indios, no obstante, insinúan un cuadro 
semejante al observado en la región Cartago. En Pacaca, por ejemplo, vivía un 54 por 
ciento de todos los Hernández, que era uno de los apellidos más corrientes de la región. 
En Escazú se encontraba un 83 por ciento de todos los Sandí, apellido exclusivo de la 
región San José (Pl: 861: 862-867, 913, 935, 938, 941, 947). 


CONCLUSION 


Uno de los méritos de la historiografía tradicional costarricense es el de haber construido 
una versión coherente y duradera de los rasgos centrales de la sociedad colonial. Esta 
visión, que Gudmundson ha denominado el modelo “Rural Democrático”, tiene como 
sustento una hipótesis sobre el costarricense de la época. De acuerdo con ella, se trataba 
de un individuo pobre pero autosuficiente, religioso pero solitario, responsable pero 
alérgico a toda clase de autoridad. El tico que, en 1821, emerge de la exasperante rutina 
colonial —según la dicha interpretación— vivía en la chacra familiar, sin otra compañía 
que la de la prole, en ausencia casi completa de roce social. Era, por ello, tímido de 
temperamento, reticente en lo político, y carente de experiencias e identidades 
colectivas. 


Si un tema ha dominado la discusión sobre la mentalidad del costarricense colonial ha 
sido el del individualismo. Se dice que el costarricense de entonces era individualista, 
porque no conocía de comunidad ni de nada que trascendiera los linderos de la chacra, 
excepción hecha de las esporádicas festividades religiosas. 


En este punto, como en otros, la percepción tradicional de la colonia está agrietándose. 
Afortunadamente puede verse luz a través de las fisuras. Ya para ahora es claro que, a 
despecho de lo que suele pensarse, la mayoría de los habitantes de Costa Rica vivía en 
centros poblados. El patrón nucleado de asentamiento obligaba a los moradores de la 
provincia a la vida colectiva, aunque esta fuera, en la mayoría de los casos, vivencia de 
aldea o caserío. Además, según se ha intentado documentar en este ensayo, las localidades 
del crepúsculo colonial se fundaban en sólidos lazos de parentesco y etnicidad. La 
información discutida sugiere la existencia de un mosaico de lugares muy ensimismados y 
compactos, que, inversamente, se relacionaban muy poco unos con otros en eventos 
demográficos tan trascendentales como el matrimonio. 


Si es cierto que las ciudades, villas y pueblos que formaban la Costa Rica de entonces eran, 
en mayor o menor grado, combinaciones de unas pocas parentelas y de individuos de una 
etnicidad común, cabe conjeturar que existía un sólido sentido de lugar, es decir, que la 
vida local era una forjadora de identidades colectivas. En los vecindarios se vivía en 
familia y, a juzgar por los expedientes matrimoniales, se regulaba con celo la 
incorporación de forasteros. Puede también especularse que, en una situación de este 
tipo, el “ellos” y el “nosotros” eran demarcados territorialmente: se pertenecía al grupo 
por la vía de la corresidencia. No se era, por ejemplo, indio, en general, sino “indio del 
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pueblo de Cot”, o “del barrio del Laborío”. La documentación colonial abunda en este 
clase de referencias. Acaso sea por eso que los pueblos de indios, que tan a menudo 
querellaron ante las autoridades por toda suerte de problemas, fueran incapaces de 
plantear metas comunes para todos los “indios”. Quizás hablar de indios, mulatos, 
mestizos u otras clasificaciones étnicas solo refleje un pobre acercamiento nuestro a las 
circunstancias coloniales, cuyos protagonistas, ni vivieron sumidos en un individualismo 
de ermitaños, ni necesariamente se identificaban con categorías ya para entonces 
acusaban una marcada obsolescencia. 
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NOTAS FINALES 


1. Hay dos casos en Cot en que no se declara el origen, uno en Quircot y otro Tobosi. 


2. Se menciona solo los apellidos que aparecen cinco veces o más. 
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PROLOGO 


Los conceptos de nacionalismo y nacionalidad han retomado importancia en los últimos 
años debido a los hechos históricos que se viven actualmente en todas partes del mundo. 
Mientras que “naciones” como la Unión Soviética y Yugoslavia se fragmentan, en otros 
países surgen formas distintas de “etno-nacionalismo”, las cuales valorizan lealtades de 
antaño, basadas en etnias, lugares y subgrupos. Estos últimos representan un reto casi 
insuperable para los Estado-naciones que surgieron durante el último siglo y medio. Al 
mismo tiempo que estos procesos centrifugales carcomen a la nación “desde abajo”, 
fuerzas supra-nacionales —como la Unión Europea— representan otro tipo de reto frente 
a la ¡dea de la nación, tal como se conceptualiza en el siglo xx. 


Partiendo de una perspectiva histórica, debemos aceptar que la nación o el Estado-nación, 
como un método socio-político de organización, es un fenómeno históricamente nuevo, 
surgido en el siglo xvi y que actualmente experimenta un proceso de re-definición y 
cambio. Ante estos cambios, la comunidad académica tiene la oportunidad de ofrecer 
nuevas perspectivas sobre la viabilidad y realidad del Estado-nación. Luego de apreciar 
esta situación global, el caso de Centroamérica ofrece un campo apropiado para su 
estudio, en una región increíblemente diversa en términos de condiciones culturales, 
geográficas, políticas y sociales. 

Este ensayo ofrece una consideración del problema del Estado-nación en la historiografía 
de Centroamérica y analiza la experiencia local/regional de la vida estatal/nacional. 
Asimismo, los dos conceptos de “patria” como una retórica de común denominador 
utilizada en dos percepciones, “la patria” que percibe el historiador y “la patria” 
compartida por la población. La comparación de esta idea retórica resulta interesante. 
Propongo que si podemos entender la diferencia entre la multitud de patrias imaginadas 
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y vividas en Centroamérica, podríamos acercarnos mucho más al tema del balance 
histórico del Estado-nación en Centroamérica. Aplico la idea de patria, porque este 
concepto revela el problema de la articulación de la sociedad en general con las distintas 
comunidades constituyentes de esa sociedad, además de enfocar el proceso ideológico de 
la construcción de un Estado-nación. 


INTRODUCCIÓN 


El Estado, la Nación y el Estado-nación son conceptos diferentes, que muchas veces se 
usan de manera intercambiable. La confusión de estos términos refleja la perplejidad 
intelectual más importante de la realidad histórica centroamericana y la manera en que 
nosotros —como historiadores— estudiamos esa realidad. Este ensayo es un primer paso 
para discutir cómo estudiamos el pasado y descubrir cuáles son las bases de la discusión. Al 
parecer hay un desacuerdo profundo entre los académicos que quieren conocer la 
realidad a través de estos conceptos confusos y los que quieren redefinir los conceptos a 
través del análisis empírico de la realidad histórica. Es importantísimo iniciar con este 
debate entre tendencias teóricas y empíricas, ya que revela un debate ideológico que está, 
hoy en día, dirigiendo nuestro trabajo colectivo. Si no tenemos claras las implicaciones de 
este debate, no podremos seguir el camino que nos ayude a rescatar las voces del pasado. 


Si estamos realizando un trabajo a nivel científico y nuestro fin es saber más sobre el 
Estado-nación en Centroamérica, debemos plantear hipótesis que podamos usar como 
base de investigación. En vez de asumir la existencia de un Estado-nación en 
Centroamérica, debemos hacernos las siguientes preguntas “¿Qué es un Estado-nación?”, 
“¿cuáles son sus características definidas?”, y “¿en qué momento histórico surgió tal 
fenómeno?” 


Siguiendo las ideas de la física y aplicando las leyes de la entropía, propongo una manera 
de entender la realidad histórica del Estado-nación en Centroamérica. Para dinamizar 
nuestro entendimiento del pasado, ofrezco la idea de que el mundo histórico de la región 
no es estático y que cada acción tiene una reacción. Entonces, en cuanto al estudio del 
Estado-nación quiero proponer la siguiente hipótesis: “las fuerzas centrífugas contra “el 
Estado” crecen en proporción casi igual y opuesta al crecimiento de dicha institución”. En 
otras palabras, el funcionamiento de un Estado no es un proceso unidireccional, sino más 
bien un proceso dinámico que tiene una multitud de resultados contingentes que se 
definen por la relación entre mundo, Estado-nación y pueblo. 


En este ensayo presento estudios de dos regiones distintas de Guatemala para ilustrar esta 
dinámica. Escogí San Marcos y Chiquimula en las fronteras de la República con México y 
Honduras respectivamente, ya que constituyen un buen laboratorio para entender las 
fuerzas centrífugas activas en Guatemala en el siglo x1x y la realidad del Estado-nación en 
el país. No puedo confirmar ni descontar mi hipótesis, pero creo que estos dos casos son 
un aporte a nuestro entendimiento de que el cambio a escala local/regional, por su 
naturaleza, es un proceso continuo. 


Esta hipótesis es una contribución al debate actual de los científicos sociales que han visto 
la construcción del Estado-nación en las repúblicas de Centroamérica como una 
imposición desde arriba hacia abajo. Sin embargo, la realidad histórica es mucho más 
complicada. No es solamente cómo estudiamos el Estado-nación, sino a qué nivel de 
abstracción lo estudiamos, pues revela mucho sobre lo que queremos saber. 
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Las tendencias historiográficas nos ayudan a entender los debates de hoy. Por esta razón, 
discutiré estas tendencias primero, para así enfocar sobre qué sabemos, qué hemos 
estudiado y cuáles son los fundamentos ideológicos de cada tendencia. Por ejemplo, por 
qué querían los autores liberales del siglo x1x escribir sobre Centroamérica como una 
patria con una experiencia compartida y por qué continúa esta tendencia hoy en día entre 
algunos académicos centroamericanos y norteamericanos. Igualmente, por qué las 
perspectivas sub-nacionales siempre han sido una tradición en la historia. ¿Son estos 
reflejo de dos corrientes intelectuales e ideológicas que retan la perspectiva nacional y el 
proyecto de la nación? 


HISTORIOGRAFÍA DE LAS PATRIAS 


Como es sabido, el estudio de los historiadores anteriores sirve de guía para entender las 
raíces del estudio actual de la historia. El análisis de cómo los historiadores se han 
referido a la región de Centroamérica nos ayuda a comprender las tendencias 
historiográficas a través del tiempo. Podemos entender, entonces, a la historiografía 
como un ejercicio en donde se estudia la historia intelectual que define la disciplina. Aquí, 
el análisis historiográfico no se hará en términos de la cronología de la literatura histórica 
ni en términos temáticos como generalmente se hace, sino de discutir los enfoques 
geográficos, o sea las unidades o niveles de análisis que han utilizado los historiadores en 
los últimos ciento vienticinco años. Con el fin de delinear las tendencias, utilizaré la 
retórica de “Patrias” como abreviatura de los enfoques geográficos, porque creo que el 
nivel que escogemos revela mucho sobre nuestras suposiciones de qué es importante y 
qué no. Esta aproximación revela enfoques y preguntas compartidas, que muestran cuáles 
son las tradiciones más fuertes en la herencia académica que nos afecta. Esta forma de 
analizar la historiografía ayuda a identificar quiénes comparten ciertas hipótesis, aunque 
estemos tratando con historiadores de tiempos e ideologías diferentes. Estas tendencias 
historiográficas son: “Patria Inmensa”, “Patria Grandísima”, “Patria Grande” y “Patria 
Chica”. 

La primera tendencia en la historiografía puede denominarse la historia de la “Patria 
Inmensa”. Esta tendencia propone una historia iberoamericana que parte de la historia 
compartida de un pasado imperial e ibérico. La historia de la “Patria Inmensa” se 
manifestó con fuerza especialmente alrededor del quinto centenario del contacto entre 
“el viejo” y “el nuevo mundo”. Podría decirse que este es un tipo de historiografía que 
proviene de los viejos imperios Español y Portugués. Las obras más conocidas de este tipo 
enfatizan la importancia de la herencia política, social y cultural de los tres siglos de 
dominio imperial. Los trabajos de J.H. Elliot y otros, que se publicaron explícitamente por 
motivo del quinto centenario, representan el resurgimiento de esta tendencia.! La Historia 
de Iberoamérica es la expresión clásica de una historia basada en la noción implícita de una 
patria compartida en el pasado.? 


El fundamento básico de esta tendencia es que “Iberoamérica” es una unidad orgánica, 
basada más que todo en la historia cultural compartida y que esta implica una historia 
social, una historia política y una historia económica relativamente unidas. El énfasis en 
lo cultural revela una tendencia intelectual/ideológica muy clara, que ha sido muy fuerte 
en obras españolas sobre su viejo imperio. Aparentemente, porque refuerza la idea de un 
mundo hispano verdadero, hoy en día. 
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La segunda tendencia es la historia de la “Patria Grandísima”, que trata la región de 
Centroamérica como una unidad de análisis. Esta tendencia es una de las más duraderas e 
influyentes en la historiografía de la región. Lorenzo Montúfar Rivera (1823-1908), en su 
trabajo polémico y magistral en siete volúmenes (1878-1888), Reseña histórica de Centro 
América, funda la tradición moderna de la historiografía que se practica en el Istmo. * 
Montúfar y los que le siguieron desenfatizaron el Estado-nación como un enfoque y se 
orientaron hacia el estudio de los procesos meta-regionales. Esta tendencia incluye obras 
por autores tan diversos como Murdo MacLeod, Edelberto Torres Rivas, Antonio Batres 
Jáuregui, Ralph Lee Woodward y Héctor Pérez Brignoli.* Estos, representantes de una 
tradición radicalmente diversa con enfoques muy distintos sobre tema y tiempo, 
comparten la idea de que podemos abordar patrones para toda la región al nivel supra- 
nacional. 


Esta convicción impulsó a varios autores de toda Centroamérica y del extranjero a lanzar 
una obra que ilustra en su título y contenido esta tendencia historiográf ica: La Historia 
General de Centro América, publicada en 1993 por la Facultad Latinoamericana de 
Ciencias Sociales — FLACSO—, teniendo como raison d'etre el intento de sintetizar lo que se 
sabe sobre la historia de la región y de presentar dicha historia en una forma accesible. La 
Historia General de Centro América es una contribución definitiva a la historia de la 
región y una tradición en la historia de la “Patria Grandísima”. 


En términos de las tendencias historiográficas, la “Patria Grandísima” tiene muchos 
seguidores y al parecer es una de las tendencias que más o menos domina el discurso 
histórico sobre la realidad de la región en la actualidad. El por qué de la tendencia es muy 
interesante, dada la existencia de un grupo tan diverso que utiliza dicha perspectiva. Creo 
que esta posición intelectual /ideológica refleja una esperanza duradera del renacimiento 
de Centroamérica como una región unida e importante. La fragmentación histórica del 
Istmo en repúblicas tan pequeñas implica una marginalización política y económica en el 
mundo globalizado de hoy. Esta es una convicción compartida, irónicamente, por los 
viejos liberales como Lorenzo Montúfary los “dependistas” como Edelberto Torres-Rivas y 
refleja un tipo de idealismo político disfrazado de historia. 


La tercera tendencia —que le sigue a la anterior en fuerza— es la de la “Patria Grande”. 
Esta tendencia refleja el interés en la nación o la república como el nivel de organización 
destacado. Utilizando únicamente el caso de la tradición historiográfica en Guatemala 
podemos observar que esa forma de escribir sobre el pasado esperó varias generaciones 
luego de ser fundada la tradición de historia centroamericana para aparecer. Francisco 
Lainfiesta escribió la primera historia de Guatemala en la década de 1880, pero su obra 
Apuntamientos para la historia de Guatemala es más bien una especie de memoria o 
recopilación contemporánea, que una historia en sí. La tendencia a escribir la historia de 
Guatemala como un proyecto concreto se inició con la fundación de la Sociedad de 
Geografía e Historia de Guatemala en 1923 y empezó a crecer a partir de la cuarta década 
del presente siglo. 


En las décadas de los setentas y ochentas creció aún más la tendencia de la “Patria 
Grande”. Una obra clave de esta —y en la historiografía de Guatemala en general— es La 
Patria del Criollo, de Severo Martínez Peláez, publicada en 1973. A partir de esa fecha 
surgen gran cantidad de historiadores, que ven las problemáticas del pasado en términos 
de la República. La producción de monografías académicas sobre elites, café, trabajo rural 
y población indígena, entre otros temas, aumentaron nuestro conocimiento de la realidad 
histórica de Guatemala.* 
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Esta tendencia también ha tratado de sintetizar la historia a este nivel, como en la obra 
Historia General de Guatemala, editada por Jorge Luján Muñoz.* Similar al trabajo de síntesis 
sobre Centroamérica, este proyecto busca reunir el conocimiento acumulado de la 
historia de la “Patria Grande” en una obra de varios volúmenes. La historiografía de 
Guatemala como ejemplo de la tendencia de la historia nacional demuestra que, además 
de producir textos para la enseñanza primaria y secundaria, la historia de la República de 
Guatemala está basada en dos tendencias. Primero, la tendencia a la historiografía 
nacionalista y segundo, la tendencia académica hacia las monografías delimitadas. 


La posición intelectual/ideológica reflejada por la historia de la “Patria Grande” es tal vez 
la posición normativa en la historiografía europea de los siglos xIx y XX. Basada en la 
necesidad de justificar los hechos de una nación por medio de una historia nacional. A un 
nivel mucho más práctico —especialmente en relación con los historiadores extranjeros— 
una monografía limitada sobre un tema y un país es el modelo de trabajo “profesional”, 
que empieza con las tesis de maestría o doctorado, base de la contribución historiográfica 
de muchos autores. 


La última tendencia historiográfica que voy a explorar es la historia de la “Patria Chica” o 
sea, la historia regional y local. De las tendencias mencionadas aquí, esta última es la más 
reciente. La historia escrita desde esta visión parece surgir de la tradición europea de 
historia local y regional, con inspiraciones del pasado, especialmente de la historia 
colonial de Latinoamérica, creando el interés por estudiar la experiencia cotidiana en la 
historia. En pocas palabras, la historia de la “Patria Chica” es la expresión de la ambición 
de escribir una historia social difícil de escribir a escala nacional. 


Entre las obras y los autores más relevantes que inspiran esta tendencia están Aztecs 
Under Spanish Rule (1964) de Charles Gibson y La Formation des grands domaines au 
Mexique (1952) de Francois Chevalier.” Estas dos obras, aunque tratan sobre México, han 
tenido repercusiones profundas en la historiografía de toda Latinoamérica. En la 
historiografía de Guatemala, estos trabajos impulsaron a una nueva generación de 
historiadores con una base más empírica y con un enfoque regional y/o local. Robert 
Carmack, Christopher Lutz, George Lovell, Julio Pinto Soria, Adriaan van Oss y toda una 
generación de nuevos historiadores han enfocado la historia de la “Patria Chica”.* 


La tendencia de historias subnacionales refleja una posición de escepticismo intelectual 
sobre cómo podemos construir un entendimiento de la vida cotidiana y, además, una 
tendencia más empírica. También dentro de la misma cabe un grupo de cronistas locales y 
regionales, que muchas veces escriben monografías de un pueblo o departamento en 
forma de cierto tipo de civismo local/regional. 


La idea de estudiar las patrias múltiples de una sociedad a nivel académico se basa, más 
que todo, en un rechazo completo de la tendencia de historia nacional y de la historia 
oficial, y propone que la historia de la sociedad solamente puede ser construida “desde 
abajo”, con estudios empíricos. 


Todo este discurso de patrias no es más que una manera de clasificar los niveles o las 
perspectivas de análisis, enfocando las premisas básicas de cada tendencia. Estas diversas 
tendencias reflejan un debate bastante profundo sobre la historia. Debate sobre lo que es 
la “comunidad imaginada” del pueblo y sobre cuál es la unidad sobresaliente de análisis 
que va a aclarar el pasado. Pero cada una de estas tendencias refleja una serie de 
creencias ideológicas referente a lo que es importante y lo que no lo es. 
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Las preguntas operativas aquí son ¿importante para quién?, e, ¿importante para qué? En 
términos claros, qué es lo que queremos decir, a quiénes queremos escuchar y cuál es 
nuestra meta político-ideológica como historiadores. Es decir, si cuando estamos 
hablando de un balance histórico del Estado-nación en Centroamérica asumimos la 
existencia de tal unidad, cuando en realidad su existencia debería de ser una hipótesis. 
Como discutimos arriba: ¿existía un Estado-nación en Centroamérica? Los siguientes 
casos tratan de responder a esta pregunta desde una perspectiva regional/local, ya que no 
veo otra alternativa de responder a las preguntas planteadas sobre el Estado-nación, sin 
antes examinar empíricamente la articulación de la experiencia local con la construcción 
de un Estado-nación. 


PERSPECTIVAS REGIONALES Y LOCALES 


Una forma de abarcar la discusión sobre el Estado-nación en Centroamérica es explorar 
estas hipótesis con estudios concretos y sistemáticos basados en investigación 
archivística. Con base en mi investigación sobre los límites del Estado en el siglo xIx y el 
siglo xx en dos regiones de Guatemala (San Marcos y Chiquimula), puedo ofrecer 
respuestas tentativas a tales hipótesis. 


La primera reflexión sobre el Estado-nación en Centroamérica que aparece en el curso de 
mi investigación es que debemos poner más atención en la naturaleza del Estado colonial 
para entender el Estado-nación en la época republicana. Términos como borbónico, 
absolutista y habsburgano probablemente nos ayudarían a entender las mareas del poder 
estatal sobre el tiempo mejor que términos como autoritariano, militarístimo y 
dependiente. 


La lucha del poder central por imponer sus deseos a la población no es una lucha nueva, 
sino que ha caracterizado la relación entre gobernantes y gobernados a través de los 
siglos. Si consideramos al Estado Liberal como la renovación de la expresión natural de las 
aspiraciones absolutistas de los reyes borbónicos del siglo xvi, podemos ver, por 
ejemplo, que la primera generación de liberales en Guatemala fracasó debido a que 
carecían de los implementos con que contaban sus predecesores borbónicos. No tenían 
una alianza con la Iglesia, no tenían subsidios imperiales, no tenían milicias coloniales y 
no tenían la fuerza unificadora que poseía el sistema imperial. En fin, los liberales 
trataron de hacer más a nivel estatal con menos implementos. Considerando estas 
características comparativamente, me parece que no debemos concentrarnos en 
preguntar por qué fracasaron ni por qué un Estado minimalista conservador pudo llenar 
el vacío estatal por tanto tiempo. La realidad es que con el fin de la colonia, Guatemala 
experimentó un proceso sucesivo y degenerativo del Estado a lo largo de cincuenta años. 


A escala local y regional, podemos ver fácilmente la disolución del control del Estado 
entre los últimos años del siglo xvtu y la mitad del siglo xIx, con la certeza de que los 
padrones coloniales sí hicieron un recuento de la mayoría de los habitantes, enumeraron 
a los miembros de cada familia por habitación, señalando los individuos ausentes. El 
control sobre una sociedad implica, en parte, conocer quiénes la constituyen y al 
respecto, los gobiernos del fin de la colonia tenían mucho más control que cualquier 
gobierno republicano hasta la segunda mitad del siglo xx. No es pura coincidencia que el 
primer gobierno liberal, después de la rebelión de 1871, realizara un empadronamiento 
general. Tampoco lo es que no lograra tal objetivo. 
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Esta observación conlleva a un enfoque regional/local sobre el Estado. Antes de tocar el 
tema del Estado en el periodo republicano debemos preguntarnos en forma hipotética si 
existía un Estado o varios pueblos-Estado interconectados, guardando cierta autonomía. 
Siguiendo la discusión de Adriaan van Oss sobre las ciudades-Estado autárquicas durante 
la colonia, con distintas esferas de influencia, podemos preguntarnos cuáles cambios 
podrían superar dicha autarquía. En la mayoría de los casos, ésta y los censos generados a 
lo largo de varias generaciones reflejan parte del fin institucionalizado con el fracaso de 
la Federación Centroamericana y la formación de las cinco repúblicas de Centroamérica. 
En Guatemala siguieron los conflictos entre los pueblos/Estados de la Ciudad de 
Guatemala, Quezaltenango, Chiquimula y las Verapaces. Esto no implica que los centros 
regionales tenían la fuerza de separarse completamente de la capital, pero sí implica que 
la capital tenía que tomar en cuenta el balance de poder regional en sus decisiones y que 
si las iniciativas supra regionales (o sea a nivel “nacional”) atacaban las bases del poder 
regional, la nación se podía desintegrar. 


Las fuerzas centrífugas en Guatemala en el siglo x1x, dirigidas y controladas por grupos 
locales y regionales (aunque muchas veces fuera de control), rompieron la rutina de 
control central y en varias oportunidades surgieron alternativas a nivel su nacional y 
alianzas multinacionales, que amenazaron al Estado-nación de tal manera que podemos 
decir que estas fuerzas establecieron los regímenes de caudillos regionales (Rafael 
Carrera, Justo Rufino Barrios, Serapio Cruz) y supranacionales (Agustín Iturbide, 
Francisco Morazán), como los árbitros en última instancia de la sobrevivencia del Estado- 
nación. 

La época de la Federación, por ejemplo, fue una época de indecisiones en cuanto a la 
construcción de un Estado-nación sobre bases supra regionales. Transcurrieron más o 
menos tres décadas antes de que las varias fuerzas subregionales lograran negociar un 
orden aceptable entre las visiones de una patria centroamericana, una patria provinciana, 
y una patria aún más subdividida. Esta negociación fue la raíz del conflicto violento inter 
e intraestatal por más de cien años y, quizá, hasta la fecha. 

La lucha centralista en Guatemala ha sido una lucha continua a través de los siglos, laque 
posiblemente empezó con el Estado K'iche' y que hoy en día aún continúa en varias partes 
de Guatemala. Para reconocer los límites del Estado-nación en el siglo xIx podemos 
considerar dos ejemplos concretos. El primero, el de una rebelión en San Marcos en 1850 
y el segundo, la situación en el oriente de Guatemala entre 1838 y 1885. 


SAN MARCOS: MOTIN, REBELION Y LOS LÍMITES DEL 
ESTADO 


El caso de San Marcos en 1850 ilustra los límites del Estado al mando de Rafael Carrera. 
También indica quiénes tenían que intervenir en las situaciones en donde el Estado no 
podía actuar y —en este aspecto— nos proporciona una base hipotética de la conquista del 
Estado por los liberales en 1871. 


En enero de 1850, el Juez de Primera Instancia de San Marcos escribe al Corregidor de 
Quezaltenango, su superior inmediato, describiéndole la situación bastante complicada en 
los municipios de Tacaná y Tutuapa.? Los dos pueblos manifestaban aires de rebelión. El 
juez pasó dos días averiguando la situación y luego contestó al Corregidor para explicar la 
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situación en Tutuapa, en términos que revelan las actitudes gubernamentales ante la 
rebeliones. Este pueblo, 

...Cuyos vecinos son naturales, hicieron un motín en contra el Juez del mismo 

pueblo, el gobernador, y dos ladinos, a quienes pusieron presos..., según los datos 

hasta ahora adquiridos, parece no ser una sublevación sino solo contra aquel 

funcionario por algunas arbitrariedades cometidas en su destino.' 
La realidad revelada en esta carta es compleja. Primero, demuestra que el Estado solo 
tenía un representante oficial en el pueblo, el Juez Presbítero, quien estaba en alianza con 
dos ladinos y el gobernador. Como no tenemos más documentación sobre este motín, no 
podemos saber cuáles eran las “arbitrariedades” que el juez había cometido ni por qué la 
gente del pueblo lo levantó. Lo que sí sabemos es que el Estado no lo consideró un ataque 
contra él, sino contra un agente del Estado. Probablemente, el Juez sufrió el castigo por 
sus “arbitrariedades”, ya que el Estado no consideró que tenía la obligación de proteger al 
funcionario involucrado. Aún más, es interesante ver que el Juez de Primera Instancia de 
San Marcos reportó al Corregidor que: “...el otro pueblo verdaderamente sublevado es el 
de Tacaná donde..., la clase indígena se había sublevado contra los ladinos a quienes 
dieron a palos.”*! 


Al día siguiente, aquel aclaró que los indígenas de Tacaná “apaliaron a unas personas y 
rompieron los trastos de otras que tenían ventas en la plaza”.?? 


Este texto revela, además, en la opinión del representate más alto del distrito, que la 
rebelión fue una acción de la clase indígena contra los ladinos. Estos dos casos que 
reporta el mismo Juez ilustran cómo el Estado percibía la rebelión de la clase indígena 
contra los ladinos como una amenaza mayorque la rebelión popular provocada por el 
abuso físico de un representante del Estado. 


La respuesta del Corregidor es aún más reveladora en cuanto a los límites del Estado. En 
contestación a la pregunta del Juez de Primera Instancia sobre lo que debería hacer el 
Corregidor en Quezaltenango, explica de una manera franca y clara las limitaciones del 
poder del Estado. Expone que nadie va a hacer nada contra los del motín en Tutuapa ni 
contra los rebeldes de Tacaná, arguyendo que no quiere problemas con “la clase indígena 
por medio de la fuerza para evitar una provocación a la guerra de castas” y que, según 
órdenes específicas del presidente Carrera, “...no es prudente exponer esta guarnición, ni 
a ser dividida, ni a ser usar ellos contra los pueblos de indios, en los casos como en el 
presente no puedes tener seguro...que...el uso de la fuerza diminuta para contener los 
sublevados...'* 


La situación militar del Estado en 1850 en el altiplano de Guatemala era tan precaria, que 
los comandantes tenían órdenes de no salir de las guarniciones. 


Esta “rebelión” manifiesta la incertidumbre de la situación del Estado luego de los años de 
control por parte del caudillo conservador Rafael Carrera. Incertidumbre en relación con 
la población indígena e incertidumbre en cuanto a la habilidad de controlar a la 
población, en general, a base de la fuerza. 


Aún más interesante es ver que el Juez de Primera Instancia de San Marcos escribió al 
Corregidor diciéndole que no tenía por qué preocuparse, porque “desde ayer mismo se 
reunieron 35 hombres patriotas que encomendados al Alcalde Segundo de esta Villa se 
fueron a Tutuapa con el fin de sacar de la cárcel a los presos” y que varios ciudadanos 
patriotas de San Pedro/San Marcos y Quezaltenango fueron a imponer el orden. Al 
considerar esta situación, es muy provocativo que los ladinos del Corregimiento hayan 


220 


43 


44 


45 


46 


47 


ido a imponer orden donde el ejército no se arriesgaba a hacerlo. Tal vez amenazados por 
el levantamiento y con un sentido que para ellos pesaba más en la balanza, los “patriotas” 
ladinos tomaron una decisión y usaron armas para reprimir el motín y la rebelión. Para el 
Estado, el riesgo de hacer algo era mayor que no hacer nada, mientras que para los 
ladinos de San Marcos y Quezaltenango la situación era al contrario. 


A este respecto propongo una hipótesis: esta realidad era una de las fuerzas motivadoras 
para la conquista del Estado por los ladinos liberales en 1871. Sin un Estado fuerte que se 
arriesgue a proteger a cualquier funcionario ladino contra la masa indígena, los ladinos 
estarían a la merced de fuerzas fuera de su control. Es especialmente importante recordar 
que los vecinos “patriotas” de San Marcos y Quezaltenango fueron los que formaron el 
liderazgo del movimiento “liberal” de 1871. No sería pretencioso asumir que entre los 
vigilantes que suprimieron los problemas en Tutuapa y Tacana en 1850 se encontraban 
personas de apellido Barrios, hermanos, tíos, primos o abuelos del caudillo regional 
Rufino, quien asumiría el poder dos décadas después. Parte de la visión regional de los 
caudillos occidentales de 1871 era la de un Estado suficientemente fuerte para proteger 
sus intereses contra la población indígena. Por lo tanto, si entendemos los límites del 
Estado en 1850 podemos entender el sueño de los liberales en 1871. 


EL ORIENTE DE GUATEMALA EN EL SIGLO xix 


Lo irónico de los cambios en Guatemala entre la primera mitad y los últimos años del siglo 
xix es que hay mucho alboroto sobre cómo los liberales vinieron a imponer un nuevo 
orden basado en la riqueza del café y construyeron un Estado suficientemente fuerte para 
proteger la clase dominante cafetalera. Como hemos visto, ese era el sueño de los 
“liberales” del occidente en 1850, que en 1871 lograron conquistar el Estado. La clave en 
la discusión sobre la época liberal debiera de centrarse en la base misma. En otras 
palabras, debiéramos preguntarnos si los liberales lograron o no realizar su sueño. 


Los desórdenes en Tacaná y Tutuapa en 1850 formaban parte de un proceso que definió el 
sueño del liberalismo guatemalteco —que en realidad era un proyecto regional— 
impuesto por la fuerza de las armas en una rebelión que el Estado conquistó 
militarmente. También es instructivo estudiar los límites del Estado liberal. Sabemos que 
el Estado conservador era muy limitado en su espacio de maniobra contra las fuerzas 
sociales fuera de su control. Pero la historia da a entender que los liberales sí lograron 
construir un Estado más fuerte. 


Como hipótesis me pregunto si los liberales construyeron tal Estado. La historia del 
Oriente de Guatemala, una generación después de la “revolución” liberal de 1871, 
constituye un caso particular para explorar esta hipótesis. Después de los años de guerra 
constante y la pacificación del Oriente, entre 1871 y 1875, este volvió a ser una región que 
no estaba en rebelión abierta contra el Estado. Sin embargo, tampoco podría considerarse 
como una región en estado de paz. Las subvenciones ofrecidas a las escuelas, la fundación 
de instituciones educativas y la reorganización administrativa complació un poco a una 
región ignorada y olvidada por muchos años. No obstante, los rebeldes, montañeses, 
bandidos y revoltosos continuaron emergiendo de la tierra infértil del Oriente. 


Los eventos de 1885 revelan muy claramente el nivel de control del Estado en el Oriente. 


Siendo una región fronteriza, los departamentos de Chiquimula, Jutiapa, Jalapa y Zacapa 
siempre se manifestaron dentro del campo de muchos conflictos supra-nacionales. La 
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idea que los historiadores sostienen de un Estado-nación liberal fuerte, burocratizado y 
militarizado, que proviene del contexto histórico del centro del país, se pone en duda ante 
la situación conflictiva que presenta el Oriente. 


Los representantes locales de la región recibieron órdenes de reunir a las milicias locales 
para apoyar la guerra que inició el caudillo Justo Rufino Barrios con el fin de imponer la 
Unión Centroamericana. Como el Oriente era la base estratégica del nuevo ejército ladino 
guatemalteco, el gobierno tenía expectativas de reunir muchas tropas milicianas, lo cual 
logró según documentos que indican cómo varios pueblos tenían hasta una cuarta parte 
de la población masculina inscrita.** 


El 23 de marzo de 1885, el Comandante Local de Quesaltepeque (municipio entre 
Chiquimula y Esquipulas) escribió al Jefe Político de Chiquimula, quien a su vez tenía el 
cargo de Comandante de Armas. A su superior administrativo y militar, el Comandante 
Local dio malas noticias: 
..reuní los cabos que se encuentran en esta población, repartiéndolos a los 
diferentes lugares donde se encuentran los soldados y yo mismo en persona traté de 
reunir los de ésta misma población. Resultando no encontrarse más que solo los 
enfermos y tan solo tres alentados. '* 
El comandante, para concluir, agrega que aunque era “bastante vergonzoso me es 


manifestarlos al Señor General pero la verdad” era que no había tropa.!* 


Situaciones similares ocurrieron en otros pueblos y no le quedaba más remedio al Estado 
liberal que amenazar a los desertores. 


Tal vez, a raíz de las amenazas o quizá por efecto de la guerra con El Salvador, la región 
desató un levantamiento tan solo dos semanas después del intento de reclutamiento. El 
ocho de abril apareció en Quesaltepeque un “Ejército Regenerador”, encabezado por un 
oficial local llamado Mardoqueo Sandoval. El cabecilla escribió a varios pueblos aledaños 
invitándoles a participar en la rebelión. Asimismo, escribió al comandante local de 
Camotán, lo siguiente: 


Estoy aquí al frente de un numeroso i valiente ejercito compuesto solo de paisanos 
guatemaltecos, que lleva el nombre Regenerador i tiene por único objeto aliviara los 
pueblos de tantas cargas, contribuciones o pechos dejandolos en completa libertad 
para que se consagren á sus propios trabajos i al exclusivo cuidado de sus familias i 
para que en adelante nadie pueda exijirles servicios personales sín su 
correspondiente pago. 

De hoi a mañana prosigo mi marcha a Chiquimula i sí allá me hacen resistencia, a 
mi pesar la venceré derramando sangre preciosa que he procurado ¡procuraré 
siempre economisar —Para esta obra de la Regeneración espero que Uds. en unión a 
todos los vecinos de ese, nos presten sus auxilios, viendo armados con escopetas ó 
armas blancas que tengan— aquí tenemos toda clase de parque i recursos, i si Ud.s 
nos ayudan serán nuestros buenos amigos i si no trataremos como enemigo. 

Soy de Ud. Atentamente su Servidor 

Mardogo Sandoval 


Esta carta es una voz fascinante de su tiempo, tanto para el Estado como para los que 
tratan de interpretar el pasado, ya que muestra claramente un movimiento organizado, 
muy bien articulado, que rechaza las exacciones estatales sobre la población de la región. 
Dicha rebelión, de la cual no sabemos mucho aparte del contenido de esta 
correspondencia, aparenta haber tenido una resonancia significativa en Quesaltepeque y 
sus alrededores. Con el mismo mensaje, el “Ejército Regenerador” creció, se subsidió y 
desapareció luego de movilizarse en varios pueblos, sin mayor confrontación militar, 
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Menos de un mes después del primer pronunciamiento, el Comandante de Armas le 
escribe a un preocupado comandante local de Esquipulas que “la facción” de Sandoval 
había huido a El Salvador y que allí se estaba concentrado.” Después de una segunda 
ronda de desorden, el levantamiento murió lentamente en los siguientes meses. 


En mayo, el Secretario de Guerra le escribió al Comandante de Armas de Chiquimula, que 
Sandoval había dejado armas y simpatizantes en cerca de veinte pueblos y parajes, y que 
tenía que recoger dichas armas.!* 


Aunque los facciosos habían desaparecido como una fuerza militar, el camino entre 
Chiquimula y Esquipulas estaba “plagado de resentidos de aquella procedencia”.*” Tal 
como se conoce a lo largo de la historia del Oriente, los asesinatos, los robos y el desorden 
eran los reyes de los caminos en el campo. La insatisfacción se volvió una raison de étre 
para los “bandidos” y “facciosos”. El gobierno estaba muy preocupado, porque muchos 
desertores de la guerra contra El Salvador volvieron a sus pueblos con nuevas 
“Remington”, y tenían el potencial de transformar el desorden en otro tipo de problema. 


¿Cuál fue la respuesta del Estado frente al levantamiento? ¿Qué opciones tenía? El Estado 
fuerte, militarizado, nunca confrontó militarmente a las fuerzas rebeldes, según lo que he 
podido encontrar hasta la fecha. Posiblemente, no podía castigar a los responsables y 
participantes por miedo de crear otro levantamiento. La región estaba llena de tropas 
desertoras con armas modernas. Los caminos eran intransitables. La única opción para el 
Gobierno era no hacer nada y el nuevo presidente —Manuel Lisandro Barillas— escribió al 
Comandante de Armas de Chiquimula, para informarle que había firmado un decreto 
presidencial de amnistía para los “facciosos”. 

Barillas, quien solo un mes antes había ordenado al Comandante de Armas recoger las 
armas de la facción de Sandoval en su cargo de Ministro de la Guerra, señalaba que en el 
decreto comprendido se hallaban todos “los complicados en los inmediatos 
acontecimientos sediciosos ocurridos en esos departamentos” y, por tanto: 


..1no molestará Ud. a todos aquellos que voluntariamente y con carácter tranquilo 
vuelvan a sus respectivos domicilios, siempre que su conducta sea intractable en lo 
sucesivo, y antes por el contrario les prestará amplia garantía haciéndoles 
comprender que el Gobierno está en la mejor disposición de protegerles y apoyar a 
todo ciudadano.” 


La opción de dar una amnistía e ignorar el problema era la única posible para Barillas en 
ese momento. Confrontado a milicias fantasmas, rebeliones y armas modernas en manos 
de la población civil, el gobierno perdonó a los involucrados en todos los movimientos 
“sediciosos”, porque no tenía los implementos para imponer otras medidas. 


En términos claros, el Gobierno negoció un compromiso regional para calmar la situación, 
tal como lo hiciera antes Carrera para mantener cierta paz, mientras que la falta de una 
negociación similar le costaría el poder a Gálvez, quien no aprendió de la política regional 
que ejerció, ocasión tras ocasión el Gobierno colonial. 


CONCLUSIONES 


El caso del Oriente, en 1885, puede ser uno de muchos otros casos que revelan la política 
de arreglos y negociación a escala local de los gobiernos liberales del siglo x1x y del siglo 
Xx. Los gobernantes debían medir el espacio para ejercer sus maniobras e instrumentos a 


su disposición. Los dos casos que aquí presento, aunque de carácter anecdótico, sirven 
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para ilustrar la necesidad de revisar la síntesis histórica actual que se tiene del Estado en 
cuanto a su articulación con las regiones que constituyen “la patria”. La fase de sintetizar 
la documentación de archivo que he encontrado para las regiones de San Marcos y 
Chiquimula, me da la clave para entender que el Estado en el periodo liberal radica en 
comprender la relación de éste con los pueblos, en donde se evidencia a lo largo del 
tiempo un proceso de negociación constante. 


Para comprender la articulación y desarticulación del poder a escala nacional con poderes 
regionales y poderes locales bajo los dos partidos políticos que gobernaron en el primer 
siglo de la independencia, tenemos que preguntarnos quiénes son los actores en todos los 
niveles, qué querían y qué instrumentos tuvieron para cumplir con sus deseos. 


He tratado de mostrar en la discusión historiográfica y la histórica que hay una gran 
disonancia entre los sueños de los gobernantes y su habilidad para crear y reproducirlos 
en la realidad por largos periodos. Más o menos en los años de la rebelión de 1885 en el 
Oriente, Lorenzo Montúfar presentó al mundo una visión liberal de la historia y lanzó un 
proyecto intelectual de convencer a la población de que los liberales eran los hijos de la 
ilustración y que querían transformar a su patria. Interpuesta entre el sueño de ideólogos, 
como Montúfar, y la realización de tal sueño había una población fragmentada y 
antipática que obstaculizaba el camino. 


Por demasiado tiempo, los historiadores han leído y creído los sueños de los gobernantes. 
Sus discursos, memorias, propagandas han formado nuestra visión de la mayor parte del 
siglo pasado y del presente. Por esta razón, hemos escrito una historia que es 
unidireccional, enfocada en la capital y de carácter estático, dando como resultado en 
historia política, una historia de generalidades y tendencias. 


Para entender mejor la famosa “vida cotidiana” o reconstruir una historia social de poder, 
no tenemos que abandonar la visión de las elites y gobernantes. No debemos ignorar a 
estos actores y sus implicaciones, porque sus visiones establecieron normas de poder y 
porque constituyen parte integral de la historia. Pero el proceso de la transformación de 
sus visiones a una realidad concreta dependía de las realidades y visiones que circundan 
fuera de la capital en los pueblos y las aldeas de todo el territorio. 


Entre la política nacional y la práctica regional/local todo era un universo de 
compromiso, redefinición y negociación de los términos de reciprocidad. En este proceso, 
las varias “patrias” estaban en competencia con fines en pleno conflicto, pero también 
con áreas de interés compartido. El choque de la “Patria Grande” y la “Patria Chica”, y la 
negociación permanente de los términos de relación, también estaba condicionado por el 
contexto circundante, en el istmo y en el mundo. 


Para apreciar la riqueza de la historia debemos aceptar que la realidad histórica es una 
realidad contingente con una multitud de posibles resultados. El Estado sí impuso sus 
deseos en los pueblos, pero también en muchas ocasiones no tuvo los recursos ni la fuerza 
para hacerlo. A escala regional/local, el Estado podía resultar débil, con muy pocos 
recursos y muy pocos seguidores. 


Al descubrir la diversidad de los posibles resultados y rechazar los sueños de los 
gobernantes como la verdad, llegaremos mucho más allá para conocer a los diversos 
pueblos de Guatemala como actores en la historia de sus distintas patrias. La disonancia 
entre las aspiraciones de los gobernantes y de las patrias variadas de la sociedad puede 
darnos una apreciación del proceso de la historia y de la procesualidad del cambio. 
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La negociación, redefinición, reproducción y reinvención de las relaciones de poder a 
escalas global, nacional, regional y local nos dirigen a un pasado mil veces más rico que el 
de una historia del Estado monolítico, que impone su voluntad sobre una población 
victimizada. Este tipo de historia de los dirigentes ha servido a los gobernantes y a sus 
opositores, creando héroes y villanos. El teatro de moralidad que hemos producido en 
lugar de historia ha escondido un sinfín de actores humanos del pasado. 


Espero que esta crítica de la historiografía haya revelado algo sobre el proceso de estudiar 
la historia, pues el cómo preguntamos y el qué queremos saber ha dirigido nuestro trabajo 
colectivo al conocimiento de la historia de una sola de las “patrias” de Guatemala. Hemos 
reconstruido una patria imaginada y abstracta, sin integrar la historia de los pueblos que 
condicionaron la dirección y los ritmos de cambio en una manera desigual pero crucial. 
Los facciosos, rebeldes, bandidos y turbas de Tutuapa, Tacaná, Quesaltepeque y otros 
pueblos jugaron un papel clave en la formación del Estado-nación en Guatemala, al 
revelar y manipular los límites del poder estatal. En el proceso redefinieron las reglas y, 
en parte, condicionaron el futuro. 


En conclusión, no quiero decir que podemos entender el pasado solamente desde la 
perspectiva de los pueblos. Tenemos que tener una comprensión global de la totalidad de 
actores y una apreciación de las fuerzas en juego. Pero, por lo menos, en Guatemala 
debemos reconstruir la historia de la “Patria Chica”, para tener la base de una historia de 
la “Patria Grande” o “Patria Inmensa”. 
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Los indígenas de Cojutepeque 


La Política Faccional y el Estado nacional en El Salvador, 1830-1890 


Aldo Lauria Santiago 


INTRODUCCION 


Este trabajo utiliza el caso de los indígenas de Cojutepeque para examinar la relación 
entre los campesinos, los movimientos políticos dirigidos por las elites y el proceso de 
formación del Estado nacional en El Salvador, durante el siglo xIx.! Comenzaré por 
introducir el departamento de Cuscatlán, su economía política durante a finales del siglo 
xvm y en el siglo xix, incluyendo la estructura étnica y de clase. Después de esto, 
presentaré una discusión general de las experiencias contestatarias de Cojutepeque. La 
médula del capítulo discute las movilizaciones de los indígenas de Cojutepeque entre las 
décadas de 1860 y 1890. Concluiré con una revisión de la importancia de estos materiales 
para el estudio del proceso de formación del Estado y del faccionalismo de las elites, 
mejor conocido como caudillismo. 


El argumento principal de este capítulo se puede dividir en tres partes. Primero, pienso 
que los campesinos y artesanos participaron significativamente en el proceso de 
formación del Estado nacional durante el siglo xIx en El Salvador. Segundo, propongo que 
la participación de estos sectores heterogéneos fue de gran importancia para los sectores 
de las elites que intentaban tomar y organizar el poder estatal. Finalmente, considero que 
la participación de estos sectores populares no fue totalmente independiente ni estuvo 
enteramente subordinada a las agendas, prácticas y estilos de las elites. 


Al discutir el caso de Cojutepeque en el contexto de estos argumentos, deseo proponer 
dos grandes preguntas más amplias: ¿De qué forma los movimientos regionales basados 
en la movilización campesina y artesanal, contribuyeron a la formación de un Estado con 
una esfera de acción nacional? ¿Qué aspectos de la experiencia campesina o indígena 
determinaron o propiciaron las movilizaciones y revueltas discutidas en este trabajo? 
Aunque estas preguntas organizan nuestra discusión, el hecho de que nuestro 
conocimiento empírico de estos movimientos permanece muy limitado, deja ambas 
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preguntas abiertas a investigaciones futuras. En este sentido, este trabajo es solo una 
discusión preliminar de unos datos que son aún muy reducidos. 


CUSCATLAN Y COJUTEPEQUE: ECONOMIA REGIONAL 


Cojutepeque fue el centro de una red regional comercial que empezó a extenderse a fines 
del siglo xvII. Durante las últimas décadas de ese siglo, esta localidad consolidó sus 
tierras comunales, clarificando y extendiendo sus títulos. Esto contribuyó a que los 
campesinos y agricultores de esta población no tuvieran que preocuparse por el acceso a 
la tierra hasta entrado el siglo xx. En la década de 1760, solo había una hacienda o finca de 
importancia dentro del área comprendida por Cojutepeque, la cual utilizó el trabajo 
asalariado tributado por las comunidades indígenas y en este caso esta unidad estaba 
entre las más pequeñas de la provincia de El Salvador. El departamento completo 
contenía solamente entre el 3 y 5 por ciento de todas las fincas grandes y haciendas de 
toda la Provincia.? Además, durante todo el siglo xviu hubo pocas composiciones de 
tierras allí tan solo dos, que sumaban seis caballerías, es decir, el 1 por ciento de las 
tierras compuestas en ese siglo en dicha provincia.? 


Durante el siglo xvm, la economía de Cojutepeque estaba basada en la producción 
extensiva de granos y azúcar, siendo este último producto exportado a toda la Provincia. 
El carácter general de la región no cambió mucho durante el siglo siguiente. Se 
establecieron muchas “chacras” con café, al igual que de ganado, granos y azúcar.* En 
1859, funcionarios del Estado notaron que esta municipalidad no tenía haciendas, pero sí 
muchos “hatos y chacras”. La producción de café había avanzado bastante y casi todas las 
fincas en los suburbios de la ciudad ya producían este producto. Todos las producciones 
eran pequeñas; utilizaban fuerza animal o agua para mover los numerosos y pequeños 
trapiches de azúcar.? A mediados del siglo, la producción de tabaco y la manufactura de 
cigarros se expandieron vertiginosamente, junto con el añil, ganado, café y productos 
artesanales.* La producción de granos estaba tan generalizada que no se le consideraba 
“un ramo de especulación”, excepto durante la escasez en Honduras, cuando la 
exportaciones aumentaban el precio, pero introducían dinero en la economía local.” 

A comienzos del siglo xx, Cojutepeque aún mantenía este carácter, notándose las muchas 
“fincas bien cuidadas”, pero ninguna de “gran importancia”; “con notable actividad 
comercial y de mucho porvenir”. Su legado de pequeñas producciones era evidente aún 
durante los años 20, cuando el departamento de Cuscatlán tenía el mayor porcentaje 
relativo de propietarios de toda la República.* 


Junto con su efectiva economía campesina, la población de la región se expandió 
dramáticamente. En 1740, el municipio contenía solamente 330 indios, dedicados a vender 
sus productos a los viajeros en el Camino Real.? De 2,500 habitantes durante la década de 
1790, la población se expandió a cerca de 8.000 en 1830 y 11.000 en 1853.* Los datos 
demográficos después de 1872, cuando la cuidad fue fraccionada, no son útiles porque 
solo incluyen una porción de la unidad administrativa original. Sin embargo, los datos 
para el período entre 1878 y 1912 reflejan un crecimiento demográfico consistente, como 
los otros departamentos no-cafetaleros de El Salvador. Para 1902, sin embargo, la cuidad, 
aún habiendo perdido varios vecindarios de cara a otras municipalidades, contenía 12,000 
habitantes. 
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Hasta por lo menos mediados del siglo xix, la mitad de la población de Cojutepeque era 
indígena, aunque —por los menos ante los ojos de las elites locales—, la expansión de la 
agricultura comercial venía acompañada de la ladinización de sectores de la población 
indígena." En Cojutepeque, esta transición de indio a ladino fue percibida como un 
cambio de una agricultura de “maíz y frijoles” a ocupaciones como agricultor y artesano, 
envueltos en la producción de azúcar, café y tabaco. Aunque esta opinión desestimaba los 
muchos ejemplos de la participación comercial indígena a escalas regional y extra- 
nacional, a la vez reflejaba el complejo proceso de formación étnica, que alejaba a algunos 
indígenas de las estructuras comunales.” 


Las tierras comunales de Cojutepeque fueron extendidas durante el siglo xv y llegaron a 
cubrir un área relativamente grande, aunque fraccionada por muchos valles y barrancos. 
De acuerdo con Browning, ya para el siglo xvmi las fincas ejidales eran consideradas 
propiedad privada y no existía ninguna administración comunal. Pero este autor no 
indica si esta observación se refiere a los ladinos o a los indígenas, pues es posible que 
ambos tuvieran acceso a las tierras comunales de este distrito. 


No tenemos datos sobre las tierras comunales en las décadas que siguieron a la 
Independencia. En otros lugares de El Salvador, las tierras comunales del periodo colonial 
fueron divididas como ejidales (municipales) o permanecieron bajo el control autónomo 
de alguna comunidad étnica. El hecho de que en Cojutepeque se cobrara canon de tierras 
nos indica que, por lo menos, una porción de las tierras comunales tituladas durante la 
colonia fueron administradas como ejidos municipales. Además, sabemos que el canon 
por alquiler de tierras allí era dos veces el promedio de otros departamentos. Esto refleja 
la mayor actividad comercial en esta ciudad, pero también contradice la tendencia 
observada por Browning hacia la tenencia privada o individual de las tierras comunales 
durante el período colonial. Aquí es importante indicar la fluidez y flexibilidad de las 
formas de uso de la tierra y la identificación étnica de los campesinos. 

Durante la década del 1870, un oficial local observó que cuando se intentó sistematizar el 
cobro del canon de tierras ejidales, al parecer solamente para con los Ladinos (las 
comunidades indígenas mantenían el privilegio colonial del control autónomo sobre sus 
tierras y por ende no pagaban canon), entonces muchos campesinos ladinos se declararon 
indígenas para evitar el pago del alquiler.'* Sin embargo, durante el siglo xIx, el acceso a 
la tierra no fue un problema para el campesinado de esta cuidad. 


MOVIMIENTOS CONTESTATARIOS Y REVUELTAS EN 
COJUTEPEQUE 


Muchas comunidades en El Salvador desarrollaron patrones de contestación y acción 
colectiva que fueron mantenidas a veces durante varias décadas. En Cojutepeque, el 
primer conflicto post-conquista de que se tiene conocimiento ocurrió a fines del siglo 
XVIII. Para la década de 1790, Cojutepeque ya tenía una población étnica mixta, con 1.888 
indios y 631 ladinos, aunque las poblaciones cercanas a la ciudad eran más densamente 
indígenas. Dentro del pueblo, los indígenas y ladinos residían en barrios separados.** Las 
tensiones entre estos dos grupos llevaron a confrontamientos entre los primeros y los 
oficiales de la milicia. Esto llevó al Intendente Carondelet a prohibir las reuniones de más 
de seis indios.** En 1796, la población indígena se alzó contra los ladinos y mató a dos de 
estos últimos. Aparentemente, la causa inmediata de este confrontamiento fue el uso por 
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los ladinos de tierras que los indígenas consideraban propias. Desconocemos qué otras 
tensiones contribuyeron a esta revuelta, pero evidentemente la división étnica reflejaba 
también diferentes privilegios socioeconómicos. Los privilegios inherentes a la exclusiva 
participación de los ladinos en la milicia y, posiblemente, en el mercadeo externo 
conllevaba conflictos con los productores indígenas que controlaban la tierra a través de 
su privilegio corporativo. Otro aspecto de importancia es que se confirma la ausencia de 
conflictos entre campesinos y hacendados u otros grandes terratenientes. 


El siguiente episodio de movilización colectiva violenta por parte de los indígenas de 
Cojutepeque está asociado con la crisis de Independencia. Durante noviembre de 1811, los 
indios de esta población se levantaron en apoyo de la autonomía local. Atacaron el centro 
de la ciudad y mataron a dos españoles, mientras gritaban “mueran los chapetones”; 
incendiaron, además, las casas de otros dos peninsulares, seguramente comerciantes o 
funcionarios del Gobierno. También destruyeron los almacenes de los monopolios 
oficiales del tabaco y el trigo y quemaron los contenidos en la plaza. 


Durante la revuelta, dirigida contra los “realistas”, destituyeron a los funcionarios de la 
Corona española. Los indios de los pueblos cercanos, en el departamento de La Paz, 
también participaron en este movimiento. El Gobierno envió tropas desde San Salvador 
para contener a los rebeldes.!'* Esta revuelta indica claramente el clásico resentimiento 
popular contra los privilegios estatales controlados por españoles durante el fin del 
régimen borbónico. Los monopolios comerciales y otras políticas mercantiles alienaban-a 
los productores indígenas, especialmente a los más eficientes, en contra de las 
autoridades. El flujo e inestabilidad producidos por la crisis, que comenzó en 1808, rompió 
el balance de poder local y abrió las puertas a la participación popular autónoma. Luego, 
durante los años inmediatos a la revuelta, el Gobierno colonial y los criollos —que 
entraron con más poder en el Gobierno regional— introdujeron una serie de reformas 
comerciales y políticas con la intención de aplacar a los sectores populares. Esto incluyó 
la participación indígena y negra en los ayuntamientos, la abolición de los monopolios 
comerciales estatales y la reducción de los impuestos. Pero después de dos años de 
relativa calma se organizó en 1814 otro movimiento en varias ciudades, incluyendo a 
Cojutepeque.” 

Después de la Independencia, siguió un periodo de tranquilidad durante los años de 1820, 
que fue interrumpido por una serie de movimientos locales y regionales en la década de 
1830. No sabemos específicamente si el movimiento centrado en San Vicente y La Paz y 
dirigido por Anastasio Aquino, durante 1833, obtuvo la participación de los indígenas de 
Cojutepeque. Aunque esto es muy probable, pues el movimiento de Aquino empezó en 
forma local y se convirtió en un levantamiento regional amplio. 


En 1835, a solo dos años de la supresión del movimiento de Aquino, las autoridades de la 
Federación quitaron del poder al Jefe de Estado de El Salvador, Nicolás Espinoza, por estar 
conspirando con los indígenas de la región central del país para crear una república 
indígena un movimiento que presagiaba la alianza campesina indígena y ladina 
construida por Carrera en Guatemala pocos años después. Como parte del movimiento 
ligado a Espinoza, una milicia indígena dirigida por Atanacio Flores tomó varias ciudades 
y pueblos en la región central y norcentral de El Salvador, encontrando gran apoyo en la 
ciudad de Cojutepeque y en todo el departamento de Cuscatlán. El Gobierno de la 
Federación tuvo que enviar tropas contra esta, las cuales aparentemente contuvieron la 
crisis.!$ 


230 


17 


20 


21 


Dos años más tarde, comenzó otra revuelta en Cojutepeque y otras regiones indígenas. 
Durante mayo de 1837, cuatro mil indios cojutepeques, convencidos de que los ladinos 
habían envenenado las aguas del pueblo y causado una epidemia del cólera, se levantaron 
y tomaron el control del mismo. Capturaron y torturaron al jefe de la prisión y mataron a! 
médico del Gobierno que, aparentemente, estaba vacunando a la población local. Junto 
con gente de Zacatecoluca atacaron el cuartel de esta cercana población y, luego, 
saquearon algunos locales y mataron a varios residentes. Unos días más tarde, con los 
mismos indios nonualcos atacaron el cuartel de San Vicente, pero fueron derrotados por 
tropas asistidas por ciudadanos del centro. Morazán envió tropas adicionales de San 
Salvador para ayudar a pacificar la región. Después de pasar dos días en Cojutepeque, 
éstas siguieron para llboasco con el propósito de suprimir otra revuelta indígena. Allí los 
indígenas quemaron varias casas y mataron a un número indeterminado de personas. 
Este movimiento que también fue suprimido por tropas de la Federación, conllevó la 
ejecución de todos los prisioneros.” 


De acuerdo con Rafael Reyes, un intelectual y administrador profesional salvadoreño de 
fin de siglo xIx, estas revueltas estaban relacionadas con los movimientos similares en 
Guatemala, todas causadas por la epidemia del cólera que azotó la región durante este 
año.” Para un historiador moderno, Ralph L. Woodward, las mismas fueron causadas por 
los curas locales, los que pudieron movilizar a los indígenas en contra del régimen liberal 
anticlerical, promoviendo varias revueltas regionales de gran envergadura en El Salvador 
y Guatemala. Estas contribuyeron al surgimiento de Carrera y a su conflicto con los 
gobiernos de la Federación.” El 28 de octubre de 1838, Carrera atacó las ciudades de Santa 
Ana y Ahuachapán, contando con el apoyo de varias comunidades indígenas de esta 
región occidental.? 


Aún carecemos de suficientes datos para entender cómo las formas de movilización del 
período colonial tardío se transformaron rápidamente en movimientos regionales que 
buscaban transformar o suplantar el Estado. Pero está claro que la comunidad indígena de 
Cojutepeque extendió su radio de acción enormemente y estableció un precedente en el 
accionar autónomo, que, a veces, buscaba la reorganización total del emergente Estado 
nacional federado y su sustitución por una forma alternativa de república pan-indígena, 
sobre la cual conocemos muy poco. 


La victoria de Carrera en Guatemala y las duraderas alianzas que se establecieron no 
significaron el cumplimiento completo de esta agenda, pero si implicaron la 
institucionalización del poder regional de estas comunidades, así como una forma de veto 
político primitivo sobre las formas de gobierno y la esfera de acción estatal. Esto se verá 
más claramente en los eventos del período entre 1860 y 1890, 


BARRIOS, RIVAS Y LOS INDIGENAS DE COJUTEPEQUE 


Durante los años de 1850, hubo movilizaciones políticas violentas en El Salvador, pero 
aparentemente el tipo de movilización indígena de las décadas anteriores no se dio. Sin 
embargo, a lo largo de la década del 1860 se inauguró un nuevo período de conflictos a 
nivel estatal y del istmo, que conllevaría la movilización campesina e indígena. El 
Gobierno salvadoreño se había distanciado del régimen conservador en Guatemala. Esto 
condujo a Carrera a querer derrocar al gobierno pseudo-liberal de Gerardo Barrios en El 
Salvador. Después de la derrota temporaria de las tropas guatemaltecas en Coatepeque en 
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1863, Barrios empezó a prepararse para invadir Nicaragua y, a su vez, ante la posibilidad 
de una nueva invasión desde Guatemala. Como parte de sus preparativos se intensificó el 
reclutamiento militar. Asimismo, se envió al General Bracamonte, gobernador de San 
Vicente, a reclutar hombres en los valles y pueblos cercanos. 


En los barrios indígenas de Cojutepeque se desarrolló una gran oposición a este 
reclutamiento forzoso. El 30 de junio, los reclutadores intercambiaron disparos con los 
residentes de algunos de estos barrios y no pudieron reclutar a nadie. Al siguiente día, las 
tropas gubernamentales trataron infructuosamente de tomar el poblado. Los 
organizadores de la resistencia eran milicianos —aparentemente indígenas—, quienes 
reclutaron a otros para su fuerza militar. En este proceso, los indígenas reclutaron aun 
agricultor y oficial militar del departamento para dirigir sus fuerzas. De esa forma, José 
María Rivas aceptó dirigir las milicias indígenas, cuando estas le dieron la alternativa 
siguiente: “O te pones a la cabeza de nosotros o va machete”. Empero, obtuvo la promesa 
de que los indígenas cumplirían todas sus órdenes. En seguida, Rivas obtuvo armas para 
su movimiento al asaltar unos cargamentos que eran siendo enviados desde el cuartel de 
Cojutepeque.? 

Como respuesta a la revuelta, el presidente Barrios emitió un pronunciamiento, llamando 
al patriotismo de los indios de Cojutepeque para que desistieran de sus actividades 
hostiles. Les recordó que su revuelta coincidía en el momento en que su régimen — 
presentado por él como equivalente de la Nación—, estaba bajo el ataque de Guatemala: 


Varias medidas de lenidad an sido dictadas con el fin de que volvieseis al orden y 
lejos de eso cada día cometéis asesinatos y nuevos crímenes, manteniéndolos en 
una rebelión constante siendo esta conducta mas criminal cuando está ocupada la 
atención del Gobierno en la defensa de la Patria. En semejantes circunstancias os 
declaro, que si dentro de tercero días no presentáis las armas y los dos ó tres 
cabecillas que han perturbado la obediencia y sumisión que debéis al Gobierno 
serán pasados por las armas todos aquellos que se encuentren reunidos ó armados 
de fusil y además taladas vuestras labores y destruidas vuestras casas. Igual suerte 
correrán todos los que se unan á las <?> enemigas ó de alguna manera las auxilien. 
No hay término medio a la sumisión al Gobierno, ó la muerte que merece siempre 
todo traidor y todo rebelde. Todavía es tiempo que volváis al cumplimiento y 
vuestros deberes. Eso reclama la razón, vuestro propio interés y conveniencia 
pública; pero si continuáis obcecados ¡temblad! se acerca el severo castigo. Puedo 
aun hoy abriros los brazos de padre y recibiros como hijos. Aprovechaos la 
oportunidad.”* 
En esta declaración, Barrios hizo alusión a un concepto de patriotismo que 
probablemente tenía poca resonancia para los campesinos y artesanos de Cojutepeque, 
envueltos como estaban en unas alianzas políticas y étnicas que trascendían las fronteras 


nacionales, pero que a la vez tenían un fuerte fundamento local. 


Durante estos confrontamientos, tropas del Gobierno traídas desde San Salvador 
combatieron a las fuerzas populares de Rivas sin resultado. Después de un arreglo con el 
comandante de las fuerzas gubernamentales —y seguramente sin la aprobación de Barrios 
—, le fue permitido a Rivas mantener su gente bajo armas al tiempo que era nombrado 
gobernador del departamento de Cuscatlán. El 4 de julio se esperaba la entrada de las 
fuerzas de Rivas a la ciudad, los indígenas, aprovechando la victoria de sus fuerzas, se 
amotinaron en el centro de la misma, quemando los archivos y otras oficinas de gobierno, 
y liberando los prisioneros de las cárceles. Además, atacaron el estanco de aguardiente. El 
párroco local pudo contener su furia en lo que Rivas llegaba para calmar a sus aliados. 
Este, al llegar, ofreció garantías a todos los residentes y regresó la calma a la población. 
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Sin embargo, unos días más tarde, Barrios envió ochocientos soldados al mando del 
General Bracamonte. Las fuerzas de Rivas perdieron estos confrontamientos por falta de 
equipo. Veinte milicianos capturados por Bracamonte fueron ejecutados. Al siguiente día, 
las fuerzas de este tuvieron que salir para San Vicente a contener otra revuelta y Rivas 
logró entrar de nuevo a la ciudad. Bracamonte atacó el 16 de nuevo, derrotando a Rivas 
después de largos combates. Pero, mientras Rivas mantenía la presión contra las tropas de 
Bracamonte, el General Cerna, uno de los oficiales más poderosos y confiables de Carrera, 
penetró con mil soldados a El Salvador desde Honduras y se dirigió a Cojutepeque. Cerna 
fue recibido por una multitud de miles, probablemente indígenas, de toda la región 
central.? 


Mientras estuvo allí, Cerna organizó a la población y tomó préstamos forzados de los 
comerciantes. Salió de la ciudad con cuatrocientos “macheteros”, seguramente todos 
campesinos y artesanos de la región. En el camino a San Salvador, el presidente Barrios 
fue derrotado por las tropas de Guatemala, ayudadas por la traición de algunos de sus 
propios oficiales. Luego, Francisco Dueñas fue nombrado presidente y José María Rivas 
permaneció como Gobernador de Cuscatlán. 


Un oficial del ejército Guatemalteco describió claramente la participación de los 
cojutepeques y la alianza que existía entre el Gobierno de Carrera y las fuerzas de esta 
población: 
Un hecho tuvo lugar únicamente de bastante importancia. Como la ciudad de 
Cojutepeque era una de las que más se distinguían por su entusiasmo a favor del 
nuevo orden de cosas, Barrios deseoso de vengarse, envió contra ella una 
expedición al mando del general Bracamonte, que fue a cometer excesos y 
atentados de varios géneros. La población indignada, exasperada, resuelta a evitar 
en lo sucesivo excursiones semejantes, se levantó en masa, organizando un batallón 
de 400 hombres, pero como carecían de armas, y de buenos jefes y oficiales, se 
dirigieron a Santa Ana para proporcionárselos. El general Carrera les dio allí cuanto 
necesitaban...? 
Esta descripción nos lleva a preguntarnos cuáles eran los beneficios que recibía esta 
población como resultado de esta alianza. Por lo menos queda claro que los cojutepeques 
se establecieron como participantes en el proceso de formación de los gobiernos un tipo 
de poderde veto que a la vez facilitaba el control local de los recursos y el poder en el 
departamento de Cuscatlán. Los eventos después de la caída de Barrios confirman esta 
hipótesis. 


DUEÑAS, SANTIAGO GONZALEZ Y COJUTEPEQUE 


Durante los primeros años de su Gobierno, Dueñas —tal vez con el apoyo de Rivas— trató 
de desarmar a la facción indígena de Cojutepeque, la cual, de acuerdo con Gustave De 
Belot, había sido “poderosa y armada” y “representaba una amenaza para el Gobierno.”? 
Pero sus esfuerzos no parecen haber llevado a la desmovilización de los indios de 
Cojutepeque. El 26 de diciembre de 1868, los indios de esta población se alzaron, 
aparentemente embriagados. Doscientos de los amotinados atacaron el cuartel, pero 
fueron dispersados por soldados. El Gobierno de Dueñas, aparentemente, no respondió 
con la represión, pero ordenó una investigación de la revuelta.? Foote relacionó este 
motín o revuelta (no queda claro) con una controversia sobre el control de una imagen 
religiosa. Al parecer, una figura del santo patrón de la ciudad había sido puesta en la 
iglesia, pero la comunidad indígena se opuso a ello y estaba empeñada en controlarla 
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después.” Sin embargo, esta explicación no aclara por qué fue atacado el cuartel, lo que 
indicaría un motivo más político. 


Durante 1870, Rivas, que había quedado como gobernador, se fue al exilio después de que 
su hermano muriera en una revuelta en Santa Ana y aparentemente insatisfecho con el 
régimen de Dueñas. Se llevó consigo toda la tropa del cuartel, además de varios artesanos 
y campesinos que lo apoyaban. Desde Honduras, su facción se unió con Santiago González 
en los esfuerzos de este por derrocar al Gobierno de Dueñas. Esta vez, Rivas no contó con 
el apoyo masivo de los indígenas de Cojutepeque, pues no pudo reclutarlos para el 
movimiento de Santiago González. A pesar de ello, González tomó el poder el 12 de abril 
de 1871, con el apoyo de varias facciones indígenas de occidente y de los liberales de 
Guatemala. Mientras algunos de los indígenas de occidente se alineaban a favor del nuevo 
régimen, los cojutepeques de nuevo se preparaban para hacerlo con los movimientos 
antiestatales. 


Cuando el Gobierno de Dueñas fue depuesto, uno de sus generales, que retornaba de una 
campaña en Honduras, dispersó sus tropas en Sensuntepeque. Los indios de Cojutepeque 
aprovecharon la oportunidad y recogieron las armas de estas fuerzas. Pero el 27 de abril, 
el comandante nombrado por Santiago González para la región central, enfrentó entre 
400 y 1000 indígenas de Cojutepeque que se habían atrincherado con dos cañones entre 
Guacotecti y Sensuntepeque. Después de una hora de combate logró dispersarlos, 
haciendo que abandonaran las piezas de artillería que habían robado a las tropas de 
Dueñas. Esta movilización fue de suficiente importancia como para que otros dos altos 
oficiales del nuevo Gobierno (Barrientos y Salignac) se movilizaran también en su contra. 


Al saber de estas movilizaciones, el mismo Santiago González viajó a Cojutepeque.* Allí 
ordenó a los indígenas para que entregaran dentro de tres días las armas que habían 
obtenido. Los que resistieron fueron fusilados después de que González enviara patrullas 
a los barrios y vecindarios de la ciudad. Aparentemente, lograron a su vez recoger gran 
parte de las armas. Después de estas confrontaciones, Rivas dejó su cargo como 
gobernador del nuevo régimen y se retiró temporalmente a la vida privada en su finca.?! 


Pero este intento de pacificar a los indígenas de Cojutepeque solo preparó el terreno para 
otras movilizaciones. El 10 de julio, los habitantes del centro, seguramente todos ladinos o 
blancos, temían una invasión de los indígenas después de un robo en la iglesia, el que fue 
atribuido a estos. El 12 de julio, el alcalde de Santiago Nonualco informó que en 
Cojutepeque una banda de “ladrones” había asaltado el cuartel. La tropa del cuartel 
estaba preparada cuando se enfrentó con una columna de más de quinientos indígenas 
alzados. Luego de dos horas de combates se le unieron otros soldados de los cuarteles 
cercanos y lograron derrotar a los indígenas. La revuelta, continuó el 22 de julio, 
incluyendo a los milicianos del valle Talpetate. Durante esta revuelta, los indígenas 
destruyeron la casa del propietario del estanco de aguardiente.*? A su vez, el hecho de que 
la facción indígena enviara una comunicación escrita con sus condiciones a Santiago 
González, indica claramente que este movimiento tenía un carácter político y no solo 
defensivo,* 

A raíz de la supresión de este movimiento, algunos de los presuntos líderes fueron 
sometidos al garrote. Otros dirigentes, hombres y mujeres, fueron llevados como 
prisioneros a San Salvador.** El 29 de julio, el comandante de Cojutepeque, bajo órdenes 
de Santiago González, envió a los indígenas Casimiro Fernández, Juan López, Basilio 
González, Domingo Hernández, Sévulo de la Cruz, Antonio Romero, Cipriano Hernández, 
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Balvino de la Cruz, Lorenzo Reyes, Pedro Reyes y Ruperto Huezo a la capital para ser 
juzgados por su participación en la revuelta.?* Sin embargo, seis meses después, veintiún 
de los participantes encarcelados fueron amnistiados a pesar de su “delito de rebelión por 
ser hasta cierto punto... excusables del delito... atendido a la natural sencillez de su 
carácter...”36 


Como resultado de este movimiento se estrenaron medidas de seguridad en toda la región 
central. El alcalde de Santiago Nonualco —una localidad cercana que había tenido 
participación en movimientos como los de Cojutepeque—, tomó medidas especiales de 
policía para prevenir algún movimiento similar.*” Oficiales de toda la región fueron 
ordenados para que detuvieran agente sospechosa, aun si tuvieran su “certificación de 
buena conducta”, y que buscaran a los desertores del ejército u otra gente armada.*3 


Después de este último movimiento en Cojutepeque, el Gobierno tomó más medidas para 
aumentar su control de la región. Se formaron cinco nuevas municipalidades, cada una 
con mil a dos mil habitantes, las que fueron separadas de aquella. Cada una recibió una 
porción de las tierras comunales. El Gobierno se aseguró de proveer a cada municipalidad 
de funcionarios bien seleccionados, escuela y carreteras. Los funcionarios municipales de 
estos pueblos agradecieron al Presidente sus esfuerzos, y sometieron las listas de los 
“comisionados mayores” y “alguaciles” de cada cantón dentro de sus jurisdicciones. Estos 
cambios llevaron al gobernador del departamento a declarar que: “Este sistema de 
división y subdivisión de la Policía multiplicándola por todas partes me ha dado 
magníficos resultados al grado de no haber ocurrido desde que se halla en planta, ningún 
homicidio, asesinato, lesiones ni ningún otro delito de sangre.”** 


Observadores de este período han dado diferentes explicaciones a las motivaciones 
internas de esta revuelta. Laferriére, en su obra publicada en 1877, explicó que la 
hostilidad de los indígenas de Cojutepeque se originaba en el deseo de volver a ser la 
capital de la República y el centro del poder estatal. Según él, durante los años que 
Cojutepeque sirvió de capital, en el período de 1830 a 1850, se formó un fuerte “partido 
político”, logrado a través del poder extensivo del gobernador. La oposición de los 
indígenas a Barrios resultó, en esta versión, del traslado de la capital a San Salvador.* Los 
cojutepeques querían, entonces, volver a una posición anterior de poder nacional. 


Bancroft, por otro lado, sitúa la revuelta en el contexto de un movimiento organizado por 
todo El Salvador, con “ramificaciones en Guatemala” y dedicado a destruir el nuevo 
régimen liberal.* Algunos funcionarios locales también percibieron la revuelta en estos 
términos. Como un intento de robar y matar a “los liberales más conocidos.”*? 


Estas perspectivas definen los dos parámetros extremos, dentro de los cuales se han 
entendido movimientos como éste: un localismo estrecho o un igualmente estrecho 
alineamiento ideológico con las facciones liberales o conservadoras. Pero las 
movilizaciones de los indígenas de Cojutepeque y sus aliados fueron más complejas de que 
lo que implicarían estas dos interpretaciones. Por un lado, estos grupos participaron de 
alianzas nacionales y extranacionales con un contenido de solidaridad étnica y de clase 
que conllevaba implícita, y tal vez explícitamente, construcciones indígenas alternas de la 
soberanía y la Nación. 

Los eventos inmediatamente después de la revuelta de Cojutepeque de 1871 apuntan en 
esta dirección: el 12 de agosto de 1872, los indios de Izalco se alzaron contra el Gobierno 
de Santiago González.“ De hecho, conocemos muy poco sobre estas alianzas inestables. A 
pesar de la alianza de los indios con Guatemala bajo el poder de Carrera, posteriormente 
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algunas facciones indígenas también resultaron aliadas con los liberales de Guatemala en 
1885 mientras los cojutepeques comenzaron como aliados de los gobiernos conservadores 
guatemaltecos, terminaron por apoyar al presidente Justo Rufino Barrios cuando este 
intentó unir a todas las repúblicas de la región. Asimismo, el dirigente de esta facción, 
terminó identificado con una facción de liberales radicales, que estuvo activa hasta 
entrado el siglo xx, bajo la dirección de Prudencio Alfaro. 


RIVAS Y LOS INDIGENAS DE COJUTEPEQUE: 
1871-1900 


La aparente tranquilidad del periodo que va de 1872 a 1886 estuvo marcada por el auge de 
otras formas menos violentas de hacer política, incluyendo la formación de clubes, la 
expansión del sufragio, y las luchas conectadas con la formación de asambleas legislativas 
y constituyentes. La transmisión del poder presidencial, sin embargo, todavía estuvo 
caracterizado por el uso de la fuerza armada y la intervención de los gobiernos de 
Guatemala y Honduras. 


En 1876, Santiago González fue depuesto por fuerzas guatemaltecas y reemplazado por el 
Dr, Rafael Zaldívar, quien gobernó entre 1876 y 1885, Pero, después de algunos años de 
estabilidad y crecimiento económico, la relación entre éste y el Gobierno liberal de 
Guatemala también se deterioró. El primero de abril de 1885, el presidente Barrios de 
Guatemala atacó a El Salvador, intentando derrocar a Zaldívar después de su negativa a 
apoyar el decreto de unificación centroamericana. El ejército de Guatemala tomó 
Chalchuapa y Santa Ana, con el apoyo de milicias salvadoreñas del Volcán de Santa Ana, 
Nahuizalco, Chalchuapa y Atiquizaya casi todos indígenas. Figuras liberales notables como 
el General Francisco Menéndez, Rafael Meza, Rosa Pacas y Manuel Pacas también 
apoyaron el derrocamiento de Zaldívar. Como parte de este movimiento, ochocientas 
“tropas” indígenas de Cojutepeque se movilizaron durante mayo de 1885. 


Zaldívar vio estos movimientos locales como “motines”, pero el cónsul estadounidense 
hizo notar la gravedad de la situación, que incluía revueltas en Izalco, Atiquizaya, 
Nahuizalco y Cojutepeque, por lo que llegó a pedir la presencia de un barco militar frente 
a las costas salvadoreñas.** Rivas, que era nuevamente gobernador, renunció al gobierno 
de Zaldívar y al de su sucesor temporal. Salió para Suchitoto con 300 hombres, incluyendo 
muchos reclutas indígenas, y después de marchar por varios pueblos de la región llamó a 
todos los indígenas del departamento a que se alzaran. El día 18, el presidente interino 
Figueroa se retiró del cargo y reconoció a Menéndez como presidente provisional, 


Rivas retomó la ciudad de Cojutepeque con sus fuerzas y desde ahí marchó hacia San 
Salvador con 3,000 indígenas armados de rifles y machetes, en apoyo del nuevo Gobierno 
del general Menéndez, derrotando a varias partidas de soldados de camino. De esa forma, 
entró en la capital junto con el general Menéndez, y ambos fueron recibidos con 
ovaciones populares.* Aparentemente, Rivas no aceptó un pago de diez mil pesos que 
Menéndez le ofreció y donó el dinero a la educación pública.** Pero esta alianza con 
Menéndez resultó ser breve. Después de ayudar a derrocar a Zaldívar, Rivas y su facción 
tomaron posición en contra de Menéndez. 

En diciembre de 1889, este tuvo que enviar 500 soldados a luchar contra él, quien se había 


declarado en contra del Gobierno con el apoyo de sus milicias indígenas. A su vez, 
Menéndez había tratado de quitarle su base de poder como gobernador de Cuscatlán, 
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luego que Rivas desaprobara el candidato oficial a la presidencia que posiblemente 
sustituiría a Menéndez. Rivas capturó al nuevo gobernador cuando éste intentó ocupar su 
cargo, lo que hizo que Menéndez enviara al general Carlos Ezeta a combatirlo.” Aquel se 
preparó para resistir a las tropas del Gobierno, pero no estaba bien equipado y sus fuerzas 
fueron obligadas a salir de la ciudad, a pesar de que movilizó a sus milicias indígenas. 


De nuevo, Rivas había movilizado y armado a sectores sociales, que un oficial del gobierno 
de Menéndez caracterizó de “populosas e ignorantes turbas”.* La fuerte represión que 
fue desatada en la región después de laderrotade Rivas indica el carácter “social”de esta 
movilización, aunque comparada con movimientos anteriores estaba esta vez más 
estructurada por las necesidades de las elites políticas. Después de algunas batallas 
menores, Rivas fue forzado a salir hacia Honduras con sus tropas.“ 


Sin embargo, a pesar de la represión, sus partidarios, aliados con otros grupos populares, 
continuaron atacando a las tropas del Gobierno durante los primeros meses de 1890. El 
ahijado de Rivas, Manuel Rivas, fue uno de los dirigentes de esta resistencia. En un 
enfrentamiento, dirigió a noventa hombres de San Pedro Perulapan, un pueblo indígena, 
contra tropas gubernamentales." Rivas también tenía apoyo en Santiago Nonualco, otra 
población que fue igualmente invadida por las tropas gobiernistas. En llobasco, el Archivo 
municipal fue destruido durante otra revuelta.* Los arrestos indiscriminados se 
extendieron por la región.” A raíz de este proceso de transición, un gobernador de la 
región comentó que con represión del “levantamiento indígena de Cojutepeque” había 
llegado la paz después de tres años de inestabilidad.** 


Pero a pesar de la victoria de Menéndez contra su rival y sus partidarios populares, este 
fue depuesto por sus propios oficiales durante junio de 1890, En esa coyuntura, fuerzas de 
Guatemala atacaron al nuevo régimen de Carlos Ezeta. Esto llevó a que el nuevo 
mandatario pidiera a Rivas que regresara del exilio en Honduras. En Cojutepeque, miles 
de personas lo recibieron y se ofreció una celebración pública en su honor. Luego, levantó 
un ejército de más de mil hombres y marchó a San Salvador para equipar sus fuerzas y de 
ahí seguir a la frontera con Guatemala.** En San Salvador fueron equipados 1.500 de sus 
hombres, que marcharon a Santa Tecla, en donde Rivas fue convencido por dirigentes 
liberales que debía más bien marchar en contra de los Ezeta y apoyar una sucesión 
presidencial constitucional. 


Rivas retornó a la capital, donde tomó el cuartel principal, pero después de unos días, el 
cuerpo principal del ejército salvadoreño regresó de la frontera guatemalteca y retomó la 
ciudad. Rivas no solo fue capturado sino que fue ejecutado —fusilado por la espalda— por 
traidor. Después de este viraje, un comandante del Gobierno comentó que las tropas de 
Rivas —casi todas de Cuscatlán— eran más fieles a él que a la República.? 


Durante estas últimas campañas, Rivas no solo recibió apoyo de los sectores populares de 
Cojutepeque, sino también lo obtuvo de parte de otros seguidores en San Salvador, entre 
intelectuales liberales y estudiantes, especialmente durante su movilización contra 
Menéndez y en apoyo del gobierno provisional de Ezeta. Además de aclamar a Rivas 
personalmente, los suplementos de los diarios de la época daban vivas a los “indígenas de 
Cuscatlán”, sin los cuales Rivas no hubiera tenido ningún poder. Una hoja suelta de 1890, 
publicada por un grupo de estudiantes, se refirió a Rivas y a su misión en los siguientes 
términos: 
Ha llegado la hora de probar al mundo civilizado que no somos una horda de 


esclavos que no somos patrimonio de oscuros aventureros o de infames traidores. 
José María Rivas, el heróico jefe de Chacacaste, el padre de esa razón noble y 
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valiente que tiene en sus venas la sangre ardiente de los hijos de America, ese es 

quien os llama a la lucha cruenta, pero santa, porque de ella ha de nacer la libertad 

del pueblo. José María Rivas, no es un aventurero, no es un traficante de honras, no 

es un filibustero de esos que ponen en subasta la honra y la dignidad de una nación 

libre: es el genio salvador de nuestras libertades, es el restaurador de nuestras 

leyes. No busca el poder para sí; busca el triunfo de la justicia, busca el imperio de la 

ley, en mala hora mancillada por hijos bastardos del patrio. No se trata de partidos, 

se trata de honra. Pronto tendremos entre nosotros al Doctor Ayala, al designado 

por la voluntad soberana del pueblo. Salvadoreños: tenemos sobre nosotros nuestra 

conciencia la horrible mancha del crimen del 22 de junio. Esa mancha puede 

borrarse solo con una epopeya, digna del heroico pueblo salvadoreño. ¡A las armas! 

A las armas todos los que no quieren tener marcada la frente con el sello ignomioso 

de los traidores. 

¡ Viva el General Rivas! 

¡ Viva el Doctor Don Rafael Ayala! 

¡ Viva El Salvador libre! 

El gremio estudiantil? 
Sin otras fuentes locales que nos ayuden a entender la relación entre Rivas y la población 
indígena, se hace difícil interpretar las alianzas externas establecidas por estos actores. 
Una pregunta importante que sale a relucir de estos materiales es hasta qué punto los 
indígenas mantenían un papel autónomo en estas movilizaciones. Las descripciones 
ofrecidas por observadores presentan a Rivas como un caudillo regional. Pero no está 
claro por qué la comunidad indígena se movilizó con él como un simple caudillo 
personalista después de que fueron ellos mismos quienes lo invitaron a participar. 


Las movilizaciones de Cojutepeque tuvieron un impacto más amplio. En muchos casos, los 
efectos de la supresión de un movimiento contribuyeron al surgimiento de otros. Como 
parte de los esfuerzos contra la movilización de Rivas, el gobernador de Usulután recibió 
órdenes durante diciembre de 1890 de reclutar a medio batallón de “milicianos” y 
enviarlos a San Miguel, donde se preparaban fuerzas para ser enviadas a Cojutepeque. En 
el pueblo de Tecapa se desarrolló un enfrentamiento, en parte debido al reclutamiento, 
pero también debido a los conflictos políticos a escala nacional. El alcalde del pueblo 
confrontó al comandante de la región, cuando intentó reclutar a un miembro de su 
Auxilio Civil. El gobernador le ordenó que desistiera de su resistencia, pero éste no 
obedeció. En la noche del 30, más de mil hombres armados se reunieron en Tecapa y 
cuando quince soldados intentaron entrar en el pueblo, aquellos empezaron a disparar. 
Durante el tiroteo, los residentes del pueblo “victoreaban al general Rivas y mueras al 
general Menéndez”, y también se opusieron a las tropas. Al siguiente día, la 
municipalidad se reunió y decidió armar más de doscientos hombres para resistir a los 
reclutadores. Las milicias del pueblo de Berlín también participaron en esta resistencia. 
En estos enfrentamientos resultaron tres muertos.” 

Como podría esperarse, esta disputa no ocurrió solo debido al reclutamiento militar; más 
bien, la violencia resultó de las diferencias en las alianzas políticas entre el gobernador y 
comandante del departamento y el alcalde de la población, durante un período de 
transición política.* 

Aunque los indígenas de Cojutepeque nunca llegaron de nuevo a movilizarse como lo 
hicieron durante todo el período anterior a 1890, los dirigentes que resultaron de este 
período continuaron su accionar político —a veces armado— hasta entrado el siglo xx, en 
contra de gobiernos que consideraban despóticos o antiliberales. Prudencio Alfaro, un 
recluta de Rivas durante la lucha contra Menéndez, y el ahijado de Rivas dirigieron 
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movimientos victoriosos contra los Ezeta y, más tarde, con el apoyo del presidente José 
Santos Zelay a de Nicaragua, intentaron derrocar el Gobierno de Escalón.” 


LAS REVUELTAS, LOS INDIGENAS Y LA FORMACION 
DEL ESTADO NACIONAL 


Mientras estas revueltas y movilizaciones apoyaron los intentos de los indígenas por 
mantener acceso y control sobre los recursos económicos —como la tierra—, las 
cuestiones agrarias solo aportan una parte limitada de la explicación de estos 
movimientos. La interpretación clásica de las revueltas de finales del siglo xIx está 
equivocada, porque reduce la movilización campesina a una acción defensiva contra la 
agricultura de exportación o la expropiación de tierras comunales, que, supuestamente, 
ocurrieron durante este período. La discusión de la historia de este período indica que la 
movilización popular surgió, por lo menos en estos casos, de un campesinado y 
artesanado que, aunque claramente diferenciado, mantenía control sobre los recursos 
económicos de su región. En esta perspectiva, precisamente las comunidades con más 
recursos y con mucho qué defender y más aun qué ganar eran los mejores candidatos 
para la movilización local y nacional. 


Lo que implica esta perspectiva es que los lazos, aún los más pasajeros, que ataron a estas 
comunidades aciertos líderes políticos, regionales o nacionales, deben ser examinados en 
sus propios términos. Los indígenas y otros campesinos de Cojutepeque, que participaron 
tan persistentemente en estas movilizaciones, tuvieron buenas razones, y las alianzas que 
establecieron con facciones o Estados externos no encuadran bien dentro del modelo 
“caudillista” tradicional, en el cual los movilizados son percibidos siempre como clientes 
o dependientes de los caudillos o dirigentes. Por el contrario, la comunidad presentada 
aquí aparentó tener una autonomía bastante extrema, que luego va reduciéndose a lo 
largo del siglo, pero debido precisamente a los mismos resultados de la participación 
armada indígena. 


Una situación que facilitó la movilización armada de los indios durante el siglo xIx, en El 
Salvador, fue la persistencia del reclutamiento militar para las fuerzas del Gobierno. Los 
hombres indígenas servían en las milicias locales, las cuales se reunían los domingos para 
hacer sus ejercicios. Aunque el Gobierno siempre mantuvo una fuerza profesional de 
soldados conocidos como “veteranos,” en tiempos de crisis políticas —algo que ocurría 
muy frecuentemente—, las milicias jugaban un papel importante. No fue sino hasta la 
década de 1890 cuando el Gobierno logró organizar un sistema de reclutamiento más 
sistemático y el ejército profesional se organizó como fuerza permanente y bien equipada. 


Mientras las comunidades indígenas sufrieron el reclutamiento forzoso, este proceso 
proveyó a sus comunidades un margen político defensivo y ofensivo de mucha 
importancia. La participación repetida en las milicias no solamente ofrecía 
entrenamiento militar, sino que también posibilitaba el acceso a las armas. Estas milicias 
podían actuar, entonces, en momentos de flujo político, como importantes actores locales 
y nacionales, como ha sido evidente en la discusión anterior. Además, el mismo 
reclutamiento era una arma de doble filo, pues los gobiernos inestables debían de tener 
algo que ofrecer a cambio del reclutamiento. Si tal cosa no existía, el reclutamiento podía 
llevar por lo menos a la resistencia individual y, también, a la revuelta. 
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La tradición contestataria indígena o campesina que ha sido presentada en estas páginas 
le dio a estos sectores sociales un margen de poder y autonomía para negociar 
importantes aspectos de sus vidas, pero a largo plazo no permitió una integración 
institucionalizada a nivel del Estado de los intereses que los indígenas y campesinos 
representaban. Se podría argumentar que los casos que presentamos solo discuten 
revueltas que no fueron totalmente victoriosas —Rivas nunca llegó a la presidencia—, 
pues la mayoría de las revueltas campesinas fueron derrotadas tarde o temprano en 
términos militares. Esto no significó, sin embargo, que estos movimientos no tuvieran 
efecto en el proceso de formación del Estado nacional. 

Precisamente, las políticas faccionales salvadoreñas dependían de estas bases de apoyo y 
sin ellas solamente podían depender del ejército profesional, de los sectores urbanos y de 
los aliados externos. No obstante, esta participación nunca se institucionalizó en las 
estructuras estatales liberales más alláde un respeto condicionado al potencial político de 
las comunidades. Ya entrado el siglo xx estas comunidades habían sido integradas al 
Estado y sus procesos, de forma más paternalistas y dependientes. 

Tal resultado contradictorio se le puede atribuir a la tensión existente durante el siglo xIx 
entre dos formas paradójicas de hacer política. Estas dos concepciones de la participación 
popular coexistieron en tensión durante largo tiempo. La primera enfatizó la aprobación 
electoral y la legitimación constitucional de las ficciones en competencia por el control 
político del país. Esta concepción predominó durante distintos períodos del siglo. La otra, 
militarista —pero a la misma vez movilizante—, reflejaba las luchas “caudillistas” por 
controlar el Estado. 

El efecto de esta concepción práctica fue la de aumentar la importancia de la lucha militar 
como determinante de los conflictos políticos. Al irse diferenciando, étnica y socialmente, 
las comunidades que habían servido como actores dentro de la lucha faccional, ya fuera 
desde cualquiera de las dos concepciones de la política, lo que quedó institucionalizado 
fueron los actores individuales —los electores— y, ya entrado el siglo xx, poco quedaba de 
las comunidades que tuvieron una identificación solidaria. Irónicamente, la 
institucionalización de la concepción parlamentaria-electoral de la política fue la que 
llevó a la marginalización de los actores populares como habían sido constituidos hasta el 
fin del siglo xx. 
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A pesar de algunos adelantos en los últimos años, aún queda mucho por hacer en la 
historiografía nicaragúense sobre la época que se inicia a partir de Zelaya. No obstante, se 
ha escrito suficiente sobre la construcción de la Nación como para que haya una visión 
generalmente aceptada sobre la cual podamos discutir. Voy a desarrollar aquí algunos 
puntos derivados de mis investigaciones sobre la historia social de Chinandega y la 
historia de las Comunidades indígenas. Aunque las investigaciones son un poco 
periféricas al tema principal que trataré, me apoyaré en ellas para proponer unas tesis 
que cuestionarían la visión aceptada y, sin duda, serán igualmente cuestionadas y — 
quizás— puedan hasta caer mal. 


En primer lugar, el problema de la Nación, especialmente con referencia a un país tan 
dividido como el nicaragiiense, tiene que ver con las nociones conceptuales que circulan y 
que no nos ayudan necesariamente a comprender el desarrollo histórico. En Nicaragua 
existe una visión bastante difundida de que solo con la revolución sandinista empezó a 
existir “una verdadera nación.” Antes de tal fecha las identificaciones partidarias, el 
aislamiento y el localismo, la ignorancia y la dictadura somocista lograron que no se 
cumplieran los requisitos mínimos para ser Nación. Para distanciarnos un poco de la 
ideade una Nación modelo, quizás sea mejor utilizar la tesis de Michel-Rolph Trouillot que 
afirma: 


...la construcción de la nación puede darse dentro del Estado, en contra del Estado, 
o en el nombre del Estado...; las naciones se destruyen y se crean, sin importar el 
destino correspondiente de los estados...; (la nación) es la cultura y la historia de 
una sociedad civil dividida en clases en relación con la problemática del poder 
estatal. Es aquella parte del repertorio cultural que se traduce en términos políticos. 


1 
En términos parecidos, Florencia Mallon explica que “el nacionalismo es una amplia 
visión para la organización de la sociedad, un proyecto para la identidad colectiva basado 
en la premisa de la ciudadanía..., existiendo un amplio espacio para el desacuerdo; el 
nacionalismo sería pues una serie de discursos competitivos en constante formación y 
negociación, cuyos linderos son las historias regionales de las relaciones del poder”. 
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Utilizando estas guías metodológicas, podríamos sugerir que, desde la época de Zelaya en 
adelante, tantos los liberales como los conservadores, las elites como los artesanos e 
incluso gran parte de los campesinos se sentían nicaragúenses y respondían a las 
llamadas patrióticas. O sea que, en términos generales, las llamadas partidistas en este 
siglo, con escasas excepciones, a pesar de seguir las proposiciones de que un partido se 
componía de los buenos hijos de la patria y el otro de los malos hijos, no se cuestionaba la 
existencia de la Nación. En resumen, la hiperidentificación partidaria —notada por 
muchos observadores contemporáneos y justamente lamentada por historiadores—, 
sencillamente no indica una falta de nacionalidad, sino, al contrario, revela la existencia 
de un discurso intermediario entre la comunidad inmediata y la Nación. Brevemente 
miramos la época de Zelaya, concebida como momento de auge en la construcción tanto 
del Estado como de la Nación y no hay duda de que el Gobierno —tal como se ha señalado 
en la historiografía—, se apoyaba en la burguesía cafetalera, más específicamente en los 
cafetaleros de Managua. No obstante, deberíamos revisar hasta cierto punto esta visión. 


Primero, a nivel discursivo hay una gran continuidad con los regímenes conservadores, 
anteriores y posteriores, con respecto a lo que he llamado el mito de la Nicaragua mestiza. 
Nacido en la época de la rebelión indígena de 1881, este —en su primer etapa— pintó la 
derrota indígena como victoria de la “civilización” sobre la “barbarie.” Desde entonces y 
sin una ruptura con Zelaya, el discurso oficial ha descrito, en forma insistente, a 
Nicaragua como un país étnicamente homogéneo. Ya en el inicio del presente siglo, 
cuando estimamos que la población indígena representaba un 35 por ciento de la 
población total, muchos de estos indígenas se sentían avergonzados por los ataques 
ladinos a su identidad, a tal punto que se despojaron de sus vestimentas y silenciaron su 
lengua: el indígena tenía que hablar español en un mundo social donde la palabra “indio” 
era sinónimo de atrasado e ignorante.? 


Para la elite ladina, las tierras indígenas representaban un serio obstáculo para su propio 
crecimiento económico. De igual manera concebían que la existencia de indios era una 
mancha en un país civilizado o, cuando menos, una amenaza para la armonía social. 
Comenzando con los gobiernos anteriores a Zelaya se desató una campaña para 
transformar a la población india en ladina y para absorber sus tierras. La campaña 
incluyó decretos de abolición de las Comunidades (1877,1881, 1895,1906) y un trato 
especial para los indios en el régimen de trabajo forzoso y en la promoción de la 
educación. En resumen, para los indígenas nicaragiienses, el auge de la construcción del 
Estado-nación bajo Zelaya representó la intensificación de un proceso de represión 
iniciado anteriormente y continuado, sin mucho paréntesis, desde entonces. 


La Revolución liberal, sin embargo, también representó una ruptura en el discurso 
político anterior, puesto que enunciaba una doctrina de ciudadanía basada en los 
derechos iguales para todos los habitantes dentro del territorio nacional. Así, se puede 
concebir a esta revolución como un momento clave en la construcción cultural de la 
Nación. 

Por otro lado, tal ideología dinamizó a los grupos artesanales a lo largo de toda la 
República. La revolución estimulaba su organización gremial y su participación en el 
partido Liberal, con marcada tendencia radicalizada a tomar muy en serio los postulados 
democráticos del liberalismo. Para dar un ejemplo, en 1903 el Congreso votó 26-1 por la 
abolición de la boleta de ocupación, cuyo origen era netamente zelayista. Tomando como 
pista la abrumadora votación legislativa en contra de Zelaya, habría que reevaluar la tesis 
del poder absoluto del dictador y de su clase cafetalera. Pero también hay que subrayar 
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que entre los grupos liberales, sobre todo los artesanales, el discurso democrático de la 
revolución liberal no solo se tomaba en serio, sino que también servía para la 
movilización de la fuerza política. 


Asimismo, surge con esta revolución una contradicción trágica e irónica: la doctrina de 
derechos igualitarios para todos los ciudadanos y la extensión de la ciudadanía, que 
abarcaba a todos los hombres dentro del territorio nacional, chocaba con los derechos 
especiales para grupos como las Comunidades indígenas. El impulso democratizante y 
progresista hacia los grupos indígenas se traducía en la siguiente fórmula: “vamos 
simplemente a tratar a los indígenas como ciudadanos comunes y corrientes, educarlos 
verdaderamente como ciudadanos en las escuelas del patriotismo..., no les vamos a 
permitir que dejen surgir sus reprimidas nociones de etnicidad”. 


Tal como he sugerido en otro lugar, esta doctrina de igualdad democrática permitía que 
grupos ladinos, durante y después del régimen de Zelaya, se apropiaran de terrenos y de 
organizaciones indígenas (como los casos de Boaco, Camoapa, y Sutiava). A lo largo de 
esta ponencia seguiré insistiendo en la importancia de esta contradicción en el 
liberalismo que, en Nicaragua como en otros países, también ha influido bastante en el 
marxismo. 


Si bien a lo mejor no existía posibilidad de resolver la contradicción durante la era 
zelayista — o tampoco o durante la lucha de Sandino—, me parece que es fundamental un 
acercamiento a dicha problemática histórica, ya que hasta la fecha ninguna Nación ha 
logrado la feliz solución a la contradicción entre la promesa universal de la democracia y 
los derechos especiales para grupos étnicos. Una contradicción aún más aguda en una 
región donde la lucha por la democracia económica y política más elemental ha costado 
tanta sangre. 


La época después de Zelaya es normalmente concebida en formas parecidas a la siguiente 
síntesis: 

La ocupación militar imperialista desplazó el control del poder político a la fracción 

hegemónica (los cafetaleros)... e impuso, como detentadora nominal de ese poder, a 

la fracción política conservadora que, esencialmente expresaba sus intereses de los 

terratenientes ganaderos y/o comerciantes de importación; defensor, además, de 

las tradiciones estamentales de origen colonial.* 
No cuestionamos que el partido Conservador se sometía a la dominación norteamericana 
ni el hecho de que había muchos conservadores ganaderos y comerciantes, que tenían 
una mentalidad colonial /oligárquica. Sin embargo, hemos encontrado algunos elementos 
que sí cuestionan la supuesta identidad ideológica “progresista” de la fracción cafetalera 
y su relación antagónica con el régimen conservador. Al contrario de la tesis antes 
expuesta, el Gobierno conservador, dentro de los límites impuestos por la intervención 
norteamericana, trataba de satisfacer las necesidades de los cafetaleros, referentes a su 
problema laboral y, en ciertos momentos, a sus problemas con sus vecinos indígenas. Al 
menos una fracción importante de la burguesía cafetalera se hallaba bien representada en 
el Gobierno conservador. 


El régimen conservador tenía que enfrentar políticamente a una oposición liberal, que a 
su vez influía sus programas y su discurso, Dentro de la oposición se destacaba, de una 
manera muy clara, el grupo politizado de artesanos conocidos como obreristas. Según los 
estudios de Víctor Hugo Acuña, el fenómeno obrerista que encontré en el occidente de 
Nicaragua era bastante común en los otros países del istmo, donde también los obreristas 
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bebían el agua liberal de nacionalismo y comenzaban a apropiarse del lenguaje de 
liberalismo radical. Como escribí en otra ocasión: 
Desde el triunfo militar intervencionista de 1912, los artesanos encabezaban la 
resistencia en contra del gobierno conservador. Los artesanos liberales 
desarrollaban un programa marcadamente anti-oligárquico y anti-imperialista. Así, 
por ejemplo, la plataforma de la Central Obrera de Chinandega demandó en 1924 
una reforma agraria, derechos democráticos y sindicales y el derrocamiento del 
gobierno apoyado por las bayonetas del Gobierno Americano y las influencias de los 
banqueros de Wall Street.* 
El contenido radical del programa obrerista tenía mucha relación con el papel político de 
los artesanos-obreros durante el período de 1910-1924, Ellos constituían el corazón de la 
resistencia anticonservadora y antinorteamericana. Su propio protagonismo en la lucha 
antigubernamental condicionaba el orgullo de clase que subyacía en la ideología 
obrerista. 


Pero, curiosamente, en las luchas sociales que estallaron durante el periodo conservador 
(1910-1924), la participación de los “obreristas” no era tan significativa, en parte por ser 
dueños de talleres (en muchos casos), y por su compromiso con una causa estrictamente 
política. Pero su discurso, que se podría denominar como nacionalismo popular, también 
afectaba otras capas de la población, especialmente a los núcleos indígenas de las zonas 
urbanas del Pacífico. El papel protagonista de los grupos indígenas en las luchas 
populares iba a tener un efecto, aunque secundario, en el fomento del discurso de la 
Nación nicaragúense como una Nación indo-mestiza, un discurso que a su vez iba a 
perjudicar la identidad y la estructura comunal indígena. 


LOS INDIGENAS Y LAS LUCHAS POPULARES: 
1919-1922 


El año 1919 en Nicaragua, al igual que en muchos otros países, fue de intensa lucha 
popular. El repunte de la economía y la inflación levantaron ciertas expectativas, y la 
incapacidad del Gobierno de acceder a las reivindicaciones populares provocó 
movimientos sociales de un tamaño y envergadura inéditas en la historia del país. Desde 
la violenta huelga de los estibadores de Corinto hasta el movimiento anti-racista de la 
población criolla en Bluefields, pasando por un motín del pueblo indígena de Nindirí en 
contra de la empresa aguadora, la Nicaragua de 1919 según un editorialista “(sufría) una 
descomposición en el organismo nacional..., algo anormal pasa en el país.”* Estas luchas 
de 1919 habrían de marcar el final de un largo periodo de ocho años de adormecimiento 
de los movimientos sociales. 


La noche del 23 de enero de 1919, en respuesta a un accidente ferrocarrilero en el que 
murió una niña monimboseña, salieron de Monimbó, en una manifestación hacia el 


” te 


centro de Masaya, entre 400 a 700 personas, gritando “Viva el Pueblo Soberano,” “Viva 


Nicaragua Libre,” y “Muera O'Connell” (el gerente). Al llegar allí, los monimboseños se 
encontraron con centenares de ciudadanos: 
...de todas las clases sociales y de toda afiliación política. Antes que llegaran los 
cincuenta soldados enviados para la protección de la estación de ferrocarril, los 
manifestantes intentaron tomar la estación buscando para Mr. Gaylord y a los otros 
empleados (norteamericanos). El pueblo enardecido, encontrando cerrado los 
portones de la estación, tumbaron la barranda... y se metieron.* 
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Los soldados dispararon al aire para obligar la salida de los manifestantes que habían 
logrado penetrar la estación. Luego, estos marcharon hacia las casas de los empleados en 
Masaya, quienes se habían refugiado en la casa del jefe político, para después regresar 
hacia Monimbó gritando “el pueblo hará justicia.” 


La manifestación de Masaya, jefeada por los monimboseños, fue el más grande acto de 
protesta popular en Nicaragua después de la rebelión de 1912. Los tres años siguientes 
fueron años de bastantes tensiones tanto políticas como económicas. La crisis 
internacional de 1921-1922 golpeó duramente a la economía nicaragilense. Las 
exportaciones del café —el primer rubro— bajaron de 2,9 millones de dólares en 1920 a 2,3 
millones en 1921, mientras que el valor de las demás exportaciones bajó de 10,8 millones 
en 1920 hasta, aproximadamente, 8 millones en 1921-1922. Como las recaudaciones de la 
aduana representaban la mitad de los ingresos para el Gobierno, tales pérdidas causaron 
un descenso directo en los gastos gubernamentales, de 4 millones en 1920-1921 a 2,5 
millones en 1922-1923.” 


El control que los banqueros norteamericanos ejercían sobre las finanzas del Gobierno y 
sobre la circulación monetaria era visto cada vez más como la causa de la depresión 
económica. Así que en 1921, cuando el Banco Nacional suspendió frente a tal coyuntura 
todas sus prestaciones, los prestamistas daban dinero con altas tasas de interés, las cuales 
fluctuaban entre el 3 por ciento y 10 por ciento mensuales. Evidentemente la política 
gubernamental hacia el Banco Nacional y el Ferrocarril del Pacífico minaba 
constantemente su propia legitimidad. Tal descontento provocó una crisis política que, a 
su vez, agudizó los problemas económicos. En 1921 y 1922, importantes movimientos 
revolucionarios de origen liberal y de disidentes conservadores obligaron al Gobierno 
conservador a destinar gastos extraordinarios para su propia defensa. A comienzos de 
mayo de 1922, frente a la aguda situación política y económica, la empresa ferrocarrilera 
decidió construir una barrera en la estación de Masaya. En efecto, se trató de reedificar 
una versión más sólida de la muralla destruida en el motín de 1919. La construcción de la 
misma afectaba directamente a las vivanderas que iban a vender y a comprar ahí (la 
mayoría de ellas monimboseñas) y, por consiguiente, se dio un alza en la tarifa, que afectó 
a los pequeños comerciantes que transportaban sus productos desde “los Pueblos” de la 
Sierra. El pueblo de Masaya, nuevamente encabezado por Vital Noriongue, y los 
monimboseños reaccionaron rápidamente. El informe del embajador norteamericano 
reza así: 

... unas mil personas asediaron a la estación de ferrocarril y botaron la imponente 

barranda que la cercaba. El motín fue el resultado del creciente antagonismo 

popular en contra de la gerencia de la empresa en Masaya, exacerbado por la 

erección reciente de la barranda para prohibir el acceso a los numerosos 

comerciantes. El pequeño destacamento del ejército era totalmente inadecuado 

para controlar el motín. Un soldado mató a un civil, Salomón Palacios.* 
Otras fuentes alegan que participaron unos tres mil manifestantes, armados de machetes 
y garrotes, y que su duración fue de dos horas.* De todos modos, es interesante destacar el 
tono condenatorio hacia la empresa norteamericana de parte del mismo embajador hacia 
con este motín como para el de 1919, 


En otras palabras, los máximos representantes de la intervención política norteamericana 
reconocían que la empresa norteamericana —que le pertenecía como consecuencia de la 
intervención política— era odiada por el pueblo y con bastante justificación. Asimismo, se 
destaca otra vez la participación indígena en la vanguardia de esta lucha, que combinaba 
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una lucha económica en favor de las vivanderas, los pequeños agricultores y los artesanos 
con una lucha de fuerte contenido nacionalista. 


Nos llaman la atención dos datos: el pueblo indígena de Monimbó encabezaba la 
manifestación anti-intervencionista y el caudillo conservador Vital Noriongue 
encabezaba a los monimboseños. No creemos que sea casualidad que en Sutiava, otro 
importante barrio urbano indígena de esta época, también se gestionaran ideas y 
prácticas anti-intervencionistas a pesar de la alianza de sus dirigentes con el Gobierno 
conservador. 


Desde 1915 hasta 1924, un grupo de militantes comunales, aliados con el gobernante 
conservatismo, llevaron a Sutiava a una serie de importantes victorias: la legalización de 
la comunidad indígena, la promesa del restablecimiento de su viejo status como 
municipio, la preservación del control comunitario sobre instituciones culturales y 
religiosas. 


No obstante, la gran mayoría de los sutiavas rechazaban la alianza con el Gobierno 
conservador. La oposición más importante a la alianza provenía del sector artesanal, 
vinculado a la Federacion Obrera Nicaragiiense. Este proponía la lucha por la igualdad de 
derechos de los sutiavas, sobre todo como trabajadores y como ciudadanos, pero no les 
preocupaba mucho la lucha indígena por su vieja municipalidad. Los obreristas 
procuraban el avance cultural de Sutiava, sin negar necesariamente sus raíces e identidad 
indígena, pero a la vez defendían los derechos de los campesinos de su pueblo. 


El 17 de noviembre, un prominente ciudadano de León, tal vez envalentonado por el 
progreso real y simbólico de la carretera hacia las playas de Poneloya, propuso la 
prohibición en ella del tránsito de carretas de bueyes.'” El 1? de diciembre, más de 100 
sutiavas armados, jefeados por Salvador Vásquez y los hermanos Roque, ocuparon 
porciones de la carretera, “rompiendo cercos, alcantarillados, y picando el lomo de la 
vía.” En un “pequeño encuentro”, resultó herido el capataz de la cuadrilla de 
construcción de la carretera. 


Para evitar una confrontación, el jefe de la policía y el jefe político de León prometieron 
que el Gobierno garantizaría todas las propiedades de los sutiavas y el derecho de libre 
tránsito.!? En respuesta a las peticiones de la elite, de reprimir a los indios, el jefe de la 
policía señaló que el uso de la fuerza “conduciría a una revuelta, y no habría manera de 
impedir que esta gente ataque León”." 


La justificación pública que un sutiava sugiere, de que para tal defensa de la comunidad 
los artesanos liberales acuerparan la lucha jefeada por sus dirigentes, aliados con los 
conservadores, propone una transformación de la alianza vertical con los conservadores, 
en favor de un movimiento anti-oligárquico, basado en el concepto de clase: 


El dinero del estado, que pertenece a todos, se gasta en este proyecto. Sin embargo, 
el derecho a usar la carretera le pertenece a unos pocos privilegiados... Los 
imperialistas americanos llaman 'progreso' a los abusos de fuerza. La carretera 
cruza tierras que legalmente pertenecen a los Sutiavas, pero hay muy pocos indios 
que todavía conservan un pedazo miserable de lo que una vez fue un vasto dominio. 
La gente de León nunca unirá fuerzas con esas autoridades que cometen tal 
injusticia contra los Sutiavas a quienes consideran una raza inferior.'* 


¿Por qué en las luchas populares de 1919 y 1922 eran los indígenas de Sutiava, Monimbó y 
de Nindirí los protaganistas más destacados? No se trataba de un fenómeno aislado. 
Igualmente, las Comunidades indígenas de Jinotega, Camoapa y de Boaco estaban en 
estado de efervescencia.' Tomando en cuenta que la población indígena del país no 
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superaba el 20 por ciento y que virtualmente había dejado de existir según la versión 
oficial, la representación indígena entre las fuerzas populares era impresionante. 


Los movimientos indígenas no tenían las mismas reivindicaciones ni las mismas formas 
de lucha y tampoco obedecían a la misma lógica de alianzas. Lo que sí tenían en común 
era su carácter comunitario, en ambos sentidos del término. Del análisis de estas luchas se 
puede deducir que no existía contradicción entre la identidad étnica de los indígenas y su 
identidad nacional. Al igual que en Sutiava, en Monimbó, los artesanos, por lo general de 
afiliación liberal, poseían una identidad fuertemente anti-intervencionista. Asimismo, a 
pesar de las divisiones políticas en el interior de las comunidades indígenas, el orgullo de 
ser monimboseño o sutiava se manifestaba también con el rechazo a la intervención 
norteamericana. Es dable suponer que los monimboseños resentían, aún más que los otros 
nicaragiienses, lo que los mismos funcionarios de la Legación Americana reconocieron 
como “los prejuicios (raciales)” de los empleados de la empresa ferroviaria. De todas 
formas, compartían con los otros nicaragiienses, al igual que sus contemporáneos en 
México o Cuba, el rechazo del racismo de los altos empleados norteamericanos. 


En el fondo, el destacado papel de los indígenas en las luchas populares de la época 
teníaque ver con la naturaleza de la resistencia popular al avance del capitalismo. El 
movimiento sindical apenas se estaba desarrollando y las grandes concentraciones de 
obreros se hallaban lejos de los centros urbanos: en las minas, en el Ingenio San Antonio y 
en las plantaciones bananeras de la Costa Atlántica. En las zonas urbanas, solo la rama de 
la zapatería estaba empeñada en la construcción de sindicatos de obreros asalariados (de 
hecho hubo huelgas en 1911 y 1919). 


Al contrario, los fenómenos económicos más destacados de las primeras dos décadas del 
siglo xx, la expansión cafetalera y el crecimiento de monopolios como las empresas de 
agua, luz y ferrocarrilera afectaban directamente a las comunidades. Así, la resistencia 
popular tenía que ver con el acceso a la tierra, a los créditos bancarios, al derecho del 
desarrollo urbanístico, y el derecho a ejercer el comercio en pequeña escala. En otras 
palabras, se trataba de problemas que afectaban a las comunidades, en su conjunto como 
productores, consumidores de servicios básicos, comerciantes. 


Así, nos parece que los indígenas tenían un papel tan protagónico en las luchas populares 
porque las comunidades indígenas efectivamente tenían más capacidad de resistencia que 
otras comunidades o barrios, por su estructura política y su ideología comunitaria. 


Por otra parte, a pesar de los prejuicios raciales que sufrían los indígenas nicaragienses 
de parte de sus compatriotas, es curioso ver cómo en la lucha contra el ferrocarril — 
momento clave en contra de la intervención norteamericana— se destacaba la 
participación monimboseña (fenómeno que se repite en cierto sentido en 1978). 
Avancemos aquí la siguiente hipótesis: en estas luchas se ocultaba el componente étnico a 
pesar de que la misma lucha anti-intervencionista, antimonopolista, condensaba varias 
anhelos, resentimientos, y reivindicaciones de la comunidad étnica. En otras palabras, el 
papel indígena en las luchas populares de 1919 y 1922, desde fuera de la comunidad, no 
tenían contenido étnico, salvo que sus protagonistas eran indígenas y, por lo tanto, tenían 
esas características. Asimismo, los manifestantes no reivindicaban nada como indígenas, 
sino como ciudadanos nicaragiienses agredidos. 


El protagonismo de los indígenas en las luchas con carácter nacionalista popular es 


significativo, ya que en cierto sentido permitía incorporarlos ideológicamente a la Nación 
mestiza nicaragúense. Irónicamente, la participación de los indígenas como actores 
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populares permitía su integración en el nivel ideológico a la Nación. Pero, a la vez, los 
marginaba como comunidades étnicas, pues aparentaba verlos como todos los demás 
ciudadanos, sin derechos especiales. Curiosamente es de esa época cuando nace la idea 
tan difundida de Monimbó como un símbolo del mestizaje —la cuna del folclore nacional 
—. Así, incluso desde la óptica revolucionaria de la era de Sandino, todo lo popular era 
mestizo. Además, al igual que las luchas de los monimboseños y los sutiavas eran prueba 
del mestizaje, lo era la participación de los indígenas en la lucha sandinista y se tomaba 
como una prueba más del valor de la Nación mestiza. 


SANDINO Y EL SURGIMIENTO DE LA NACION 
INDOHISPANA 


Habían bastantes indígenas que peleaban al lado de Sandino, sobre todo los de las 
comunidades de San Lucas, Telpaneca y Jinotega. Por otra parte, algunos más servían 
como baqueanos para los marinos y varios eran capitanes de cañada por ley inscritos en 
la Guardia Nacional, que colaboraban con información. Sin embargo, la mayoría de la 
población indígena desde Chontales hasta Nueva Segovia no participaba activamente al 
lado de Sandino y mucho menos al lado de los Marinos. Pero los grupos indígenas sí 
intentaron aprovecharse de la coyuntura político-militar. En particular, se aprovecharon 
del resquebrajamiento de las formas de represión normales, ya que los marinos y la 
Guardia dedicaban la mayor parte de sus recursos en el esfuerzo bélico. Así, por ejemplo, 
dirigentes de las comunidades indígenas organizaban las tomas de plantaciones 
cafetaleras. 


Por ejemplo, examinemos el caso de un cafetalero inglés Fred W. Fley y sus relaciones con 
sus vecinos indígenas. Fley eradueño de una plantación mediana, ubicada cerca del 
pueblo de San Marcos en la zona occidental del territorio de la comunidad indígena de 
Matagalpa. Desde 1924 estuvo involucrado en un litigio de terrenos con sus vecinos 
indígenas. En 1927, después de la guerra civil, el Gobierno conservador nombró como 
capitán de cañada y juez de mesta de San Marcos a los indígenas Pedro López y Benacio 
Méndez, dos de los antagonistas de Fley en el litigio. El cafetalero se quejó a los marinos: 


Ellos me han demostrado su enemistad al robar mi ganado, al cortar las colas de mis 
vacas y al incitar a los otros indígenas en contra de mi persona y de mi familia...; 
ahora como representantes de la ley y la orden son los únicos armados con rifles del 
gobierno. Su deber es de desarmar a todo el mundo pero solo desarman a los 
Liberales... Aquí hay indios brutos armados (normalmente más borrachos que 
sobrios) y los extranjeros no tienen nada con que defenderse. '$ 


Varias veces, durante el transcurso de los siguientes seis meses, Fley intentó conseguir el 
apoyo de los marinos. El Coronel Berry simpatizaba con su situación, pero le explicó que 
necesitaba dejar armados a los capitanes de cañiada hasta que consiguiera más reclutas 
para la Guardia Nacional. Por tanto, la situación según el cafetalero inglés: 


...se estaba poniendo muy mal fuera de la ciudad de Matagalpa... indios armados 
han ocupado mi terreno como precaristas... utilizan mi plantación como un potrero. 
No tengo ninguna protección de la ley. Pido a los Marinos la protección que nos 
prometieron —la intervención era para la protección de la propiedad de los 
extranjeros— y yo quiero saber cuando van a cumplir...; estoy rápidamente 
perdiendo el poco ganado que me quedó después de la revolución y estoy seguro 
que los ladrones son estos indios que han ocupado mi terreno como precaristas.”” 
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Asimismo, otros grupos de indígenas actuaban como bandidos, independientemente de 
Sandino. A su vez, los cortadores de café indígenas se resistieron al cumplimiento de sus 
contratos y, en general, exigían un incremento en sus salarios. Paralelamente, la 
comunidad indígena de Boaco buscaba el apoyo de los marinos para sus reivindicaciones 
agrarias en contra de la elite ladina. 


A pesar del aprovechamiento por parte de los indígenas del espacio creado con la 
presencia del Ejército Defensor de la Soberanía Nacional, no puede decirse que al 
terminar las hostilidades las comunidades salieran fortalecidas. Aunque tales luchas 
involucraban a grupos indígenas, está claro que estas, en tanto que organizaciones, no 
podían o no querían acuerpar tales luchas. En cierta medida, por la falta de incidencia de 
las organizaciones indígenas, dichas luchas no fortalecían ni valoraban la identidad 
étnica. 

También hay que notar que el general Sandino parece no haberse dado cuenta o no dio 
mucha importancia a la identidad étnica, arraigada en la historia local. En este punto, el 
gran luchador anti-imperialista no podía superar los límites discursivos de su época en 
cuanto a su visión liberal del progreso social. 


Al leer los escritos de Sandino, nos damos cuenta del silencio que existía con respecto a 
las comunidades indígenas, aun a pesar del hecho de que él tenía apoyo dentro de ellas. 
Detengámonos en la famosa declaración que le hiciera al periodista vasco, Ramón de 
Belausteguigoitia: 
... hay un refrán que dice: “Dios hablará por el indio de las Segovias.” ¡ Y vaya que si 
ha hablado! Ellos son los que han hecho en gran parte esto. Es un indio, tímido pero 
cordial, sentimental, inteligente.'* 
Sandino, entonces, mandó a traer a dos indígenas para presentárselos al periodista vasco. 
Para demostrarle la inteligencia de los “indios segovianos” los hizo conversar en inglés, 
miskito y en español. Sandino continuó: 
Pues ya ve usted que sí son inteligentes. Pero han estado completamente 
abandonados. Son unos cien mil sin comunicación, sin escuelas, sin nada del 
Gobierno. Es donde yo quiero llegar con la colonización para levantarlos y hacerlos 
verdaderos hombres.” 
Efectivamente son las únicas declaraciones públicas de Sandino con respecto a los 
indígenas nicaragúenses, a pesar del hecho que, según él mismo, ellos eran sujetos activos 
de su lucha: “ellos han hecho en gran parte esto.” 


En primer lugar, hay que subrayar el hecho que Sandino confundió a los indios segovianos 
con los de la Costa Atlántica. Confusión bastante chocante si se toma en cuenta que los 
indios segovianos se diferenciaban de los de la Costa (salvo los de Bocay, zona alejada del 
grueso de la población segoviana) por muchas características. 


¿Cómo podemos comprender estas declaraciones? Hay que tomar en cuenta la posibilidad 
de que Sandino simplemente quisiese simplificar la identificación de lo “indígena” para el 
periodista extranjero. No obstante, creemos que sí era una relativa falta de conocimiento 
de la historia local y de la región lo que influyó en tal confusión, la cual se explica dada su 
muy breve experiencia “civil,” limitada a la mina San Albino y al pueblo ladino de San 
Rafael del Norte. Por otra parte, se pueden culpar también a las exigencias de la guerra, 
Este relativo desconocimiento de la historia local de las comunidades indígenas también 
se vislumbra en la entrevista con Belausteguigoitia, cuando Sandino comentó que: 
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“Apenas hay latifundios, y éstos no son muy grandes. El agrarismo, pues, no tiene gran 
campo de acción.”? 


Parece una declaración extraña, tomando en cuenta la gran pérdida de terreno que 
sufrieron las comunidades indígenas y la creación de las grandes plantaciones cafetaleras 
en Matagalpa y Jinotega (sin mencionar los latifundios de Chontales y Chinandega). Se 
podría argumentar que quizás Sandino no quería asustar a la clase pudiente en momentos 
de tan delicada coyuntura política, después de la retirada de los marinos. No obstante, 
hay evidencia de que Sandino sabía que los ricos lo odiaban profundamente. 


En cuanto al silencio de Sandino con respecto a las comunidades indígenas, solo podemos 
concebirlo como consecuencia de su proyecto nacionalista y anti-imperialista. Tal como 
han sostenido varios autores, entre otros Volker Winderich y Michael Schroeder, 
Sandino estaba construyendo un discurso de nacionalismo popular, una Nación 
alternativa, o sea él estaba “(re)inventado la nación”, ya que Nicaragua se había 
convertido en “patrimonio de oligarcas y traidores.”?: O sea, proponía un nacionalismo 
alternativo al proyecto de las elites políticas. 


Ahora bien, ¿qué tenía que ver el nacionalismo con la omisión de la cuestión indígena? 
¿Por qué el nacionalismo de Sandino impedía una posición consecuente con las 
comunidades? Peter Worsley, entre otros estudiosos, ha sostenido que la nacionalidad “es 
la etnicidad institucionalizada al nivel del Estado.”?? Partha Chatterjee ofrece una 
explicación teórica del proceso, mediante el cual el nacionalismo logra construir una 
cierta homogeneidad étnica, y explica: 

El nacionalismo negó la inferioridad a tribuida a los pueblos coloniales...; declaró 

que los pueblos atrasados podían modernizarse, aun manteniendo su identidad 

cultural. Produciendo así un discurso que, no obstante su reto al derecho colonial 

de gobernar, aceptó las mismas premisas de la “modernidad” en las cuales se basa 

el colonialismo, (traducción del autor)? 
Chatterjee sostiene que, al ganar la independencia, el nacionalismo se convierte en “un 
discurso de orden”, que tiende a negarle una historia a las clases subalternas y a las 
fuerzas culturales tradicionales. 


Aunque el movimiento sandinista no era un movimiento de independencia, sí vale la pena 
considerarlo en los términos del análisis de Chatterjee. A pesar de las diversas fuentes y 
de la riqueza de su pensamiento, Sandino se nutría en gran parte de un liberalismo 
centroamerícanista, empapado en nociones de progreso derivadas directamente de 
Europa. Y es en este contexto que se puede reconocer cómo la confusión de miskito y 
segoviano se relacionaba con las declaraciones reveladoras del discurso ladinizante de su 
época: “hacerlos verdaderos hombres.” 


Por otra parte, es importante señalar que Sandino tenía una visión “racial”, de la América 
Indohispana, profundamente mestizada. Desde los inicios de su lucha, en 1927, llamó a la 
defensa de “la Raza Indo-Hispana.”?* 


De esa forma, cada vez que se dirigía fuera del ámbito centroamericano para oponerse al 
imperialismo norteamericano, Sandino reclamaba la unidad “racial” de los 
latinoamericanos con la misma frase específica: “la raza indohispana.” Así, por ejemplo, al 
deponer las armas en 1933, volvió al tema unionista en su proclama “por el ciudadano 
indo-hispano General Augusto C. Sandino: 


Pues bien, hondamente convencidos de que el grotesco imperialismo yanki, día a 
día va infiltrándose cada vez más en la política interna y externa de Centroamérica, 
convirtiendo en momias a nuestros cobardes Gobernantes. La vibración espiritual 
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de la Raza Indo-Hispana se torna en estos momentos en el Ejército Autonomista de 

Centroamérica, para salvar su dignidad racial...” 
Es así que el centroamericanismo y el indohispanismo se intercalan en el pensamiento de 
Sandino. Aunque la categoría de “indohispano” era bien amplia —incluyendo a los 
españoles en un extremo y a los indígenas en el otro, en su alianza en contra la cultura 
anglo-sajona—, para Sandino (al igual que para los otros luchadores antiimperialistas del 
continente), el símbolo de “la raza indo-hispana” era precisamente el mestizo y su unidad 
se basaba en la lengua española. De ahí que cualquier cuestionamiento al valor primordial 
del mestizaje era una amenaza para tal unidad racial. 


Pero hay que dejar bien claro que la visión de la Nación mestiza de Sandino era mucho 
más inclusiva y libertaria que las visiones de las elites de su época, que más bien 
rechazaban cualquier identificación no-europea. 


Era una tarea sumamente difícil para Sandino forjar una patria en una Nicaragua tan 
dividida por oligarquías y lealtades políticas, en la cual los traidores habían invitado al 
Imperio a controlar su destino. Y para construir la Nación, necesitaba concentrar sus 
esfuerzos en todo lo que la unificaba, el idioma y la herencia colonial. El hecho de que los 
indígenas de las Segovias y de Matagalpa hablaran español y que muchos estaban 
dispuestos a pelear a su lado era la confirmación de la justicia del concepto de la raza 
indohispana. Por otro lado, un fuerte reconocimiento de los derechos especiales de los 
indígenas hubiera producido un fortalecimiento de las barreras étnicas, que perjudicaría 
directamente a su lucha. 


Para Sandino, educado como buen liberal centroamericano, le era muy difícil superar el 


discurso del mestizaje cuando cada momento de su vida y de su lucha confirmaba su 
validez. 


Steven Palmer señala que el unionismo guatemalteco surge en los años 1870-1880, como 
una respuesta a la mayoría indígena no integrada de aquel país. Concibiendo a los otros 
países centroamericanos como más hispanizados, ellos vieron a la unión centroamericana 
como el único modo que les permitiría reducir la población indígena a una minoría sin 
importancia.” Así, por ejemplo, en 1920 durante el Congreso Centroamericano, los 
delegados postularon —al igual que la generación de Barrios— que “el problema indígena” 
no existía fuera de Guatemala. No obstante, en otra declaración durante el mismo año, los 
unionistas en Nicaragua reconocieron la existencia de indígenas en la Costa y en el Centro 
del país y recomendaron “nacionalizar la casta indígena.”?” La solución al problema 
indígena para los centroamericanos de la época de Sandino era forjar el mestizaje. 


Salvador Mendieta, el principal ideólogo centroamericanista y partidario de la lucha 
sandinista, llegó al extremo de explicarle “a los padres centroamericanos con hijas(os) 
casaderos” cuáles eran las características físicas de “una india pura” o “un indio puro”, 
características importantes que la novia o novio deberían poseer. Entre las nuevas 
condiciones que cita, encontramos: 

Que tenga espaldas anchas y rectas, seno amplio, pechos prominentes y caderas 

bien conformadas como receptáculo vital de futuros hombres y mujeres sanos, 

fuertes, plenos de intensa vitalidad.? 
Claro está que Sandino no tenía interés alguno en el estudio sobre el mejoramiento 
genético de la Nación centroamericana, pero hay que tener en cuenta que así era el 
ámbito intelectual en que circulaban las ideas centroamericanas de su época. Por lo tanto, 
es importante comprender que el enfoque de Mendieta sobre el mestizaje biológico no era 
casual. 
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Las mujeres indígenas nicaragiienses, al igual que en otras partes de Centroamérica, eran 
portadoras de símbolos étnicos, y la endogamia era la clave para la reproducción étnica. 
Más aún, las estrictas limitaciones patriarcales sobre la sexualidad femenina —la práctica 
del matrimonio arreglado entre los padres—perduró hasta la década de 1950. Tales 
prácticas impedían el mestizaje biológico por el que abogaba Mendieta como fundamento 
para la nacionalidad centroamericana. 


La preocupación por la creación y la reproducción de la raza “indo-hispana” era algo que 
se difundía desde el liberalismo centroamericano hacia el liberalismo oficialista. Así, por 
ejemplo, en 1943, La Prensa reportó un discurso del senador somocista Onofre Sandoval en 
contra de la inmigración china, en los siguientes términos: 


... que las mujeres nicaragiienses al procrear hijos con los chinos degenerarían la 
raza indolatina de la cual están muy orgullosos los nicaragienses.? 


LA NACION MESTIZA DESPUES DE SANDINO 


El asesinato de Sandino el 21 de febrero de 1934 y la represión de la Guardia, sin duda, 
repercutió en contra de aquellos indígenas identificados con el Ejército Defensor de la 
Soberanía Nacional. Empero, brotaron de nuevo luchas de las comunidades étnicas por 
todo Nicaragua. Entre 1934 y 1937, en San Lucas (Madriz), Uluse (Matagalpa) y la Isla de 
Ometepe (Rivas), las comunidades indígenas protestaron en defensa de sus tierras. En 
Sutiava, Jinotega y El Viejo se levantaron como protesta contra de los esfuerzos de la 
Iglesia por expropiar sus símbolos religiosos. 


Más aún, como reflejo directo del empuje de las luchas indígenas y de la herencia del 
discurso sandinista en favor de los oprimidos, el Congreso aprobó tres leyes favorables a 
los indígenas: En 1934, aquella que castigaba a cualquier funcionario que se prestara a la 
represión del “operario prófugo”, con especial énfasis en los indígenas de Matagalpa. En 
1935, una prohibición contra la enajenación de la propiedad de las comunidades indígenas 
y de los municipios. Y, en 1937, otra que tasaba (a dos centavos) cada hectárea de las 
haciendas que ten ían tierras sin cultivar, para beneficio de la educación de los indígenas 
de Boaco y de Matagalpa. 


También se legislaron impuestos sobre arrendatarios no-indígenas en terrenos de las 
comunidades. 


Aunque de ninguna manera tales medidas legislativas representaron grandes logros para 
el pueblo indígena, por lo menos lograron parar los incesantes intentos de abolir las 
comunidades indígenas y de expropiar aún más sus terrenos. 


A pesar de que las voces progresistas en Nicaragua estaban algo silenciadas después del 
asesinato de Sandino, vale la pena reconocer que las leyes citadas arriba respondían a 
inquietudes indigenistas (en su sentido integracionista como en el México post- 
revolucionario). Evidentemente, el discurso de Sandino en favor de los explotados dio un 
gran impulso a la ideología progresista (si quiere social-demócrata) que dominaba las 
esferas políticas, sobre todo del partido Liberal. 

Consideremos el caso de Ramón Romero, intelectual pro-sandinista, que vivió algún 
tiempo en Matagalpa, donde desempeñaba el puesto de magistrado. En 1934, escribió un 
fuerte ataque contra la expropiación de los terrenos indígenas. Romero citó a José Carlos 
Mariatégui, el pensador marxista defensor del pueblo indígena de Perú, y prosiguió con la 
siguiente defensa de los indígenas de Matagalpa: 
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Lo extraño es que sea ciudadano sin derechos. El indio es el producto natural de la 

montaña: se asimila a ella: y tiene sus sombras, sus silencios y sus noches. Ella le da 

todo...; en llegando a hombre, es el mismo niño que pasó horas en la heredad, en la 

choza común... Pero la tierra no es de él,% 
Romero, al igual de la gran mayoría de los actores progresistas, no podía escapar al 
discurso liberal que incluía la famosa contradicción civilización-barbarie, pero que 
buscaba como respuesta no la supresión de la barbarie sino el cumplimiento de sus 
reivindicaciones por la tierra y el trabajo libre, dentro de una dinámica de integración 
social. Asimismo, el gran luchador proletario Domingo Sánchez, de origen indígena, llamó 
en 1950 a “la redención del indio”, mediante un programa de “asistencia social.” Es decir, 
que los pocos que en realidad lucharon en defensa de los indígenas no podían romper las 
murallas del discurso integracionista, civilizador. 


En otras palabras, se trataba de la misma contradicción que vimos al inicio de la ponencia: 
el reclamo democrático por la igualdad de derechos versus la reivindicación por un trato 
especial respetuoso de la autonomía cultural y política de los indígenas. 


Se podría decir en respuesta, que en aquella época no había nadie con una visión que 
pudiera cuestionar el liberalismo o el indigenismo, tal y como se le comprendía en aquella 
época. Y de hecho, tal vez en toda América Latina no existía una voz pública que 
propusiera tal transformación discursiva, salvo quizás Mariátegui. Entonces, no estoy 
proponiendo darles malas notas en conducta a los dirigentes populares con respecto a los 
indígenas. Por el contrario, el problema aquí son las generaciones políticas más recientes, 
que no han hecho el trabajo de excavación de la historia subterránea enterrada bajo el 
edificio liberal. Tal historia de supresión cultural a lo largo del siglo, se ha convertido en 
estructuras políticas y sociales. Al no cuestionar los orígenes de esa estructura ni las 
raíces de su propio pensamiento, cuando por fin llegó la hora de transformar la Nación — 
de crear una Nación no excluyente—, los actores principales caminaron en un terreno 
lleno de hoyos tapados ligeramente con hojas secas. 


Y así vemos como el Gobierno revolucionario, después de cometer errores muy graves en 
la Costa Atlántica, no escatimó esfuerzos para rectificar sus erróneas políticas hacia con la 
población miskita. No obstante, aún después de la rectificación en la Costa, el Gobierno 
siguió cometiendo errores similares en Matagalpa y Jinotega, aunque con consecuencias 
mucho menos desastrosas. Evidentemente, la cuestión étnica ha sido un flanco bastante 
débil de la ideología y práctica sandinista. Pero no solo de los Sandinistas. Ellos 
simplemente fueron víctimas —al igual que varias generaciones de políticos e 
intelectuales nicaragiienses— del discurso ladinizante que ha in-fundido el mundo social 
durante un siglo. Tan exitoso ha sido este discurso que ya los indígenas no hablan ni se 
visten de manera distinta a sus vecinos ladinos y, así, quedan invisibles y fácilmente 
olvidados. 


El pueblo indígena de Nicaragua no se parece a sus ancestros ni a las imágenes 
antropológicas favoritas. Sin embargo, sobrevive y reclama sus derechos. A quinientos 
años de la Conquista, tanto los Sandinistas en la oposición como el Gobierno que proclama 
su devoción a los valores tradicionales y nacionales deben responder a las 
reivindicaciones históricas del pueblo autóctono de la Nación nicaragiiense. 
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Género, ciudadanía y cultura 
política en el Salvador 1930-1959 


Jorge Cáceres Prendes 


“Es más difícil interpretar las interpretaciones, que 
interpretar las cosas” (Montaigne) 


INTRODUCCION 


En los últimos dos años he vuelto a estudiar el periodo del “prudismo”* salvadoreño 
(1948-1950), que fuera objeto de una monografía escrita originalmente en 1979. En el 
tiempo que ha pasado desde entonces han ido apareciendo algunos interesantes trabajos 
sobre este periodo, pero, en general, ha sucedido, como con el resto de la producción 
sobre Centroamérica: el conflicto regional ocupó el centro de la atención, y las referencias 
al pasado, incluso al más reciente, estuvieron basadas a un número limitado de trabajos 
de índole general, bastante conocidos.? 


En mi trabajo original, el foco principal estaba en la dinámica política expresada en el 
campo cultural en su sentido más amplio. Se trataba de analizar cómo esta dinámica se 
expresa en el campo discursivo, en particular en el configurado por distintas fuerzas 
sociales en su intento de articular mensajes ideológicos que, por su alto contenido 
simbólico, son potencialmente eficaces en la generación de identidades colectivas, y que, 
por tanto, juegan un papel central en los procesos de movilización social. 


Desde hace un tiempo he retomado dicho proyecto, a lo que se ha añadido la afortunada 
circunstancia de integrar un equipo a cargo de la confección de un libro de texto para 
escolares sobre la historia salvadoreña, que será publicado en fecha próxima. Uno de los 
parámetros de análisis que dicho equipo fijó desde un principio fue el de destacar la 
progresiva configuración del Estado salvadoreño como producto de un complejo de 
factores, dentro de los cuales juega un papel central el sistema de representaciones que 
define y redefine, de una u otra forma, la idea de Nación. Con esa idea en mente, 
procuramos ir indicando al menos algunos de esos procesos de carácter eminentemente 
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cultural, cuya incidencia en el campo político ha sido determinado precisamente por la 
acción de fuerzas sociales, en formación o ya plenamente desarrolladas. 


En el presente trabajo presento algunas observaciones sobre la cultura política 
salvadoreña a lo largo de los casi treinta años que van desde 1930 a 1959.* Aunque no 
revelan más que uno de los aspectos de un lento proceso de transformación cultural, 
pienso que son de mucho interés para el estudio de estos periodos. La idea central que me 
ha guiado es la de observar determinadas manifestaciones ideológicas de la 
modernización del Estado salvadoreño —específicamente, de la democratización política 
— en su compleja, y a menudo contradictoria, articulación con otras dimensiones de la 
cultura nacional.* 


Dentro del conjunto de estas observaciones, quiero destacar unas que tienen que ver 
directamente con el propósito de este seminario. Parto de la hipótesis de que la 
constitución del Estado Nacional, a nivel ideológico, es un proceso de constante 
recreación simbólica, y que la idea de la Nación como representación de la identidad 
colectiva adquiere una dimensión especial en el concepto de ciudadanía, es decir, en el 
ejercicio de los derechos políticos. En El Salvador, a lo largo del periodo que 
contemplamos en este trabajo, se produjeron importantes transformaciones alrededor de, 
primero, la obtención del voto femenino a fines de los años 30's, y, segundo, la 
organización política de la mujeres desde fines de los 40's. Estos hechos marcaron la 
irrupción de una nueva y específica forma de identidad política: la mujer ciudadana, y 
pusieron de manifiesto las tensiones inherentes al incipiente proceso de modernización. 


Como es típico de todo proceso de cambio cultural, estos fenómenos no se presentaron 
nunca en forma unívoca, sino que fueron procesados en el interior de la formación social 
en formas, a menudo, ambiguas y hasta contradictorias. Espero mostrar en las páginas 
que siguen la forma cómo la construcción ideológica de la ciudadanía femenina contrastó 
con los discursos prevalecientes en torno a los “roles” de los sexos, es decir, con el 
“sistema sexo-género” imperante; asímismo, intento indicar algunas de las formas en que 
este contraste quedó en evidencia en la conducta política de determinados actores 
sociales.? 


EL PATRIARCADO “MARTINISTA” Y EL VOTO 
FEMENINO 


Es suficientemente conocido el carácter represivo del régimen del general Maximiliano 
Hernández Martínez. Distintos autores han destacado este hecho, matizándolo a veces 
con la denominación de “patriarcal” o “benevolente”, según se aprecian con signo 
positivo algunas de sus manifestaciones. Inaugurado con la matanza del 32, sus 13 años de 
gobierno son una colección de muestras acendradas de autoritarismo del mejor cuño. El 
general Hernández Martínez no solo reprimió toda oposición política, consolidando el 
sistema de “partido oficial” al que imprimió ribetes fascistas, sino que se aseguró 
sucesivas reelecciones por la vía de reformas constitucionales ad hoc. También estableció 
un mecanismo de control férreo sobre la población, por medio de una legislación 
cuidadosamente diseñada para mantener la “seguridad” a toda costa. Todo esto se ha 
documentado por distintos autores, aunque sin duda hay ahí un campo considerable de 
indagación pendiente. 
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Al mismo tiempo, el régimen “martinista”* es el inicio de muchos cambios estructurales 
asociados con la modernización del Estado. La interpretación más aceptada indica que 
tales cambios fueron producto de la acción de un sector “modernizante” dentro de la elite 
nacional, en especial de personas vinculadas con la burocracia del Estado. Se destaca aquí 
que una vez consolidada la “unidad nacional” contra el comunismo como efecto de la 
sublevación del 32, Martínez se encontró con una serie de propuestas para enfrentar, en 
primer lugar la crisis fiscal y la inestabilidad económica, y muy en segundo lugar la 
potencial amenaza de futuras protestas sociales. Sin duda, un hombre pragmático, ya 
había dado indicaciones en el pasado de una vocación “gerencial” que en los hechos se 
tradujo en una firme intervención estatal en la fijación de las reglas generales de la 
economía nacional. 


Se requirió una buena dosis de energíay liderazgo para sacar adelante una Ley Moratoria 
que no resultaba del gusto de una buena parte de los grupos poderosos del capital. 
Tampoco fue fácil hacer realidad el viejo proyecto del Banco Hipotecario, ni mucho menos 
el del Banco Central. De menor envergadura, aunque sin dejar de ser significativas, fueron 
las medidas tomadas en el campo agrario, no tanto con el poco efectivo programa de 
Mejoramiento Social sino, significativamente, con el desarrollo cooperativista que 
culminaría con la creación de las Cajas de Ahorro y Préstamo. 


Aunque poco destacada en la literatura, la reforma educativa, iniciada en este periodo, 
también refleja una actitud renovadora, claramente expresada en los planes de estudio a 
cargo de educadores capacitados en los más adelantados centros latinoamericanos de la 
época. Esta reforma, sin embargo, no fue suficientemente implementada y no tuvo mayor 
impacto, y son más conocidas las pintorescas propuestas del dictador para el texto de los 
programas de Moral, en donde se refleja una teosofía no del todo extraña a la época.” 


Todas estas son manifestaciones de un espíritu de cambio que podríamos calificar de 
modernista, aunque dudaríamos de atribuir tal apelativo al general Martínez mismo. El 
hecho de que la dictadura fuera claramente retrógrada en el campo político no implica 
que la sociedad civil haya quedado completamente congelada a lo largo de esos 13 años. 
Muy por el contrario, existen claros indicios de que no solo se producían cambios en el 
nivel del Estado, sino que la sociedad se permeaba de concepciones y de prácticas que 
rompían con los patrones del pasado. Ahora bien, es cierto que el régimen nunca asumió 
la modernización como una ideología movilizadora, prefiriendo asentarse en la figura 
patriarcal del dictador “severo, sabio y honesto”, más dentro de los parámetros del 
clásico “caudillismo” latinoamericano. 


Uno de los más interesantes indicios de cambios culturales en la sociedad civil fue la 
obtención del voto femenino en 1939. Este hecho prácticamente es ignorado por la 
literatura martinista, y mucho menos ha sido objeto de análisis o interpretaciones. Todas 
las referencias al voto femenino se concentran en la Constitución de 1950, que 
ciertamente tuvo la virtud de establecer el voto universal sin cortapisa alguna (en 1939 se 
concedió con algunas limitaciones relativas a la edad y la educación de las mujeres). Pero 
se puede ir todavía más atrás de 1939 para encontrar varios importantes hitos en la lucha 
por el sufragio femenino. Uno de los más sorprendentes episodios de una historia que 
todavía hay que escribir por completo fue un intento, tan atrás como en 1930, de hacer 
efectivos los derechos políticos de la mujer. 


La figura central de este evento fue doña Prudencia Ayala, conocida poetisa y apasionada 
centroamericanista, quien, en ocasión de las elecciones de 1930 (las que llevarían al 
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poder, efímeramente, a don Arturo Araujo), no sólo exigió inscribirse como ciudadana y 
votar, sino que llevó incluso a pretender lanzar su candidatura a la Presidencia. Los 
periódicos de la época son testigos de la estupefacción con que esta demanda fue recibida 
por los integrantes de una sociedad claramente patriarcal. Este asombro se mezcló con el 
pánico de comprobar que la solicitud podría tener un efectivo asidero legal por el hecho 
de que la Constitución vigente, la de 1886, no se había cuidado de negar explícitamente 
los derechos políticos a la mujer. 


Redactada en los más puros términos del liberalismo de fin de siglo, esa Constitución le 
concedía la ciudadanía sin discriminación a todos los salvadoreños “mayores de 18 años, 
los casados y los que hayan obtenido algún título literario, aunque no hubiesen llegado a 
esta edad”(Art.51). Por su lado, la Ley Electoral de la época tampoco hacía distinciones de 
ningún tipo, de modo que de hecho la interpretación estaba dependiendo del 
“sobreentendido” puramente cultural que las mujeres deberían estar excluidas del 
ejercicio de los derechos políticos. 


El Alcalde capitalino, encargado de conocer el asunto en primer instancia, trasgrediendo 
el procedimiento indicado en la Ley Electoral, pasó a consulta el asunto al Consejo de 
Ministros, el cual declaró que la mujer no tenía derecho al voto. La mayoría de los 
magistrados de la Corte Suprema de Justicia, ante la cual había recurrido en Amparo doña 
Prudencia, antes que verse abocados a una interpretación sin asidero legal, optaron por 
denegar la demanda por razones puramente procesales, sin llegar en ningún momento a 
conocer el fondo de la demanda. La prensa de la época que hemos podido consultar, sin 
embargo, nos revela el inicio de una polémica que, sin duda, estaba ya presente, y que 
revela la existencia de criterios encontrados sobre el papel social y político de la mujer.* 


Mucho antes de la demanda de doña Prudencia, las mujeres salvadoreñas estaban 
teniendo una muy activa presencia a través de los comités femeninos de diversos partidos 
políticos. Que estos comités distaban de ser elementos “decorativos” lo atestigua la 
célebre masacre de partidarias del Partido Constitucional del Dr. Miguel Tomás Molina en 
1922. Debemos suponer, entonces, que para 1930 ya había una experiencia de 
participación que respaldaba una ampliación en el sentido de la demanda de marras. 
Posiblemente fueron los extraordinarios sucesos del 32, con su secuela de “aplanamiento 
social”, los que, de alguna manera, afectaron lo que en otras circunstancias hubiera sido 
un movimiento femenino sufragista de mucha mayor visibilidad. Pero lo cierto es que 
para 1939 la reforma constitucional se ejecutó con bastante poca oposición. De hecho, 
hubo legisladores que apoyaban una absoluta igualdad entre hombres y mujeres para el 
ejercicio del sufragio. Incluso hubo opiniones que expresamente reconocían que la 
actividad femenina en la política ya era un hecho consagrado desde hacía tiempo. 


Sin embargo, es de observar que en ningún momento se discutió si el derecho al voto 
femenino existía ya en la antigua Constitución. Antes bien, la reforma de 1939 se presentó 
como una absoluta novedad, lo que echó al olvido la posible inconstitucionalidad de la 
negación del voto femenino en 1930. Por otro lado, la fijación de limitaciones tan 
artificiales son otra muestra de las ambigiiedades de un sistema político que encontraba 
difícil asumir con propiedad un espíritu modernista, 


Ausentes de un estudio más a fondo sobre el particular, nos queda especular que la 
reforma se dio en la circunstancia de una posible reelección de Martínez (sería la 2da.) 
con la perspectiva de contar con los votos femeninos. También puede suponerse, aunque 
pendiente de comprobación, que hubo presiones provenientes de grupos organizados, 
que hicieron posible el cambio. Pero lo indudable es que la sociedad política mostraba 
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estar preparada para una apertura de corte modernizante que, en los demás países 
centroamericanos, tendría que esperar todavía varios años para darse. 


LA REVOLUCION DEL 48 Y LA ORGANIZACION DE LAS 
MUJERES 


La ya estimable literatura sobre el periodo “prudista” coincide en ver la revolución de 
diciembre de 1948 como el inicio de un periodo de modernización que no tenía 
precedentes en el país. Aunque la amplitud y profundidad de esas reformas ha sido 
materia de mucha discusión, y más de algún analista rechaza el apelativo de “revolución” 
para este proceso, lo que parece evidente es que los conductores del mismo realizaron 
una fuerte ofensiva para mostrar su proyecto como algo radicalmente distinto del pasado. 
Por primera vez se iba a centrar toda la política económica en una idea del desarrollo, 
cuyo principal gestor sería un Estado remodelado, y su beneficiario principal un sector 
“modernizante” del capital salvadoreño. Usando la terminología gramsciana, he 
sostenido que se trataba de un proyecto hegemónico, con la pretensión de constituir un 
nuevo “bloque histórico” de dominación. 


Este proyecto, en el discurso, pretendió articular, en un complejo simbólico, elementos 
ideológicos provenientes de distintas tradiciones: el liberalismo en su vertiente radical/ 
reformista, dentro del cual se enfatizaba sus contenidos “social” y “constitucionalista”, se 
encontraba ahora unido a un nuevo tipo de militarismo “reformista” y a un modelo de 
democracia “social” basada en la “armonía entre el capital y el trabajo, que son fuentes de 
la prosperidad salvadoreña””, De lo que se trataba era de redefinir la idea de la Nación y 
de las identidades cívicas adoptando como eje el proyecto modernizador. 


Distintos estudios también han revelado las limitaciones de este proyecto, y su paulatina 
declinación en distintas áreas. No fue cierto que el capitalismo “modernizante” 
salvadoreño pudiera cortar su cordón umbilical con la oligarquía agroexportadora y 
financiera. De hecho, nunca lo quiso, ni hubo nunca razones suficientemente fuertes para 
que en este periodo se produjera nada cercano a un enfrentamiento entre fracciones 
burguesas. Por otro lado, el militarismo desde muy temprano se consolidó en gran medida 
gracias al presidente Osorio (1950-1956), diestro en los juegos de poder dentro de una 
institución que siempre estuvo bajo su control pero a la que nunca intentó encauzar por 
un sendero democrático. Su sucesor, Lemus (1956-1960), pese a que en algunos aspectos 
era portador de un discurso más civilista, era igualmente un ferviente creyente en la 
doctrina del ejército “brazo armado del pueblo”, tutelar de las conquistas 
“revolucionarias”. A su debido tiempo, ese brazo se volvió en su contra (fue depuesto por 
un golpe de Estado en octubre de 1960), y el militarismo siguió siendo una constante del 
escenario político del país. 


Finalmente, el sistema político propiamente dicho también empezó a deteriorarse ante la 
imposición de un modelo de “partido oficial” (el PRUD) que fue haciendo cada vez más 
imposible una oposición significativa. Si durante Martínez había algo que definimos como 
“paternalismo redentorista”, ahora tendríamos un “paternalismo institucional”, con una 
burocracia estatal que no cedería su puesto a nadie. La represión, iniciada ya desde 1952 
contra la izquierda en todos sus matices, al final del “prudismo” estaba tocando a todo el 
que se atreviese a levantar la voz en disidencia con el gobierno. 
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Todo lo anterior no debe conducir a desconocer, en forma alguna, la importancia que 
reviste el periodo en mención, como lo están reconociendo los más recientes estudios. 
Desde la Constitución del 50, que logró una síntesis de la propuesta modernizadora, y 
cuyos principios han orientado la acción del Estado hasta nuestros días, pasando por la 
legislación y las instituciones y directrices políticas que se derivaron de la misma, y la 
notable vitalidad que adquirió la actividad política en los primeros años del “prudismo”, 
hasta el contexto regional que se fue redefiniendo por el inicio de la Guerra Fría, la caída 
del proyecto revolucionario guatemalteco y las primeras propuestas de integración del 
istmo, el periodo tiene mucho de interés para el investigador. Es en este último terreno 
que quisiera hacer algunas observaciones producto de mi investigación en curso. 


Uno de los aspectos más notables del dinamismo político que observamos en el periodo de 
1948 a 1959, sobre todo en los primeros años, es el intento de conformar un movimiento 
social de apoyo al proyecto gubernamental, incorporando en el mismo a muy diversos 
sectores sociales. Ese intento tuvo mucho del “populismo” tan en boga en Latinoamérica 
desde hacía ya algunos años, persistiendo junto con el modelo de partido “oficial” a lo 
largo de las dos décadas siguientes. Una vez formado el PRUD para las elecciones de 1950, 
en su interiorse constituyeron sectores como el “PRUD obrero”, el “PRUD intelectual” y el 
“PRUD femenino”. Dentro de este último participaron mujeres que tenían una 
considerable tradición de lucha en las causas feministas, así como muchas otras que 
encontraron en él un espacio de participación política original. 


Ya desde la caída de Martínez, en 1944, se había visto una notable presencia organizada 
de mujeres. En esa oportunidad, apareció por ejemplo el Frente Democrático Femenino, cuya 
publicación Mujer Demócrata, dirigido por Matilde Elena López pretendió incorporar 
mujeres de distintos estratos sociales en apoyo a las reformas democráticas, incluyendo el 
voto femenino sin restricciones. Para 1945 había aparecido la Tribuna Feminista como 
órgano de la Asociación de Mujeres Democráticas de El Salvador, bajo la dirección de Rosa 
Amelia Guzmán y Ana Rosa Ochoa. Silenciadas como el resto de la prensa contestataria, 
durante los periodos de Osmín Aguirre y Castañeda Castro (1944-48), con la Revolución 
del 48 estos movimientos femeninos adquirieron un nuevo dinamismo. Apareció el 
periódico El Heraldo Femenino como órgano de la Liga Femenina Salvadoreña, bajo la 
dirección de Ana Rosa Ochoa, con una línea más definidamente feminista. 


Distintas intelectuales participaron activamente en las discusiones previas a la 
aprobación de la Constitución de 1950, y se empezó a ver mujeres elegidas para cargos 
públicos, como la primera alcaldesa salvadoreña doña Rosario Lara vda. de Echeverría, 
por Berlín, Usulután. El periódico más afín al gobierno, Tribuna Libre, daba frecuente 
cabida a las opiniones feministas, intentando incluso crear una sección permanente 
(Tribuna Feminista) para ello. En 1951, el Gobierno patrocinó con entusiasmo un seminario 
del Consejo Internacional de Mujeres CIM, el cual fue atendido y promocionado por 
algunos de los más altos exponentes del régimen. Existía, pues, una fuerte tendencia 
profeminista dentro del “prudismo” de la primera época, que se manifestaba en el 
discurso oficial como una nueva dimensión de la nacionalidad, ahora más plenamente 
democrática. 


La recepción de todo esto en el interior de la cultura nacional fue muy diversa. Por un 
lado, la tradicionalmente conservadora Iglesia Católica, en cuyo interior ya existían serias 
diferencias con respecto al proyecto gubernamental modernizante, optó por una actitud 
cautelosa ante los avances cívicos de la mujer, previniendo sobre los desórdenes que estos 
podían tener sobre la sagrada institución de la familia. La posición fuertemente 
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anticlerical de algunas connotadas feministas (sobre todo de la Liga) agudizó esta 
situación, aunque la Iglesia más bien procuró encauzar paulatinamente su acción 
moralizadora por la vía del desarrollo de las entidades de Acción Católica, y similares. Los 
medios de prensa, en general, tendieron a reproducir la misma actitud, con la excepción 
de aquellos directamente vinculados con el oficialismo, donde la situación resultaba más 
compleja, como se expone en lo que sigue. 


LOS DISCURSOS DE “JUAN PUEBLO” Y EL AVANCE DE 
“SU JUANA” 


Entre el periodismo político de la época destaca el ya mencionado Tribuna Libre, en el que 
a lo largo de los primeros años del “prudismo” resalta un invariable apoyo al movimiento 
feminista. Así se expresaban sus principales redactores, en particular su director Quino 
Caso (Joaquín Castro Canizales), con argumentos que reflejaban por entero el espíritu 
modernizador y democratizante, que caracterizaba esta primera etapa. Esta línea “oficial” 
adquiría diversos tonos en los comentarios de los colaboradores, particularmente en la 
sección de caricaturas políticas, dentro de laque ocupa un lugar predominante “Juan 
Pueblo”."! 


Este personaje se representaba como un hombre de extracción evidentemente popular, 
vestido con poco más que harapos, y con facciones marcadamente indígenas 
(“trompudo”, como se dice en el país).*? Se trataba, por otra parte, indudablemente de un 
habitante del medio urbano, y su comentario, siempre escrito en verso ágil, chispeante y 
salpicado de salvadoreñismos, se refería a los sucesos de la vida cotidiana a los que casi 
invariablemente matizaba con contenidos claramente políticos. Luego de aparecer por un 
periodo en La Tribuna, desapareció de la misma al ser controlado dicho medio por los 
intereses castañiedistas en 1948, volviendo a aparecer en las páginas de la recientemente 
rebautizada Tribuna Libre en marzo del 49, para mantenerse por varios años, aunque con 
esporádicas suspensiones, fruto, al parecer, de discrepancias con la dirección del 
periódico. 

Seguir la pista del personaje de marras es sumamente significativo. Aunque lógicamente 
expresaba los puntos de vista de su autor, así como la línea política que (dentro de 
espectro más general de los “partidarios de la revolución”) el periódico se iba 
desarrollando conforme se sucedían los acontecimientos, también, como todo medio de 
comunicación masiva, reflejaba el ambiente más general en el que se desenvolvía y con el 
que necesariamente guardaba un relación de reciprocidad. 


Es particularmente interesante el contraste entre la figura astrosa con su léxico vulgar, y 
la actualidad, pertinencia e ingeniosidad del mensaje. Estas características, típicas de 
figuras (como el “Cantinflas” mexicano) que acompañan procesos de aguda 
transformación social, son muy efectivas en establecer la conexión entre un pasado que 
todavía está presente, y un proyecto apenas en gestación.'* En muchas ocasiones, se trata 
incluso de un pasado puramente mítico, precisamente construido para legitimizar 
relaciones sociales.** Así, no era de extrañar que “an Pueblo” se trasmutara a veces en 
“Juan Soldado” para articular de manera elocuente uno de los componentes centrales del 
discurso de los revolucionarios del 48. En sus distintas apariciones, este “otro Juan” 
pretendía representar todas aquellas cualidades democráticas que supuestamente habían 
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siempre existido dentro del Ejército, aunque reprimidas por acción de los “malos 
salvadoreños” que habrían torcido su auténtica misión.'* 


En el contexto del apoyo “oficial” a la creciente participación política femenina, resulta 
interesante percibir las cambiantes actitudes que refleja “Juan Pueblo”, resultado sin 
duda de las tensiones que operan a nivel individual de su autor u autores, pero también 
de la cultura machista en la que se desenvuelve, y con la que no puede, aun queriéndolo, 
entrar en directa confrontación. Por el contrario, como en el ejemplo “cantinflesco”, las 
distintas situaciones son negociadas con frecuentes salidas cómicas llenas de picarescas 
complicidades. De tal suerte, se logra una “resolución” discursiva indirecta y tal vez 
incluso provisional, evadiendo niveles de racionalidad formal de conflictos que, para la 
mayoría del público, todavía resultan demasiado complejos como para ser fijados con 
categorías definitivas.!* Así, ya desde las primeras menciones a la mujer se hace la 
distinción de Juan y “su” Juana (personaje que por cierto alguna vez tuvo existencia 
independiente en La Tribuna Feminista de 1945, como “La mujer de Juan”), de igual 
extracción que él, aunque sistemáticamente privada de la palabra. En muchas ocasiones la 
referencia sexual es bastante explícita, usada como recurso jocoso y para dotar al 
personaje, portador de un mensaje objetivamente “serio”, de la complicidad subrepticia 
de un/a lector/a que, a fin de cuentas, no se desea alienar., 


A lo largo de los años del 49 al 52, Tribuna Libre publicó una buena cantidad de caricaturas 
de “Juan Pueblo” referentes a la participación política femenina. Ellas incluyen específicas 
menciones a las actividades de la Liga Femenina, al voto de la mujer, a la elección de las 
primeras alcaldesas, etc. En otras oportunidades, se trata de comentarios en los que se 
deslizan aspectos del “sentido común” referente a los “roles” sexuales, o sea, aspectos del 
género como construcción cultural. En todos los casos, sin excepción, los avances 
femeninos son vistos como algo que tiene que “filtrarse” por vía del recurso retórico de la 
“trivialización”, forma de “naturalizar” lo que de otro modo puede resultar chocante a los 
ojos no acostumbrados a “esas cosas”. De esa forma, resulta menos problemática la 
inclusión de los mensajes feministas dentro del discurso “revolucionario”. Por supuesto, 
esto puede resultar en una neutralización o dilución de un discurso propiamente 
feminista, envuelto en complicidades que no son suyas, sino producto de la acción del 
comentarista, verdadero artesano del mensaje.”” 


Durante el año 1950, cuando los “prudistas” aparecían como abanderados del voto 


femenino en la nueva Constitución y procuraban la integración de tipo corporativo de un 
movimiento masivo de mujeres, aparece la siguiente caricatura: 
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14 Junio: JP(lustrabotas mirando las piernas de una mujer):“Que lindas son las mujeres!/ 
Piden en tonos arrechos/igualdad en los derechos./Pero...que hay con los deberes?/A mí 
siempre me fascina/el fondo de la cuestión/Qué buena es la Exposición/de la Liga 
Femenina!” 

El grabado ya había aparecido antes, el 10 de mayo de 1949, nada menos que el “Día de la 


Madre”, acompañando los siguientes versos: 
“Día de la Madre.Día/ de inenarrable ventura/.../ Y ante esta niña bonita/ la 
tentación he sentido / de susurrarle al oído: Mamacita...Mamacita...” 


Juan Pueblo despide al año 1951 con un dibujo en el que aparece al pie un árbol de 


Navidad, acompañado de “su Juana”, con los siguientes versos: 
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“Muy felices Navidades/ oh, mis lectores queridos/ que en doce meses seguidos/ 

buscáis mis barbaridades/.../Bajo el Arbol, en la casa/ hoy es feliz cada cual/ 

comiéndose su tamal/ y echando tragos sin tasa./ Y entre tanto cuete y pito/ con mi 

Juana, en el mesón/ nuestra mayor ilusión/ se concentra en el palito”(!) 
Nuevamente, el 2 de marzo de 1952, cuando se comentaba que en Honduras no se había 
aprobado el voto femenino, aparece una caricatura con los siguientes versos: 

“Hoy el voto femenino/ aquí no es cosa rara/ y lamento que el vecino/ de Honduras 

no lo aprobara./ Luchando a brazo partido/ yo tal voto defendí/ pues por ser bien 

parecido/ muchas votarán por mí...” 
Ilustrativas del la jocosa complicidad de Juan con la cultura dominante, son dos 
caricaturas que comentan sucesos de la vida cotidiana. El 11 de septiembre de 1951 
aparece una con los siguientes versos: 

“La medida de imponer/ el uso del pantalón/ a las hembras, es cuestión/ de risa 

hasta no poder./ Este divertido asunto/ quien podría tomarlo en serio?/ Cualquier 

gente de criterio/ no le halla coma ni punto./ Medida tan divertida/ me lleva a esta 

conclusión:/ que a ellas el pantalón/ no les queda a la medida” 
Y el 1 o. de enero de 1952, cuando el gobierno adquirió una embarcación moderna, Juan 
Pueblo comenta: 

“Nunca he sido marinero/ pero el taco me daré/ en un barco pinturero/ que con mi 

plata merqué./ Con solo hacer un ademán/ sabrá Juana lo que quiero:/ donde 

manda capitán/ ya no manda marinero...”(!) 
Pero Juan a veces tenía que ponerse más serio, aunque sin faltar nunca la insinuación 
sexual. Cuando a principios de Enero de 1951, las mujeres, con el respaldo de la CIM, 
propugnaban una serie de reformas legales a su favor, aparece la siguiente caricatura, el 
11 de enero: 
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(JP sonriente): “Esta nueva petición/ referente a los derechos/ de la mujer tomo a 
pechos/ porque la encuentro en razón./ Que las leyes secundarias/ tengan debidas 
reformas/ ajustándose a las normas/ de la Constitucionaria./ No es menester mas 
escritos/ el buen juicio lo aconseja/ pues como anda la cangreja/ caminan los 
cangrejitos” 
42 Pocos meses después, el 26 de octubre, aparece una caricatura con motivo del viaje de una 
delegación de mujeres a un congreso feminista en México, con los siguientes versos: 
“Ya están aquí de regreso/ las ilustres delegadas/ que asistieron a un congreso/ 
femenil, muy bien llegadas!/ Mas con pena considero/ que como allá fue mi esposa/ 
en esa ausencia gloriosa/ yo presumí de soltero/ Y me encontré una cipota/ de tan 
precioso palmito/ que al solo verla un ratito/ hasta un santo se alborota./ Y hoy 
que mi esposa está aquí/ otra vez me pongo serio/ si descubre el gatuperio/ 
entonces...pobre de mi!./ ¿Porqué vino tan de va?/ Con un triunfo tan lucido/ lo 
mejor hubiera sido/ que se quedaran allá! 
43 Finalmente, cuando aparecen las postulaciones femeninas para las elecciones de alcaldes 
de 1952, el 29 de Mayo aparece el siguiente Juan Pueblo: 
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(JP ante una montaña de platos y ollas): “Pero que noticia es esa? Mi Juana que nunca 
habló/ más de lo que dije yo/ resultándome Alcaldesa.../ Pobre de mi! Alcaldero/ 
hablando de la “igualda”/ “ora” mismo se me dá/ que yo lavaré el-caldero....! 


AoK 


Ya para finales de 1954 no se percibe más el dinamismo del movimiento feminista dentro 
del PRUD. Para entonces, también Tribuna Libre había cambiado mucho su línea, que de 
ser un “ala izquierda de la revolución” se había ido convirtiendo cada vez más en un 
típico portavoz de la burocracia gubernamental. Desde enero de 1953, el director no era 
ya Quino Caso, y, luego de muchas suspensiones, a mediados de 1954 “Juan Pueblo” dejó 
de publicarse. Varios años después, dentro del entusiasmo integracionista que acompañó 
al régimen de Lemus, apareció un nuevo personaje con el nombre de “Juan Salvadoreño”. 
Pero ahora la caricatura representaba a un hombre joven, con ropas limpias y un 
mensaje: “Compre, Consuma y Use. Lo que El Salvador Produce”. 


CONCLUSIÓN 


En este trabajo hemos presentado dos casos que ilustran la forma cómo el sistema sexo- 
género en el interior de la cultura política dominante se manifiesta en determinados 
acontecimientos de la historia salvadoreña. Estos acontecimientos se refieren a dos 
aspectos de la constitución de la identidad política de más de la mitad de la población: las 
mujeres, y son parte del reciclaje cultural que implica la modernización de la noción de 
Nación, ya claramente perceptible desde los años 30. 


En un primer caso hemos ilustrado cómo la cultura imperante había configurado un 
“sentido común” respecto de la participación política femenina, y cómo esta ideología 
actuó para impedir el progreso de una demanda que estaba sólidamente fundada en los 
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preceptos de la Constitución de 1886. En un segundo caso hemos visto cómo la 
participación política femenina, ya organizada desde mediados de los años 40, confrontó a 
la cultura machista dominante expresada en un medio de comunicación que en otros 
aspectos siempre le brindó un importante apoyo, interesado en incorporar a las mujeres 
dentro del modelo democratizante que inicialmente impulsaba. 


En ambos casos podemos observar la forma en que la construcción social del género, es 
decir, la distribución de los “roles” sociales adscritos a los distintos sexos, se vio sometida 
a grandes tensiones dentro del ámbito de proyectos modernizadores que, entre otras 
cosas, se proponían representar la ¡dea de la Nación como una comunidad democrática. 
Como toda construcción de género, esta no es neutral, sino que implica necesariamente 
una forma específica de relaciones jerárquicas, de poder, en negociación constante. Un 
estudio más detallado de los casos debería ilustrar mejor los distintos aspectos de esta 
dialéctica de poder, en las que encontraríamos, entrelazados con el sistema de diferencias 
y jerarquías propio del género, otros sistemas de discriminación y subordinación como los 
originados por la clase social o la etnicidad. 


Estos sistemas de poder, lo mismo que las diversas tensiones y contradicciones 
democráticas que, inevitablemente surgen en su interior como producto de la dinámica 
social y de los actores sociales configurados por la misma, resultan un interesante campo 
de investigación para la historia social. Por esta dirección intento orientar mis futuros 
trabajos. 


NOTAS 


1. Por el Partido Revolucionario de Unificación Democrática PRUD, que funcionó como “partido 
oficial” durante ese periodo. 

2. Dentro de las excepciones quiero destacar el reciente libro de Roberto Turcios, Autoritarismo y 
Modernización. El Salvador 1950-1960 (San Salvador: Ediciones Tendencias, 1993), que nos 
proporciona buenas descripciones e interpretaciones de los acontecimientos más destacados a lo 
largo de dicho periodo. Mi antiguo trabajo fue publicado, junto con sendos ensayos de Rafael 
Guido Béjar y Rafael Menjívar, en El Salvador: una historia sin lecciones San José: EDUCA, 1988. 

3. La clásica noción de Cultura Política como “el sistema político Interiorizado en los 
conocimientos, sentimientos y valoraciones de la población” (Almond y Verba The Civic Culture 
1963) ha dado lugar a profusas investigaciones de carácter empírico, muchas de las cuales no se 
distinguen mucho de las encuestas de opinión pública. Dado el carácter estático de este enfoque, 
y el hecho de que los diversos autores circunscriben el “sistema político” a las instituciones de 
gobierno y a los partidos políticos, existen dificultades para percibir fenómenos de poder a nivel 
de la vida cotidiana, que como ha mostrado Foucault (“El sujeto y el poder”) en muchas 
oportunidades configuran modelos de autoridad de directa incidencia en el campo 
“propiamente” político. Como diversos autores admiten, esto es una seria limitante sobre todo 
cuando observamos procesos de cambio cultural. En mi modelo de análisis presto atención a las 
configuraciones de clase social, género y etnia como ejes articulatorios de sentido. En sí mismos y 


sobre todo en sus interrelaciones, ellos a menudo revelan aspectos sustantivos de la dinámica del 
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poder social que un enfoque meramente político-institucional no recuperaría, (cf. Joan Wallach 
Scott Gender andt he Politics of Hlstory New York: Columbia University Press, 1988. 

4. Uso el concepto de ideología dentro de la tradición de la sociología del conflicto, como un 
“mecanismo de movilización de sentido, destinado a establecer y mantener relaciones de 
dominación” (cf. John B. Thompson Ideology and Modern Culture). 

5. Dentro de la literatura teórica sobre este asunto, destaca en Centroamérica el libro de Ana Sojo 
Mujer y Política. Ensayo sobre el feminismo y el sujeto popular San José: DEI, 1985. 

6. Según una costumbre consagrada, a este personaje nunca se le identifica con su primer 
apellido, sino como “el General Martínez”. 

7. La descripción aparece en el ensayo de David Luna “Análisis de una dictadura fascista 
latinoamericana” en La Universidad No.5, San Salvador, septiembre-octubre de 1969. 

8. Sobre Dña. Prudencia se han tejido un cierto número de historias que ameritan una 
comprobación mas detallada. Según recoge la Dra. Matilde Elena López (“El papel de la mujer en 
nuestro país” en Identidad Año 1, No.1 San Salvador, Mayo-Junio de 1992), era conocida como la 
“dama del misterio"” y la “Sibila”, Dice que nació en Santa Ana en 1901 (aunque eso no parece 
coherente con su afirmación de que también peleó contra los Ezeta a fines del siglo pasado). 
También se la ubica en diversos alzamientos populares, algunos sumamente violentos como el del 
25 de febrero de 1921, en protesta por la desmonetización de la plata. Según relata la misma Dña. 
Prudencia en su antología Payaso literario en combate (Santa Ana, 1928), por sus actividades 
unionistas estuvo detenida en 1919 por varios días en Guatemala, por orden del dictador Estrada 
Cabrera. 

9. Consejo de Gobierno Revolucionario Justicia Social en El Salvador, San Salvador: Imprenta 
Nacional, 1948. 

10. Esta distinción entre organizaciones de mujeres con un marcado mensaje “de mujeres y para 
mujeres”, como la Liga, y otras en que el énfasis era la incorporación femenina en luchas más 
amplias, me fue proporcionado en entrevista con la Dra, Matilde Elena López (12 de Noviembre 
de 1993) La distinción es suficientemente significativa como para ameritar un análisis más a 
fondo, que espero realizar en el futuro. 

11. No conozco todavía el origen preciso de este personaje, pero he encontrado rastros del mismo 
en el periodo inmediato posterior a la caída de Martínez. Hay evidencia sostenida de que su autor 
fue el conocido intelectual Pedro Geoffroy Rivas, nacido en 1907 y quien en su juventud militara 
en el Partido Comunista. Director de la combativa Tribuna desde la caída de Martínez, salió 
exilado hacia Guatemala como consecuencia de la represión desatada por Osmín Aguirre. 

12. La caricatura está firmada por “T. Pineda Coto”, (la “T” es por Tomás) quien es reconocido 
como el dibujante original. Sin embargo, parece que en esto intervinieron algunos otros, como el 
periodista Manuel Aguilar Chávez. 

13. Cf. Carlos Monsiváis, “Notas sobre cultura popular en México” Latin American Perspectives 
Issue 16, Winter 1978 Vol V, Number 1. 

14. Cf. Benedict Anderson Imagined Communities. Reflections on the Origin and Spread of Nacionalism. 
London: Verso, 1991 (1983) y Eric Hobsbawm and Terence Ranger (Eds.) The Invention of Tradit on 
Cambridge: Cambridge University Press, 1986 (1983). 

15. Uno de los “eslóganes” favoritos del periodo fue el de “Ejército: brazo armado del pueblo”. 
Más antiguo es el mito de la “Juventud Militar”, que vendría desde 1931 rebelándose contra los 
malos gobiernos, sólo para verse una y otra vez traicionada por la “reacción”. Todas estas figuras 
retóricas han sido parte del léxico común de diversos sectores de las Fuerzas Armadas 
salvadoreñas hasta fecha muy reciente, (cf. Cor. Mariano Castro Morán Función política del ejército 
salvadoreño enel presente siglo Ed: UCA, 1984). 

16. Lo cual no quiere decir, por supuesto, que no se produzca un efecto específico a nivel 
discursivo. Soy de la opinión que este efecto, en los mensajes analizados, tiene que ver con la 
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traducción dinámica, a nivel de lo cotidiano, de los fenómenos sociales que interesa integrar 
dentro del proyecto modernizante. 

17. Como destacan los estudios neo-gramascianos, estos fenómenos de “desarticulación” y 
“rearticulación” ideológica son típicos de los procesos de construcción hegemónica. Pero debe 
advertirse que rearticulación significa reconocimiento y negociación de intereses, no mera 
dilución de éstos dentro de generalidades abstractas. Cf. Chantall Mouffe “Hegemonía, Política e 
Ideología”, en Julio Labastida (Coord.) Hegemonía y alternativas políticas en América Latina México: 
Siglo XXI. 
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